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Resumen: 

El trabajo de investigación efectuado tiene como fin analizar las excepciones que 

tiene la libertad de expresión en el derecho mexicano, así como demostrar que en 

los diversos tipos de excepciones: personales, sociales y en la materia electoral, 

no existen un desarrollo y criterios homogéneos. Lo anterior provoca que este 

derecho, indispensable para el desarrollo individual y social, carezca de una 

regulación armónica y progresiva en sus diversos ámbitos. Lo anterior deriva a su 

vez en una inadecuada protección, sobre todo en los ámbitos de las excepciones 

sociales y de la materia electoral, en los que se tiende a la represión  y a imponer 

un auténtico régimen de límites a la expresión de ideas. Por lo tanto y no obstante 

el alto número de doctrina, jurisprudencia y legislación en esta materia, la libertad 

de expresión en México tiene una sinuosa regulación. 

Palabras clave: libertad de expresión, excepciones personales, excepciones 

sociales, materia político-electoral, régimen democrático. 

Abstract: 

The conducted work of investigation must like aim analyze the exceptions that the 

freedom of expression in the Mexican right has, as well as demonstrate that in the 

diverse types of exceptions: personal, social and in the electoral matter, do not 

exist a homogenous development and criteria. The previous thing causes that this 

right, indispensable for the individual and social development, lacks a harmonic 

and progressive regulation in its diverse scopes. The previous drift to its time in an 

inadequate protection, mainly in the scopes of the social exceptions and the 

electoral matter, in which one tends to the repression  and to impose an authentic 

regime of limits to the expression of ideas. Therefore and despite the high number 

of doctrine, jurisprudence and legislation in this matter, the freedom of expression 

in Mexico has a winding regulation. 

Key words : freedom of expression, personal exceptions, social exceptions, 

political-electoral matter, democratic regime. 
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INTRODUCCIÓN 

Uno de los riesgos que se corre en el análisis de un derecho, debido a la 

abundante legislación, bibliografía, foros, emisión de jurisprudencia, entre otros 

aspectos, es el suponer que todo está dicho.  

La libertad de expresión es un derecho cuya conceptualización es antigua, 

pero que ha tenido un desarrollo vertiginoso en nuestro país en el marco de las 

reformas en materia de transparencia y derechos humanos iniciadas a partir del 

año 2000 dos mil. Sin embargo, se considera que aún estamos lejos de contar con 

una debida regulación tanto en su reconocimiento como en su  ejercicio. 

La libertad de expresión tiene una dimensión  personal y social. En el primer 

caso permite el libre desarrollo de la persona en cuanto puede tomar decisiones 

propias en los asuntos o temas que le interesan o que de alguna forma significan 

afectación a su esfera personal y familiar. El plano social se da en  la libre 

circulación de ideas que favorece el desarrollo de una sociedad informada, que 

pide cuentas a sus gobernantes, que juega un papel activo, participativo, más afín 

al sistema democrático que impera en el nuestro mundo occidental. 

En el mismo tenor, no puede soslayarse la diversidad de relaciones sociales 

y jurídicas que tiene una persona: el plano privado y el público. La importancia de 

tomar en cuenta dichos aspectos radica en que la libertad de expresión toma 

diferentes matices en función de la relación jurídica existente: entre particulares la 

libertad de expresión es un derecho humano al que se le oponen derechos 

personales de los semejantes; en el ámbito público se le oponen derechos 

gregarios como la paz, la seguridad, el orden público. Incluso a nivel 

gubernamental la libertad de expresión suele ser un derecho incómodo en cuanto 

es sinónimo de escrutinio y de crítica. Aun más, en el ámbito político-electoral la 

libertad de expresión tiene  un carácter especial: por una parte su ejercicio es 

necesario para lograr equidad; pero su ejercicio excesivo puede quebrar esa 

misma condición. Por lo tanto, es posible pues afirmar: en materia de libertad de 

expresión aún quedan muchos aspectos por explorar. 
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Existen demasiados pendientes en materia de libertad de expresión en 

México: su ejercicio por las minorías, concentración de medios, violencia en contra 

de periodistas y medios, mejorar el sistema de acceso a la información, el fomento 

de expresiones artísticas, etcétera. Sin embargo, la presente investigación realiza  

el análisis efectuado a las excepciones que tiene la libertad de expresión en tres 

ámbitos: los derechos de la personalidad, los derechos sociales y la materia 

electoral. 

El fin de la misma es demostrar la desigual regulación que tiene la libertad 

de expresión. En concreto, demostrar cómo en ciertos planos su regulación   

presenta avances significativos y existe certeza jurídica aunque se esté lejos 

(como siempre) de una situación ideal; en cambio, en otro ámbitos la regulación y 

por ende su ejercicio es desigual al constreñir de manera seria y con parámetros 

poco claros el ejercicio de la expresión de ideas, además de literalmente acallar a 

un sector de la población pero al mismo tiempo permitir una actuación excesiva de 

otros. 

Si bien se recurre a doctrina, el análisis realizado es en esencia legal y 

jurisprudencial. Luego de cada análisis se realiza una valoración en cada ámbito y 

la emisión de conclusiones sobre la situación de la libertad de expresión en los 

campos estudiados. Reflexiones a través de las cuales se  espera queden 

resueltos, entre otros, planteamientos como los siguientes: ¿se cuenta con un 

adecuado concepto de libertad de expresión en México? ¿Nuestro país ha sido 

receptivo a la jurisprudencia y doctrina internacionales? ¿Existe claridad en la 

imposición de excepciones y/o límites a su ejercicio en los diversos ámbitos 

analizados? ¿En los aspectos personal, social y  electoral, del ejercicio de la 

libertad de expresión, cuál tiene una regulación más adecuada? ¿El actual 

régimen de gobierno muestra tendencia de avance o retroceso respecto al 

reconocimiento y protección de la libertad de expresión? ¿Las legislaciones 

recientes que se han promulgado en el tema de la protesta social: protegen o 

reprimen la libertad de expresión? ¿La reforma electoral de 2007-2008 cumplió 

con los fines para los que fue concebida? ¿La libertad de expresión en materia 

electoral, vive en un ambiente de excepciones o de límites? ¿La reforma de 2007-
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2008 logró evitar la intervención de terceros y de los medios en las campañas 

electorales de 2012? ¿Cuál  fue el papel de los medios masivos en la elección de 

2012? ¿Las encuestas  influyeron en la intención del electorado la contienda de 

2012? ¿Qué importancia tiene el derecho de réplica frente a las restricciones a  la 

libertad de expresión en materia electoral? ¿Se ha elevado la calidad del debate 

en las campañas, así como el de los mensajes de los candidatos, de acuerdo con 

la experiencia de la contienda de 2012? ¿Es preferible un régimen de amplia 

libertad y ejercicio a uno restrictivo en la materia electoral? ¿La mejor forma de 

tener un debate de ideas en el ámbito electoral, es no teniendo este debate, o 

existen vías como el derecho de réplica que faciliten el intercambio de ideas en 

esta materia? 

Como se aprecia, la investigación efectuada pretende cumplir con un 

diagnóstico actualizado –que no definitivo ni completo- sobre la regulación del 

derecho de libertad de expresión en materia de excepciones, así como el 

planteamientos de escenarios que están lejos de ser resueltos, pero que  al mismo 

tiempo implican nuevos horizontes no sólo para la investigación, sino para  

continuar en la consolidación de un derecho a la expresión de ideas en nuestro 

país. 
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CAPITULO PRIMERO 

DELINEANDO AL DERECHO DE LIBERTAD DE EXPRESIÓN 

1.1. Derecho a la información y libertad de expresión. 

El derecho a la información, consagrado en el numeral 6 de nuestra Carta Magna, 

se compone de tres facultades: la de recibir información, la de tener acceso a 

información y la de difundir información. La libertad de expresión se materializa 

como parte del derecho a la información en cuanto a través de su ejercicio es 

posible difundir información; pero al mismo tiempo, es a través de la expresión de 

ideas de otros, que nosotros recibimos información. De ahí que en las sentencias 

tomadas en cuenta para el trabajo propuesto se hable del derecho a la información 

y la libertad de expresión como un conjunto y que compartan varios aspectos en 

su regulación jurídica. 

 Es posible plantear que el derecho a la información en México ha transitado 

por tres etapas:  

1. La  primera con su inclusión en nuestra Constitución1 (se agrega una última 

oración al artículo 6º: “El derecho a la información será garantizado por el 

Estado”), derivado de la reforma constitucional de 1977, luego de la cual no 

existía la claridad deseada respecto a su conceptualización. Incluso la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) habría interpretado que  

este derecho se limitaba en el contexto de la reforma político-electoral de 

ése año. Alejandro Ortega San Vicente expone que ante la inclusión del 

derecho a la información en esa data, era posible apreciar dos posturas 

respecto a su interpretación: a) lato sensu, es decir, derecho a la 

                                                                 
1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consultada vía 

electrónica en www.diputados.gob.mx, con fecha noviembre de 2014. 
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información en cualquier materia y b) estricto sensu, que lo concibe sólo en 

el aspecto político y gubernamental.2 

2. La segunda reconoce la nueva tesitura concebida por nuestro Máximo 

Tribunal en el año de 1996, derivada de una investigación sobre violaciones 

graves a Garantías Individuales (ahora derechos humanos), en la que se 

establece que el derecho a la información previsto en el artículo 6 

constitucional se refiere también al derecho de la sociedad a conocer la 

verdad, lo cual es requisito indispensable para el progreso de la sociedad. 

3. La tercera, tiene como referencia las reformas del año 2007, a nivel 

constitucional y legal (lo que influye en la jurisprudencia), gracias a las 

cuales el derecho a la información se reconoce con la amplitud que en otras 

latitudes ya se concebía, y que ha fortalecido con reformas y legislaciones 

en materia de datos personales, vida privada y de manera más reciente, en 

materia de telecomunicaciones.  

Como ya se expresó, la libertad de expresión es una de las piedras 

angulares del derecho a la información y de la construcción de una sociedad 

democrática. Existen diversos conceptos y definiciones. Si bien en líneas 

posteriores se realiza un esfuerzo conceptual propio, se  exponen algunas ideas al 

respecto.  

 Rojas Castel afirma que la libertad de expresión es intrínseca y exclusiva 

del ser humano y por ello ha sido motor de  un sinnúmero de luchas sociales así 

como de otras libertades, luego cita a Stuart Mill: “En el gobierno, una perfecta 

libertad de expresión en todas sus modalidades –hablar, escribir, imprimir-, tanto 

en la ley como en la  práctica, es el primer requisito; pues ésa es la condición 

                                                                 
2
 Ortega San Vicente, Evolución del derecho a la información en el orden jurídico 

mexicano, 1977-2007, México, Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 

2008, p.26. 
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principal para que haya inteligencia popular y progreso mental. Todo lo demás es 

secundario”.3 

 La cita revela con precisión la importancia de la libertad de expresión en 

cualquier gobierno que pretenda o aspire a la democracia. Éste derecho es una 

condición sine qua non del progreso no sólo de una sociedad, sino del Estado 

mismo. La prerrogativa permite que a su vez se ejerciten otras, permite que todas 

las personas o al menos las interesadas, puedan participar de la conformación de 

una opinión pública, del conocimiento de cuestiones de interés público y posibilite 

su toma de decisiones en los asuntos que puedan afectarle. 

 Andrés Reyes y José Luis Morales refieren que la libertad de expresión es 

el derecho a realizar acciones que muestren la intención de una persona de 

exteriorizar un mensaje o contenido que ayude al debate democrático.4 En este 

concepto existe una idea que subyace en toda colisión de la libertad de expresión 

con otro derecho: lo expresado debe ser de interés para la sociedad y generar 

debate, información, convicción para la discusión de ideas y la toma de decisiones 

en los temas que interesan y afectan. 

 Carbonell explica que la libertad de expresión  tiene base en tres 

argumentos o justificaciones, en las que se aprecian las diversas dimensiones que 

se atribuyen a la libertad de expresión: la personal y la social: 

a) El descubrimiento de la verdad. 

b) La autorrealización personal. 

                                                                 
3 Rojas Castell, Irma Julieta, Libertad de expresión, México, Instituto de 

Investigaciones Jurídicas UNAM, Diccionario de Derecho de la Información, Tomo 

II, 3ª, edición, 2010, p.184. 

4 Reyes Rodríguez, Andrés y Morales Brand José Luis Eloy Morales, La regulación 

del derecho a la libertad de expresión desde una perspectiva comparada, su 

protección en América Latina, México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, 2012, serie Cuadernos de divulgación de la justicia electoral (13), p. 

18. 
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c) La participación democrática.5 

En obra diversa, el propio Miguel Carbonell, al proponer un concepto de 

libertad de expresión  hace énfasis en que constituye un derecho y al mismo 

tiempo   una  condición necesaria para considerar que en un país existe la 

democracia.6 Esta idea es el núcleo del concepto de libertad de expresión. Es 

posible encontrar la misma idea en una serie de conceptos e incluso 

jurisprudencia, que relacionan de manera necesaria a la libertad de expresión con 

el régimen democrático. 

En los documentos denominados “Principios sobre la Libertad de 

Expresión” y su interpretación, de la Relatoría para la Libertad de Expresión de la 

Organización de Estados Americanos (RELE),  se reconoce que la consolidación y 

desarrollo de la democracia dependen de la libertad de expresión y que al 

obstaculizarla se obstruye también el eficaz desarrollo del proceso democrático.7 

 Owen Fiss ha concebido a la libertad de expresión en el marco de una 

democracia deliberativa: no es posible llegar a la verdad si no exteriorizan las 

diferentes opiniones, posturas, ideas, etcétera. En este sentido, aprecia en el 

Estado a un enemigo de la libertad de expresión; pero también concibe que el 

Estado debe garantizar no sólo su ejercicio, sino que la propia libertad de 

expresión tiene una función silenciadora cuando al prohibir los discursos de odio y 

la pornografía por ejemplo, en realidad al limitar ese tipo de expresiones se está 

                                                                 
5 Carbonell, Miguel, La libertad de expresión en materia electoral, México, Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2010, serie Temas selectos de 

derecho electoral (3), p.15. 

6 Carbonell, Miguel, Los derechos fundamentales en México, México, Universidad 

Nacional Autónoma de México, Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 

Porrúa, 2011, p.367. 

7 Organización de Estados Americanos, Declaración de principios sobre la libertad 

de expresión y su interpretación. www.oas.org/es/cidh/expresion 
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protegiendo a los sectores violentados y desprotegidos, como la niñez o las 

mujeres en el caso de discursos o ideas que  fomentan la violencia y al 

discriminación.8 

 El mismo autor reconoce que el Estado debe proteger a la libertad de 

expresión (de manera indirecta, pues su idea directa gira en torno a la información 

de los medios masivos y el internet propiedad de empresarios) de la censura y el 

poder de los empresarios. Concibe que la libertad de expresión es el valor 

amenazado con el actuar de los  medios privados que controlan la información, 

pero también es el valor con el que se justifica a su vez el control sobre dichos 

medios por parte del Estado9. 

 Baruch de Espinoza, al reflexionar sobre la democracia y defender esta 

forma de gobierno, expresa que por el bien de la filosofía debe permitirse la 

libertad de expresión con el fin de reflejar  y satisfacer las diferencias naturales 

que hay en los hombres. Consideraba que en la medida que la democracia 

encarnaba la enseñanza de una filosofía adecuada, regularían las opiniones  de 

los hombres por medio de instituciones religiosas, sociales y políticas, pero no 

insistirá en la uniformidad de opinión10.  

John Stuart Mill11 proporciona ideas relevantes sobre el concepto de libertad 

de expresión. Este autor considera como valores la utilidad y la felicidad. Concibe 

                                                                 
8 Fiss, Owen, “Efecto silenciador de la libertad de expresión”, Revista de teoría y 

filosofía del derecho, Isonomía, número 4, abril de 1996, pp. 17-23. 

9 Discurso pronunciado al recibir el Doctorado Honoris Causa en la Universidad de 

Palermo, en la Ciudad de Buenos Aires, Argentina, el 30 de junio de 2008. 

www.palermo.edu, consultado en mayo de 2014. 

10 Stanley, Rosen, “Baruch de Spinoza”, en Strauss, Leo y Cropsey, Joseph 

(Comp.), Historia de la filosofía política, México, Fondo de Cultura Económica, 

2012, p. 436. 

11 Stuart Mill, Jhon. Sobre la libertad, versión electrónica 

www.ateismopositivo.com.ar, consultado en abril de 2014. 

http://www.palermo.edu/
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que la libertad sólo puede ser limitada en cuanto afecte a otros. Sólo existe un 

gobierno justo cuando se protejan libertades como la de conciencia, la de gustos o 

la de opinión (expresión). Reconoce que si bien las normas que imponen 

restricciones a la libertad son dictadas por un gobierno electo por la mayoría, 

también es cierto que no siempre la mayoría que  ejerce el poder (y dicta esas 

normas) es el pueblo que debe obedecer. Admite de igual forma que esos grupos 

de poder son las que delinean la opinión pública, que luego tiende a moldear la 

conciencia de los gobernados nulificando el pensamiento individual o disidente, la 

moral pública siempre obedece a los intereses o principios del grupo en el poder 

que a su vez crea la opinión pública. Considera que sólo la libertad de 

pensamiento y opinión pueden ayudar a conseguir la verdad. La pluralidad de 

opiniones es indispensable para el progreso. Estima que la opinión generalizada 

sobre un tema  puede ser falsa, de ahí que sea necesario discutirla, aunque la 

nueva opinión también sea falsa, pero ello sólo puede quedar evidenciado a través 

del debate; en el mismo sentido, aunque la afirmación sea verdadera, de cualquier 

forma debe ser discutida para evitar el dogmatismo, la opinión verdadera debe ser 

contrastada con las ideas que se le oponen, sólo así podrá ser más verdadera; 

incluso sostiene que posturas antagónicas pueden compartir rasgos de verdad.  

 Como puede apreciarse, Mill se pronuncia por un debate libre, por una 

circulación intensa de ideas y opiniones en cuanto requisito indispensable para la 

vida democrática y el progreso social. Es interesante su apreciación en el sentido 

que es un grupo de poder el que suele imponer normas y la  misma opinión 

pública. 

   Ricardo Rapahel12 es muy puntual al relacionar el derecho a la información 

con la libertad de expresión, pues afirma que el derecho a estar informado es 

                                                                 
12 Rapahel, Ricardo, “Relatividad y responsabilidad de la libertad de expresión” en 

Oficina en México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Derechos Humanos (Ed.), Derecho a la libertad de expresión y ejercicio 

periodístico, México, 2010, Consultado en versión electrónica en la página de la 
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elemento indispensable para ejercer la expresión de ideas. Si la información es 

ocultada o manipulada, entonces muy pocos podrán tomar decisiones y actuar con 

conciencia. 

 Explica el contexto social de la libertad de expresión al citar a JÜrgen 

Habermas para quien el diálogo a escala entre los grupos humanos y la 

comunicación libre de trabas a través de una compleja red de espacios públicos 

que conectan lo particular con lo general a través de los medios de comunicación, 

son fundamentales en las sociedades contemporáneas para volver 

democráticamente productiva la deliberación común. Sigue con el engarce entre 

derecho a la información y libertad de expresión cuando cita a su vez  a Amaryta 

Sen, premio Nóbel de economía quien describe tres momentos en que se gestan 

ambos derechos: el primero es cuando se origina un poderoso flujo de información 

libre de censura; en el segundo tiene lugar la deliberación colectiva de las razones 

informadas y el tercero cuando las personas participan  de la decisión pública, ya 

con su voz, ya con su voto.13 

De las ideas expuestas es posible obtener que la libertad de expresión es 

un derecho indispensable para el desarrollo a nivel personal y social; que no es un 

derecho absoluto y si bien tiene excepciones claras y justificadas como en los 

discursos de odio, la discriminación, la pornografía, etcétera, en otros casos 

colisiona con derechos ya sean personales o sociales en cuyos casos debe 

resolverse la colisión con una mezcla de casuismo pero también de observar 

directrices generales y constantes en la materia; que el Estado hace las veces de 

un enemigo o riesgo para la expresión de ideas, pero que al mismo tiempo y es 

preferible, debe ser el garante de dicha libertad; que sólo mediante la libertad de 

expresión podemos acercarnos al concepto de verdad, pues éste debe dialogarse, 

discutirse, debatirse y no imponerse;  finalmente, que el derecho a la información y 

                                                                                                                                                                                                      

Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal www.cdhdf.org.mx, 

consultado con fecha febrero de 2014, p. 19. 

13 Ibídem. p.20. 
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libertad de expresión tienen una relación necesaria y es posible afirmar hasta   

simbiótica: el primero no tiene sentido sin el segundo; el segundo no puede existir 

sin el primero. 

1.2. Una conceptualización de la libertad de expresión. 

Se considera que la libertad de expresión es la cúspide del derecho a la 

información. Si bien tenemos el derecho de recibir y acceder a información, estas 

facultades quedarían en la nada si se agotaran en un plano receptivo o de 

satisfacción de un interés. 

 En realidad, al recibir información es posible formar una opinión o 

convicciones; al indagar sobre los diversos temas de nuestro interés se espera 

cumplir con un cometido. De nada sirve la información si no se transforma en toma 

de decisiones, en fijación de posturas, en la creación de productos de 

investigación, el debate de ideas, la emisión de críticas o la sola transmisión de los 

conocimientos adquiridos. La conciencia, las convicciones, las opiniones, las ideas 

en general se crean para expresarse y su exteriorización adquiere diversas 

posibilidades: formas escritas, verbales, corporales, artísticas, etcétera. 

 Sin que parezca exagerado, se arriba a la convicción de que todo lo que 

afecte al derecho a la información, termina afectando al derecho de libertad de 

expresión.  

 De ahí que tomando en cuenta el carácter interdependiente de los derechos 

humanos, principio que exige la satisfacción de un derecho para lograr el ejercicio 

o protección de otros, se afirma que la libertad de expresión es la última y más 

importante manifestación del derecho a la información. Ello porque de nada sirve 

tener un gobernado informado si se le imposibilita actuar conforme a su 

conocimiento y convicciones. Poco útil resulta a la sociedad tener acceso a ideas 

si luego no se le permite tomar acciones tanto para hacerlas del conocimiento 

público, como para defenderlas. 

Es importante recalcar esta conceptualización “integral” de la libertad de 

expresión porque pareciera que para el régimen en turno la parece sencillo 

concebirla de manera aislada, es decir, como la sola manifestación del 

pensamiento, sin tomar en cuenta que para formarlo (así como las convicciones 



 

- 17 - 

 

éticas y creencias), es necesario recibir y acceder a información. Esta  perspectiva 

no es  original, debemos recordar que en la sentencia de la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos (CoIDH), sobre el caso conocido como “La última 

Tentación de Cristo”, se determinó que es imposible tener libertad de ideas, de 

expresión, de pensamiento o conciencia religiosa, si se carece de acceso o 

recepción de la información. La CoIDH clarificó que la libertad de pensamiento 

tiene una dimensión individual y otra social. La primera no se agota con el derecho 

de hablar o escribir, sino también de contar y usar medios para la transmisión de 

ideas. En el segundo plano implica además conocer opiniones, relatos, noticias y 

ese derecho es tan importante como el de difundir nuestro propio pensamiento.14 

No obstante, y como se analiza en  capítulo por separado, al apreciar el 

contenido del artículo 29 constitucional, respecto de la suspensión de derechos 

humanos y sus garantías,  se aprecia que ante dicha eventualidad la Constitución 

establece una especie de cláusula pétrea al declarar intocados los derechos de 

libertad de pensamiento, conciencia y libertad religiosa…lo que no incluye de 

manera expresa a la libertad de expresión. Las implicaciones se reservan para el 

apartado correspondiente, pero el planteamiento sirve para demostrar lo que es 

directriz de la presente investigación: carecemos aún de un adecuado 

reconocimiento, protección y regulación del derecho a la libertad de expresión. 

1.3. Criterios interamericanos sobre el ejercicio de la libertad de expresión: 

¿Límites o excepciones? 

En el presente apartado se  exponen los principales criterios emitidos en el 

sistema interamericano de derechos humanos en materia de libertad de expresión. 

El estudio tiene como directriz la jurisprudencia, ya que tiende a concentrar los 

análisis realizados por los teóricos y otros tribunales, principalmente europeos.  

                                                                 
14

 García Ramírez, Sergio (Coord.), La jurisprudencia de la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos, Volumen I, México, Universidad Nacional Autónoma de 

México, 2006, pp. 706-720. 
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Se estima que en los criterios de los tribunales es donde los derechos 

encuentran su mejor extensión y protección. Sobre todo, con el papel actual de los 

jueces constitucionales en los países democráticos: han dejado  de ser, por 

mucho, la boca que pronuncia las palabras de la legislación. Además, se presenta 

sólo el producto de las reflexiones por no ser el caso valorar de manera alguna 

dichos ejercicios teóricos. Se inicia el estudio con sede latinoamericana porque es 

el sistema regional en materia de derechos humanos al que pertenecemos; porque 

México ha suscrito la Convención Americana de Derechos Humanos y ha admitido 

la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derecho Humanos 

(CoIDH) y porque incluso, se han recibido a relatores de la Organización de 

Estados Americanos en materia de libertad de expresión, quienes han formulado 

puntuales informes sobre la situación de este derecho fundamental. 

 En ese tenor, las resoluciones emitidas por la CoIDH son obligatorias para 

el Estado mexicano, con los requisitos impuestos en la resolución de la  

contradicción de tesis 293/2011 por el Pleno de la Suprema Corte  de Justicia de 

la Nación (SCJN). 

 De igual forma, los criterios adoptados y emitidos por el sistema 

interamericano de derechos humanos tienen su base en criterios europeos y 

estadounidenses. En suma, un conjunto sólido de directrices, que al tiempo de ser 

recibidas por México, se fortalecen con criterios propios de los tribunales de 

nuestro país, como se apreciará más adelante.   

 Antes de iniciar, se justifica el uso del término excepciones para referirnos a 

lo que la mayoría de  teóricos y legislaciones (lo que incluye a nuestra 

Constitución), denominan como límites o restricciones. 

Así, para iniciar con este cometido se plantea una verdad irrefutable: ningún 

derecho es absoluto. Debido a la convivencia social, y dado que todos los seres 

humanos somos reconocidos iguales en dignidad y titularidad de derechos 

humanos, es natural que sea imposible ejercer de manera ilimitada nuestras 

facultades, de ahí que se requiera acotarlas. Si bien es cierto la propia 

Constitución denomina “límites” a los supuestos o casos en que un derecho debe 



 

- 19 - 

 

ceder ante otro o que su ejercicio es restringido por el respeto a otro, en esta 

investigación se prefiere el término “excepciones” por las razones siguientes: 

Bel Mallen sostiene que los derechos humanos no pueden tener límites, 

sino que deben tener excepciones. La razón es que la idea de excepción plantea 

un escenario que se aparta de la regla o condición general, pero que fuera del 

caso extraordinario, debe estarse al escenario natural o normal. En cambio, la idea 

de límite denota una situación donde la constante no es la libertad, sino la 

restricción por lo que ve a los derechos; da la idea de que existe un gobierno que 

otorga un ejercicio de los derechos limitado de manera constante: la restricción  

como regla general.15 

Así, la excepción denota un escenario de pleno ejercicio de los derechos, 

que sólo en casos extraordinarios tendrán que contraerse para permitir la 

manifestación o realización de otro. Pero fuera de la circunstancia especial el 

derecho sigue contando con un marco de libertad. 

En el mismo tenor se ha pronunciado la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, en el caso Ricardo Canese vs Paraguay, en el sentido de que las 

limitaciones deben ser la excepción a la regla del pleno derecho al ejercicio de la 

libertad de expresión. Incluso se establece que debe cuidarse si las limitaciones se 

aplican de manera excepcional o forman parte de un patrón de limitar o restringir 

el ejercicio de los derechos, en cuyo caso, serían inadmisibles.16 

Por lo anterior, se considera idóneo el término “excepción” en lugar del 

término “límite”. El resto deviene si se toma en cuenta que los derechos de la 

personalidad son prerrogativas que tienen una relación muy cercana con la 

                                                                 
15 Bel Mallen, Ignacio y Corredoira Alfonso, Loreto (coord.), Derecho de la 

Información, España, Ariel, 2003, p.184. 

16 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Marco jurídico interamericano de 

la libertad de expresión, consultada en versión electrónica 

www.oas.org/es/cidh/expresion,  con fecha febrero de 2014,  p.34. 
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persona humana, de ahí que a dichos supuestos se les denomine excepciones 

personales. 

En ese tenor, la libertad de expresión tiene excepciones y sus parámetros 

han tenido una extensa evolución, aparecen en diversos textos jurídicos como la  

Declaración del Buen Pueblo de Virginia17, la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos18,  la Convención Americana de Derechos Humanos19, así 

                                                                 
17 “Que la libertad de prensa es uno de grandes baluartes de la libertad, y no 

puede ser restringida jamás, a no ser por gobiernos despóticos”. 

18 Artículo 29… En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, 

toda persona estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con 

el único fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades 

de los demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y 

del bienestar general en una sociedad democrática. 

 

19 Artículo 13 Libertad de Pensamiento y Expresión: 1. Toda persona tiene derecho a 

la libertad de pensamiento y de expresión.  Este derecho comprende la libertad 

de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin 

consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o 

artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.  

 2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto 

a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar 

expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:  

 a)  el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o  

 b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral 

públicas.  

 3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, 

tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para 

periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la 
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como la propia Constitución mexicana de 1917, que será analizada con 

posterioridad. 

Ahora, las excepciones a la libertad de expresión se dividen en dos tipos: 

las personales y las sociales. Las primeras se refieren a los casos en que la 

libertad de expresión colisiona con derechos relacionados a la intimidad o vida 

privada de una persona. Las segundas se refieren a conflictos en los que pueden 

perjudicarse derechos o intereses de la sociedad o del Estado, como la seguridad 

pública, la seguridad nacional, la salud pública, etcétera. 

Al analizar la regulación de la libertad de expresión, es innegable que ella 

tiene como referencia los criterios con que se han resuelto las colisiones entre la 

expresión de ideas y los derechos de la personalidad, así como los derechos o 

intereses que se consideran sociales. 

Si bien la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha resuelto un buen 

número de casos que tienen como materia de fondo la libertad de expresión, como 

lo son : Herrera Ulloa Vs. Costa Rica; Ricardo Canese Vs. Paraguay; Eduardo 

Kimel Vs. Argentina; Ivchev Bronstein Vs. Perú; Olmedo Bustos y otros Vs. Chile; 

Tristán Donoso Vs. Panamá; Palamara Iribame Vs. Chile; Perozo y otros Vs. 

Venezuela; Ríos y otros Vs. Venezuela; Usón Ramirez Vs. Venezuela y 

                                                                                                                                                                                                      

difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir 

la comunicación y la circulación de ideas y opiniones.  

 4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa 

con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la 

infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2.  

 5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda 

apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la 

violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo 

de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u 

origen nacional. 
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Fontevecchia y D’ Amico Vs. Argentina, cuyas resoluciones pueden consultarse en 

la página web de la Corte Interamericana de Derechos Humanos20. También es 

cierto que sus criterios han sido condensados en los documentos denominados 

Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión, realizada por la RELE; la 

misma institución ha emitido criterios de interpretación que abundan y precisan el 

sentido de tales principios que, en suma, se estima que concentran los principales 

criterios emitidos en doctrina y también jurisprudencia de latitudes como Europa y 

los Estados Unidos.21  

1. La libertad de expresión, es un derecho fundamental de todas las 

personas y requisito indispensable para una sociedad democrática. 

2. Toda persona tiene derecho de buscar, recibir y difundir información y 

opiniones con libertad. Ello implica contar con medios para recibir, 

buscar y difundir información sin ser objeto de ningún tipo de 

discriminación. 

3. Toda persona tiene derecho de acceder a información y datos de su 

propia persona de manera expedita y no onerosa; ya sea en bases de 

datos públicas o privadas, así como a actualizarla, rectificarla y/o 

enmendarla. 

4. El acceso a información en poder del Estado es un derecho fundamental 

y es deber estatal su garantía. Este principio sólo tiene límites 

excepcionales que deben estar previstos en la ley para el caso que 

exista un peligro real e inminente que amenace la seguridad nacional en 

sociedades democráticas. 

5. La censura previa, interferencia o presión directa o indirecta sobre 

cualquier expresión, opinión o información difundida a través de 

cualquier medio de comunicación oral, escrito, artístico, visual o 

electrónico, debe estar prohibida por la ley. Las restricciones en la 

                                                                 
20 www.corteidh.or.cr, Consultada en noviembre de 2013.  

21
 www.oas.org/es/cidh/expresion, consultada en noviembre de 2013. 

http://www.corteidh.or.cr/
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circulación libre de ideas y opiniones, como así también la imposición 

arbitraria de información y la creación de obstáculos al libre flujo 

informativo, violan el derecho a la libertad de expresión. 

6. La colegiación obligatoria y exigencia de títulos para ejercer el 

periodismo es una restricción ilegítima para el ejercicio de la libertad de 

expresión. Las normas éticas del ejercicio periodístico no pueden ser 

impuestas por  el Estado. 

7. La condición previa de la veracidad, oportunidad o imparcialidad a la 

difusión de información, es incompatible con el derecho de libertad de 

expresión. 

8. Todo comunicador tiene derecho a proteger sus fuentes, apuntes, 

archivos personales y profesionales. 

9. La violencia física y moral en agravio de comunicadores (secuestros, 

muerte, amenazas), coarta la libertad de expresión. El estado debe 

prevenir, investigar y sancionar tales hechos y reparar a las víctimas. 

10. Las leyes de privacidad no deben inhibir ni restringir la investigación y 

difusión de información de interés público. La reputación de las personas 

debe estar protegida sólo por sanciones civiles. Además debe 

acreditarse (real malicia o malicia efectiva) que la difusión de noticias 

tuvo la intención de causar daño y el conocimiento previo de que la 

información difundida era falsa o que se actuó con manifiesta 

negligencia al verificar la información. 

11. El funcionario público está sujeto a mayor escrutinio  por la sociedad. 

Las leyes de desacato violan la libertad de expresión. 

12. Los monopolios, oligopolios y control de medios deben estar regulados 

por las leyes, ya que puede atentarse contra la democracia al restringir 

la pluralidad y el ejercicio pleno del derecho a la información. La 

asignación de radio y televisión debe tener criterios democráticos. 

13. La utilización del poder del Estado y recursos públicos; la concesión de 

prebendas arancelarias; la asignación arbitraria y discriminatoria de 

publicidad oficial y créditos oficiales; el otorgamiento de frecuencias de 
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medios masivos, para premiar o castigar a comunicadores y medios, 

atenta contra la libertad de expresión y deben estar prohibidos de 

manera expresa por la ley. Los medios tienen derecho a trabajar de 

manera independiente. 

Ahora, del ejercicio interpretativo efectuado por la RELE22, se obtienen las 

siguientes ideas: 

1. Una sociedad que no está bien informada, no es plenamente 

libre. 

2. La libertad de expresión no es un derecho limitado a los 

comunicadores sociales o a aquellas personas que ejercen este 

derecho a través de los medios de comunicación. El derecho a la 

libertad de expresión abarca las expresiones artísticas, culturales, 

sociales, religiosas, políticas o cualquier otra índole. 

3. En una sociedad democrática deben garantizarse la  circulación 

de noticias, ideas, opiniones, así como el más amplio acceso a la 

información. 

4. La censura previa supone el control y veto de la información antes 

de que ésta sea difundida, impidiendo al individuo censurado 

como a la sociedad, su derecho a ejercer la libertad de expresión 

e información. 

5. No deben interferirse el goce del derecho de acceso a 

información al oponerse a la libre circulación de información e 

ideas y la exhibición de obras artísticas que puedan o no contar 

con la aprobación de las autoridades estatales. 

6. La imposición de restricciones a la libertad de expresión sólo 

admite responsabilidades ulteriores, las que deben estar 

expresamente fijadas por la ley donde los fines que se persiguen 

sean legítimos, y los fundamentos para establecer la 

                                                                 
22

 www.oas.org/es/cidh/expresion, consultada en noviembre de 2013 
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responsabilidad sean  necesarios para asegurar el fin que se 

procura. 

7. Las responsabilidades ulteriores se encuentran reguladas por el 

artículo 13 de la Convención y solo proceden de manera 

restringida cuando fuere necesario para asegurar el respeto de 

los derechos o la reputación de otros. 

8. La libertad de expresión engloba dos aspectos: el derecho de 

expresar pensamientos e ideas y el derecho de recibirlas.  Si se 

afecta uno también se perjudica  el derecho de la comunidad en 

general de recibir todo tipo de información y opiniones. 

9. Haciendo mención a una decisión de la Corte Europea, la Corte 

Interamericana ha declarado que la protección a la libertad de 

expresión debe extenderse no sólo a la información o las ideas 

favorables, sino también a aquellas que “ofenden, resultan 

chocantes o perturban”, porque  “tales son las exigencias del 

pluralismo, la tolerancia y apertura mental sin las cuales no existe 

una sociedad democrática.” 

10. El periodismo es la manifestación primaria y principal de la 

libertad de expresión del pensamiento  y, por esa razón, no puede 

concebirse meramente como la prestación de un servicio al 

público a través de la aplicación de unos conocimientos o 

capacitación adquiridos en una universidad, pues está vinculado 

con la libertad de expresión que es inherente a todo ser humano. 

11. El periodista profesional es una persona que ha decidido ejercer 

la libertad de expresión de modo continuo, estable y remunerado. 

  Por tanto, la colegiación obligatoria conduce a limitar en forma 

permanente, en perjuicio de los no colegiados las facultades que 

otorga el numeral 13 de la Convención. 

12. El derecho a la información abarca toda la información, inclusive 

aquella que denominamos “errónea,” “no oportuna” o 

“incompleta”.   Por tanto, cualquier calificativo previo que se le 
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imponga a la información limitaría la cantidad de información 

protegida por el derecho   a la libertad de expresión. 

13. Al exigir la verdad, la oportunidad o la imparcialidad en la 

información se parte de la premisa que existe una verdad única e 

incuestionable.  

14. La exigencia de veracidad puede implicar la censura casi 

automática de toda aquella información que es imposible de 

someter a prueba, lo que anularía, por ejemplo, prácticamente 

todo el debate político sustentado principalmente en ideas y 

opiniones de carácter netamente subjetivo. 

15. Asumiendo inclusive que sea posible determinar la verdad sobre 

todas las cosas, precisamente el debate y el intercambio de ideas 

son el método indicado para la búsqueda de la misma y el 

fortalecimiento de sistemas democráticos basados en la 

pluralidad de ideas, opinión e información. Si de antemano se 

impone la necesidad de informar únicamente la verdad, 

precisamente se niega la posibilidad de efectuar el debate 

necesario para conseguirla. 

16. La posibilidad de sanciones por informar sobre un tema que, con 

posterioridad y gracias al debate libre, se podría determinar como 

incorrecto, conduce a la posible autocensura de los informantes. 

Ello priva a la sociedad del intercambio de ideas. 

17. No sería lícito invocar el derecho de la sociedad a estar informada 

verazmente para fundamentar un régimen de censura previa 

supuestamente destinado a eliminar las informaciones que serían 

falsas a criterio del censor. 

18. Las leyes de calumnias e injurias son, en muchas ocasiones, 

leyes que en lugar de proteger el honor de las personas son 

utilizadas para atacar o silenciar, el discurso que se considera 

crítico de la administración pública.  
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19. Los individuos que conforman una sociedad democrática delegan 

en los representantes el manejo de los asuntos de interés. Pero, 

la titularidad sobre los mismos se mantiene en la sociedad, la que 

debe tener derecho amplio para monitorear con mínimas 

restricciones el manejo de los asuntos públicos por sus  

representantes. 

20. El hecho que los funcionarios públicos y personalidades públicas 

posean, por lo general, un fácil acceso a los medios de difusión 

que les permite contestar los ataques a su honor y reputación 

personal, también es una razón para prever una menor protección 

legal a su honor. 

21. La obligación del Estado de proteger los derechos de los demás 

se cumple estableciendo una protección estatutaria contra los 

ataques intencionales al honor y a la reputación mediante 

acciones civiles y promulgando leyes que garanticen el derecho 

de rectificación o respuesta. 

22. La carga de la prueba recae sobre quienes se sienten afectados 

por una información falsa o inexacta demostrando que el autor de 

la noticia procedió con malicia. 

23. Si la información es un juicio de valor, es imposible la prueba 

sobre la verdad o falsedad, ya que se trata de una apreciación 

completamente subjetiva que no puede ser sometida a prueba. 

24. La publicidad de la información provista por terceros no debe 

verse restringida por la amenaza de responsabilidad al informador 

simplemente por reproducir lo manifestado por otro. 

25. El temor a sanciones penales necesariamente desalienta a los 

ciudadanos a expresar sus opiniones sobre problemas de interés 

público, en especial cuando la legislación no distingue entre los 

hechos y los juicios de valor. 
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26. La crítica política con frecuencia comporta juicios de valor. Las 

leyes de desacato, cuando se aplican, tienen efecto directo sobre 

el debate abierto y riguroso sobre la política pública. 

27. Los gobernantes y figuras públicas están en el centro del debate 

público y se exponen a sabiendas al escrutinio de la ciudadanía, 

deben demostrar mayor tolerancia a la crítica. 

28. La distinción entre la persona privada y la pública se hace 

indispensable. La protección que otorgan a los funcionarios 

públicos las denominadas leyes de desacato atentan 

abiertamente contra estos principios. 

De manera formal, los principios y su interpretación ya expuestos 

constituyen soft law, es decir, criterios no obligatorios y sólo orientadores en 

materia de derechos humanos. Sin embargo, al ser extraídos de un documento 

elaborado de manera especial por la RELE, son producto de la sistematización de 

criterios y resoluciones emitidas tanto por la CoIDH como por los tribunales 

europeos y estadounidenses. Se consideran por ello orientadores pero con una 

alta posibilidad de ser vinculantes debido a su origen y contenido. Se demostrará 

en apartados posteriores que incluso nuestra Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, ha invocado dichos principios y sus criterios de interpretación, para 

argumentar en sus resoluciones más recientes en materia de libertad de 

expresión. 

1.4. El contexto mexicano para la libertad de expresión. 

No es el fin  de la presente investigación realizar un estudio o análisis histórico de 

la libertad de expresión en México. De ahí que sólo se exponga el contenido de los 

textos constitucionales en dicha materia, para aproximarnos a la actual regulación 

constitucional y legal.  

De esta forma, la Constitución mexicana de 1824 en su artículo 50, 

Fracción II faculta al Congreso para “Proteger y arreglar la libertad de imprenta, de 

modo que jamás de pueda suspender su ejercicio, y mucho menos abolirse en 

ninguno de los Estados ni territorios de la federación”. El diverso numeral 161 en 

su fracción IV establece como obligación de los Estados “Proteger a su habitantes 
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en el ejercicio de la libertad que tienen de escribir, imprimir y publicar sus ideas 

políticas, sin necesidad de licencia, revisión ó aprobación anterior á la publicación; 

cuidando siempre de que se observen las leyes generales de la materia”. El 

numeral 171 establecía que “Jamás se podrán reformar los artículos de esta 

constitución y de la acta constitutiva que establecen la libertad é independencia de 

la nación mexicana, su religión, su forma de gobierno, libertad de imprenta, y 

división de los poderes supremos de la federación y de los Estados”23. 

 Se advierte la importancia que tenía  la expresión de ideas para nuestro 

país, al grado tal de imponer una cláusula pétrea en la que se incluye 

precisamente a la libertad de imprenta.  

 La Constitución de 1857, influenciada por ideas iusnaturalistas, establecía: 

Artículo 6. La manifestación de las ideas no puede ser objeto de 

ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que 

ataque la moral, los derechos de tercero, provoque a algún crimen o 

delito, o perturbe el orden público. 

Artículo 7. Es inviolable la libertad de escribir y publicar escritos 

sobre cualquiera materia. Ninguna ley ni autoridad puede establecer 

la previa censura, ni exigir fianza a los autores o impresores, ni 

coartar la libertad de imprenta, que no tiene más límites que el 

respeto a la vida privada, a la moral y a la paz pública. Los delitos de 

imprenta serán juzgados por un jurado que califique el hecho, y por 

otro que aplique la ley y designe la pena24. 

La Carta Magna de 1917, en su texto original, inspirado por su predecesora, 

determinaba25:  

Art. 6o.- La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna 

inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque la 

                                                                 
23 www.museodelasconstituciones.unam.mx, consultado en febrero de 2014. 

24 Ibídem. 

25 Ibídem. 
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moral, los derechos de tercero, provoque algún delito, o perturbe el 

orden público. 

Art. 7o.- Es inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre 

cualquiera materia. Ninguna ley ni autoridad puede establecer la 

previa censura, ni exigir fianza a los autores o impresores, ni coartar 

la libertad de imprenta, que no tiene más límites que el respeto a la 

vida privada, a la moral y a la paz pública. En ningún caso podrá 

secuestrarse la imprenta como instrumento del  delito. 

Las leyes orgánicas dictarán cuantas disposiciones sean necesarias 

para evitar que so pretexto de las denuncias por delito de prensa, 

sean encarcelados los expendedores, “papeleros”, operarios y 

demás empleados del establecimiento donde haya salido el escrito 

denunciado, a menos que se demuestre previamente la 

responsabilidad de aquéllos. 

Del contenido primigenio de nuestra Constitución vigente se destaca su 

contenido prácticamente idéntico a la de 1857, con el agregado de proteger a la 

imprenta en sí y a los papeleros y demás empleados de establecimientos en los 

que se hubiese impreso algún documento que excediera el ejercicio de tal 

derecho. 

Si bien ya existe garantida la libertad de expresión, aun no se concibe en 

toda su dimensión, es decir, la Constitución no tiene un concepto integral del 

derecho a la información, más allá que ni siquiera lo cite por su nombre. Por ello, 

con la reforma político-electoral de 1977 se adiciona una última oración al artículo 

6º, que, como ya se expresó, reza: “El derecho a la información será garantizado 

por el Estado”. Como se explicará con posterioridad, el contexto de dicha reforma 

llevó a interpretar que este derecho se refería precisamente al ámbito político-

electoral. Ortega San Vicente refiere que incluso en los debates del dictamen de la 

reforma constitucional, existían posturas que concebían el derecho a la 
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información como parte de un derecho político y otros lo consideraban como una 

garantía (derecho humano) social y colectivo. 26  

 Con motivo de la investigación de la “Masacre de Aguas Blancas” en el 

sexenio de Ernesto Zedillo, la Suprema Corte de Justicia ejerció su ya inexistente 

facultad de investigar violaciones graves a derechos humanos. En este caso 

amplió el concepto del derecho a la información en cuanto lo relacionó con el 

derecho a conocer la verdad.27 

 Una vez inaugurada la alternancia en el Poder Ejecutivo Federal de nuestro 

país, el artículo 6º es modificado de nueva cuenta para ponerlo a tono con las 

políticas en materia de transparencia y acceso a la información que obedecen a su 

vez a una mayor democratización de México.  

 En ese contexto, en el año 2007 se agrega un segundo párrafo y 7 

fracciones a dicho numeral, para reconocer la obligación del Estado de hacer 

pública la información que el mismo posea y la que sólo puede ser restringida por 

causas previstas en la ley. De hecho, esta reforma es tardía porque desde el año 

2002 varias entidades federativas ya habían legislado en materia de transparencia 

y acceso a la información. Incluso estas legislaciones estatales distaban de 

armonía, por lo que  la reforma constitucional además de implantar a este nivel 

una nueva era en materia de acceso a la información (y con ello de libertad de 

expresión), pretendía homogeneizar los principios y criterios de la materia. Entre lo 

más destacable es la inclusión de los principios de publicidad, de máxima 

publicidad, el reconocer que el derecho a la información tiene como sujeto titular a 

toda persona. Al mismo tiempo, la Constitución da las pautas para los criterios 

bajo los cuales podrá negarse el acceso a determinada información.28  

                                                                 
26 Ortega San Vicente, Alejandro, Op. Cit., Nota 2, pp. 34-37. 

27 Ibídem, p 40. 

28 López-Ayllón, Sergio, “La reforma y sus efectos legislativos ¿Qué contenidos 

para la nueva generación de leyes de acceso a la información pública, 

transparencia y datos personales” en Ugarte Salazar, Pedro (Coord.), El derecho 
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Así, el derecho a la información y con él la libertad de expresión, 

adquirieron su carácter esencial en cuanto derecho humano y no sólo de carácter 

político. Con la reforma, México se adhería a la tendencia que otros países 

observaban en estas materias y que ha continuado su desarrollo con posteriores 

reformas en materia de datos personales y de manera más reciente en materia de 

telecomunicaciones en que ya se reconoce como derecho humano el acceso a 

internet y otras tecnologías. 

Una vez expuesto el breve marco constitucional de la libertad de expresión, 

se expresa la convicción de que este derecho debe su extensión o excepciones al 

entorno sociopolítico en cada país. Si bien la esencia de este derecho es su 

característica de  factor indispensable para el desarrollo personal y social, también 

es cierto que sus excepciones devienen de su colisión con derechos personales o 

de índole social.   

 En el plano personal el ejercicio de la libertad de expresión se confronta con 

aspectos como la moralidad, el honor, concepciones de lo correcto o bien visto, 

así como por valoraciones sobre la propia persona. 

 En el ámbito social se le oponen aspectos como la seguridad, el orden o la 

moral públicas. 

 En el primer caso la defensa de aquéllos conceptos le atañe más a cada 

persona que se dice afectada por una expresión de ideas; en el segundo la 

defensa de tales intereses se le atribuye al Estado y su gobierno. El problema 

radica, según se percibe, en que el régimen en turno suele confundir los intereses 

partidistas o de facciones, con los intereses o derechos de la sociedad a la que 

dicen representar.  

                                                                                                                                                                                                      

de acceso a la información en la Constitución mexicana: razones, significados y 

consecuencias, México, Instituto de Investigaciones Jurídicas UNAM e Instituto 

Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, 2008, pp. 2-11.  
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 Por ello se sostiene la tesis de que en tratándose de aspectos personales 

se ha procurado emitir una regulación con mayor claridad y extensión, más 

protectora de la libertad de expresión. 

 En cambio, cuando se refiere a los aspectos sociales, los gobiernos suelen 

ser omisos en la emisión de una legislación adecuada y cuando la emiten, dista 

mucho de contener reglas claras. Basta apreciar los criterios de la RELE y la 

propia jurisprudencia mexicana se refieren a delinear las fronteras de la libertad de 

expresión frente a derechos personales y en menor cantidad, a derechos o 

intereses sociales.  

En contrasentido, será posible apreciar que existen más legislaciones que 

oponen excepciones sociales a la libertad de expresión en México que las que 

oponen excepciones personales. 

Es decir, en el plano personal existe un menor número de reglas pero que 

han sido desmenuzadas con amplitud por la jurisprudencia. En cambio, en el plano 

de las excepciones sociales, existen diversas legislaciones que imponen como 

tales al orden público, la seguridad, bien y salud pública o la seguridad nacional, 

entre otras, pero tienen un menor desarrollo jurisprudencial: menor cantidad de 

normas con mayor explicación y mayor número de reglas con mínimo análisis y 

detalle en jurisprudencia. 

 La situación en el plano de las excepciones sociales, se estima, obedece a 

la dolosa confusión de los intereses del régimen en turno con los intereses de la 

sociedad. Para aclarar el sentido que se le da al termino “confusión”, se expresa 

que no se trata que el gobernante no advierta la diferencia entre ambos aspectos: 

todo lo contrario, se piensa que lo sabe y de manera intencional disfraza a través 

del discurso y otros medios, confunde a la sociedad haciéndole creer que por 

ejemplo, al disolver una protesta, está salvaguardando el orden social, cuando en 

realidad lo que pretende acallar es la crítica y la inconformidad social. 

 Expuestas las ideas, se considera que el caso mexicano  tiene, como cada 

país, una historia propia aunque compartida (la conquista, guerras de 

independencia, dominio de poderes fáctico, progresiva democratización) con otros 

países de nuestro continente. 
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 No es posible entender el México de hoy sin el régimen que gobernó 

durante más de setenta años y que ahora está de regreso en el poder. Por ello es 

importante tener como referencia las perspectiva de la progresiva apertura de 

dicho régimen con pasos lentos en materia de democratización, lo que  influyó en 

el tema de la libertad de expresión, así como la etapa de alternancia que duró 

apenas 12 doce años, para abrir paso de nuevo al partido de antaño.  

Qué tantos avances en materia de libertad de expresión se obtuvieron y 

cuáles son las expectativas en el intenso inicio de sexenio actual, en atención al 

número y cualidad de reformas constitucionales que en varios casos, abordan el 

tema de la libertad de expresión con un lenguaje indirecto, pero con efectos que 

van contra su esencia. Ahora no puede perderse de vista que los paladines de la 

libertad de expresión en México han sido los periodistas, los medios de 

comunicación masiva, los luchadores sociales, sindicatos  e intelectuales. 

El ambiente de paulatina democratización influye de manera directa en la 

materia electoral, en donde los propios medios, los candidatos y partidos han 

experimentado auténticos vuelcos a sus papeles de antaño y donde la misma 

libertad de expresión ha transitado de constituir un requisito para la equidad de las 

contiendas a un factor de inequidad en las elecciones recientes, de la mano con 

un papel protagónico de los medios masivos. 

 La libertad de expresión tiene en México un panorama extenso e intenso. 

En adelante se apreciará hasta qué grado hemos sido receptivos de los criterios 

internacionales al tiempo de emitir los propios en materia de libertad de expresión.  

Hasta qué grado hemos avanzado y si es que está dinámica se mantiene o 

hemos llegado a una cúspide de la que puede descenderse con el efecto negativo 

para expresión de ideas, es decir, que al no saber manejar las implicaciones de un 

ejercicio libre de la expresión de ideas, inicie una tendencia a su represión bajo el 

eufemismo de la regulación, como se considera acontece en el caso de las 

excepciones sociales. Otro supuesto lo constituyen el internet y sus redes 

sociales, que de inicio potencializaron a niveles inimaginables el intercambio y 

debate de ideas, pero que ante una escasa cultura sobre los derechos de la 

personalidad y las consecuencias de creer que el internet es un espacio privado, 
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ya son muchas las personas así como gobiernos que pugnan por una “regulación” 

de la internet y en especial, de las redes sociales. 

 Es imposible comprender los diversos ámbitos de la libertad de expresión 

en una sola investigación. Sin embargo, se considera que lo investigado y 

propuesto, arroja un diagnóstico de la situación que  guarda a nivel legal y 

jurisprudencial en los rubros de excepciones personales, excepciones sociales y la 

imbricada materia electoral. 
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CAPITULO SEGUNDO  

LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHOS DE LA PERSONALIDAD 

2.1. Las excepciones personales a la libertad de expresión. 

Al desglosar los derechos de terceros y la vida privada, surgen los denominados 

derechos de la personalidad, definidos por la Enciclopedia Jurídica Mexicana,  

citada por la investigadora parlamentaria Claudia Gamboa Montejano, como “Los 

llamados derechos de la personalidad, que también se denominan derechos sobre 

la propia persona, individuales o personalísimos, constituyen un tipo singular de 

facultades reconocidas a las personas físicas para el aprovechamiento legal de 

diversos bienes derivados de su propia naturaleza somática, de sus cualidades 

espirituales y, en general, de las proyecciones integrantes de su categoría 

humana”.29 

Constituyen derechos de la personalidad el honor, la propia imagen, la vida 

privada y la vida íntima (en ambos casos personal y familiar), así como los datos 

personales. 

Para facilitar la comprensión del tema, se ofrece una definición de cada 

derecho personal citado de acuerdo con la  Ley de Responsabilidad Civil Para la 

Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el 

Distrito Federal30 y algunos autores: 

Artículos 9 al 12: intimidad y  privacidad. Es vida privada aquella que 

no está dedicada a una actividad pública y, que por ende, es 

intrascendente y sin impacto en la sociedad de manera directa; y en 

donde, en principio, los terceros no deben tener acceso alguno, toda vez 

que las actividades que en ella se desarrollan no son de su incumbencia 

                                                                 
29 Gamboa Montejano, Claudia, Derecho a la intimidad y al honor vs el derecho de 

la información, México, Cámara de Diputados, Centro de documentación, 

investigación y análisis, consultado en versión electrónica www.diputados.gob.mx, 

con fecha noviembre de 2013, p.4. 

30 Consultada en su versión electrónica www.aldf.gob.mx, con fecha marzo de 2014. 

http://www.aldf.gob.mx/
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ni les afecta. El derecho a la vida privada se materializa al momento que 

se protege del conocimiento ajeno a la familia, domicilio, papeles o 

posesiones y todas aquellas conductas que se llevan a efecto en lugares 

no abiertos al público, cuando no son de interés público o no se han 

difundido por el titular del derecho. 

Como parte de la vida privada se tendrá derecho a la intimidad que 

comprende conductas y situaciones que, por su contexto y que por 

desarrollarse en un ámbito estrictamente privado, no están destinados al 

conocimiento de terceros o a su divulgación, cuando no son de interés 

público o no se han difundido por el titular del derecho. 

Artículos 13-14: el honor. Es la valoración que las personas hacen de 

la personalidad ético-social de un sujeto y comprende las 

representaciones que la persona tiene de sí misma, que se identifica con 

la buena reputación y la fama. 

El honor es el bien jurídico constituido por las proyecciones psíquicas del 

sentimiento de estimación que la persona tiene de sí misma, atendiendo 

a lo que la colectividad en que actúa considera como sentimiento 

estimable. 

Artículos 16 y 17: la propia imagen. La imagen es la reproducción 

identificable de los rasgos físicos de una persona sobre cualquier 

soporte material. 

Toda persona tiene derecho sobre su imagen, que se traduce en la 

facultad para disponer de su apariencia autorizando, o no, la captación o 

difusión de la misma. 

Los datos personales: de acuerdo con la Ley Federal de Protección de 

Datos Personales en Posesión de Particulares (artículo 3 fracción V), es 

todo dato referente a una persona identificada o identificable y pueden 

ser desde el nombre, le edad, creencias religiosas, afiliación política o 

partidista, matriculas, claves, números de cuentas, etcétera. 

Desde el punto de vista doctrinal se exponen las siguientes ideas: 
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 En la obra “El Honor”, Julian Pitt-Rivers, expone que el honor es una  

“enfermedad”, que se trata de un concepto ambiguo, cambiante, pero que tiene 

notas características siendo una de estas que el honor  se deriva de conceptos 

como el poder, ya sea político, económico o militar.31 

 Se define al honor, por este mismo autor como una guía de la conciencia, 

como una regla de conducta o como medida del rango social.32 

 Debemos reconocer que tratándose del honor, nos encontramos con un 

término relativo, ambiguo, equivalente a la moral o buenas costumbres, pues bien 

indica el autor Julian Pitt, que los criterios según los cuales  es otorgado el honor 

dependen de la identidad de cada  comunidad  y del punto de vista colectivo que 

le es propio.33 

 Es por ello quizá que en los tratamientos jurisprudenciales  el derecho al 

honor siempre cede ante el derecho de acceso a la información, a la opinión o a la 

crítica.  

En la misma obra, pero con el autor  Noel  Copin, encontramos una serie de 

manifestaciones (realizadas en entrevistas) de diversos personajes respecto del 

concepto del honor, las que nos permitimos reproducir en lo que atañe al presente 

trabajo.34 

Robert Badinter: El honor es un valor egoísta, uno se mira, se juzga, se 

prueba, se tiene consideración…existe el riesgo de inflar el yo. 

Jean Kaspar: El honor no es una palabra usual en el lenguaje sindical. El 

honor es un valor un poco aristocrático. 

Simone Veil: Es una palabra cuya connotación, en el plano personal,  

revelaría falta de modestia. 

Harlem Desir: Es un concepto francamente caduco. 

                                                                 
31 Gauther, Marie, El Honor, España, Ediciones Cátedra, 1992, p.24 

32 Ibídem., p.19. 

33 Ibídem., p.25  

34 Ibídem., pp. 125 y ss. 
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Con base en lo anterior, es posible afirmar que el honor se trata de un 

aspecto deseable, que existe pero difícil de precisar y máxime ante los tribunales. 

La complejidad aumenta cuando se le contrapone o colisiona  con derechos como 

el acceso a la información pública y sobre todo, con la libertad de expresión. 

 Alejandro Ortega cita una gran cantidad de conceptos sobre la privacidad y 

la vida privada35 

a) Juan Palomar de Miguel: la vida privada es un ámbito exclusivo de cada 

persona, que le permite desarrollar su propia existencia de conformidad 

con su libre voluntad y ajeno de injerencias extrañas; la intimidad es una 

zona espiritual, reservada, más interno o interior. 

b) Jesús Rodriguez y Rodriguez: la vida privada es una esfera personal 

exclusiva, reconocida y protegida  de toda persona para permitir  la 

conducción de la propia  existencia de manera autónoma, independiente  

y libre de injerencias externas e indebidas; en la intimidad  es donde el 

individuo ejerce plenamente su autonomía personal y es el último 

reducto de su personalidad, ámbito de los pensamientos, de la 

formación de decisiones, dudas, lo no expresado y que quizá nunca lo 

será. 

c) Bullé Goyri establece cuatro niveles de información personal: 1. El de 

publico acceso que se constituye como datos personales de 

identificación (edad, nombre, nacionalidad). 2. Información necesaria 

para realizar trabajos, contratos y trámites (salud, ingresos, matriculas, 

características de la vivienda). 3. Información necesaria para trámites 

que benefician al propio individuo (historias clínicas, registros fiscales, 

información crediticia). 4. Intimidad, que es un espacio privado e 

intocable en el que no es posible aceptar injerencia alguna. 

d) Garzón Valdés concibe que la privacidad puede ser eliminada y la 

intimidad no, porque sería destruir la autonomía individual. 

                                                                 
35 Ortega San Vicente, Alejandro, Op. Cit., nota 2,  pp. 163-186. 
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El autor Grimalt Servera reflexiona sobre el qué es lo que se protege con 

los derechos de la personalidad. Así, afirma  que el honor tiene una doble 

proyección: hacía la sociedad, como una forma de reputación social y hacia uno 

mismo como la estimación que cada persona tiene de sí misma. De ahí que en 

este caso se proteja tanto la reputación o consideración que tienen los demás de 

nosotros mismos, así como la propia estimación, que pueden ser agredidas  por 

expresiones o mensajes que generen un desmerecimiento de dichos conceptos.36 

Respecto de la intimidad establece que nos protege de la investigación  y 

divulgación de esa esfera tan personal de cada persona; así pues, la intimidad 

implica un contenido negativo en cuanto  excluye a otros del conocimiento de 

nuestra vida privada o íntima y otro positivo en cuanto permite a cada persona 

tener el control sobre dicha información, es decir, cada persona tiene el derecho 

de decidir con quién compartir y qué compartir de los aspectos íntimos y privados 

de nuestra vida37.   

En el  derecho a la propia imagen se protege  la determinación de los 

elementos o rasgos que nos identifican, así como de impedir la obtención, 

reproducción o publicación de nuestra imagen sin autorización.38 

Los datos personales forman parte de nuestro derecho a la intimidad y cada 

día aumenta la conciencia respecto de su importancia y los riesgos de un mal 

manejo de los mismos. Este peligro ha aumentado con las nuevas tecnologías de 

la información, de ahí que en el mundo occidental comenzaran a surgir 

legislaciones que buscan su protección y regulación39. 

                                                                 
36 Grimalt Cervera, Pedro, La protección civil de los derechos al honor, a la 

intimidad y a la propia imagen, España, Iustel, 2007, pp. 27-29. 

37 Ibídem., pp.30-31. 

38 Ibídem., pp. 36-37.  

39 Almaida Almazura, Cristina (Coord.), Estudio práctico sobre la protección de 

datos de carácter personal, España, Lex Nova, 2005, p.33. 
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Dicho lo anterior, se aprecia que tanto el honor como la vida privada y aún 

los datos personales pueden ceder ante otros derechos, como la libertad de 

expresión y el derecho a la información; en cambio la intimidad es un espacio 

irreductible que no puede ser conocido por persona ajena sin el consentimiento del 

titular de este derecho.  

Lo interesante radica  en que si bien la libertad de expresión  es una 

condición indispensable para el desarrollo de la propia personalidad, no menos 

cierto resulta que la protección de nuestra vida íntima o privada, la defensa de 

nuestro honor o propia imagen, tienen igual valía para el mismo fin. 

Por una parte, la sociedad democrática, el Estado Constitucional reconocen 

y protegen la expresión, el flujo de información y su acceso por los gobernados; 

pero ésa misma sociedad y ése mismo Estado, reclaman a su vez lo que Benjamin 

Constant define como la “libertad de los modernos”: el derecho a que el Estado no 

intervenga en la esfera más personal de los individuos, el disfrute apacible de la 

vida privada, o el  derecho a ser dejado sólo, según Warren y Brandeis. 40 

Por eso las constantes colisiones entre la expresión y los derechos de la 

personalidad. Ahora, ningún derecho es absoluto: uno no puede existir a costa de 

otros; antes bien, lo correcto consiste  en su mutua existencia y convivencia: en 

los casos concretos uno de ellos debe comprimirse para que  el otro pueda 

manifestarse. 

Así que la libertad de expresión de ninguna forma puede ejercitarse de 

manera indiscriminada, no debe agredir derechos de la personalidad (entre otros), 

sino que su convivencia debe armonizarse. 

La jurisprudencia europea y estadounidense ha emitido criterios que ahora 

se consideran básicos en el tema de las excepciones personales. Cada latitud 

tiene criterios propios y problemas propios. En Europa es posible advertir un 

                                                                 
40 Garzón Valdés, Ernesto, Lo íntimo, lo público, lo privado, México, Instituto 

Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, 2005, serie Cuadernos 

de transparencia (06), pp.19 y ss. 
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debate más intenso en aspectos de figuras públicas y en los Estados Unidos es 

marcada la tendencia a defender la vida privada en un ámbito más cercano al 

hogar. Con todo y en suma, los dos ámbitos han sido útiles al configurar el 

derecho de libertad de expresión y sus excepciones de tipo personal. En el  

documento denominado Libertad de expresión en las Américas, elaborado por el 

Instituto Interamericano de Derechos Humanos, que contiene los cinco primeros 

informes anuales de la Relatoría para la Libertad de Expresión de la Organización 

de Estados Americanos41, se exponen los siguientes criterios que hacen referencia 

a la jurisprudencia de las regiones citadas: 

a) Las personas y entes públicos deben resistir una crítica y “vigilancia” 

más férrea que el gobernado común debido a sus actividades. (sistema 

dual de protección) 

b) Aún las actividades privadas de una figura  o servidor público pueden 

ser sujetas a escrutinio o crítica, sin trascienden a intereses o derechos 

públicos. 

c) Cuando se alega la protección del honor, debe acreditarse que la 

información  emitida es falsa. 

d) Incluso (experiencia estadounidense) debe acreditarse la “real malicia”, 

que consiste, grosso modo, en que se emita o difunda información a 

sabiendas de su falsedad y con la plena intención  de perjudicar  la 

persona, así como el total desinterés sobre la falsedad de las 

informaciones. New York Times vs Sullivan 

e) En el caso de los derechos a la intimidad, privacidad y propia imagen,  

no importa que la información sea veraz para que pueda aplicarse o 

evitarse una sanción; el criterio es que para evitar una sanción, debe 

acreditarse que lo informado o divulgado sea de interés para la 

                                                                 
41 Instituto Interamericano de Derechos Humanos, Libertad de expresión en las 

Américas, consultado en su versión electrónica, www.oas.org/es/cidh/expresion, 

con fecha diciembre de 2013, pp. 87-113. 
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sociedad, que fomente y construya el debate de un tema de interés 

público. 

f) Tiende a despenalizarse las injurias y difamación, los denominados 

delitos de prensa, para que cualquier daño generado por un excesivo 

ejercicio de la libertad de expresión se reclame en la vía civil 

g) El reporte “fiel” no genera responsabilidad, aún en el caso de que la 

información difundida sea falsa. Curry vs Walter. 1776, Caso Egin, caso 

la Voz de Asturias. El reporte fiel consiste en sólo transcribir una 

información emitida por otra perdona o medio sin agregar, modificar o 

suprimir parte de su contenido. 

h) El periodista tiene derecho a la protección de sus fuentes. 

i) Existe la cláusula de conciencia, que consiste en que un periodista 

puede negarse a dar a conocer cierta información si considera que va 

contra sus principios, valores o ideología, por lo que tiene derecho a 

separarse del medio en que trabaja y que dicha separación tenga los 

efectos de un despido injustificado en el ámbito laboral. 

j) Los servidores públicos deben ejercer con más cuidado y diligencia su 

derecho de libertad  de expresión en atención al grado de credibilidad 

que tienen: no deben causar desconocimiento de derechos 

fundamentales; no debe ser una injerencia arbitraria a quienes 

conforman opinión púbica y no deben interferir en independencia y 

autonomía en los órganos judiciales. Los servidores públicos deben 

observar parámetros más estrictos de veracidad y objetividad que los 

gobernados. 

Para el caso latinoamericano remitimos a lo expuesto en el capítulo 

primero, documento que puede complementarse con los estudios que tienden a 

sistematizar la jurisprudencia de la CoIDH, autoría de Refiere Asdrúbal Aguiar, en 
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su colaboración para la Sociedad Interamericana de Prensa,42 y de Sergio García 

Ramírez con Alejandra Gonza.43  

2.2. Marco Constitucional, legal y jurisprudencia mexicana en materia de 

excepciones personales.  

Se pondera un estudio jurisprudencial  en el caso concreto por dos razones: 

a) Porque al tratarse de derechos de la personalidad, su regulación legal se 

encuentra en disposiciones estatales. La Constitución mexicana otorga el 

marco de referencia, pero se limita a su enunciación sin que los desarrolle. 

La ley de imprenta fue modificada para derogar la parte referente al 

derecho al honor en cuanto los ataques al mismo no pueden sancionarse 

en sede penal.  

b) La interpretación, el sentido y alcance que implican tales derechos como 

excepciones a la libertad de expresión se encuentra en la jurisprudencia. 

En este sentido y en apoyo del segundo argumento, nos queda claro que 

los jueces han dejado de  realizar el ejercicio de subsunción a que estaban sujetos 

en el Estado Moderno y ahora, como jueces constitucionales y con el contexto de 

los derechos humanos, les corresponde aplicar la norma al caso concreto, pero 

desentrañando el verdadero sentido de la norma y, desde luego, procurar la mayor 

protección a la persona. 

En palabras del Juez Jesús A. Arroyo, la función de los jueces 

constitucionales en México se compone de tres aspectos: 

                                                                 
42 Aguiar, Asdrúbal, La libertad de expresión y prensa, jurisprudencia 

interamericana 1987-2009, Miami, Sociedad Interamericana de Prensa, 2009, 

consultado en su versión electrónica, www.corteidh.or.cr, con fecha diciembre de 

2013, pp. 45-126.  

43 García Ramírez, Sergio y Gonza, Alejandra, La libertad de expresión en la 

jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derecho Humanos, México, Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, 2007,  consultado en su versión 

electrónica, www.corteidh.or.cr, con fecha diciembre de 2013, pp.29-45. 
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1. Protección de los derechos humanos y la Constitución. 

2. Consolidación del Estado democrático. 

3. Impedir autoritarismo.44 

Estas funciones se concentran en las sentencias, en donde a través de la 

interpretación y argumentación, se fijan criterios generales y obligatorios, que al 

tiempo de ayudar a resolver casos análogos, sirven para delinear el ejercicio de 

los derechos, así como los casos de excepciones. De esta forma la jurisprudencia 

sirve tanto para complementar el ordenamiento jurídico, a través de su 

interpretación, como para unificar  la interpretación del derecho, de acuerdo con la 

propia SCJN. 45 

En el mismo sentido opina Gonzalo Higinio Carrillo (Juez Federal), para 

quien la jurisprudencia es el resultado de un estudio ponderado, cuidadoso y 

cauteloso de la institución que se analiza por verdaderos profesionales; ello ante 

los retos que implica la nueva justicia constitucional.46 

Por lo tanto, se considera idóneo atender a los criterios jurisprudenciales 

para conocer la auténtica y actual comprensión y extensión de la libertad de 

expresión y sus excepciones. No obstante y con la única finalidad de brindar un 

anclaje del contenido legal del que derivan la mayoría de los criterios 

jurisprudenciales analizados, se transcriben las principales disposiciones 

                                                                 
44 Arroyo Moreno, Jesús A., “Actuación del juez constitucional” en Ferrer Mc 

Gregor Eduardo y Molina Suárez César de Jesús (Coord.), El Juez constitucional 

del siglo XXI, Tomo I, México, Instituto de Investigaciones Jurídicas UNAM y 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2009, p.233. 

45 Suprema Corte de Justicia de la Nación (Ed.), La jurisprudencia en México, 2ª 

Edición, México, 2005, pp. 134-135. 

46 Carrillo de León, Gonzalo Higinio, “La importancia de la jurisprudencia a la luz 

de la evolución de los derechos fundamentales”, en Suprema Corte de Justicia de 

la Nación (Ed.), Estudios comparados sobre jurisprudencia, México, 2009, p.112. 
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constitucionales y legales en materia de excepciones personales al derecho de 

libertad de expresión. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en los numerales 

6, 7 y 16 prevé una serie de excepciones personales47: 

Artículo 6o. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna 

inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, 

la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe 

el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos 

dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el 

Estado. 

A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la 

Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y 

bases: 

… 

II.  La información que se refiere a la vida privada y los datos personales 

será protegida en los términos y con las excepciones que fijen las 

leyes. 

Es posible afirmar que el artículo 6º contiene las tres etapas que se han 

establecido respecto del derecho a la información en México. La primera parte del 

numeral es prácticamente la misma desde su símil de la Constitución de 1857 y 

forma el núcleo de la libertad de expresión que no conoce más excepciones 

(limites según la Carta Magna) que los derechos de la personalidad y las 

denominadas excepciones sociales.  

La parte final del primer párrafo respecto a la garantía del derecho a la 

información contiene la segunda etapa y todo lo agregado con posterioridad 

corresponde a la actual tercera etapa, en la que se desglosan ya los principios en 

materia de acceso a la información, lo que a su vez incide en la expresión de 

ideas. 

                                                                 
47 Op. Cit., Nota 1. 
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Con todo, se considera que la redacción de este numeral debe ser afinada, 

para que no se preste a ambigüedades. Si bien es cierto en materia de 

excepciones personales existe clara referencia  la vida privada y derechos de 

terceros como excepción; en el segundo caso existe ambigüedad pues sólo se 

refiere a la noción de orden público y, de manera más ambigua, a que se cometa 

algún delito. Esta última parte se considera que va en contra de la jurisprudencia y 

doctrina internacionales en el sentido de que las sanciones por un ejercicio 

indebido de la libertad de expresión deben sancionarse en sede civil. 

No obstante, muchas de las dificultades que ofrece la actual redacción de la 

primera parte de este numeral quedan a salvo con el desarrollo jurisprudencial que 

será detallado con posterioridad. 

En el mismo sentido, el numeral 7º de la Carta Magna establece: 

Artículo 7o. Es inviolable la libertad de difundir opiniones, información e 

ideas, a través de cualquier medio. No se puede restringir este derecho por 

vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o 

particulares, de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas o de 

enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera 

otros medios y tecnologías de la información y comunicación encaminados a 

impedir la transmisión y circulación de ideas y opiniones. 

Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa censura, ni coartar la 

libertad de difusión, que no tiene más límites que los previstos en el primer 

párrafo del artículo 6o. de esta Constitución. En ningún caso podrán 

secuestrarse los bienes utilizados para la difusión de información, opiniones 

e ideas, como instrumento del delito. 

Como puede apreciarse, este precepto remite al anterior en materia de 

excepciones. Pero realiza una aportación propia y muy interesante cuando 

establece la prohibición de restricciones indirectas a la difusión de ideas. Sin 

embargo, esto se queda en la romántica letra porque de sobra sabemos que en 

materia de medios masivos de comunicación, los mexicanos estamos 

prácticamente “secuestrados” por tres empresas. Incluso, la reciente propuesta 

presidencial en materia de telecomunicaciones violaba este precepto en materia 
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de internet, al permitir la restricción de las señales a juicio de una autoridad “x”. Si 

bien la propuesta fue retractada, lo cierto es que el  existió el intento y ello desvela 

mucho de las ideas del actual régimen en materia de libertad de expresión. 

El cardinal 16 constitucional complementa las excepciones personales con la 

referencia directa a la protección de datos personales. Materia que presenta una 

problemática propia al no existir en la actualidad una sólida cultura en materia de 

datos personales, ni en sus titulares ni en los responsables de los mismos 

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, 

papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad 

competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. 

Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al 

acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su 

oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de 

excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de 

seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud 

públicas o para proteger los derechos de terceros. 

Ley sobre Delito de Imprenta48 

Artículo 2o.- Constituye un ataque a la moral: 

I.- Toda manifestación de palabra, por escrito, o por cualquier otro de los 

medios de que habla la fracción I del artículo anterior, con la que se defiendan o 

disculpen, aconsejen o propaguen públicamente los vicios, faltas o delitos, o se 

haga la apología de ellos o de sus autores; 

II.- Toda manifestación verificada con discursos, gritos, cantos, exhibiciones o 

representaciones o por cualquier otro medio de los enumerados en la fracción I del 

artículo 2o. con la cual se ultraje u ofenda públicamente al pudor, a la decencia, o 

a las buenas costumbres o se excite a la prostitución o a la práctica de actos 

licenciosos o impúdicos, teniéndose como tales todos aquéllos que, en el concepto 

público, estén calificados de contrarios al pudor; 

                                                                 
48 Consultada en su versión electrónica en www.diputados.gob.mx, con fecha 

diciembre de 2013. 

http://www.diputados.gob.mx/
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III.- Toda distribución, venta o exposición al público, de cualquiera manera que 

se haga, de escritos, folletos, impresos, canciones, grabados, libros, imágenes, 

anuncios, tarjetas u otros papeles o figuras, pinturas, dibujos o litografiados de 

carácter obsceno o que representen actos lúbricos.  

Artículo 3o.- Constituye un ataque al orden o a la paz pública: 

I.- Toda manifestación o exposición maliciosa hecha públicamente por 

medio de discursos, gritos, cantos, amenazas, manuscritos, o de la imprenta, 

dibujo, litografía, fotografía, cinematógrafo, grabado o de cualquier otra 

manera, que tenga por objeto desprestigiar, ridiculizar o destruir las 

instituciones fundamentales del país; o con los que se injuria a la Nación 

Mexicana, o a las Entidades Políticas que la forman; 

II.- Toda manifestación o expresión hecha públicamente por cualquiera de 

los medios de que habla la fracción anterior, con la que se aconseje, excite o 

provoque directa o indirectamente al Ejército a la desobediencia, a la 

rebelión, a la dispersión de sus miembros, o a la falta de otro u otros de sus 

deberes; se aconseje, provoque o excite directamente al público en general a 

la anarquía, al motín, sedición o rebelión, o a la desobediencia de las leyes o 

de los mandatos legítimos de la autoridad; se injurie a las autoridades del 

país con el objeto de atraer sobre ellas el odio, desprecio o ridículo; o con el 

mismo objeto se ataque a los cuerpos públicos colegiados, al Ejército o 

Guardia Nacional o a los miembros de aquéllos y éstas, con motivo de sus 

funciones; se injurie a las naciones amigas, a los soberanos o Jefes de ellas 

o a sus legítimos representantes en el país; o se aconseje, excite o provoque 

a la Comisión de un delito determinado. 

III.- La publicación o propagación de noticias falsas o adulteradas sobre 

acontecimientos de actualidad, capaces de perturbar la paz o la tranquilidad 

de la República o en alguna parte de ella, o de causar el alza o baja de los 

precios de las mercancías o de lastimar el crédito de la Nación o de algún 

Estado o Municipio, o de los bancos legalmente constituidos. 
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IV.- Toda publicación prohibida por la ley o por la autoridad por causa de 

interés público, o hecha antes de que la ley permita darla a conocer al 

público.  

Artículo 4o.- En los casos de los tres artículos que preceden, se considera 

maliciosa una manifestación o expresión cuando por los términos en que está 

concebida sea ofensiva, o cuando implique necesariamente la intención de 

ofender.  

Artículo 5o.- No se considera maliciosa una manifestación o expresión aunque 

sean ofensivos sus términos por su propia significación, en los casos de excepción 

que la ley establezca expresamente, y, además, cuando el acusado pruebe que 

los hechos imputados al quejoso son ciertos, o que tuvo motivos fundados para 

considerarlos verdaderos y que los publicó con fines honestos.  

Artículo 6o.- En ningún caso podrá considerarse delictuosa la crítica para un 

funcionario o empleado público si son ciertos los hechos en que se apoya, y si las 

apreciaciones que con motivo de ella se hacen son racionales y están motivadas 

por aquéllos, siempre que no se viertan frases o palabras injuriosas.  

Esta ley federal fue reformada con la intención de adecuarla a los 

parámetros internacionales. Se derogó el artículo primero sobre ataques a la vida 

privada con la finalidad de que se estos casos sean tramitados en sede civil y si 

bien ello constituye un avance, sigue siendo cuestionable que se mantenga 

punible (materia penal) la expresión de ideas frente a excepciones sociales como 

la moral, el orden y la paz púbica utilizando una serie de imprecisiones 

terminológicas y legales. 

Si bien es cierto la sanción penal en dichos casos está permitida en el 

sistema interamericano de derechos humanos, también lo es que en dichos casos 

deben existir parámetros legales claros, proporcionales y excepcionales49. Esto 

                                                                 
49 Pou González, Francisca, “La libertad de expresión y sus límites” en Ferrer Mc 

Gregor Poisot, Eduardo; Caballero Ochoa, José Luis y Steiner Christian (Coords.), 

Derechos humanos en la Constitución: comentarios de jurisprudencia 

constitucional e interamericana, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
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requisitos no se cumplen en esta legislación, pues no existe en ella un apartado de 

definiciones que ayude a establecer criterios ciertos para el caso de tipificar 

conductas y luego imponer sanciones. No se definen palabras como “vicio” “falta” 

“apología” “pudor” “decencia” “buenas conductas” “actos licenciosos o impúdicos”, 

con lo que se deja abierta la puerta a la discreción; el artículo tercero toma como 

parámetro de un ataque a la paz pública el “desprestigio”, “ridículo” o “destrucción” 

de las instituciones “fundamentales” del país… y ni qué decir de las noticias 

“falsas” o “adulteradas”. De nueva cuenta no existen definiciones al respecto. La 

ambigüedad en su máxima expresión. Incluso es posible afirmar que la ley se 

excede en su materia cuando regula expresiones de palabra. 

La Ley de Responsabilidad Civil Para la Protección del Derecho a la Vida 

Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, publicada en el año 

2006, ofrece mejores parámetros de regulación, en sede civil,  respecto de las 

excepciones personales a la libertad de expresión. En realidad recoge la doctrina y 

criterios jurisprudenciales de sede internacional. Incluso es el fundamento de las 

demandas más recientes en la materia y como paradigma para legislaciones en 

las entidades federativas. Dedica un título y capítulos específicos a las 

excepciones a que hace referencia, incluso dedica un capítulo a la malicia 

efectiva. 

Por su extensión, se remite a su consulta directa. En líneas previas se hizo 

alusión a la presente ley para definir derechos como la intimidad, vida privada o el 

honor.  

Los ordenamientos previos pueden considerarse el marco jurídico en 

materia de excepciones personales a la libertad de expresión, los que son 

desarrollados en nuestra jurisprudencia. 

Para iniciar, es posible afirmar que a partir de la década de los 90s, de la 

mano de un proceso de apertura y democratización en México, se ha delineado el 

                                                                                                                                                                                                      

Universidad Nacional Autónoma de México y Programa Estado de Derecho para 

Latinoamérica, Tomo I, 2013, pp. 916-919.  
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derecho de libertad de expresión, tanto con los parámetros reconocidos a nivel 

internacional, como con diversos criterios que tienen carta de naturalización 

mexicana. Se considera que cada país o región va configurando la aplicación o 

inaplicación de excepciones  a la libertad de expresión con base en sus propias 

circunstancias.  

En nuestro caso, los periodistas y medios de comunicación han sido la 

punta de lanza para la apertura y protección en materia de libertad de expresión. 

Dicha libertad tiene obstáculos y enemigos que van desde el crimen organizado50, 

a empresas y en casos más lamentables, el propio Estado Mexicano, ya de una 

forma directa o indirecta51.  

Una vertiente de los litigios en la materia se encuentra en los conflictos 

entre periodistas y servidores, figuras e instituciones públicas. En la mayoría de 

los casos la libertad de expresión ha sido privilegiada. 

Otro rubro lo constituye, de forma, ejemplar, algunos litigios entre medios de 

comunicación y comunicadores. Un caso relevante ha sido el de la revista Letras 

Libres en contra del periódico La Jornada, en cuyo caso la Suprema Corte adoptó 

un criterio relevante y no por ello menos polémico de equiparar el debate entre 

medios de comunicación a lo que sucede en materia política-electoral: la crítica, la 

investigación, los comentarios deben realizarse en un marco de apertura más 

amplia que en otros aspectos de la vida nacional52. 

                                                                 
50 Martínez, Sanjuana, “Libertad de expresión y escenarios de inseguridad”, Op. 

Cit., Nota 42, pp. 35-36. 

51 Ramírez, Darío, Censura indirecta a través de la publicidad oficial, Ibídem, pp. 

11-18. 

52 Suprema Corte de Justicia de la Nación (Ed.), Libertad de expresión y de 

imprenta, caso Letras Libres vs La Jornada, México, 2013, serie Decisiones 

relevantes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (68). 
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Con la finalidad de abreviar, se refieren los aspectos medulares de las 

resoluciones, y toda vez que dichos criterios se agregan como anexos, se 

identifican por su número de búsqueda en el sistema “IUS” de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación.53 De igual forma, se clasifican las sentencias según el 

tipo de colisión, es decir, libertad de expresión frente al honor o libertad de 

expresión frente a la vida privada, etcétera. También se incluyen sentencias que 

se refieren a temas genéricos sobre la libertad de expresión como su concepto, 

importancia, finalidad, etcétera. Con lo anterior se espera demostrar que  en 

México la libertad de expresión cuenta con una protección análoga al resto de 

países occidentales que se asumen como democráticos y que al mismo tiempo, a 

través de sentencias muy concretas, le ha dado un toque distintivo al desarrollo 

local del mismo derecho.  

Conceptos y criterios generales: 

- 172990. Se expone la presente tesis porque es una muestra de cómo ha 

evolucionado la conceptualización de la libertad de expresión en 

nuestros tribunales (En este caso un Tribunal Colegiado): dicha tesis 

establece que la información difundida en medios masivos debe ser 

veraz, objetiva, verdadera, justa, de calidad íntegra, además de honesta 

y conveniente; es decir, que refleje la realidad y respete los principios 

morales del hombre, sus legítimos derechos y dignidad, tanto en su 

obtención como en su difusión. Huelga decir que requisitos como la 

verdad, integridad, apego a la realidad y objetividad, entre otros, ya no 

pueden exigirse actualmente, además que las alusiones a la moralidad 

sólo oscurecen la comprensión de las excepciones a la libertad de 

expresión. Anexo 1. 

- 188844. Explica la evolución en México del derecho a la información y 

su relación la libertad de expresión. No obstante, se denota el 

fundamento exclusivo en los artículos 6º, 7º y 24 constitucionales, sin 

                                                                 
53 www. ius.scjn.gob.mx, consultado por última vez en mayo de 2014. 
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hacer alusión, como sucede en criterios recientes, a normatividad y 

criterios externos. Empero, es acertada la visión sobre la importancia 

que tiene la información en la realización individual y el progreso de la 

sociedad. El criterio es claro al puntualizar que tanto el derecho a la 

información como la libertad de expresión tienen límites (excepciones), 

previstos en dichos numerales. Anexo 2. 

- 191967. Hace referencia a que el derecho a la información no es 

absoluto y está sujeto a límites o excepciones que se relacionan con 

intereses nacionales y los derechos de terceros. Anexo 3. 

- 165760. Expone la importancia que tiene la libertad de expresión y el 

derecho a la información en una sociedad democrática. Reconoce sus 

planos individual y social en cuanto no sólo permite la autoexpresión y 

desarrollo individual, sino que su disfrute es condición para ejercer otros 

derechos de tipo colectivo, como la asociación, la reunión, lo derechos 

políticos, entre otros. Un aspecto por demás relevante es el criterio, que 

debe perdurar, en el sentido que al fallar un caso de libertad de 

expresión no sólo se está decidiendo el caso concreto o individual, sino 

que el criterio emitido tendrá efecto sobre la futura circulación y 

expresión de ideas, trascenderá pues al desarrollo de este derecho 

indispensable para la vida democrática. Anexo 4. 

- 172476. define que los únicos límites a éste derecho fundamental,  en 

nuestro sistema jurídico, los encontramos en los preceptos 6 y 7 de la 

Constitución Federal, por lo que se trata de límites tasados y 

especificados por la propia Carta Magna. Anexo 5. 

- 165762. Explica que en materia de libertad de expresión y derecho a la 

información no puede exigirse la verdad o falsedad cuando se trata de 

opiniones; pero que dichos requisitos sí son exigibles cuando lo que se 

divulgan son hechos. En el caso de la difusión de hechos la información 

debe ser veraz  e imparcial. La veracidad sólo consiste en que exista un 

respaldo de investigación y verificación, que el informador observe 

diligencia al comprobar el estatus de ciertos derechos y si no llega a 
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conclusiones indubitadas, debe hacerlo saber al lector. La imparcialidad 

es una barrera a la tergiversación y contra la difusión intencional de 

inexactitudes. Anexo 6. 

- 200303. Se recibe la doctrina de la protección dual y de la real malicia o 

malicia efectiva. La protección dual consiste en que se rceconoce una 

condición o situación personal y privada de una persona y también un 

plano social o público. Por lo tanto, los personajes públicos deben tolerar 

mayor intromisión a su vida privada a diferencia de los particulares, toda 

vez que realizan actos o ejercen funciones que tienen impacto o interés 

de los demás. La real malicia es un requisito para condenar  en la vía 

civil por daño moral siempre que se compruebe que se difundió 

información falsa a sabiendas de dicha calidad y con la intención de 

perjudicar a la persona de que se trata. Anexo 7. 

- 160824. Aquí en encontramos un criterio novedoso: la libertad de 

expresión en el ámbito castrense. Se determina que los militares si bien 

gozan de la libre expresión, también es cierto que en atención a la 

naturaleza de sus labores, deben ejercerlo en un marco más estricto que 

el resto de las personas y que  las limitaciones deben aplicarse cuando 

exista riesgo  o amenaza real contra la disciplina militar y se afecten 

bienes específicos deteriorables. Todo lo anterior para evitar reducir este 

derecho al simple silencio. Anexo 8. 

- 2000105. El Estado no puede obligar a pensar o expresarnos de una 

forma específica; por lo tanto debe tolerar y proteger  cualquier 

pensamiento siempre que respete los límites constitucionales. El Estado 

debe ser neutral frente a las diversas ideologías o expresiones, para no 

excluir a personas, medios, ideas o grupos a priori, del debate público. 

Anexo 9. 

- 253108. En este criterio, existe una analogía con el que antecede, pero 

en materia artística, pues se reconoce que ninguna autoridad del Estado 

puede imponer el tipo de productos culturales o artísticos deben apreciar 

o consumir las personas adultas. De lo contrario se violaría el derecho 
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de la persona adulta de elegir por sí misma la expresión de arte o 

cultural que mejor le agrade y convenga asimilar. Anexo 10. 

- 2000106. La expresión de ideas alcanza una máxima protección cuando 

tal derecho es ejercido por los profesionales de la información, pues se 

difunden de manera pública y se persigue fomentar el debate político. 

Anexo 11. 

- 2000108. En un criterio novedoso, la SCJN considera que son figuras 

públicas los servidores públicos y los particulares con proyección pública 

(importancia o actividad política, profesional, deportiva, artística, 

etcétera); pero también se considera así a los medios de comunicación, 

ya que sus opiniones suelen imponerse  en la sociedad, dominan la 

opinión pública y generan creencias; porque ejercen cierto poder gracias  

a la persuasión. Anexo 12. 

- 2000109. Se considera que los medios promueven la comunicación libre 

y trascendente, por lo que su existencia y labor es relevante en una 

sociedad democrática. Anexo 13. 

- 2002502. Reconoce el derecho del periodista a la protección de sus 

fuentes de información. Anexo 14. 

- 2002634. La SCJN se muestra receptiva a fuentes internacionales, al 

asumir la Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión y 

proteger al denominado “reporte fiel”. Anexo 15. 

- 2003633 y 2003643. Se refieren a la malicia efectiva y la adopta como 

criterio aplicable en México. Anexos 16 y 17. 

- 179552. Realiza una interesante diferenciación de la rigidez o amplitud 

de los límites a  la libertad de expresión en los rubros de materia política 

y de índole comercial. Pues se determina en este peculiar criterio que la 

publicidad se circunscribe de forma primordial a establecer o fomentar 

transacciones comerciales, por lo que los límites o control a sus 

expresiones por el Estado es mucho más fuerte que los respectivos en 

materia política. En materia comercial pueden imponerse límites amplios 

y estrictos por lo que ve a los aspectos de claridad y veracidad en el 
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mensaje. Como puede apreciarse, en materia comercial los límites a la 

expresión son más fuertes porque está en juego importantes suma de 

dinero que se obtienen de los consumidores y la salud de éstos. Anexo 

18. 

- 2003647. El llamado periodismo de denuncia debe contar con una 

especial protección y no ser sometido a un escrutinio intenso para tratar 

de responsabilizar a los periodistas o la sociedad por el manejo o 

difusión de la información. Anexo 19. 

- 2003695. El derecho a la información tiene una excepción frente al 

derecho de presunción de inocencia, que consiste en que la autoridad 

no tenga una idea  preconcebida sobre la participación de un detenido 

en la comisión de un delito y que al rendir información a la sociedad, 

sólo describa y no valore o califique los hechos, para no crear dichas 

ideas prejuiciosas, lo que afectaría la presunción de inocencia de las 

personas detenidas. Anexo 20. 

Libertad de expresión vs El honor 

- 162174. Establece que para que la información y expresión de ideas 

estén protegidas frente al derecho al honor, deben difundir información  

de interés general  y que dicha información beneficie o ayude a la toma 

de decisiones, que se enriquezca la convivencia o participación 

democrática. Por lo tanto, no se protegen informaciones o expresiones 

que tienen como único fin el denostar, insultar o vejar. Anexo 21. 

- 184669. El honor es dañado con independencia de que la información 

transmitida sea cierta o no. Es suficiente que se exponga a una persona 

al odio, desprecio o ridículo. El honor es un bien objetivo que hace que 

la persona sea merecedora de confianza El daño al honor es una lesión  

a la estima que los demás profesan a una persona. Si bien el derecho a 

la información prevalece frente al honor, lo cierto es que para estar 

garantizada una expresión frente al honor, se requiere que lo informado 

sea relevante para la opinión pública. Anexo 22. 
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- 165763. El daño al honor sólo se acredita y sanciona si: a) Las causas 

de responsabilidad están previstas de manera clara en una ley; b) 

Intención específica de dañar o negligencia patente, es decir, aplicar el 

estándar de la malicia efectiva; c) Materialización y prueba del daño; d) 

No puede obligar se a probar que lo expresado o informado es cierto y 

es posible acreditar con posterioridad que lo expresado es cierto 

(exceptio veritatis); e) Gradación de medios de exigencia de 

responsabilidad, es decir, deben aplicarse medidas proporcionales y 

necesarias como la rectificación o respuesta y, en última instancia, una 

sanción económica; f) Minimizar las restricciones indirectas. Anexo 23.  

- 162893 establece que para valorar una afectación al honor debe 

analizarse el contexto, por ejemplo si se trata de programas cómicos o 

las expresiones se hacen en un entorno político álgido, en un debate, 

etcétera, pero faltando esas u otras situaciones atenuantes, no cabe 

duda que existe trasgresión al derecho al  honor de las personas. Anexo 

24. 

- 2003302. El derecho al honor prevalece cuando lo expresado es 

ofensivo u oprobioso en razón del contexto y cuando es impertinente 

para expresar opiniones o informaciones, según tengan o no relación 

con o manifestado. No existe derecho al insulto Anexo 25. 

- 2000102. Si la confrontación derivada del ejercicio de libertad de 

expresión es entre dos medios de comunicación, dado que gozan de 

mayor libertad y garantías para llevar a cabo su función, es lógico 

concluir que también deben resistir un debate más fuerte, ya que 

pueden refutarse por sus propios medios. Anexo 26. 

- 2003304. El debate en temas de interés público debe ser desinhibido, 

robusto y abierto, es posible proteger comentarios vehementes, 

cáusticos y mordaces sobre personajes públicos y temas de interés 

público. Anexo 27. 

- 2002503. La SCJN recibe los criterios de la Relatoría de la OEA y 

sostiene que el derecho al honor de un servidor público se ve limitado 
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aún y cuando haya dejado el cargo, siempre que lo expresado se refiera 

a casos relacionados con su servicio público. Anexo 28. 

- 2002640. En el mismo tenor, se recibe un criterio de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos en el sentido de que la 

información errónea, no oportuna  o incompleta también está protegida, 

por lo que al expresar hechos, no puede exigirse como condición previa 

que se acredite la verdad de tales hechos. Anexo 29. 

- 2003648. Una persona ve limitado su derecho al honor frente a la 

libertad de expresión si adquiere categoría de  persona con proyección 

pública si, a pesar de ser un particular, ha difundido de manera 

voluntaria hechos de su vida privada o adquiere notoriedad pública por 

circunstancias sociales, familiares, artísticas, deportivas o que esté 

relacionada con un suceso de interés público. Anexo 30. 

- 162893. La Corte refiere de manera expresa que en México se han 

recibido lineamientos dados por la doctrina y jurisprudencia extranjera 

que influyó en su creación. De ahí que el honor debe resistir 

expresiones, por ejemplo en un contexto de crispación o debate; 

tomando en cuenta la idiosincrasia nacional e incluso, en el humor  de 

publicaciones o programas de éste género. Anexo 31. 

- 2002634. Establece que no existe daño al honor en tratándose del 

reporte “fiel”. Se entiende por éste, el acto de sólo reproducir el reportaje 

elaborado por otro medio, sin modificar, agregar ni analizar o 

editorializar. La mera difusión pues de una nota u investigación 

elaborada por otro medio. De hecho este criterio tiene sustento en los ya 

citados principios de la Relatoría de la Organización de Estados 

Americanos. Anexo 32. 

- 2002742. La crítica a la labor profesional puede generar daño al honor si 

lo expresado no tiene justificación y daña la imagen pública y si la 

descalificación profesional implica una descalificación personal. Anexo 

33. 
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- 2000082. Las personas morales tienen derecho a la protección de su 

honor. Pues su desmerecimiento puede impedirles cumplir con su 

objetivo que es, a su vez, aspiración de las personas físicas que la 

integra. Anexo 34. 

- 2003623, 2003626 y 2003627. Consideran de inicio que un discurso de 

odio no tiene protección constitucional porque incita a la violencia en 

contra de personas, sectores o grupos sociales y no implica sólo fijar 

una postura respecto a dichos grupos que aunque molesta, sólo fija una 

forma de pensar. Esto porque el discurso de odio busca además, que se 

cometan acto de agresión o discriminación en contra de dichos sectores. 

En ese tenor, el discurso homófobo puede ser, además de 

discriminatorio, un discurso de odio, pero cuando se habla de la 

homosexualidad para fines científicos o artísticos, dichas expresiones 

gozan de protección constitucional. Anexos 35, 36 y 37. 

- 2003629. La protección del derecho al honor frente a la expresión de 

ideas, cobra mayor fuerza cuando las expresiones se refieren a grupos o 

colectividades con rasgos dominantes de tipo social, religioso, étnico, 

cultural. Por lo que si el lenguaje utilizado en un mensaje, denota 

rechazo a aspectos sexuales, religiosos, étnicos, de condición social, 

etcétera, se vuelve discriminatorio y carece de protección. Anexo 38. 

- 2003630. No constituye óbice que buena parte de la población utilice de 

manera cotidiana determinadas expresiones o términos, para que las 

mismas se consideren discriminatorias e inconstitucionales (se refiere al 

lenguaje o mensajes homófobos) Anexo 39. 

Libertad de expresión vs Vida privada o intimidad. 

- 165823. Las resoluciones que se emitan en este tipo de colisiones 

deben tomar en cuenta el contexto social y nacional. La vida protege de 

la injerencia de los demás en aspecto íntimos y derechos conexos como 

el tomar decisiones sobre nuestro plan de vida, manifestaciones de 

integridad física y moral, el derecho al honor, a no ser presentado bajo 

una falsa apariencia, impedir la divulgación de ciertos hechos o 
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publicación no autorizada de fotografías, protección frente al espionaje, 

uso abusivo de comunicaciones privadas. Anexo 40. 

- 165820. La vida privada de un personaje con responsabilidad pública 

tiene una protección más limitada, ya que sus actividades públicas 

ameritan un escrutinio intenso por la población, aún y cuando se trate de 

datos o acto privados, siempre que los mismos puedan tener conexión 

con su función pública. Además, tienen mayor influencia, posibilidad de 

reacción y acceso a los medios para aclarar, defenderse o rectificar 

ciertas informaciones. Anexo 41. 

- 165051. El interés público, como protección de una invasión a la 

intimidad o vida privada consiste en la relevancia pública  de lo 

informado para la vida comunitaria. Por lo tanto no se protege la difusión 

de aspectos o hechos triviales y sin importancia. La relevancia pública 

depende de situaciones históricas, políticas, económicas y sociales. 

Anexo 42. 

- 164987. Un reportaje neutral o simple trascripción de lo escrito por otra 

persona o medio, no obliga a quien lo difunde a verificar su veracidad o 

si causa o no intromisiones a la intimidad de una persona. En este caso 

debe tenerse la plena seguridad de que el derecho protege al 

comunicador al expresar o publicar ideas de un tercero, como 

corresponde a un régimen democrático Anexo 43. 

- La intromisión a la intimidad de una persona sólo puede sancionarse 

cuando el periodista actuó con negligencia inexcusable. Es decir, lo que 

se quiere es proteger la libre expresión al imponer estándares estrictos 

de limitación a tal derecho. 

- La responsabilidad disminuye si lo que se difunde respecto de la 

intimidad de una persona, ha sido difundido por tercero o por la quejosa 

misma. 

- 2003646. Se refiere al test de interés público para sancionar o no una 

invasión a la vida privada. Dicho test consiste en verificar si  la persona 

afectada tiene carácter privado o público; si dicha persona fomentó o 
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trató de evitar la difusión de dicha información; si la información se dio a 

conocer con antelación por terceros o la propia quejosa; si existía 

expectativa de confidencialidad sobre lo expresado. Anexo 44.  

- 2003644. Es un criterio novedoso cuando sostiene que ningún tribunal 

puede convertirse en editor ni realizar escrutinio puntual de la labor 

periodística; al mismo tiempo, los medios no pueden ejercer su función 

de manera indiscriminada e invadir la intimidad de las personas, salvo 

que actúen con diligencia, que la información sea relevante y exista 

proporción entre la magnitud de la invasión con la importancia de la 

información divulgada. Anexo 45. 

- 165052. Cuando la libertad de expresión afecta a la intimidad, el daño 

no se repara con el derecho de réplica, pues antes bien, aumenta la 

intromisión. El derecho de réplica sólo es un remedio cuando se afecta 

el honor. Anexo 46. 

- 164992 y 165824. Establecen que la protección a la vida privada 

depende de la conducta de su titular. Es decir, si la persona fomenta o 

evita intromisiones; si revela datos de su privada o no. Si bien no por ello 

la persona es despojada de su derecho a la intimidad, sí ve disminuida 

su protección. Anexos 47 y 48. 

- 2003635. Una invasión a la intimidad no se justifica con la verdad o 

veracidad de lo expresado o difundido, porque la información se refiere a 

datos o aspectos que la persona quiere mantener lejos del conocimiento 

de los demás. La veracidad si justifica una confrontación de la libertad 

de expresión con el derecho al honor. Anexo 49. 

- 2004022. Quienes aspiran a cargos públicos no electos por el voto, sino 

que participan en un proceso de selección, están sujetos al mismo 

escrutinio de una figura pública y deben considerare así, además, el 

escrutinio o crítica no debe limitarse a los documentos presentados por 

dichos aspirantes, en el proceso de selección. Anexo 50. 

- 2003631. Perfecciona lo referente al test de interés público sobre 

información privada de las personas, en el que debe verificarse a) una 
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conexión patente entre la información privada y un tema de interés 

público; b) la proporcionalidad de la invasión a la intimidad ocasionada 

por la divulgación de la información, con el interés público de la 

información. Anexo 51. 

- 2003633. Realiza una interesante modulación de la malicia efectiva. En 

primer término clarifica que la figura opera en casos en la libertad de 

expresión agrede el honor de las personas. Ahora, cuando se trata de 

afectaciones a la vida privada, deben distinguirse dos categorías: las 

figuras públicas y la segunda integrada por particulares con proyección 

pública así como los particulares desprovistos de dicha características. 

En el primer caso la malicia efectiva debe constreñirse a acreditar que la 

expresión se emitió con la intención de dañar a la persona; en la 

segunda categoría la exigencia debe reducirse a que  la expresión se 

hubiese emitido con negligencia inexcusable. Anexo 52  

- 2006173. Con un criterio novedoso, se protege de manera especial la 

libertad de expresión en el ámbito académico, sobre todo, en la 

universidad pública para que sea compatible con la difusión del 

conocimiento y la investigación. En la universidad pública el intercambio 

de ideas y debate deben ser robustos. Anexo 53. 

- 2006174. En el mismo sentido, equipara a los funcionarios universitarios 

como figuras públicas, que deben resistir un mayor grado de intromisión 

a sus derechos de la personalidad, siempre que las críticas se emitan 

respecto de sus funciones universitarias. Anexo 54. 

2.3. Valoración sobre el régimen de excepciones personales a la libertad 

de expresión en México. 

El número significativo de criterios jurisprudenciales es evidencia de la constante 

fricción entre la libertad de expresión con los derechos de la personalidad. Si bien 

pareciera excesivo el número de lineamientos, se considera que ello es más 

benéfico que perjudicial: en realidad se ha logrado concretar un sistema de 

interpretación que antepone la apertura y el ejercicio de la libertad de expresión 

con ulteriores responsabilidades, en la mayoría de los casos, en sede civil. 
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 Se tiene la conciencia de que existen muchos rubros que aún están 

pendientes de resolverse en materia de excepciones personales, sobre todo en el 

caso del internet y sus difíciles implicaciones como lo son el uso del anonimato, 

las redes sociales que potencializan la expresión de ideas pero que dejan en una 

situación muy vulnerable derechos como la propia imagen, el honor, la privacidad 

y la vida íntima. Sobre todo porque las nuevas generaciones, los “nativos digitales” 

tienen una falsa apreciación de la privacidad y seguridad de las redes sociales y el 

internet en sí mismo; pero tampoco son conscientes de la importancia de 

salvaguardar no solo los derechos de la personalidad de su prójimo, sino los 

propios. De manera lamentable, sólo se repara en esta problemática cuando 

sufren algún daño en sus derechos e incluso en su persona, a raíz de un uso 

indebido de tales tecnologías. 

La geolocalización, las huellas digitales, son realidades que significan 

problemas que incluso aún no se han planteado de manera explícita en las 

legislaciones, mucho menos en el desarrollo jurisprudencial. El internet pues, es 

un mundo aparte que amerita una atención especial. 

De regreso a nuestra materia, y para efectos de comprender la extensión de 

la libertad de expresión, pareciera necesario contar con un manual, pero lo 

positivo es que se cuente con este catálogo de normas. Ello ha permitido imponer 

auténticos frenos a la tendencia de acallar las voces críticas e incomodas y 

proporciona seguridad jurídica en el ejercicio de la expresión de ideas.  

 Las tesis expuestas abonan a una sociedad abierta y tolerante, mejor 

informada; un periodismo responsable y más profesional, con mejores garantías 

para emitir información y opiniones (sin que se viva un estado ideal de las cosas, 

pues a pesar de todo, México es el primer o segundo país más peligros en el 

mundo para su ejercicio) y en suma, se opina que en este rubro la libertad de 

expresión goza de buena salud. Como ya se expuso, dicho estado se atribuye a 

que los derechos en pugna son defendidos a nivel individual, en un plano 

horizontal al menos de manera formal. 

 Como ya se ha expresado, es posible advertir que la jurisprudencia 

mexicana ha sido receptiva a los criterios internacionales, pero al mismo tiempo ha 



 

- 65 - 

 

creado criterios propios con igual valía e interés: el debate entre medios de 

comunicación; equiparar el carácter de figura o personaje público por cuestiones 

diferentes a un cargo público, deportes o espectáculos como lo es el caso de 

haber participado en acontecimientos relevantes para la opinión pública o el caso 

de ex funcionarios y de empleados universitarios. 

 Otro aspecto relevante es la evolución argumentativa de la SCJN. En sus 

primeras resoluciones su fundamento era el texto constitucional; ahora, en los 

litigios más recientes, su base argumentativa se integra además con sentencias de 

la CoIDH y la Declaración de Principios de la RELE, ya expuestos, así como su 

interpretación. Por lo tanto, se toman en cuenta los estándares internacionales, lo 

que ha permitido una serie de resoluciones satisfactorias aunque existan otras que 

distan de serlo, como se apreciará en el siguiente capítulo. 

 En los criterios jurisprudenciales expuestos, se recurre a conceptos 

teóricos, empleados como marco de referencia y de los cuales se  explican sus 

alcances; luego se analiza caso por caso pero sin dejar de lado las tendencias o 

directrices que ya se han enlistado. De esta forma, al equilibrar los parámetros 

emitidos en sede internacional, con las particularidades del caso sometido a la 

jurisdicción, es posible una mejor solución al caso concreto. En varios casos 

asoman criterios novedosos, pero siempre se observa la tendencia de los 

tribunales a proteger la libertad de expresión en la mayor medida posible.  

 Los criterios emitidos sirven de guía para el futuro ejercicio de la libertad de 

expresión y toda vez que se trata en muchos casos de jurisprudencia y no de tesis 

aisladas, la certeza jurídica aumenta. 
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CAPITULO TERCERO 

LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y SUS EXCEPCIONES SOCIALES 

3.1. Marco constitucional y legal de las excepciones sociales a la 

libertad de expresión. 

Las excepciones sociales se refieren a un campo donde la injerencia  en la vida 

social y comunitaria se sensibiliza  por el motivo de que el hombre  tiende a la vida 

en comunidad. 54 

En este caso se trata de derechos que si bien pueden referirse a una 

persona, tienen implicaciones generales. En este caso el Estado asoma con su 

peor rostro y una posición que gracias a la ambigüedad de términos, conceptos y 

regulación, deja prácticamente en la discrecionalidad la protección o restricción a 

la libertad de expresión. 

Toda vez que se trata de intereses y derechos generales o sociales, el 

Estado se arroga su defensa. El bien, la salud, la moral, la paz, la seguridad, el 

orden social,  constituyen este apartado de excepciones.  

Conceptos como la paz, el orden, el bien, la moral y la seguridad implican 

un mar de ambigüedades y de complejidad en su construcción conceptual. De 

inicio, son elementos de una superestructura social en la que las personas en 

cuanto individuos no tienen injerencia, tan sólo son receptivos de las políticas, 

criterios y lineamientos impuestos por las élites que los imponen, llámese 

gobierno, iglesia, y poderes fácticos. No obstante, el gobierno se asume como su 

defensor, pero se considera que no lo hace de manera gratuita: sucede que al 

conservar el orden social, la seguridad, el bien común, está cuidando la existencia 

propia del Estado y su permanencia como régimen.  

Pero en esta arrogación es frecuente que se ignore la disidencia, las 

distintas opiniones y formas de ver el mundo, los problemas y las soluciones. Al 

                                                                 
54 Pérez Pintor, Héctor, Arquitectura del Derecho de la Información en México, un 

acercamiento desde la Constitución, México, Miguel Ángel Porrúa, p. 85.   
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mismo tiempo es frecuente que el Estado no sólo ignore, sino que reprima e 

incluso penalice la disidencia.  

Otro factor interesante es que dichos conceptos o excepciones son 

variables en cada país. Es decir, la seguridad, la moral, el orden o el bien sociales 

se construyen con diferentes premisas y sus “enemigos” toman diferentes facetas: 

para los estadounidenses no existe mayor amenaza que el terrorismo de Al 

Quaeda; para España el de la ETA; para Alemania es inadmisible el Neo-Nacismo; 

para países como Bolivia la injerencia de intereses estadounidenses; para México 

el narcotráfico y las luchas sociales que están en desacuerdo con el modelo 

neoliberal. En suma, el Estado identifica los temas de riesgo para su propia 

existencia y los penaliza bajo el argumento de lo que conocemos como 

excepciones sociales.  

A través de ellas el Estado justifica su existencia ante la sociedad, quien 

acepta incluso renunciar al ejercicio de derechos humanos con tal de preservar 

esos bienes tan preciados. Par nadie es un secreto que la mayoría de los 

mexicanos prefieren estar seguros a ser libres. Pero esa renuncia es inadmisible. 

Sin embargo, el argumento le funciona bien al Estado y su gobierno, como se 

demostrará en líneas posteriores. 

Toda vez que se trata de conceptos generales y su defensa le corresponde 

al Estado, en este caso sí es posible identificar una serie de legislaciones a nivel 

federal que se encargan de imponer las excepciones sociales, sin que dicha 

generalización abone a la claridad de criterios. 

La propia Constitución mexicana en los numerales  6 y 7 ya transcritos, 

hace referencia a excepciones sociales. 

Por lo que ve a legislaciones ordinarias, la existencia es abundante. Si bien 

en la mayoría de los casos la referencia es al manejo de la información, como ya 

se expresó, dichas excepciones repercuten en la libertad de expresión. Se 

exponen los casos más evidentes y cercanos a la libertad de expresión, pues 

existen muchos supuestos más en que se refiere la “limitación” del manejo de la 

información, por causas de lo que en esta investigación denominamos 

excepciones sociales Con la finalidad de abreviar las referencias respectivas, se 
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expresa que todas las legislaciones citadas a continuación fueron consultadas en 

la base datos denominada Leyes Federales de la Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión, en su versión digital55. 

1. Código Penal Federal. 

Terrorismo 

Artículo 139.- Se impondrá pena de prisión de quince a cuarenta años y 

cuatrocientos a mil doscientos días multa, sin perjuicio de las penas que 

correspondan por otros delitos que resulten: 

I.  A quien utilizando sustancias tóxicas, armas químicas, biológicas o 

similares, material radioactivo, material nuclear, combustible nuclear, 

mineral radiactivo, fuente de radiación o instrumentos que emitan 

radiaciones, explosivos, o armas de fuego, o por incendio, 

inundación o por cualquier otro medio violento, intencionalmente 

realice actos en contra de bienes o servicios, ya sea públicos o 

privados, o bien, en contra de la integridad física, emocional, o la 

vida de personas, que produzcan alarma, temor o terror en la 

población o en un grupo o sector de ella, para atentar contra la 

seguridad nacional o presionar a la autoridad o a un particular, u 

obligar a éste para que tome una determinación. 

Se incluye el supuesto del terrorismo que en apariencia nada se relaciona 

con la libertad de expresión. Sin embargo, es clara la tendencia actual de 

gobiernos como el federal o el del Distrito Federal de cometer el exceso de acusar 

de terroristas a los manifestantes en protestas, marchas, mítines, etcétera, con la 

justificación de que se causen daños, se produzca alarma, temor o terror. Lo 

preocupante es que las reformas son recientes y no se aprecia en el corto o 

mediano plazo, una reversión de esta tendencia. 

 

 

                                                                 
55 Op. Cit., Nota 1, consultada por última vez en marzo de 2014. 
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Ultrajes a las insignias nacionales 

Artículo 191.- Al que ultraje el escudo de la República o el pabellón 

nacional, ya sea de palabra o de obra, se le aplicará de seis meses a cuatro 

años de prisión o multa de cincuenta a tres mil pesos o ambas sanciones, a 

juicio de juez. 

Provocación de un Delito y Apología de éste o de algún Vicio y de la 

Omisión de impedir un Delito que atente contra el Libre Desarrollo de 

la Personalidad, la Dignidad Humana o la Integridad Física o Mental. 

Artículo 208.- Al que provoque públicamente a cometer un delito, o haga 

la apología de éste o de algún vicio, se le aplicarán de diez a ciento ochenta 

jornadas de trabajo en favor de la comunidad, si el delito no se ejecutare; en 

caso contrario se aplicará al provocador la sanción que le corresponda por 

su participación en el delito cometido. 

En el caso de la apología existe un debate interesante e intenso. El caso 

más evidente lo constituyen aspectos relacionados con el narcotráfico: la 

interpretación de corridos; la publicación de noticias; la difusión de mensajes; la 

circulación de libros.  Tan sólo este aspecto, como muchos otros de  este trabajo, 

amerita una investigación por separado. Lo que es posible puntualizar es la 

dificultad de tipificar la apología como delito, pues en tipo penal exige la 

demostración de que se haya provocado la comisión de un delito. Hasta qué grado 

un corrido es una versión  o expresión de una realidad lastimosa y en dónde 

comienza a constituir una apología. Son preguntas que quizá no tengan una clara 

respuesta. El problema radica en que la ambigüedad puede ser utilizada para 

cometer arrestos, censuras, confiscar mercancías, cancelar conciertos, y otras 

acciones que, con la apariencia de evitar o sancionar la apología, en realidad 

repriman a la libertad de expresión. 

Revelación de secretos 

Artículo 210.- Se impondrán de treinta a doscientas jornadas de trabajo 

en favor de la comunidad, al que sin justa causa, con perjuicio de alguien y 

sin consentimiento del que pueda resultar perjudicado, revele algún secreto 
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o comunicación reservada que conoce o ha recibido con motivo de su 

empleo, cargo o puesto. 

Artículo 211.- La sanción será de uno a cinco años, multa de cincuenta 

a quinientos pesos y suspensión de profesión en su caso, de dos meses a 

un año, cuando la revelación punible sea hecha por persona que presta 

servicios profesionales o técnicos o por funcionario o empleado público o 

cuando el secreto revelado o publicado sea de carácter industrial. 

Acceso ilícito a sistemas y equipos de informática 

Artículo 211 bis 2.- Al que sin autorización modifique, destruya o 

provoque pérdida de información contenida en sistemas o equipos de 

informática del Estado, protegidos por algún mecanismo de seguridad, se le 

impondrán de uno a cuatro años de prisión y de doscientos a seiscientos 

días multa. 

Al que sin autorización conozca o copie información contenida en 

sistemas o equipos de informática del Estado, protegidos por algún 

mecanismo de seguridad, se le impondrán de seis meses a dos años de 

prisión y de cien a trescientos días multa. 

A quien sin autorización conozca, obtenga, copie o utilice información 

contenida en cualquier sistema, equipo o medio de almacenamiento 

informáticos de seguridad pública, protegido por algún medio de seguridad, 

se le impondrá pena de cuatro a diez años de prisión y multa de quinientos 

a mil días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal. Si el 

responsable es o hubiera sido servidor público en una institución de 

seguridad pública, se impondrá además, destitución e inhabilitación de 

cuatro a diez años para desempeñarse en otro empleo, puesto, cargo o 

comisión pública. 

En este último ilícito es destacable el que se prevea el ataque a sistemas 

informáticos, bases de datos, sistemas de seguridad, etcétera. 
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2. Ley de Asociaciones Religiosas 

De los Actos Religiosos de Culto Público 

ARTICULO 21.- Los actos religiosos de culto público se celebrarán 

ordinariamente en los templos. Solamente podrán realizarse 

extraordinariamente fuera de ellos, en los términos de lo dispuesto en esta 

ley y en los demás ordenamientos aplicables. 

Las asociaciones religiosas únicamente podrán, de manera 

extraordinaria, transmitir o difundir actos de culto religioso a través de 

medios masivos de comunicación no impresos, previa autorización de la 

Secretaría de Gobernación. En ningún caso, los actos religiosos podrán 

difundirse en los tiempos de radio y televisión destinados al Estado. 

En los casos mencionados en el párrafo anterior, los organizadores, 

patrocinadores, concesionarios o propietarios de los medios de 

comunicación, serán responsables solidariamente junto con la asociación 

religiosa de que se trate, de cumplir con las disposiciones respecto de los 

actos de culto público con carácter extraordinario. 

ARTICULO 22.- Para realizar actos religiosos de culto público con 

carácter extraordinario fuera de los templos, los organizadores de los 

mismos deberán dar aviso previo a las autoridades federales, del Distrito 

Federal, estatales o municipales competentes, por lo menos quince días 

antes de la fecha en que pretendan celebrarlos, el aviso deberá indicar el 

lugar, fecha, hora del acto, así como el motivo por el que éste se pretende 

celebrar. 

Uno de los temas más sensibles para el Estado mexicano es el de la 

laicidad. Además del extenso desarrollo histórico, una muestra reciente es la 

reforma al artículo 41 constitucional que determina el carácter laico del Estado 

mexicano, si bien dicha reforma no crea el Estado mexicano en su carácter laico, 
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sino más bien lo consolida y lo establece de manera formal en el texto 

constitucional56.  

En ese tenor, la libertad de expresión tiene fuertes restricciones en materia 

religiosa. Nadie puede negar su enorme influencia y dado su carácter íntimo en 

cuanto creencia, se cuida al máximo que se hagan expresiones que puedan 

quebrantar el carácter laico del Estado y sus instituciones. Cabe la aclaración que 

el concepto laico significa no religioso o a decir de Bovero, no confesional y no 

clerical (confesional como teoría y práctica que subordina instituciones a valores y 

principios religiosos)57; Blancarte proporciona un concepto de laicidad: “es la 

armonización  en diversas coyunturas  socio-históricas y geopolíticas, de tres 

principios: respeto a la libertad de conciencia y de su práctica individual y 

colectiva; autonomía de lo político y de la sociedad civil frente a las normas 

religiosas y filosóficas particulares; no discriminación directa o indirecta hacia 

seres humanos”. Expresa también que el Estado laico se caracteriza, entre otros 

aspectos, porque lo sagrado y lo religioso deja de ser fuente de legitimidad, lo que 

se ha trasladado a la soberanía del pueblo58.  

Como puede apreciarse, el tema dista de agotarse en unas cuantas citas, la 

complejidad del tema religioso y la laicidad en un país como el nuestro tiene 

muchas aristas. En materia electoral se trata de evitar pues la intervención de los 

ministros de culto en las elecciones y que los partidos, candidatos, gobernantes, 

se abstengan de efectuar actos que promuevan lo contrario o debiliten esta 

histórica separación de los asuntos públicos. Sin embargo, ello no es sencillo, 

                                                                 
56 Blancarte, Roberto, Laicidad en México, México, Instituto de Investigaciones 

Jurídicas UNAM, 2013, Colección de cuadernos Jorge Carpizo para entender y 

pensar la laicidad (31), p. 4.  

57 Bovero, Michelangelo, El concepto de laicidad, México, Instituto de 

Investigaciones Jurídicas UNAM, 2013, Colección de cuadernos Jorge Carpizo 

para entender y pensar la laicidad (2), p.1.  

58 Blancarte Roberto, Op. Cit., Nota 56, pp. 13-17. 
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sobre todo en un país cuyo mpas del 80% de su población profesa la religión  que 

fue destinataria de las Leyes de Reforma,  el tema religioso asoma a la mínima 

provocación y en una gran diversidad de temas, entre los cuales se  encuentra el 

Derecho Electoral. 

El problema no es privativo de México, para ilustrar, Roberto Saba narra la 

forma en que la sola colocación de la imagen de una Virgen o de un nacimiento en 

edificios públicos llegó a interpretarse, en Argentina, como una violación al 

carácter laico del Estado, al grado de considerar que la colocación de por ejemplo 

un nacimiento (alusivo a la Navidad) en una parte considerada principal, de fácil 

acceso y condiciones óptimas de visibilidad, demostraba cierta inclinación a una 

festividad de carácter religioso59 (que si bien ha trascendido dicho carácter y se ha 

convertido en una fiesta social, familiar y desde luego, de carácter comercial). 

En los casos referidos el problema radica en que, al consentir la colocación 

de símbolos religiosos, el servidor público demuestra su afinidad no sólo a dicha 

expresión, sino con los valores o principios de la religión cualesquiera que sea, por 

lo tanto, el peligro radica en que dichos valores y principios puedan influir en la 

toma de decisiones, lo que se agrava en el caso concreto porque se trataba de un 

tribunal de justicia. 

Jesús Orozco ilustra cómo las primeras elecciones en la época colonial y 

sobre todo durante la guerra de independencia, las elecciones eran precedidas por 

una misa y una vez dados los resultados se efectuaba un Te Deum. También 

puntualiza que la primera Constitución del México Independiente establecía como 

religión oficial a la Católica Apostólica y Romana. Las elecciones celebradas hasta 

antes de la promulgación de 1857 tendrían como ingrediente previo o posterior la 

celebración de un acto religioso, lo que se proscribe con la nueva Carta Magna 

citada, se confirma con la de 1917 y en la Ley para Elección de los Poderes 

                                                                 
59 Saba, Roberto, Laicidad y símbolos religiosos, México, Instituto de 

Investigaciones Jurídicas UNAM, 2013, Colección de cuadernos Jorge Carpizo 

para entender y pensar la laicidad (7), pp. 1-6. 
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Federales de 1918, se prohíbe que los partidos llevaran denominación o nombre 

religioso.60  

La dinámica expuesta obedece a la reacción del movimiento de Reforma en 

contra de los abusos de la Iglesia Católica, próceres como Benito Juárez, 

Guillermo Prieto y sobre todo, Melchor Ocampo, se encargaron de secularizar los 

diversos actos de la vida del ser humano que era controlados por la Iglesia: el 

nacimiento, el matrimonio y la muerte61. Movimiento reformista que despojó de 

buena parte de su poder e influencia a dicha Institución. En adelante, la relación 

Estado mexicano-Iglesia Católica revestirá una gran complejidad, pero sobre todo, 

la reacción firme del Estado hacía la Iglesia en cuanto ésta no puede ni debe 

intervenir en los asuntos del poder público y aquél, en teoría, debería mantenerse 

neutral ante cualquier credo religioso.  

La firmeza del Estado mexicano en contra de la intromisión de la religión en 

los asuntos públicos (Raúl Trejo demuestra la tolerancia que se ha tenido con 

ciertos canales televisivos de corte religioso, que en teoría no deberían operar y 

que incluso considera una suerte de ensayo por parte del propio gobierno para 

detectar el nivel de tolerancia al respecto de la sociedad mexicana62), pero sobre 

todo en las elecciones, se pone en evidencia ante la anulación de elecciones 

como en el caso de Yurecuáro, Michoacán o Zimapán, Hidalgo, porque los 

                                                                 
60 Orozco Henríquez, J. Jesús, Laicidad y elecciones, México, Instituto de 

Investigaciones Jurídicas UNAM, 2013, Colección de cuadernos Jorge Carpizo 

para entender y pensar la laicidad (26), pp. 16-17. 

61 Bautista García, Cecilia Adriana, “El único medio moral de fundar la familia: 

Melchor Ocampo y la secularización del vínculo matrimonial”, en Secretaria de 

Cultura del Estado de Michoacán de Ocampo (Ed.), Melchor Ocampo, 

Bicentenario 1814-2014, México, 2014, pp. 57-64. 

62 Trejo Delarbre, Raúl, Laicidad y medios de comunicación, México, Instituto de 

Investigaciones Jurídicas UNAM, 2013, Colección de cuadernos Jorge Carpizo 

para entender y pensar la laicidad (17), pp. 14-43. 
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candidatos cuyo actuar fue el motivo de los juicios utilizaron símbolos religiosos o 

celebraron actos de proselitismo en lugares o inmuebles pertenecientes a una 

iglesia; o bien, la participación directa de ministros de culto en las campañas63. 

Lo paradójico es que haya una política más permisiva ante el rebase de  

topes de campaña, el financiamiento ilícito, la inequidad en el acceso a medios, la 

intervención de medios y empresarios a las elecciones, la utilización de recursos y 

programas sociales para hacer campañas y un largo etcétera, que son igual de 

ilegales, más frecuentes y evidentes, pero que no son motivo de nulidad de una 

elección. Se demuestra pues una reacción desigual por el Estado mexicano ante 

una serie de conductas que lesionan la calidad de las elecciones en nuestro país. 

Así, los ministros de culto religioso han transitado de la prohibición o 

limitación a su derecho al voto activo y pasivo, (Constitución de 1857) a padecer 

sólo la limitación del voto pasivo (reforma constitucional de 1992);  tienen 

prohibido de manera terminante realizar expresiones de carácter político; está 

vedado realizar actos de proselitismo en instalaciones que pertenezcan o se 

dediquen a la profesión de algún culto religioso y los partidos y candidatos no 

pueden utilizar objetos o símbolos religiosos en su propaganda o campañas. 

3. Ley de Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modificados 

Etiquetado e Identificación de OGMs 

ARTÍCULO 101.- Los OGMs o productos que contengan organismos 

genéticamente modificados, autorizados por la SSA por su inocuidad en los 

términos de esta Ley y que sean para consumo humano directo, deberán 

garantizar la referencia explícita de organismos genéticamente modificados 

y señalar en la etiqueta la información de su composición alimenticia o sus 

propiedades nutrimentales, en aquellos casos en que estas características 

sean significativamente diferentes respecto de los productos 

convencionales, y además cumplir con los requisitos generales adicionales 

de etiquetado conforme a las normas oficiales mexicanas que expida la 

SSA, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley General de Salud y sus 

                                                                 
63 Orozco Henríquez, J. Jesús, Op. Cit., Nota 60, pp.28-38. 
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disposiciones reglamentarias, con la participación de la Secretaría de 

Economía. 

La información que contengan las etiquetas, conforme a lo establecido 

en este artículo, deberá ser veraz, objetiva, clara, entendible, útil para el 

consumidor y sustentada en información científica y técnica. 

ARTÍCULO 102.- Los requisitos de información que deberá contener la 

documentación que acompañe a los OGMs que se importen conforme a 

esta Ley, se establecerán en normas oficiales mexicanas que deriven del 

presente ordenamiento, considerando en su expedición la finalidad a la que 

se destinen dichos organismos y lo que se establezca en tratados 

internacionales de los que los Estados Unidos Mexicanos sean parte. Las 

normas oficiales mexicanas a que se refiere este artículo, serán expedidas 

conjuntamente por la SAGARPA, la SSA y la Secretaría de Economía. En 

caso de que la importación de OGMs se realice con la finalidad de su 

liberación al ambiente, las normas oficiales mexicanas a que se refiere este 

artículo serán expedidas por las Secretarías señaladas conjuntamente con 

la SEMARNAT. 

Es destacable la legislación expuesta porque se aprecia la rigidez y el rigor 

que al menos en la letra se exige para comunicar al público información respecto 

de organismos biogenéticamente modificados. Es decir, el mensaje debe cumplir 

con estándares previstos en la ley, muy específicos y con la alta consideración de 

proteger la salud de la población en cuanto son productos consumidos por los 

humanos de manera directa o indirecta. Entonces, la expresión de ideas debe 

ajustarse a requisitos de verdad no factual, sino científica, lo que impone fronteras 

muy objetivas y comprensibles, cuya legitimidad está fuera de toda discusión. 

Incluso puede afirmarse que entre mayor sea el detalle de exigencias 

respecto de la información que manejen, es  proporcional la confianza y 

tranquilidad para la población. 

 Ley de Seguridad Nacional. 

Artículo 3.- Para efectos de esta Ley, por Seguridad Nacional se 

entienden las acciones destinadas de manera inmediata y directa a 
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mantener la integridad, estabilidad y permanencia del Estado Mexicano, 

que conlleven a: 

I. La protección de la nación mexicana frente a las amenazas y riesgos 

que enfrente nuestro país; 

II. La preservación de la soberanía e independencia nacionales y la 

defensa del territorio; 

III. El mantenimiento del orden constitucional y el fortalecimiento de las 

instituciones democráticas de gobierno; 

IV. El mantenimiento de la unidad de las partes integrantes de la 

Federación señaladas en el artículo 43 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 

V. La defensa legítima del Estado Mexicano respecto de otros Estados 

o sujetos de derecho internacional, y 

VI. La preservación de la democracia, fundada en el desarrollo 

económico social y político del país y sus habitantes. 

Artículo 4.- La Seguridad Nacional se rige por los principios de legalidad, 

responsabilidad, respeto a los derechos fundamentales de protección a la 

persona humana y garantías individuales y sociales, confidencialidad, 

lealtad, transparencia, eficiencia, coordinación y cooperación. 

Del acceso a la Información en Materia de Seguridad Nacional 

Artículo 50.- Cada instancia representada en el Consejo es responsable 

de la administración, protección, clasificación, desclasificación y acceso de 

la información que genere o custodie, en los términos de la presente Ley y 

de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

gubernamental. 

Artículo 51.- Además de la información que satisfaga los criterios 

establecidos en la legislación general aplicable, es información reservada 

por motivos de Seguridad Nacional: 

I. Aquella cuya aplicación implique la revelación de normas, 

procedimientos, métodos, fuentes, especificaciones técnicas, 

tecnología o equipo útiles a la generación de inteligencia para la 
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Seguridad Nacional, sin importar la naturaleza o el origen de los 

documentos que la consignen, o 

II. Aquella cuya revelación pueda ser utilizada para actualizar o 

potenciar una amenaza. 

Artículo 52.- La publicación de información no reservada, generada o 

custodiada por el Centro, se realizará invariablemente con apego al 

principio de la información confidencial gubernamental. 

Artículo 53.- Los servidores públicos que laboren en las instancias que 

integren el Consejo o en el Centro, así como cualquier otro servidor público 

o cualquier persona que se le conceda acceso a la información relacionada 

con la Seguridad Nacional, deberán otorgar por escrito una promesa de 

confidencialidad que observarán en todo tiempo, aún después de que 

hayan cesado en el cargo en razón del cual se les otorgó el acceso. 

Artículo 54.- La persona que por algún motivo participe o tenga 

conocimiento de productos, fuentes, métodos, medidas u operaciones de 

inteligencia, registros o información derivados de las acciones previstas en 

la presente Ley, debe abstenerse de difundirlo por cualquier medio y 

adoptar las medidas necesarias para evitar que lleguen a tener publicidad. 

Artículo 55.- Corresponde al Centro definir las medidas de protección, 

destrucción, códigos de seguridad en las comunicaciones y demás 

aspectos necesarios para el resguardo de la información que se genere con 

motivo de los sistemas de coordinación en materia de Seguridad Nacional. 

La seguridad nacional es una de las excepciones más fuertes en materia de 

acceso a la información y libertad de expresión. Sin embargo, la ambigüedad es 

también notoria. Quizá el problema principal sea el sigilo, la secrecía, la opacidad 

que caracteriza a todas las actividades relacionadas con la seguridad nacional. 

Herrera Lasso es  directo al afirmar que al medir la eficacia  de una 

sociedad para alcanzar  su bienestar social es una tareas más o menos sencilla: 

indicadores como la educación, la salud, el empleo o la vivienda, incluso en 

seguridad pública, existen indicadores y medidores precisos (aunque el autor 

confunde los simples números con la realidad social, es decir, como si bastara 



 

- 79 - 

 

saber que más del 90% de la población cuenta con acceso a la educación primaria 

y ello fuera sinónimo de progreso en el sector educativo), pero que en materia de 

seguridad nacional existe complejidad al no tratarse de un hecho factual (sic), sino 

una condición que debe prevalecer para que todo lo demás funcione.64 

Agrega: “por la naturaleza de sus funciones, toda institución dedicada a 

tareas de inteligencia debe obrar con sigilo y discreción, por el simple hecho de 

que si su agenda  operativa fuera pública, todo aquéllos que pretendieran atentar  

contra la seguridad del Estado estarían alertados y se pondrían a resguardo. El 

gato no entera  de sus movimientos al ratón  sino hasta el momento en que lo 

ataca”65. 

Pareciera que  como gobernados sólo nos queda confiar en que las 

autoridades correspondientes estén realizando las tareas adecuadas y que el uso 

de la información, así como su resguardo, en realidad obedezcan a proteger los 

intereses de la nación. 

Es comprensible que el secreto es requerido hasta cierto punto por las 

autoridades para realizar de manera eficaz tareas relacionadas con la seguridad 

ya sea pública o nacional. Sin embargo, el problema se crea cuando sin ningún 

parámetro más o menos objetivo, que sería dotado por una serie de 

conceptualizaciones, se restringe la información y la expresión de ideas con el 

pretexto de proteger la seguridad pública o nacional (así como el orden público).  

Es decir, para evitar el uso discrecional y arbitrario de la excepción de la 

seguridad nacional, se requiere de la construcción de conceptos y parámetros 

claros: concebir de manera más precisa los términos de seguridad nacional, 

delinear con claridad los supuestos en que en realidad se agreda o dañe dicha 

                                                                 
64 Herrera Lasso M, Luis, “Inteligencia y seguridad nacional: apuntes y reflexiones” 

en Alvarado, Arturo y Serrano Mónica (Coord.), Seguridad nacional y seguridad 

interior, México, El Colegio de México, 2010, serie Los grandes problemas de 

México (XV), p.194. 

65 Ibídem. P. 198. 
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seguridad, definir conceptos conexos, definir cuáles son los riesgos para la 

seguridad nacional en el Estado mexicano y establecer excepciones para evitar 

que una simple protesta social sea tomada como un riesgo o daño y por ello 

reprimida. 

Como puede apreciarse de una consulta directa e integra, la Ley de 

Seguridad Nacional no contiene mayores definiciones, sólo se ocupa del concepto 

de seguridad nacional pero no realiza un desarrollo de otros conceptos que son 

necesarios para evitar las ambigüedades. Si bien es aceptable de nuestra parte la 

secrecía de la información relacionada con esta materia, también se pugna para 

que la secrecía no valide la ambigüedad y con ello se dé pie a la  represión y 

ocultamiento de información. 

4. Ley Federal de Protección al Consumidor 

De la información y publicidad 

ARTÍCULO 32. La información o publicidad relativa a bienes, productos o 

servicios que se difundan por cualquier medio o forma, deberán ser 

veraces, comprobables y exentos de textos, diálogos, sonidos, imágenes, 

marcas, denominaciones de origen y otras descripciones que induzcan o 

puedan inducir a error o confusión por engañosas o abusivas. 

Para los efectos de esta ley, se entiende por información o publicidad 

engañosa o abusiva aquella que refiere características o información 

relacionadas con algún bien, producto o servicio que pudiendo o no ser 

verdaderas, inducen a error o confusión al consumidor por la forma 

inexacta, falsa, exagerada, parcial, artificiosa o tendenciosa en que se 

presenta. 

La información o publicidad que compare productos o servicios, sean de 

una misma marca o de distinta, no podrá ser engañosa o abusiva en 

términos de lo dispuesto en el párrafo anterior. 

La Procuraduría podrá emitir lineamientos para el análisis y verificación 

de dicha información o publicidad a fin de evitar que se induzca a error o 

confusión al consumidor, considerando el contexto temporal en que se 

difunde, el momento en que se transmite respecto de otros contenidos 
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difundidos en el mismo medio y las circunstancias económicas o especiales 

del mercado. 

De nueva cuenta, es posible apreciar que en materia de publicidad se 

emiten parámetros más restrictivos y severos a la expresión de ideas y difusión de 

información. La razón es que se trata de productos destinados al uso y consumo 

de los humanos principalmente. Es loable que la ley sí contenga definiciones de 

las conductas que sancionará como publicidad engañosa o abusiva. 

 El problema en este sector radica en la lentitud de respuesta y lo endeble  

de las sanciones que por sus montos risibles ante las ganancias obtenidas, son 

pagadas por las empresas que incurren en dicha práctica, sin que los pagos 

impliquen una sanción ejemplar o los persuadan de no incurrir en las mismas 

conductas. 

5. Ley Federal de Radio y Televisión. 

Artículo 5o.- La radio y la televisión, tienen la función social de contribuir 

al fortalecimiento de la integración nacional y el mejoramiento de las formas 

de convivencia humana. Al efecto, a través de sus transmisiones, 

procurarán: 

I.- Afirmar el respeto a los principios de la moral social, la dignidad 

humana y los vínculos familiares; 

II.- Evitar influencias nocivas o perturbadoras al desarrollo armónico de la 

niñez y la juventud; 

III.- Contribuir a elevar el nivel cultural del pueblo y a conservar las 

características nacionales, las costumbres del país y sus tradiciones, la 

propiedad del idioma y a exaltar los valores de la nacionalidad mexicana. 

IV.- Fortalecer las convicciones democráticas, la unidad nacional y la 

amistad y cooperación internacionales.  

Artículo 21-A. La Secretaría podrá otorgar permisos de estaciones 

oficiales a dependencias de la Administración Pública Federal Centralizada, 

a las entidades a que se refieren los artículos 2, 3 y 5 de la Ley Federal de 

las Entidades Paraestatales, a los gobiernos estatales y municipales y a las 

instituciones educativas públicas. 
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En adición a lo señalado en el artículo 20 de esta ley, para otorgar 

permisos a estaciones oficiales, se requerirá lo siguiente: 

I. Que dentro de los fines de la estación se encuentre: 

a) Coadyuvar al fortalecimiento de la participación democrática de la 

sociedad, garantizando mecanismos de acceso público en la programación; 

b) Difundir información de interés público; 

c) Fortalecer la identidad regional en el marco de la unidad nacional; 

d) Transparentar la gestión pública e informar a la ciudadanía sobre sus 

programas y acciones; 

e) Privilegiar en sus contenidos la producción de origen nacional; 

f) Fomentar los valores y creatividad artísticos locales y nacionales a 

través de la difusión de la producción independiente, y 

g) Los demás que señalen los ordenamientos específicos de la materia. 

Artículo 63.- Quedan prohibidas todas las transmisiones que causen la 

corrupción del lenguaje y las contrarias a las buenas costumbres, ya sea 

mediante expresiones maliciosas, palabras o imágenes procaces, frases y 

escenas de doble sentido, apología de la violencia o del crimen; se prohibe, 

también, todo aquello que sea denigrante u ofensivo para el culto cívico de 

los héroes y para las creencias religiosas, o discriminatorio de las razas; 

queda asimismo prohibido el empleo de recursos de baja comicidad y 

sonidos ofensivos.  

Artículo 64.- No se podrán transmitir: 

I.- Noticias, mensajes o propaganda de cualquier clase, que sean 

contrarios a la seguridad del Estado o el orden público; 

II.- Asuntos que a juicio de la Secretaría de Comunicaciones y 

Transportes impliquen competencia a la Red Nacional, salvo convenio del 

concesionario o permisionario, con la citada Secretaría.  

Artículo 67.- La propaganda comercial que se transmita por la radio y la 

televisión se ajustará a las siguientes bases: 

I.- Deberá mantener un prudente equilibrio entre el anuncio comercial y el 

conjunto de la programación; 
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II.- No hará publicidad a centros de vicio de cualquier naturaleza; 

III.- No transmitirá propaganda o anuncios de productos industriales, 

comerciales o de actividades que engañen al público o le causen algún 

perjuicio por la exageración o falsedad en la indicación de sus usos, 

aplicaciones o propiedades.  

IV.- No deberá hacer, en la programación referida por el Artículo 59 Bis, 

publicidad que incite a la violencia, así como aquélla relativa a productos 

alimenticios que distorsionen los hábitos de la buena nutrición. 

Artículo 78.- En las informaciones radiofónicas, deberán expresarse la 

fuente de la información y el nombre del locutor, y se evitará causar alarma 

o pánico en el público. 

En este caso, la legislación pretende regular la información y expresión de 

ideas en los medios que más consumen los mexicanos. En nuestro país es 

significativo el número de horas que se destina a ver programas televisivos. Nadie 

pone en tela de juicio la enorme influencia que ejerce la televisión en el público 

mexicano.  

Ello se refleja en la serie de medidas y requisitos impuestos por la ley al 

ejercicio de su quehacer. Sin embargo, en primera instancia los estándares de 

calidad en su programación, el manejo del lenguaje, la transmisión de contenidos 

para resguardar sobre todo a menores de edad, entre otros, son letra muerta. Para 

nadie es un secreto la deplorable calidad de contenidos televisivos en México. 

Desde luego, se trata de un tema que, como los otros, requieren de un 

estudio específico. Pero en este caso la complejidad o impacto es mayor al de 

otros ámbitos, pues una adecuada libertad de expresión y acceso a la información 

ah de pasar por regular temas como la propiedad cruzada; los monopolios; la 

televisión de paga; las radios comunitarias y un largo etcétera. 

Otro aspecto con una complejidad propia es la intervención de los medios 

masivos en las campañas electorales, el cual será tratado en el siguiente capítulo. 

La legislación invocada constituye el clásico ejemplo de la ley vigente que 

carece de positividad en el sentido de ser letra muerta, de no obedecerse. Ello 

constituye un parámetro de la enorme fuerza e influencia que tienen los medios 



 

- 84 - 

 

masivos no sólo ante los gobernados, sino en especial ante los gobernantes, que 

ven acotados sus márgenes de maniobra por la sencilla razón que existe una 

especie de simbiosis con los medios en cuanto son el principal vehículo de sus 

campañas y propaganda. Sin embargo y como se destacará en el siguiente 

capítulo, los medios dejaron de tener un papel meramente accesorio o de objeto, 

para constituirse en sujetos que dictan las directrices que debieran ser impuestas 

por el gobierno.   

6. Ley Federal de Acceso a la Información Pública Gubernamental 

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

XII. Seguridad nacional: Acciones destinadas a proteger la integridad, 

estabilidad y permanencia del Estado Mexicano, la gobernabilidad 

democrática, la defensa exterior y la seguridad interior de la Federación, 

orientadas al bienestar general de la sociedad que permitan el cumplimiento 

de los fines del Estado constitucional; 

Información reservada y confidencial 

Artículo 13. Como información reservada podrá clasificarse aquélla cuya 

difusión pueda: 

I. Comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa 

nacional; 

II. Menoscabar la conducción de las negociaciones o bien, de las 

relaciones internacionales, incluida aquella información que otros estados u 

organismos internacionales entreguen con carácter de confidencial al 

Estado Mexicano; 

III. Dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 

IV. Poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona, 

o 

V. Causar un serio perjuicio a las actividades de verificación del 

cumplimiento de las leyes, prevención o persecución de los delitos, la 

impartición de la justicia, la recaudación de las contribuciones, las 

operaciones de control migratorio, las estrategias procesales en procesos 

judiciales o administrativos mientras las resoluciones no causen estado. 
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Artículo 14. También se considerará como información reservada: 

I. La que por disposición expresa de una Ley sea considerada 

confidencial, reservada, comercial reservada o gubernamental confidencial; 

II. Los secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otro 

considerado como tal por una disposición legal; 

III. Las averiguaciones previas; 

IV. Los expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos 

seguidos en forma de juicio en tanto no hayan causado estado; 

V. Los procedimientos de responsabilidad de los servidores públicos, en 

tanto no se haya dictado la resolución administrativa o la jurisdiccional 

definitiva, o 

VI. La que contenga las opiniones, recomendaciones o puntos de vista 

que formen parte del proceso deliberativo de los servidores públicos, hasta 

en tanto no sea adoptada la decisión definitiva, la cual deberá estar 

documentada. 

Cuando concluya el periodo de reserva o las causas que hayan dado 

origen a la reserva de la información a que se refieren las fracciones III y IV 

de este Artículo, dicha información podrá ser pública, protegiendo la 

información confidencial que en ella se contenga. 

No podrá invocarse el carácter de reservado cuando se trate de la 

investigación de violaciones graves de derechos fundamentales o delitos de 

lesa humanidad. 

Esta legislación en apariencia se trata de una legislación para favorecer el 

acceso a la información y con ello la expresión de ideas en México. Sin embargo, 

a más de diez años de su promulgación y de la operación de los institutos de 

acceso  a la información a nivel federal y local, parecen ser más los pendientes 

que los progresos.  

Por ejemplo, no ha logrado permear en una medida deseable la cultura de 

del acceso a la información en México. La mayoría de las personas ignoran y no 

ejercen su derecho de acceso a la información; no se cuenta con el entramado 

legal en armonía para facilitar el acceso a la información; el personal que atiende 
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las oficinas de acceso a la información carece en su mayoría de capacitación. Si a 

ello le agregamos que la legislación se ocupa más de reservar información que a 

imponer medidas que faciliten su acceso, el panorama es poco halagador. 

Es lamentable que en los diversos sistemas INFOMEX se pidan al 

solicitante de información una serie de datos que resultan excesivos para dicho 

ejercicio (como el domicilio, teléfono o código postal); que algunas solicitudes de 

información terminen filtrándose en los buscadores de internet con lo que no se 

protege la identidad del solicitante; que no se regulen aspectos como cuando se 

piden datos o cantidades específicas (salarios, presupuestos) ante cuyos casos se 

remite al solicitante a hojas y hojas de datos para que busque el que ha pedido. 

Todo ello ante una legislación que da por cumplida una solicitud de información 

cuando se rinde esta en el estado en que se encuentra, pero también es cierto que 

para efectos de control, fiscalización, de archivo o sistematización entre otros, el 

sentido común indica que mucha información ya se encuentra depurada y debería 

ser proporcionada así al solicitante; otro caso lamentable es que el propio sistema 

INFOMEX a nivel federal pida una cantidad excesiva de datos personales para 

registrar una cuenta y cuando se pide acceso a datos personales, éstos se pongan 

a disposición en las oficinas de la dependencia requerida, es decir, se pide una 

identificación excesiva del solicitante, pero luego dicha identificación no es 

suficiente para ejercer los derechos ARCO (Acceso, rectificación, corrección y 

oposición). 

El colofón de esta legislación consiste en que como legislación base en la 

materia, carece de definiciones que sirvan para dar parámetros objetivos a las 

excepciones del acceso a la información en México. Se considera que al contrario 

de su estado actual, debiera contener un catálogo de definiciones que ayuden a 

tener mayor certeza de las excepciones del acceso a la información. 

En suma, la legislación en materia de acceso a la información carece de la 

difusión de una cultura que la haga operable; no tiene criterios que faciliten la 

dotación de información; no se cuenta con legislación armonizada como en el caso 

de archivos de los diversos sujetos obligados; mucho menos se cuenta con el 

personal calificado o capacitado para que en lugar de obstruir, impulsen la cultura 
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del acceso a la información, al libertad de expresión y rendición de cuentas en 

nuestro país. 

7. Ley Federal para la Protección de Personas que Intervienen  en el 

Procedimiento  Penal 

De los Delitos 

ARTÍCULO 49. A la persona que conozca información relacionada con la 

aplicación, ejecución y personas relacionadas con el presente Programa y 

divulgue la misma, sin contar con la autorización correspondiente, se le 

aplicará una pena de seis a doce años de prisión. 

En caso de que sea un servidor público el que revele la información, la 

pena se incrementara hasta en una tercera parte, esto con independencia 

de otros posibles delitos en que pueda incurrir. 

Los imputados por la comisión de este delito, durante el proceso penal 

estarán sujetos a prisión preventiva. 

8. Ley General del Sistema de Seguridad Pública 

De la Información sobre Seguridad Pública 

Artículo 109.- La Federación, los Estados, el Distrito Federal y los 

municipios, suministrarán, intercambiarán, sistematizarán, consultarán, 

analizarán y actualizarán, la información que diariamente se genere sobre 

Seguridad Pública mediante los sistemas e instrumentos tecnológicos 

respectivos. 

El Presidente del Consejo Nacional dictará las medidas necesarias, 

además de las ya previstas en la Ley, para la integración y preservación de 

la información administrada y sistematizada mediante los instrumentos de 

información sobre Seguridad Pública. 

Las Instituciones de Procuración de Justicia tendrán acceso a la 

información contenida en las bases de datos criminalísticos y de personal, 

en el ámbito de su función de investigación y persecución de los delitos. 

La información sobre administración de justicia, podrá ser integrada las 

bases de datos criminalísticas y de personal, a través de convenios con el 

Poder Judicial de la Federación y los Tribunales Superiores de Justicia de 
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los tres órdenes de gobierno, en sus respectivos ámbitos de competencia y 

con estricto apego a las disposiciones legales aplicables. 

El acceso a las bases de datos del sistema estará condicionado al 

cumplimiento de esta Ley, los acuerdos generales, los convenios y demás 

disposiciones que de la propia Ley emanen. 

Artículo 115.- La información capturada en el Registro Administrativo de 

Detenciones será confidencial y reservada. A la información contenida en el 

registro sólo podrán tener acceso: 

Bajo ninguna circunstancia se podrá proporcionar información contenida 

en el Registro a terceros. El Registro no podrá ser utilizado como base de 

discriminación, vulneración de la dignidad, intimidad, privacidad u honra de 

persona alguna. 

Al servidor público que quebrante la reserva del Registro o proporcione 

información sobre el mismo, se le sujetará al procedimiento de 

responsabilidad administrativa o penal, según corresponda. 

Artículo 116.- Las Instituciones de Seguridad Pública serán 

responsables de la administración, guarda y custodia de los datos que 

integran este registro; su violación se sancionará de acuerdo con las 

disposiciones previstas en la legislación penal aplicable. 

Del Sistema Único de Información Criminal 

Artículo 117.- La Federación, los Estados, el Distrito Federal y los 

Municipios serán responsables de integrar y actualizar el sistema único de 

información criminal, con la información que generen las Instituciones de 

Procuración de Justicia e Instituciones Policiales, que coadyuve a 

salvaguardar la integridad y derechos de las personas, así como preservar 

las libertades, el orden y la paz públicos, mediante la prevención, 

persecución y sanción de las infracciones y delitos, así como la reinserción 

social del delincuente y del adolescente. 

Artículo 118.- Dentro del sistema único de información criminal se 

integrará una base nacional de datos de consulta obligatoria en las 

actividades de Seguridad Pública, sobre personas indiciadas, procesadas o 
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sentenciadas, donde se incluyan su perfil criminológico, medios de 

identificación, recursos y modos de operación. 

Esta base nacional de datos se actualizará permanentemente y se 

conformará con la información que aporten las Instituciones de Seguridad 

Pública, relativa a las investigaciones, procedimientos penales, órdenes de 

detención y aprehensión, procesos penales, sentencias o ejecución de 

penas. 

Artículo 119.- Las Instituciones de Procuración de Justicia podrán 

reservarse la información que ponga en riesgo alguna investigación, 

conforme a las disposiciones aplicables, pero la proporcionarán al sistema 

único de información criminal inmediatamente después que deje de existir 

tal condición. 

De los Delitos contra el funcionamiento del Sistema Nacional de 

Seguridad Pública 

Artículo 138.- Se sancionará de uno a cuatro años de prisión y de cien a 

seiscientos días multa, a quien dolosa, ilícita y reiteradamente se abstenga 

de proporcionar al Secretariado Ejecutivo la información que esté obligado 

en términos de esta Ley, a pesar de ser requerido por el Secretario 

Ejecutivo, dentro del plazo previsto en el artículo 37 de esta Ley. 

Se impondrá además, la destitución e inhabilitación por un plazo igual al 

de la pena impuesta para desempeñarse en otro empleo, puesto, cargo o 

comisión en cualquier orden de gobierno. 

Artículo 139.- Se sancionará con dos a ocho años de prisión y de 

quinientos a mil días multa, a quien: 

I. Ingrese dolosamente a las bases de datos del Sistema Nacional de 

Seguridad Pública previstos en esta Ley, sin tener derecho a ello o, 

teniéndolo, ingrese a sabiendas información errónea, que dañe o 

que pretenda dañar en cualquier forma la información, las bases de 

datos o los equipos o sistemas que las contengan; 

II. Divulgue de manera ilícita información clasificada de las bases de 

datos o sistemas informáticos a que se refiere esta Ley. 
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III. Inscriba o registre en la base de datos del personal de las 

instituciones de seguridad pública, prevista en esta Ley, como miembro o 

integrante de una institución de Seguridad Pública de cualquier orden de 

gobierno, a persona que no cuente con la certificación exigible conforme a 

la Ley, o a sabiendas de que la certificación es ilícita, y 

Las dos legislaciones invocadas con antelación persiguen la necesaria 

secrecía de la información en dichas materias. Es interesante apreciar ya las 

colisiones entre dicho resguardo de información y el nuevo sistema de justicia 

penal que aun no termina de implementarse en todo el país. De nueva cuenta 

asoman los medios masivos que facilitan y realizan los juicios paralelos en 

determinados casos. 

Un problema que se detecta es la carencia de criterios objetivos para 

determinar los mínimos de información que debieran darse a conocer a la 

sociedad para cumplir con el derecho a la información. Es decir, hasta qué punto 

la sociedad puede enterarse de los nombres o datos  de las investigaciones o 

procesos penales con la finalidad de identificar a los presuntos responsables y 

estar en condiciones de presentar nuevas denuncias o querellas y con ello 

combatir la impunidad.  

Tampoco existe aun la cultura de diferenciar entre los presuntos 

responsables y los sentenciados como culpables de un ilícito y con ello el caos 

informativo es mayúsculo: desde medios que omiten datos que se antojarían 

necesarios para favorecer las denuncias o querellas y hasta los que de manera 

imprudente y por la exclusiva, ponen en riesgo investigaciones o se convierten en  

auténticos tribunales; otros medios se mueven por el sensacionalismo de las notas 

y no se manejan de manera adecuada los asuntos donde existan menores 

involucrados, se ventilen aspectos personales o en el caso de víctimas de delitos 

sexuales o trata de personas. 

9. Ley General de Víctimas 

Del Derecho a la Verdad 

Artículo 18. Las víctimas y la sociedad en general tienen el derecho de 

conocer los hechos constitutivos del delito y de las violaciones a derechos 
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humanos de que fueron objeto, la identidad de los responsables, las 

circunstancias que hayan propiciado su comisión, así como tener acceso a 

la justicia en condiciones de igualdad. 

Artículo 19. Las víctimas tienen el derecho imprescriptible a conocer la 

verdad y a recibir información específica sobre las violaciones de derechos 

o los delitos que las afectaron directamente, incluidas las circunstancias en 

que ocurrieron los hechos y, en los casos de personas desaparecidas, 

ausentes, no localizadas, extraviadas o fallecidas, a conocer su destino o 

paradero o el de sus restos. 

Toda víctima que haya sido reportada como desaparecida tiene derecho 

a que las autoridades competentes inicien de manera eficaz y urgente las 

acciones para lograr su localización y, en su caso, su oportuno rescate. 

Artículo 20. Las víctimas y la sociedad tienen derecho a conocer la 

verdad histórica de los hechos. 

Las víctimas tienen derecho a participar activamente en la búsqueda de  

la verdad de los hechos y en los diferentes mecanismos previstos en los 

ordenamientos legales en los cuales se les permitirá expresar sus opiniones 

y preocupaciones cuando sus intereses sean afectados. Las víctimas 

deberán decidir libremente su participación y tener la información suficiente 

sobre las implicaciones de cada uno de estos mecanismos. 

Artículo 24. Las autoridades están obligadas a la preservación de los 

archivos relativos a las violaciones de los derechos humanos así como a 

respetar y garantizar el derecho de acceder a los mismos. 

El Estado tiene el deber de garantizar la preservación de dichos archivos 

y de impedir su sustracción, destrucción, disimulación o falsificación, así 

como de permitir su consulta pública, particularmente en interés de las 

víctimas y sus familiares con el fin de garantizar el pleno ejercicio de sus 

derechos. 

Cuando la consulta de los archivos persiga favorecer la investigación 

histórica, las formalidades de autorización tendrán por única finalidad 

salvaguardar la integridad y la seguridad de las víctimas y de otras 
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personas y, en ningún caso, podrán aplicarse las formalidades de 

autorización con fines de censura. 

Los tribunales nacionales e internacionales, los organismos nacionales e 

internacionales de derechos humanos, así como los investigadores que 

trabajen esta responsabilidad, podrán consultar libremente los archivos 

relativos a las violaciones de los derechos humanos. Este acceso será 

garantizado cumpliendo los requisitos pertinentes para proteger la vida 

privada, incluidos en particular las seguridades de confidencialidad 

proporcionadas a las víctimas y a otros testigos como condición previa de 

su testimonio. 

En estos casos, no se podrá denegar la consulta de los archivos por 

razones de seguridad nacional excepto que, en circunstancias 

excepcionales, la restricción se encuentre previamente establecida en la 

ley, la autoridad haya demostrado que la restricción es necesaria en una 

sociedad democrática para proteger un interés de seguridad nacional 

legítimo y que la denegación sea objeto de revisión por la autoridad 

competente, a la vez que puede ser sujeta a examen judicial independiente. 

En la letra, la presente legislación privilegia el derecho de conocer la 

verdad,  de las víctimas de delitos y violaciones a derechos humanos. Sin 

embargo, es visible que su contenido riñe con las disposiciones ya transcritas en 

materia de seguridad nacional o seguridad pública.  

Pareciera una apertura total pues se habla tanto de víctimas tanto como de 

la sociedad. Será interesante ver el desarrollo fáctico de dicha legislación, es 

decir, en realidad qué tantas facilidades de coadyuvar y en acceso a la 

información se brinda a las víctimas y a la sociedad y que no constituya tan sólo 

una legislación que se emite para obtener puntos a favor en las evaluaciones en 

materia de protección de a derechos humanos. 
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10. Ley General para la Prevención Social de la Violencia y la 

Delincuencia. 

Artículo 19.- En el cumplimiento del objeto de esta Ley, las autoridades 

de los gobiernos Federal, de los Estados, el Distrito Federal y los 

Municipios, en el ámbito de sus atribuciones, deberán: 

I. Proporcionar información a las comunidades para enfrentar los 

problemas derivados de la delincuencia; siempre que no violente 

los principios de confidencialidad y reserva. 

Como puede apreciarse, primero se privilegia la dotación de información y 

luego se le impone una excepción por demás ambigua. Ello porque no se habla en 

específico de qué tipo de información es la que deberá proporcionarse, pero 

tampoco se especifica cuál es la que ha de mantenerse en secrecía. Utiliza el 

término “comunidades” pero no especifica quiénes serán los emisores, los medios 

ni los receptores de dicha información. Tampoco especifica cuáles serán las 

causas de confidencialidad o reserva. Es decir, no las define la propia ley, mucho 

menos tiene una cláusula de remisión a legislación diversa.  

11. Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en 

Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las 

Víctimas de estos Delitos. 

Artículo 4o. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: 

XV. Publicidad ilícita: Para los fines de esta Ley, se considerará ilícita la 

publicidad que, por cualquier medio, se utilice para propiciar de 

manera directa o indirecta la comisión de los delitos en materia de 

trata de personas que se prevén. 

XVI.  Publicidad engañosa: Para los fines de esta Ley, se considerará 

engañosa la publicidad que por cualquier medio induzca al error 

como consecuencia de la presentación del mensaje publicitario, 

como consecuencia de la información que transmite o como 

consecuencia de omisión de información en el propio mensaje, con 

objeto de captar o reclutar personas con el fin de someterlas a 
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cualquier tipo de explotación o de inducir la comisión de cualquier 

delito en materia de trata de personas. 

Artículo 106. Queda prohibida toda publicidad o inserciones pagadas en 

los medios de comunicación masiva de cualquier índole, que incluya en sus 

publicaciones anuncios de contacto sexual o que promueva la prostitución y 

la pornografía que pueda propiciar la trata de personas y demás delitos 

previstos en el presente ordenamiento. 

En este caso, la legislación prevé parámetros más objetivos que otras 

legislaciones en las conductas o publicidad que será objeto de sanción. En estos 

casos se reduce en mayor medida un ejercicio inadecuado de la libertad de 

expresión. La naturaleza del ilícito que se combate a través de la propia legislación 

exige esta claridad y objetividad. 

 No obstante, la pregunta es: ¿Por qué no tener los mismos parámetros (en 

cuanto a claridad en los supuestos a regular) en el resto de legislaciones que 

imponen excepciones de tipo social a la información y libertad de expresión? 

 Es comprensible que en este ilícito se ejerza con mayor energía y coacción 

la fuerza del Estado; que la legislación sea lo más específica posible para estar en 

condiciones de regular y sancionar los ilícitos; controlar la publicidad de cualquier 

mensaje que pudiera servir para promover este injusto penal que es uno de los 

más graves a nivel mundial. 

 En el mismo sentido, la libertad de expresión es un derecho relevante para 

cualquier sociedad y gobierno democráticos, por lo tanto debiera regularse con 

una diligencia homogénea en todos los ámbitos. Ya se ha dicho que la existencia 

de parámetros o excepciones más o menos claras y objetivas, permite un mejor 

ejercicio de la expresión de ideas. 

12. Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios 

Financieros. 

Artículo 12. Las Entidades Financieras se ajustarán a las disposiciones 

de carácter general que emita la Comisión Nacional para la Protección y 

Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, en las que establezca la 
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forma y términos que deberá cumplir la publicidad relativa a las 

características de sus operaciones activas, pasivas y de servicios. 

La Procuraduría Federal del Consumidor, en el ámbito de su 

competencia, expedirá disposiciones de carácter general en las que regule 

lo establecido en el párrafo anterior para los créditos, préstamos o 

financiamientos y Medios de Disposición que emitan u otorguen las 

Entidades Comerciales. 

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo, 

deberán considerar los aspectos siguientes: 

I.  La veracidad y precisión de la información relacionada con los 

productos o servicios ofrecidos; 

II.  Que no contengan elementos de competencia desleal; 

III.  Transparencia en las características y, en su caso, riesgos 

inherentes al producto o servicio; 

IV. Transparencia en los requisitos para el otorgamiento de créditos con 

tasas preferenciales o determinados límites de crédito. 

V. La formación de cultura financiera entre el público en general; 

VI. Puntos de contacto para información adicional, y 

VII. Los mecanismos para que las Entidades den a conocer al público en 

general, las comisiones que cobran. 

La Comisión Nacional para Protección y Defensa de los Usuarios de 

Servicios Financieros, podrá ordenar la suspensión de la publicidad que 

realicen las Entidades Financieras cuando a su juicio ésta implique 

inexactitud, o competencia desleal entre las mismas, o que por cualquier 

otra circunstancia pueda inducir a error, respecto de sus operaciones y 

servicios, o bien, no se ajuste a lo previsto en este artículo, así como en las 

disposiciones de carácter general que con base en este precepto se emitan. 

La Procuraduría Federal del Consumidor en el ámbito de su 

competencia, podrá ordenar la suspensión de la publicidad que realicen las 

Entidades Comerciales, en los términos a que se refiere el párrafo anterior. 
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13. Ley para Regular las Actividades de las Sociedades Cooperativas 

de Ahorro y Préstamo. 

Artículo 69.- La información y documentación relativa a las operaciones 

y servicios a que se refiere el Artículo 19 de la presente Ley, tendrá carácter 

confidencial, por lo que las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo, 

en protección del derecho a la privacidad de sus Socios que en este 

Artículo se establece, en ningún caso podrán dar noticias o información de 

los depósitos, operaciones o servicios, sino al depositante, deudor, titular, 

beneficiario, a sus representantes legales o a quienes tengan otorgado 

poder para disponer de la cuenta o para intervenir en la operación o 

servicio. 

14. Ley para Regular las Sociedades de Información Crediticia. 

Artículo 17 Bis.- Con el objeto de preservar la estabilidad financiera, 

evitar interrupciones o alteraciones en el funcionamiento del sistema 

financiero o del sistema de pagos, así como para facilitar el adecuado 

cumplimiento de sus funciones, la Secretaría, la Comisión y el Banco de 

México deberán, a solicitud de la autoridad interesada, y en términos de los 

convenios a que se refiere el último párrafo de este artículo, intercambiar 

entre sí la información que tengan en su poder por haberla obtenido: 

I. En el ejercicio de sus facultades; 

II. Como resultado de su actuación en coordinación con otras 

entidades, personas o autoridades o bien, 

III. Directamente de otras autoridades. 

A la facultad mencionada en el párrafo anterior, no le serán oponibles las 

restricciones relativas a la información reservada o confidencial en términos 

de las disposiciones legales aplicables. Quien reciba la información a que 

se refiere este artículo será responsable administrativa y penalmente, en 

términos de la legislación aplicable, por la difusión a terceros de información 

confidencial o reservada. 

La materia bancaria y financiera  es un ámbito especializado tanto en su 

derecho sustantivo como en el tema de la  libertad de expresión. A pesar de que 
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en apariencia existen requisitos rígidos para evitar la confusión y abuso en la 

oferta de  los productos y servicios bancarios, lo cierto es que se trata de un sector 

en el que, lejos de proteger al consumidor, se permiten sistemáticos abusos 

(comisiones, seguros, donativos) que cuando se regulan el daño ya está hecho y 

además se ha sustituido el mecanismo de engaño y confusión por otros. 

  Se considera que en esta materia existen muchos pendientes en materia de 

investigación y regulación de la transmisión de información clara, completa, 

accesible y veraz, para evitar abusos a la población por las diferentes instituciones 

del sistema bancario  en México. 

 No obstante, el poder del sector y su calidad de estratégico para el país se 

refleja en la segunda legislación invocada, en  la que puede apreciarse la nula 

oposición de excepciones a las instituciones rectoras del sector, cuando éstas 

soliciten información. 

15. Ley que Crea la Agencia de Noticias del Estado Mexicano. 

Principios Rectores 

Artículo 6.- Toda información que genere o transmita la Agencia por 

cualquier medio de comunicación, deberá realizarse con absoluta 

independencia editorial frente a cualquiera de los Poderes de la Unión o de 

las Entidades Federativas, y bajo los principios de veracidad, imparcialidad, 

objetividad, pluralidad, equidad y responsabilidad. Los servidores públicos 

de la Agencia deberán observar estos principios en el desempeño de su 

empleo, cargo o comisión. 

Los servicios que proporcione la Agencia deberán desarrollarse de 

manera continua y sin interrupción. 

Artículo 7.- La información difundida por los periodistas de la Agencia 

tendrá como únicas limitantes el respeto a la vida privada, a la paz y moral 

públicas, a la dignidad personal y a los derechos de terceros, y evitará 

provocar la comisión de algún delito o perturbar el orden público. 

Artículo 8.- La presente Ley, con apego a lo establecido en el artículo 

7o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y a efecto 

de garantizar que la sociedad satisfaga su derecho a la información, 
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reconoce como derechos de los periodistas oponibles frente a la Agencia, el 

secreto profesional y la cláusula de conciencia. El ejercicio de estos 

derechos en ningún caso ameritará la imposición de sanciones en el ámbito 

de aplicación de este ordenamiento jurídico. 

Los periodistas a quienes la Agencia viole su derecho al ejercicio de la 

cláusula de conciencia podrán poner fin unilateralmente a la relación 

contractual que los vincule con aquélla, percibiendo una indemnización que, 

en ningún caso, será inferior a la que les correspondería en caso de 

despido injustificado. 

El aspecto negativo de la presente legislación se encuentra en la nula 

definición de las excepciones o limitantes según sus términos, de la información 

difundida por la Agencia. Los aspectos positivos son la inclusión de conceptos 

como la cláusula de conciencia y el secreto profesional y una adecuada protección 

de los mismos. Con ello se demuestra la recepción de la doctrina y jurisprudencia 

internacionales en materia de libertad de expresión y ejercicio del periodismo. 

16. Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales. 

Artículo 39.- Queda estrictamente prohibido alterar la letra o música del 

Himno Nacional y ejecutarlo total o parcialmente en composiciones o 

arreglos. Asimismo, se prohíbe cantar o ejecutar el Himno Nacional con 

fines de publicidad comercial o de índole semejante. Se prohíbe cantar o 

ejercer los himnos de otras naciones, salvo autorización expresa del 

representante diplomático respectivo y de la Secretaría de Gobernación. 

La finalidad de la legislación invocada es clara. Se trata de proteger la 

integridad de nuestros símbolos patrios a toda costa. Se esté de acuerdo o no en 

el significado y el contexto de un símbolo patrio, se reconoce la necesidad de una 

debida protección. Si bien la ley no expone una clara argumentación sobre las 

razones por las que se impone tan severas restricciones. De hecho, en el caso del 

denominado “poema maldito”, se vivió un pasaje triste de la libertad de expresión 

en México, debido al carácter restrictivo de la sentencia emitida. Este caso será 

analizado en líneas posteriores.  
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Una vez expuestas las que se consideran las principales legislaciones en 

materia de excepciones sociales s la libertad de expresión, el hecho  determinante 

es que en este caso reina la oscuridad de conceptos o de plano su inexistencia. 

En realidad no existe una producción jurisprudencial que ayude a la interpretación 

de las excepciones de seguridad nacional, orden público, bien común, moral 

pública, seguridad pública, etcétera. A diferencia de lo que acontece con las 

excepciones personales, las de carácter social sólo se insertan en los contenidos 

legales y criterios jurisprudenciales pero sin explicarlas. 

Es revelador que de todas las legislaciones expuestas y transcritas, sólo 

existan algunos conceptos sobre seguridad nacional y publicidad engañosa o 

ilícita.  

Si bien la ley de seguridad nacional precisa lo que debe entenderse por ella, 

lo cierto es que el resto de legislaciones no tienen una cláusula se remisión a 

dicho precepto, tan es así que la legislación en materia de transparencia utiliza un 

concepto propio. 

Eduardo Guerrero expone que por seguridad nacional debe entenderse la 

protección del Estado frente a amenazas internas y externas. Su primera tarea es 

la supervivencia. Es revelador su afirmación de que un Estado refieren a la 

seguridad nacional en función de amenazas externas, ya que tienen control 

interno; en cambio un Estado débil, concibe a la seguridad nacional respecto de 

amenazas internas: guerrilla, revueltas, el crimen organizado o golpes de 

Estado.66 

Se considera revelador estas ideas porque en atención a la legislación en 

materia de excepciones sociales, queda claro que el Estado mexicano ve en el 

nivel interno a sus principales “enemigos”, movimientos sindicales, investigaciones 

incómodas, la protesta social e incluso, el crimen organizado y la guerrilla. De 

                                                                 
66 Guerrero Gutiérrez, Eduardo, Transparencia y seguridad nacional, México, 

Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, 2011, pp.12-

13. 
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acuerdo con la idea expuesta, el Estado mexicano es débil y lo demuestra 

enfocando sus baterías en contra de movimientos internos que le critican y le 

exigen. La idea se refuerza si se toma en cuenta la serie de reformas legislativas 

que tienen como fines regular la protesta social, reprimirla en algunos casos y 

ejercer control ideológico al favorecer a consorcios mediáticos e intentar regular 

ámbitos como el internet. Todo ello será tratado en líneas posteriores. 

De esta forma, las excepciones sociales hacen las veces de un dogma, que 

apenas se pronuncie, surte el efecto de limitar el ejercicio de las libertades, pero 

sin explicar en qué consiste el daño a tan elevados conceptos. 

De la lectura de las disposiciones transcritas quedan claras las restricciones 

o excepciones impuestas al derecho a la información y expresión de ideas, pero 

no existe un por qué. Es decir, no se establece en cada caso qué es lo que busca 

protegerse o qué es lo que se agrede si se transmite determinada información o se 

divulga, ni en qué consiste el daño. Ello establece un margen amplío de 

discrecionalidad en el que  la balanza siempre se dirigirá a la opacidad. 

Así, el argumento o el mito de la seguridad nacional, la moral pública, el 

orden público, etcétera, serán utilizados para coartar el acceso a la información y 

su posterior difusión a través de la libertad de expresión. Queda claro que en los 

asuntos referentes al Estado y la sociedad, la tendencia al secreto es innegable. 

Desde la  Grecia antigua, Platón justificaba el privilegio de unos cuantos a poseer 

la verdad. De hecho justifica el derecho a mentir para los gobernantes: “Solo los 

gobernantes pueden mentir, con el fin de engañar a los enemigos o a los 

ciudadanos en beneficio del Estado. La mentira está prohibida para el resto de los 

hombres”.67 

                                                                 
67 Platón, La república, México, Grupo Editorial Tomo, 2009, p.72. 
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 Tácito refiere a los arcana imperii como secretos del imperio y del Estado, 

verdades con carácter casi sagrado, misterios insondables de la política.68 

El propio Rodriguez Zepeda alude a la razón de Estado para guardar en la 

secrecía una serie de informaciones. En la Edad Media nace el Estado y se 

fortalece como tal y pareciera que adquiere personalidad propia para buscar sus 

propios intereses, sus propios fines.69 

Tomas Hobbes afirma al respecto que el Estad debe tener una serie de 

tareas y de razones que por ejemplo los jueces deben seguir. Expresa que una de 

las primeras tareas del Estado es acabar con la ignorancia de los gobernados, 

pero debe enseñar que cada quien en lo privado ya no puede ser juez del bien ni 

del mal, como lo hacen doctrinas sediciosas, sino  que en la sociedad civil  el 

derecho civil y el soberano son la medida y el juez tanto del bien como del mal.70 

De esta forma, y como ya se expresó, en el terreno de intereses y derechos 

de la colectividad, el Estado se arroga el derecho de su defensa. Sin embargo, 

dicha tutela es utilizada para en muchas ocasiones reprimir a quienes se 

considera enemigos de esos derechos de la colectividad. 

Lo paradójico es quien “elige” a sus enemigos es el propio Estado y no el 

grupo poblacional que lo conforma. La teoría del gobierno representativo establece 

que los representantes deben asumir los intereses de sus representados y 

hacerlos valer como propios, pero  en la vida real sucede lo contrario: la clase 

gobernante sólo atiende sus intereses y olvida los del pueblo. 

Es el Estado quien al final crea una serie de normatividad en la que ordena 

y prohíbe; en la que castiga y premia pero conforme a sus propios intereses. 

                                                                 
68 Rodríguez Zepeda, Jesús, Estado y transparencia, un paseo por la filosofía 

política, México, Instituto Federal de Acceso a la Información y  Protección de 

Datos, 2004, serie Cuadernos de transparencia 04, p.15. 

69 Ibídem.  p19. 

70 Strauss, Leo  y Cropsey, Joseph Op. Cit., Nota 10, p. 394-395. 
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Muestra de ello es que en México se ha bloqueado al máximo mecanismos de 

participación política. Se ha pretendido que el ejercicio de la democracia para el 

gobernado se agote en el momento de tachar la boleta electoral. 

Así que el Estado, ante el ejercicio de un derecho tan incómodo como lo es 

la libertad de expresión intente limitarlo por diferentes medios. En ocasiones la 

represión pura; en otros la intimidación y en  muchos otros, a través de 

legislaciones que distan mucho de ser protectoras de la expresión de ideas, del 

debate, del intercambio e interacción de formas pensar. 

El Estado sigue utilizando el secreto para impedir el acceso a información 

sensible. Detrás de ese secreto se refugian esas razones de Estado accesibles a 

unos cuantos. Emanuel Kant sostenía que el derecho público requiere de 

publicidad, la injusticia necesita el secreto, el secreto corresponde a la injusticia.71  

Jhon  Stuart Mill afirmaba que la expresión amerita la misma libertad que el 

pensamiento. Pensamiento y expresión están relacionados tan directamente, que 

frenar la expresión es frenar el pensamiento mismo. Quien pretende frenar la 

expresión de opiniones presupone la infalibilidad de quienes ostenta dicha 

pretensión.72 

Por lo tanto, se piensa, para un mejor ejercicio de la expresión de ideas 

frente a las excepciones sociales, se requiere de mayor claridad legal y 

jurisprudencial. Sin embargo, ello se estima difícil, porque si ya es difícil litigar en 

la esfera  privada, en una relación de coordinación, de manera evidente es más 

difícil que un particular, quien sea, lleve a cabo un litigio frente las autoridades del 

Estado mismo para defender su derecho de libertad de expresión. De ahí que, 

como se apreciará es raquítica, por no decir inexistente, la producción 

jurisprudencial en materia de excepciones sociales a la libertad de expresión. 

 

 

                                                                 
71 Ibídem. p. 561. 

72 Ibídem. pp. 750-751. 
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3.2. Jurisprudencia mexicana en materia de excepciones sociales. 

Resulta revelador que sea escaza la producción  jurisprudencial en materia de 

excepciones sociales, existen algunos criterios en tesis históricas referentes a los 

delitos de sedición o de rebelión. Las tesis actuales que hacen referencia a las 

excepciones sociales, se limitan a invocarlas, pero no a explicarlas, interpretarlas. 

Incluso, dentro de la producción jurisprudencial del sistema interamericano 

de derechos humanos, tampoco es posible ubicar la emisión de criterios que 

lleven a clarificar qué debe entenderse por bien común, orden público, seguridad 

nacional, seguridad pública, entre otras excepciones. 

No obstante, en las pocas sentencias detectadas existen criterios 

interesantes, ya sea por su apertura o por los criterios poco afortunados en cuanto 

restringen la libertad de expresión. 

 Un caso resuelto con motivo de las protestas en el poblado de San 

salvador Atenco y Texcoco (mayo de 2006), Estado de México, arrojan criterios 

relevantes, aislados pero ilustradores del avance que debiera tener el desarrollo 

jurisprudencial de las excepciones sociales a la libertad de expresión con la 

finalidad de mejorar el marco de protección a la expresión de ideas. 

La Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO) y el centro de 

protección de derechos humanos, interpusieron el recurso de amicus curiae para 

apoyar la causa de los comuneros. El documento conmina a la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación para realizar una correcta valoración de los hechos y no 

tratarlos desde una perspectiva penal, sino como el ejercicio de derechos 

humanos como lo son la libertad de expresión y el derecho de asociación y 

reunión a través de la protesta. Por lo tanto, no debía caerse en la tentación de 

criminalizar sin más dichos actos de protesta. Antes bien, debía utilizarse una 

perspectiva abierta y tolerante. 

De manera afortunada, la SCJN dictó una resolución que resulta ilustradora 

en el tema de la protesta social. De inicio hace hincapié en la conciencia de que lo 

dictaminado en esa resolución no sólo servía para resolver el caso concreto, sino 

que sentaría un precedente para las futuras generaciones y casos análogos. Por 
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lo tanto, debía tenerse una visión amplia de los hechos y un criterio protector de 

los derechos humanos en juego. 

La  SCJN razona, con acierto, que toda vez que la sociedad no cuenta con 

los causes o canales para intervenir en la toma de decisiones que, como lo es el 

caso de una expropiación, lesionan derechos por demás básicos para el ser 

humano, como lo es de la vivienda. 

Por lo tanto, esa carencia de vía, de posibilidades para participar e incidir en 

la toma de decisiones, genera que se realicen protestas a efecto no sólo de 

demostrar su inconformidad sino de generar el diálogo y búsqueda de soluciones. 

Ante ello, el Estado debe ser sensible. 

El pleno de la SCJN considera que la segunda Sala del mismo Tribunal, 

tuvo idea preconcebida de la conducta de quienes realizan la protesta social. Es 

decir, que a priori, relacionó la protesta social con un comportamiento violento y 

delictivo. La Sala no valoró si la protesta social rebasó los límites de la protesta, 

sino que consideró que los que en ella intervienen son delincuentes habituales y 

que por el sólo hecho de participar en una protesta van a cometer delitos: “si 

tomamos en serio el derecho de permitir  libre expresión y la  libre protesta, esa 

clase de argumentación es inadmisible”. Acto seguido, el Pleno de la SCJN decide 

exonerar a los acusados del delito de secuestro. 

El criterio reseñado es por demás relevante. Prevé que en los caso de 

protesta social no debe preconcebirse a quienes en ella participan son 

delincuentes. El argumento de fondo consiste en reconocer que en una 

democracia representativa como la mexicana, el gobernado no cuenta con los 

mecanismos ni cauces para incidir en los asuntos que le afectarán. Esta ausencia 

de vía legitima la protesta. De nuestra parte se agrega que no sólo la audiencia de 

vías, sino también la  ausencia de justicia social, la inequidad, el trato diferenciado 

por la ley y muchas otras causas legitiman la protesta social. Toda vez que el 

Estado y su gobierno tienen la responsabilidad de procurar el bienestar de la 

Nación, cuando dicho fin no se cumple, no puede sino ser tolerante y sensible a 

los reclamos del pueblo y antes de dejar que se exacerbe  la protesta y sus 
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integrantes cometan conductas que pueden considerarse delitos, debe atender las 

causas y trabajar en ellas. 

No obstante, está demostrado que la salida más cómoda es realizar 

operativos represores, detener a los manifestantes y acusarlos de romper el 

orden, de dañar propiedades o lesionar la integridad de diversas personas. Con 

ello pretende intimidar y sofocar un reclamo social en  lugar de  atender y 

solucionar el reclamo. Al final, sólo genera mayores injusticias, descontento y el 

incremento de la protesta, lo que se traduce en el fracaso en su responsabilidad 

como Estado y como gobierno. 

Otro caso relevante lo constituye el ya citado sobre el poema denominado 

“La Patria entre la mierda”73 que a continuación se transcribe: 

„INVITACIÓN 

(La Patria entre mierda) 

 Sergio Witz 

Yo me seco el orín de la bandera de mi país, ese trapo sobre 

el que se acuestan los perros y que nada representa, salvo tres 

colores y un águila que me producen un vómito nacionalista o tal vez 

un verso lopezvelardiano de cuya influencia estoy lejos, yo natural de 

esta tierra, me limpio el culo con la bandera y los invito a hacer lo 

mismo: verán a la patria entre la mierda de un poeta’. 

 La resolución es interesante y lamentable en diversos aspectos: interesante 

porque para fundar la resolución se recurrió a los debates de los constituyentes en 

los temas de libertad de imprenta, ataques a la moral y sobre los símbolos patrios; 

se emitieron votos de minoría que conciben a la libertad de expresión con un  alto 

rango de tolerancia, más cercana a los actuales criterios que al acartonado y 

                                                                 
73Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  Amparo en revisión 

2676/2003. Sentencia definitiva 5 de octubre de 2005. Consultado en 

www.scjn.gob.mx, consultada en marzo de 2013. 

http://www.scjn.gob.mx/
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oficialista discurso que puede leerse en la resolución ganadora74. El aspecto 

criticable de la  sentencia de última instancia consiste en que no realiza una 

auténtica valoración ni justificación del por qué esta pieza poética (si se le puede 

llamar así, si es del agrado personal o no para el lector) realizaba un ultraje a 

dichos símbolos75. Sí se justifica la importancia de los mismos, su historia, origen, 

relevancia, pero no se analiza el por qué, una expresión en apariencia artística o 

elaborada pues en un lenguaje (que se supone) literario, infringe la libertad de 

imprenta, cuando como ya se explicó, también están protegidas las expresiones 

chocantes o que no sean del agrado. En los citados votos minoritarios se advierte 

la importancia de una sentencia en materia de libertad de expresión,76 y como ya 

                                                                 
74 De esta simple enumeración cabe concluir que no puede haber duda del 

sentido que quiso imprimir el legislador al tipo penal. No se castiga a la opinión 

disidente sobre los símbolos patrios, sino a la injuria. No se prohíbe hablar en 

contra del escudo ni del pabellón nacional, se prohíbe hablar en forma injuriante. 

Se prohíbe ultrajar, zaherir, ofender, insultar. A quien corresponda aplicar la 

norma, tocará evaluar los hechos y decidir si encuadran o no en ella. Y si esta 

aplicación se hace equivocadamente, para eso existen medios de defensa 

ordinarios (parte final de la resolución). 

 

75 Así, el tipo penal en cuestión no impide la libre manifestación de ideas ni 

vulnera la libertad de escribir y publicar textos y expresar las convicciones que se 

tengan a favor o en contra de la bandera nacional, sino sólo aquéllas que sean 

vertidas para ajarla, ofenderla,  mancillarla. 

Conforme a lo manifestado, en la materia de la revisión competencia de esta 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación procede negar el 

amparo solicitado en contra del artículo 191 del Código Penal Federal… 

76
 En otras palabras, cada vez que un tribunal decide un caso de libertad de 

expresión o imprenta, está afectando no solamente las pretensiones de las partes 
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se expresó, es posible advertir en el voto minoritario (Ministros José Ramón 

Cossío y Juan Silva Meza) una concepción de la libertad de expresión más abierta 

y tolerante, pues como afirman, la Constitución no sólo otorga (ahora reconoce) el 

derecho a manifestarse, sino que otorga  el derecho a manifestarse con libertad.77 

Pugnan por la inconstitucionalidad del numeral 191 del Código Penal Federal en 

cuanto impone como límite a la libertad de expresión el que no se ataque a la 

moral.78  

 De igual forma, el voto minoritario llama la atención en el sentido de que las 

penas de prisión para sancionar una posible infracción en materia de libertad de 

expresión son por sí mismas desproporcionadas y por ende inconstitucionales, 

además de crear un ambiente poco propicio para la expresión de ideas del resto 

                                                                                                                                                                                                      

en un litigio concreto, sino también el grado al que en un país quedará asegurada 

la libre circulación de noticias, ideas y opiniones, así como el más amplio acceso a 

la información por parte de la sociedad en su conjunto, todo ello condición 

indispensable para el adecuado funcionamiento de la democracia representativa. 

77
 La libertad de expresión, en otras palabras, protege al individuo no solamente en 

la manifestación de ideas que comparte con la gran mayoría de sus 

conciudadanos, sino también de ideas impopulares, provocativas o, incluso, 

aquellas que ciertos sectores de la ciudadanía consideran ofensivas. 

78
 Si se interpreta el término “moral” de modo más extenso, se convierte en una 

cláusula con un evidente potencial para desnaturalizar la libertad de expresión, en 

vez de simplemente limitarla. De poco serviría en la realidad la garantía de la 

libertad de expresión e imprenta protegida como derecho fundamental por la 

Constitución Federal, si los individuos sólo pudieran ejercerla hasta el límite de no 

contrariar la moral social imperante en la comunidad en la que viven, la cual, como 

es sabido, incluye a menudo creencias totalmente incompatibles con el necesario 

respeto a los derechos fundamentales de todas las personas, e intolerantes con el 

pluralismo ideológico, político y filosófico inherente a las sociedades modernas. 
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de la población,79 dejan en evidencia lo importante o el eje que debió seguir el 

debate de ideas y el fondo que se estaba fallando en la presente resolución80. 

 No es gratuito que esta sentencia se catalogue como un pasaje triste en la 

jurisprudencia mexicana en materia de libertad de expresión. 

 En contrasentido, el amparo en revisión 1695/200681, la propia Primera Sala 

de la SCJN otorga el amparo y protección de la justicia federal a una persona que 

repartía invitaciones a un concierto religioso  en cuyo texto había impresos 

pesajes del Evangelio, según San Juan. La autoridad municipal lo detuvo y le 

aplicó una multa en cuanto violaba un bando municipal que impedía el reparto de 

propaganda comercial y de cualquier otro tipo  en diversos espacios públicos. Se 

                                                                 
79 Si los ciudadanos de este país abrigan algún tipo de duda acerca de si 

su comportamiento puede o no ser incluido por las autoridades bajo la amplia 

noción de “ultraje” a la bandera nacional, renunciarán a ejercer su derecho a la 

libre expresión del modo desenvuelto que es propio de una democracia 

consolidada y se refugiarán en la autocensura.   

 

80 Lo que nos correspondía determinar como Primera Sala de la Suprema Corte, 

no podemos olvidarlo, no es si el señor Witz escribió un buen o un mal poema, o si 

nosotros diríamos de la bandera nacional lo mismo que él dice. Lo que nos 

competía determinar es aquello que una persona tiene derecho a decir en México 

sin sufrir una persecución penal que lo marca de por vida y que lo puede llevar 

incluso a la cárcel. Lo que nos correspondía, en definitiva, era garantizar el ámbito 

de protección de un derecho fundamental y emitir una resolución que diera plena 

operatividad práctica a lo que nuestra Constitución establece, otorgando plena 

vigencia a los derechos civiles de los ciudadanos, elemento sobre el cual debe 

apoyarse la construcción de la democracia que nuestra Constitución prevé. 

81 La Primera Sala ejerció la facultad de atracción, sentencia de fecha  29 de 

noviembre de 2006. www.scjn.gob.mx, consultada en marzo de 2013. 
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estimó pues que dicho bando violaba el derecho a manifestar de manera libre y 

pacífica las propias creencias religiosas y que la ambigüedad de la norma no 

distinguía entre el uso de propaganda comercial con, como en el caso concreto, la 

difusión de ideas de tipo religioso que no pueden compararse con la primera; 

además, el hecho que el bando municipal impusiera la tramitación de un permiso 

para efectuar el reparto de las invitaciones, equivalía a una censura previa.  

En suma, las restricciones a la expresión de ideas en su vertiente de 

creencia o profesión religiosa no encontraban sustento, las disposiciones del 

bando colocaban en un mismo plano a la propaganda comercial con la difusión de 

eventos que materializan la profesión de una creencia; por lo tanto, sólo en ese 

aspecto el bando municipal fue declarado inconstitucional junto con la multa 

impuesta al agraviado. 

 

3.3. Valoración del el régimen de excepciones sociales a  la libertad de 

expresión en México y reformas legales en la materia: ¿Busca 

reprimirse la libertad de expresión en su modalidad de protesta 

social? 

En el siguiente capítulo se expone la manera en que el rígido control impuesto por 

el régimen priista desde la presidencia de la república abonó a la sistemática 

violación de derechos humanos. 

Uno de los derechos más agredido fue y sigue siendo la libertad de 

expresión. Es evidente que a un régimen como el pasado y que está de regreso 

en el poder, le cuesta tener una sociedad informada que le cuestione y exija el 

debate de ideas. De manera lamentable existe una tendencia en diversos sectores 

del gobierno a nivel federal  e incluso en los estatales, que han promovido 

legislaciones que con el añejo argumento del orden público y ahora el resguardo 

de la integridad o vida de elementos policiacos, pretenden reprimir la expresión de 

ideas. 

La delimitación de la presente tesis impide un estudio a fondo de tales 

supuestos legislativos. Pero en suma, obedecen a una inadecuada concepción de 

la libertad de expresión.  
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De inicio, se considera que las excepciones sociales a la libertad de 

expresión no tienen una adecuada regulación. Porque no se cuenta con 

legislaciones que clarifiquen y ofrezcan parámetros objetivos, claros y completos 

de los casos de excepción. Tampoco se justifica en las propias legislaciones la 

imposición de tales excepciones. El desarrollo jurisprudencial es escaso o 

prácticamente inexistente al desarrollar los conceptos, emitir principios o criterios 

en este rubro. 

Pareciera que ese vacío y consecuente ambigüedad es la condición que 

desea el gobierno para maniobrar no tanto a favor de la libertad de expresión, sino 

de sus intereses.  

Es un criterio compartido que las ideas pueden expresarse de muchas 

formas. Una de ellas es la protesta social. Sin embargo, es lamentable apreciar 

que el gobierno y la mayoría de medios masivos se encargan de presentar a la 

protesta como una actividad cuasi-delictiva. Como una serie de acciones al 

margen de la ley y que trasgreden derechos de la sociedad (transito, comercio, 

orden público y en algunos casos la propiedad e integridad física). En este sentido, 

la información es incompleta  y carece de objetividad porque sólo presentan 

aspectos que inducen a una apreciación negativa de la protesta. 

Se habla de que una marcha, mitin o plantón quebranta el orden social. La 

pregunta es: ¿Qué orden social se defiende? ¿El impuesto por grupos 

hegemónicos en donde deben acatarse leyes que tienen nula participación de la 

sociedad al integrar sus contenidos? ¿Legislaciones que  imponen condiciones 

desiguales en el mercado bancario; en el consumo de televisión; telefonía y el 

comercio en general? ¿Leyes que otorgan privilegios excesivos a los gobernantes 

y nulos al pueblo que en teoría deben representar? 

Lo negativo es que  ni el gobierno ni los medios masivos exponen las 

causas que llevan a una persona o grupos de personas a tomar la calle. Más 

negativo es que dicha visión tendenciosa y descalificadora ha permeado en gran 

parte de la sociedad y consideran que las marchas, mítines, platones y en suma, 

la protesta social, deben ser reguladas y hasta reprimidas. El pueblo en contra del 

pueblo.  
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Con el regreso del partido hegemónico al gobierno federal retornan sus 

prácticas autoritarias y simuladoras. Incluso el pasado partido en el poder tampoco 

se caracterizó por su tolerancia al debate, la crítica y la protesta. Como en 

cascada, se aprecian una serie de legislaciones, en diversas latitudes que en el 

menor de los casos, pretender regular la protesta social. Unas de manera indirecta 

y otras directamente. 

En los momentos finales de redacción de la presente investigación se da 

cuenta de reformas al Código Penal del Distrito Federal para  definir de manera 

muy ambigua el terrorismo y considerar que lo es el daño a propiedades o 

lesiones a la integridad de las personas que bien puede ocurrir dentro de una 

protesta social. Si bien no se indica a la protesta (al buen entender pocas 

palabras), también es cierto que se deja vierta la posibilidad para, con discreción, 

utilizar dicha arma legal y con ello inhibir  el reclamo. 

Operativos para “encapsular” a manifestantes o impedir su acceso al zócalo 

de la Ciudad de México reflejan esa idea preconcebida de la que habla la 

resolución del caso Atenco: si está llevándose a cabo una protesta, ésta derivará 

en delitos, sus integrantes de manera indistinta van a  cometer ilícitos, por lo tanto, 

debe “encapsularse”  e impedir que la misma se realice. 

Opiniones a favor de que se “regularicen” las marchas y la protesta social 

con absurdos como el confinar a determinados espacios la protesta (el colmo fue 

apreciar una supuesta protesta encabezada por un dirigente partidista dando 

vueltas alrededor del Ángel de la Independencia en el Distrito Federal), solicitar 

con anticipación la realización de la marcha, indicando la fecha y hora en que ésta 

debe realizarse y otros absurdos. Se opina que la protesta social debe su 

relevancia al nacimiento espontáneo, su crecimiento y apoyo por  el resto de 

gobernados. Si bien se generan molestias a otros gobernados, esa molestia es la 

que termina presionando al responsable de atender el descontento, el gobierno, 

para tomar cartas en el asunto. 

Sin embargo, como ya se expresó, los medios afines al gobierno sólo 

presentan una parte de la realidad y generan una opinión más o menos nutrida de 

gobernados que conciben a los manifestantes como delincuentes y  la protesta 
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social como una causa de molestias y daños a sus derechos, cuando en realidad 

se trata de un acto de defensa de los mismos y otros derechos que se creen 

lesionados. 

El atropellamiento de normalistas en Morelia, Michoacán; la detención de 

protestantes que tomaban casetas de peaje en el mismo Estado; el 

atropellamiento y muerte de jóvenes que boteaban en Guerrero dan muestra de la 

falta de sensibilidad de un gobierno que primero genera da causas para un 

reclamo social, que luego cierra las vías para su atención y solución, termina 

encarcelando y tratando como delincuentes a quienes se atreven a levantar la voz. 

En Puebla, a propuesta de ley de su gobernador, se ha creado una 

legislación que de manera velada permite el uso de armas de fuego a efecto de 

disolver una protesta si corre peligro la integridad de los policías o terceros. Este 

es uno de los pasos más graves que han podido apreciarse en los tiempos 

recientes. Supera por mucho los parámetros de tolerancia que debe tener el 

gobierno aun con las personas que disienten con él. Pero es una muestra de la 

tendencia expuesta  y que se considera existente, en el sentido de criminalizar e 

inhibir ya de manera directa  o indirecta, a la expresión de ideas a través de la 

manifestación del descontento social. 

El aspecto lamentable es apreciar el apoyo de otros gobernados y mucho 

más lamentable, que existan académicos que sigan la misma pauta. Como 

ejemplo se reproduce en extenso la opinión del Dr. Gonzalo Uribarri82: 

Uno de los fenómenos más recurrentes en los últimos años, 

en que se aprecian nítidamente las exigencias de grupos minoritarios 

o ciertos sectores de la sociedad en el que piden se respeten todos 

sus derechos (pero que en la práctica ha generado un no respeto a 

los derechos de los demás), es el de las famosas “marchas”, 

                                                                 
82 Uribarri Carpintero, Gonzalo, La libertad de expresión y el derecho a 

manifestarse, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2013, serie 

Cuadernos de Jurisprudencia (10), p. 19-21. 
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“manifestaciones”, “plantones”, “tomas” de edificios o instalaciones 

clave del gobierno, universidades o de inmuebles de particulares y 

aun de centro comerciales enteros, plazas, bancos que se han 

convertido en el mecanismo favorito de presión. No hay autoridad 

federal, estatal y menos municipal que regule o quiera regular o 

disuadir con el uso de la fuerza pública, estas manifestaciones 

porque se asume que, automáticamente, serán etiquetados con la 

imagen de represores o porque en apariencia estarían violando la 

libertad de expresión, y sobre todo en tiempos electorales, tal 

regulación y sanción  se verían mal ante los ojos de sus posibles 

electores. 

El uso de la libertad de expresión y el derecho de petición en 

estos instrumentos de presión creemos que se ha transformado en 

un auténtico abuso… 

Todos “marchan”: estudiantes del “#YoSoy132”, estudiantes 

rechazados del sistema educativo, profesores, policías, bomberos, 

ambulantes, taxistas, choferes de transporte público (con y sin sus 

“unidades”), organizaciones que quieren “reivindicar” supuestos 

derechos, y en fin, (sic)todo aquél que quiera que se le escuche en 

una instancia de gobierno acude al mecanismo favorito: marchar, 

plantarse y “tomar” instalaciones… 

¿Cuándo se aplicará la ley para reinstalar el orden público y 

dejar de custodiar a “marchistas” que solo generan conflictos viales y 

pérdidas millonarias a comercios y oficinas? ¿Tiene la supuesta 

libertad de expresión reflejada en “marchas” y “plantones” más peso  

en la ponderación de derechos que el orden público que a todas 

luces resulta violado con estas prácticas, con las consecuencias 

perjudiciales tales como la pérdida de empleos, de horas de trabajo, 

pérdidas económicas cuantiosas, daño a las instalciones de edificios 

públicos y privados y hasta agresiones en contra de las personas, 

etc?  
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Es evidente la postura del autor. La construcción de la verdad, el desarrollo 

de un debate sólo se  favorece cuando se contrastan ideas o puntos de vista, 

posturas, etcétera. En este caso, llama la atención la postura del autor respecto 

del derecho de libertad de expresión: una visión oficialista, legalista y hasta 

represora. También llama la atención que la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación le dé cabida a puntos de vista como el expuesto, no en el sentido que sea 

indebido, sino porque se considera que demuestra apertura a ideas que van 

contracorriente de la protección de los derechos humanos y en este caso, de la 

libertad de expresión. 

Se considera que no asiste la razón a la postura tan radical del autor por las 

siguientes razones: 

- Mezcla el derecho de libertad de expresión con el derecho de petición. 

- Expone que muchos sectores, grupos y personas se manifiestan, pero 

no se pregunta en una sola parte de su obra el “por qué”. 

- Descalifica de antemano al denominar “supuestos” los derechos de 

quienes realizan protesta social. 

- Su apreciación y emisión de ideas es más bien personal que sustentada 

en doctrina. Tan sólo invoca de manera formalista, los preceptos que 

imponen restricciones (excepciones) a la libertad de expresión en su 

modalidad de protesta social. 

- No realiza un análisis de la situación socioeconómica y de otras índoles, 

en las que se encuentran los grupos que recurren a la protesta social. 

- No proporciona ideas o alternativas para que, en lugar de que se realice 

la protesta social, haya la debida atención a la problemática social y no 

se detonen las manifestaciones. 

- Sostiene que la libertad de expresión se ha concebido como un derecho 

individualista, lo que ha generado una falta de responsabilidad  en los 

individuos y las colectividades.83 

                                                                 
83 Ibídem., p.82. 
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Se considera que ideas como las expuestas son las que sirven de 

fundamento a, de manera lamentable, diversos sectores que niegan a la protesta 

el carácter de un derecho, de una manifestación de derechos como el de la 

libertad de expresión y aspectos más de fondo: la justicia social, la inequidad, la 

marginación, el trato diferenciado ante la ley y autoridades. Tal y como se resolvió 

en el caso de Atenco, se tiene una idea preconcebida de la protesta social como 

un festín de delitos, a los manifestantes como delincuentes en potencia. Y, desde 

luego, se ignoran o quieren ignorarse las causas que llevan a muchas personas a 

tomar las calles. 

No se niega que  existen excesos, pero tampoco se desconoce que el 

gobierno recurre a tácticas deleznables como infiltrar movimientos sociales y 

financiar grupos de choque que detonan la violencia en manifestaciones de la cual 

luego se culpa a los manifestantes.   

Ideas que se consideran represoras de la libertad de expresión en su 

modalidad de protesta social, son las que subyacen en una serie de legislaciones 

a nivel federal y local, de reciente creación que, con una serie eufemismos, 

contradicciones, ambigüedades y excesos, se estima que tienden a reprimir la 

expresión de ideas. 

A nivel federal fue reformado el Código Penal y legislaciones como la Ley 

Antiterrorismo; en el Estado de Quintana Roo se promulgó la Ley de de 

Ordenamiento Cívico84, en Puebla se promulgó la Ley para Proteger los Derechos 

Humanos y que Regula el Uso Legítimo de la Fuerza por parte de los Elementos 

de las Instituciones Policiales del Estado de Puebla85, en el Distrito Federal se 

aprobó en el 2008 la Ley que Regula el Uso de la Fuerza de los Cuerpos de 

                                                                 
84 Periódico Oficial del Estado de 2 de mayo de 2014, www.po.qroo.gob.mx, 

consultado en junio de 2014. 

85 Aprobada  el 19 de mayo de 2014, www.congresodepuebla.gob.mx, consultada 

en junio de 2014. 



 

- 116 - 

 

Seguridad Pública del Distrito Federal86 y ya en el contexto de esta ola reciente de 

legislaciones,  la Ley de Movilidad del Distrito Federal87, finalmente, en el Estado 

de Chiapas aprobó el Código para Regular el Uso Legitimo de la Fuerza por las 

Instituciones de Seguridad Pública del Estado de Chiapas.88 Se opina que la 

simple lectura de los nombres de las normas de marras, da una idea de lo 

eufemístico, excesivo, ambiguo, contradictorio y excesivo de sus respectivos 

contenidos. 

Sólo en el caso del Estado de Chiapas no se cuenta con el contenido de las 

normas aprobadas. Se trato de obtener el texto  pero no fue posible, ni en la 

página del Congreso del Estado en cuyo listado de legislación vigente no aparece 

el Código aludido y  la página web del Periódico Oficial está actualizada al mes de 

marzo de 2014. 

Salvando la imposibilidad explicada en el caso chiapaneco, trascriben las 

parcialidades en que se considera existe una represión a la libertad de expresión 

en su modalidad de protesta social. Luego de la trascripción se  exponen los 

argumentos e ideas respectivas. 

La normatividad federal ya fue transcrita, por lo tanto se remite a las líneas 

que anteceden. 

En el caso de la legislación de Quintana Roo se establece que:  

                                                                 
86 Publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal  el 22 de abril de 2008, 

www.consejeria.df.gob.mx/index.php/gaceta, consultada en junio de 2014. 

87 Ibídem, presentada como propuesta en la Gaceta Parlamentaria de la Asamblea 

Legislativa del Distrito Federal de 11 de abril de 2013, número 057, año 1. Y 

aprobada con fecha 30 de abril de 2014. 

88 Este Código fue aprobado con fecha 13 ó 15 de mayo de 2014, según algunas 

versiones periodísticas (sitio web revista Proceso www.proceso.com.mx, consultada  

en junio de 2014); sin embargo, no ha sido promulgado y en la página web tanto 

del Congreso de dicha entidad como en el del Periódico Oficial del Estado, 

tampoco aparece referencia alguna al citado Código. 

http://www.consejeria.df.gob.mx/index.php/gaceta
http://www.proceso.com.mx/
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Artículo 17.- Las personas que realicen manifestaciones o marchas, 

podrán hacer uso de las vías públicas. 

Artículo 18.- Si durante las manifestaciones, marchas o plantones se 

altera el orden o paz públicos, o se impide, entorpece u obstaculice la 

prestación de un servicio público, o se produjera actos de violencia, 

la Administración Pública, según su competencia, tomará las 

medidas necesarias para garantizar el orden, la paz y la prestación 

de servicios públicos. 

Artículo 19.- Cuando las manifestaciones tengan lugar en calles o 

avenidas, el paso de los participantes respetará el uso de la mitad de 

los carriles para el desplazamiento de servicios de emergencia y 

terceros ajenos a la misma y, cuando la infraestructura lo haga 

posible, se deberá privilegiar el uso de los carriles laterales. 

Artículo 20.- Además de lo señalado en esta y en otras leyes, y con 

el fin de no dañar los derechos de terceros, los manifestantes 

respetarán el acceso de las personas a sus centros de trabajo. 

Artículo 21.- Queda prohibido llevar a cabo bloqueos en la vía 

pública. La Administración 

Pública, en el ámbito de sus respectivas competencias, garantizará el 

ejercicio pleno de los derechos fundamentales de los habitantes de 

Quintana Roo. 

Artículo 25.- Quienes participen en una manifestación tienen 

derecho a dar aviso a la autoridad por escrito, para efecto de la 

adopción de protocolos de prevención y protección de sus derechos, 

incluyendo en estos la movilización de asistencia médica de 

emergencia en condiciones de seguridad y la participación de 

visitadores de la Comisión de los Derechos Humanos, dentro de las 

cuarenta y ocho horas previas a la celebración de la misma. 

Artículo 26.- El aviso a que se refiere el artículo anterior deberá 

contener, cuando menos: 
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I. Nombre y domicilio para recibir notificaciones de los organizadores 

responsables; 

II. Lugar de la manifestación; 

III. Puntos de concentración y recorrido de la marcha cuando se 

prevea la circulación por alguna vía pública, y 

IV. Día y hora de celebración. 

Artículo 27.- De presentarse el aviso, la Administración Pública 

podrá emitir una opinión con propuestas de modificaciones al 

señalamiento del lugar de la manifestación, a efecto de prevenir, en 

la medida de lo posible, afectaciones durante su desarrollo a terceras 

personas. Los manifestantes podrán o no, atender la opinión y 

sugerencia de la autoridad. 

Se considera que la presente legislación, si bien aparenta no tener una 

fuerza coactiva importante, lo cierto es que con los gastados recursos al orden y 

paz públicos, pretende sujetar la protesta social a un ridículo protocolo, que en un 

aparente inocuo aviso, en realidad pretende identificar a los participantes. Existe 

ambigüedad en tanto no se definen por la ley el orden público ni la paz pública; 

mucho menos se especifica cuáles son las “medidas necesarias” que pueden 

emplear las autoridades para salvaguardar dicho  bienes ante un acto de protesta. 

De igual forma, la ley no hace referencia explícita a un reconocimiento del 

derecho que tiene todo gobernado a la protesta social en cuanto muestra y acción 

de inconformidad de los actos de gobierno. Se estima que la represión se esconde 

en la ambigüedad de los términos empleados y con el argumento o eufemismo de 

salvaguardar el derecho de la sociedad a disfrutar de las vialidades y espacios 

públicos. Como ya se expresó, el trámite o aviso que se pretende previo a realizar 

una protesta, es absurdo, ridículo, excesivo y una especia de censura previa,   

pues parte del éxito de las movilizaciones es su factor sorpresa, que también 

protege la integridad de sus participantes. El éxito porque si bien se genera 

malestar en el resto de la sociedad, es este ambiente el que orilla al gobierno a 

atender las peticiones o porque la propia movilización es la que exhibe la 

desatención o negligencia previa del gobierno que detonó en dicha actuación por 
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parte de los gobernados; si de manera   previa se avisa a la autoridad,  ésta tendrá 

todos los elementos para identificar a los manifestantes, para realizar operativos 

que con el pretexto de salvaguardar el orden, la paz, las vialidades o  espacios 

públicos, en realidad impedirá que la protesta cumpla con su mecanismo de 

presión, pues, siguiendo con los eufemismos, no extrañe que la manifestación sea 

“encapsulada”, “reducida” o se le desvíe de su ruta  original con la finalidad de 

disminuir el impacto de la movilización. 

Aun más, la exigencia de un aviso como el establecido por la norma 

estudiada, se opone a lo establecido por el Relator Especial sobre los derechos de 

reunión pacífica y de asociación de la Organización de Naciones Unidas89 

En el caso del Distrito Federal no se  cuenta con el texto oficial de la Ley de 

Movilidad, incluso se ha explicado que a partir de junio de 2014 se iniciaría con su 

difusión para su conocimiento por la población y autoridades. No obstante, al 

estudiar el proyecto presentado en la Gaceta  de la Asamblea Legislativa del 

Distrito Federal, se advierte que la norma se refiere a diversos conceptos 

relacionados con la movilidad de personas y vehículos en el Distrito Federal, 

regula cuestiones de trasporte, vialidades, estacionamientos, peatones, etcétera.  

Es decir, en apariencia la norma no tiene como destinatarios a quienes 

efectúan protesta social, no obstante, de notas periodísticas consultadas90 se 

advierte que la norma obliga a que las movilizaciones o protesta social tengan un 

motivo estrictamente lícito, lo que en los hechos podría servir de pretexto para 

disolver una manifestación.  

                                                                 
89 Consejo de Derechos Humanos. Informe del Relator Especial sobre los 

derechos a la libertad de reunión pacífica y de asociación de la Organización de 

las Naciones Unidas. A/68/299, 7 de agosto de 2013, párr. 24. Ver también: 

Resolución A/HRC/20/27Distr, 21 de mayo de 2012, párrafos 28 y 29, del mismo 

Relator 

90 Sin Embargo, MX, mayo 05 de 2014,  www.sinembargo.mx/05-05-2014/982147, 

consultada en junio de 2014. 



 

- 120 - 

 

Con menos ruido se promulgó por la misma Asamblea del Distrito Federal la 

Ley que Regula el Uso de la Fuerza de los Cuerpos de Seguridad Pública del 

Distrito Federal, cuyo contenido inspira a  sus homólogas de Puebla y Chiapas: 

 Artículo 1.- Las disposiciones de la presente Ley son de orden 

público, interés social, de observancia general en el Distrito Federal y 

tienen por objeto regular el uso de la fuerza que ejercen los cuerpos 

de seguridad pública del Distrito Federal, en cumplimiento de sus 

funciones para salvaguardar la integridad, los derechos y bienes de 

las personas, preservar las libertades, la paz pública y la seguridad 

ciudadana y prevenir la comisión de delitos e infracciones a las 

distintas disposiciones. 

En este caso nacen las interrogantes: qué tipo de integridad, derechos y 

bienes buscan protegerse; a qué libertades se refieren; que es la paz pública y la 

seguridad ciudadana a que “distintas disposiciones” busca proteger de las 

“infracciones”. 

Artículo 25.- El Policía no podrá usar armas letales en la dispersión 

de manifestaciones. 

En caso de que una manifestación sea violenta, para el control y 

dispersión de ésta, la Policía preventiva y complementaria, deberá: 

I. Conminar a los manifestantes a que desistan de su actitud violenta; 

II. Advertir claramente que de no cesar la actitud violenta, se usará la 

fuerza; 

 III. En caso de que los manifestantes no atiendan al Policía, ésta 

hará uso de la fuerza conforme a lo establecido en la presente Ley y 

su Reglamento; 

IV. Ejercitar los distintos niveles de uso de la fuerza, solamente hasta 

el relativo a la utilización de armas incapacitantes no letales. 

Se considera que una manifestación es violenta cuando el grupo de 

personas de que se trata se encuentra armado o bien en la petición o 

protesta que se realiza ante la autoridad, se hace uso de amenazas 

para intimidar u obligar a resolver en el sentido que deseen, se 
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provoca la comisión de un delito o se perturba la paz pública y la 

seguridad ciudadana. 

En este caso, si bien no autoriza el uso de armas de fuego  para dispersar 

una manifestación, existe un vacío legal porque la norma no define qué es una 

manifestación (existen marchas, mítines, plantones, bloqueos); por su parte, el 

numeral 12 dispone: 

Artículo 12.- El Policía obra en legítima defensa cuando repele una 

agresión real, actual o inminente y sin derecho en protección de 

bienes jurídicos propios o ajenos, siempre que exista necesidad en la 

defensa, racionalidad y proporcionalidad en los medios empleados. 

El Policía sólo empleará armas de fuego en defensa propia o de 

otras personas, en caso de peligro inminente de muerte o de lesiones 

graves, o con el propósito de evitar la comisión de un delito 

particularmente grave que entrañe una seria amenaza para la vida o 

con el objeto de detener a una persona que represente ese peligro y 

oponga resistencia o por impedir su fuga, y sólo en el caso que 

resulten insuficientes medidas menos extremas para lograr dichos 

objetivos. 

La persuasión o disuasión verbal realizada por el Policía en 

cumplimiento de sus funciones, de conformidad con lo establecido en 

la Ley y demás disposiciones aplicables, no constituyen provocación 

dolosa. 

 Entonces ¿qué sucedería si un policía valora que corre peligro su vida en 

una refriega dada en el contexto de una movilización social? ¿Quedaría legitimado 

a usar armas de fuego? Ahora, nótese que se considera violenta la manifestación 

social si las personas se encuentran armadas, pero la ley no define el término 

“armas”; se habla de amenazas y tampoco se define el término “amenazas” por la 

propia ley. También nótese la protección que se brinda a la persuasión o disuasión 

verbal que ejerza el policía en sus funciones, protección que no se brinda a los 

manifestantes en el uso de su derecho a protestar. Es decir, de manera implícita la 

norma entiende la energía, autoridad o crispación que pueden expresar el agente 
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policíaco a través de su lenguaje en el ejercicio de sus funciones frente a un 

gobernado en contra del cual se enfrenta, entonces los posibles improperios, tono 

elevado de voz, gritos, etcétera, no serán nunca tomados en cuenta como 

provocación que justifique agresiones de los gobernados…en el mismo sentido 

sería deseable la misma comprensión del legislador para los gobernados que 

realizan una protesta, y que sus expresiones nunca puedan ser consideradas una 

provocación o amenaza. El trato desigual es evidente y permisivo de la represión a 

la inconformidad social.  

Para finalizar,  el Estado de Puebla recién estrenó una ley similar que tiene 

una dedicatoria más evidente para la protesta social que en el caso del Distrito 

Federal, que disfraza la represión cuando se refiere al uso de la fuerza en caso de 

detenciones o ante emergencias  y de manera tangencial se refiere a las 

manifestaciones sociales. 

En cambio la legislación poblana determina: 

Artículo 7.- El elemento policial únicamente podrá hacer uso del 

arma de fuego en caso de legítima defensa, propia o de terceros, por 

peligro inminente de muerte o lesiones graves, o con el propósito de 

evitar la comisión de un delito particularmente grave que entrañe una 

seria amenaza para la vida. 

Artículo 18.- Las instituciones emitirán documentos escritos que 

contengan los protocolos sobre el uso de la fuerza por parte de los 

elementos policiales, ajustando esas actuaciones a los principios y 

normas contenidas en la presente Ley, y deberán contener:  

I.- El tipo de operación para la que es aplicable, distinguiendo los 

siguientes eventos:  

a) Detenciones, ya sea por flagrancia o bien, por mandamientos 

judiciales o ministeriales.  

b) Emergencias y desastres naturales.  

c) Manifestaciones públicas. 

Si bien esta ley también prohíbe, en apariencia, el uso de armas de fuego 

para disolver manifestaciones, lo cierto es que tiene la misma carencia de 
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definiciones de la norma del Distrito Federal, con el agravante  ya  ilustrado en 

cuanto se refiere como supuesto de aplicación directa del uso de la fuerza a las 

manifestaciones públicas, la que esconde en la denominación de su capítulo IX: 

CAPÍTULO IX  

DE LAS REGLAS PARA MANTENER LA PAZ PÚBLICA  

Y LA SEGURIDAD DE LAS PERSONAS  

Artículo 39.- La Secretaría al tener conocimiento de manifestaciones 

en lugares públicos, llevará a cabo la planeación de los operativos 

necesarios para garantizar el ejercicio de los derechos de los 

manifestantes.  

Artículo 40.- Dentro de dichos operativos, también se contemplarán 

las medidas necesarias para salvaguardar los derechos de terceros o 

al orden público. 

 Como puede apreciarse el fin del operativo es salvaguardar el orden 

público, que no es definido por la ley, y los derechos de terceros, pero nunca el 

coadyuvar o facilitar el ejercicio del derecho a la protesta social.  

Artículo 42.- De manera enunciativa, se consideran factores que 

deben ser tomados en cuenta en los operativos:  

I.- El poder numérico de los manifestantes;  

II.- Las circunstancias de tiempo y lugar en las que se lleven a cabo 

las manifestaciones;  

III.- El fin que persigue la manifestación, ya sea de confrontación o 

mera manifestación de ideas;  

IV.- Los aspectos políticos o socioeconómicos imperantes en el 

momento de la manifestación; y  

V.- La cobertura a la manifestación.  

Artículo 43.- Para efectos de control y dispersión las 

manifestaciones se observarán y analizarán atendiendo a fenómenos 

de violencia o desapego de la pacífica manifestación. 

Un factor a tomar en cuenta en el operativo será la cobertura de la 

manifestación…es decir, si existe presencia de periodistas ¿se reprime o no se 
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reprime? ¿El uso de la fuerza depende de la existencia de medios que pudieran 

denunciar o dar testimonio de ello? No queda claro a qué fenómenos de violencia 

serán considerados para controlar o dispersar una manifestación, mucho menos a 

qué se denomina desapego de la pacífica manifestación. 

En suma, no cabe duda que el gobierno  federal y los locales atendidos 

muestran una clara tendencia de reprimir la libertad de expresión en su modalidad 

de protesta social. En el recuerdo están las palabras del Secretario de 

Gobernación actual quien afirmaba que el gobierno sería tolerante con quienes 

apoyan las reformas y cambios propuestos por este gobierno. La sinrazón es del 

tamaño del mundo: la tolerancia implica escuchar, aceptar, convivir y debatir con 

posturas, ideas, expresiones diferentes, esa es la esencia de una sociedad 

pluralista que se diga democrática. La afirmación expuesta en voz de un 

funcionario de ese nivel se convierte en la evidente postura de un gobierno ante 

las voces que disienten, que cuestionan, que se atreven a proponer.   

La libertad de expresión  frente a sus excepciones sociales tiene una 

situación preocupante, en la que la ambigüedad permite excesos y en la que el 

poder considera que toda persona que lo critique no amerita atención y, en el peor 

de los casos, lo que merece es aplicación irrestricta de la ley, que no es otra cosa 

sino represión. 
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CAPITULO CUARTO 

LA COMPLEJA REGULACIÓN DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN LA 

MATERIA ELECTORAL 

4.1. Características especiales del ejercicio de  la libre expresión en el 

ámbito electoral mexicano. 

Si el tema de las excepciones sociales significa serios problemas, la materia 

electoral tiene carta de naturalización al respecto. Un número mayor de actores y 

por lo tanto de reglas, hace compleja esta materia que de inicio, conforma un fuero 

especializado en nuestro sistema jurídico. En esta materia debe tomarse en 

cuenta el papel de los gobernados, de los candidatos, de los partidos políticos, de 

los gobernantes y de los medios de comunicación. 

 En este sentido la tendencia democratizadora que ha permitido elecciones 

más competitivas; la existencia de tres partidos políticos que se reparten 

prácticamente en tercios las preferencias electorales; de medios de comunicación 

con una libertad y poder excesivos  en materia de propaganda política que ha 

querido acotarse sin resultados satisfactorios; de gobernantes ávidos de  cargos 

públicos que al tiempo de utilizar a los medios, se vuelven presas de los mismos y 

derrochan cantidades indignantes de dinero público en propaganda 

gubernamental…en suma, ingredientes que hacen todo, menos sencilla una 

adecuada regulación. 

Otro factor lo constituye el que la materia electoral es un fuero 

especializado. Sus litigios no son revisables mediante un juicio de amparo, sino 

que el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) constituye su 

instancia suprema y quien  con un ritmo intenso y  constante, ha emitido criterios 

que definen la aplicación o inaplicación de excepciones personales a la libertad de 

expresión en materia electoral que, por lo tanto, cuenta con características 

propias. 

  A efecto de precisar el desarrollo de este capítulo, se realizan los 

siguientes planteamientos que serán contestados en  este capítulo sin obedecer 

de manera necesaria el orden de las interrogantes, las que con el mismo ánimo 
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clarificador, se contestan de manera breve, para luego abordar el análisis de éstos 

y otros aspectos: 

1. ¿Qué importancia tiene la libertad de expresión en la materia político 

electoral en México? No constituye una novedad afirmar que el flujo de 

información, su intercambio y discusión integran una serie de requisitos en 

tratándose de un régimen democrático. No puede existir democracia sin 

libertad de expresión. De ahí que a partir de la reforma constitucional en 

materia electoral de 1977, se plantee que entre otros, un requerimiento para 

la calidad democrática, para las elecciones libres y auténticas y una 

contienda equitativa, lo constituye la libertad de expresión. Sin embargo, 

una vez asumido, ejercido este derecho por los diversos actores de la arena 

política, se ha vislumbrado que la propia expresión de ideas sin una 

adecuada regulación puede dañar seriamente la equidad de la contienda 

electoral. Es decir, la libertad de expresión constituye un requisito de 

elecciones equitativas, pero un abuso en su ejercicio genera inequidad en 

las mismas. 

2. ¿Quiénes son los principales actores en el ámbito político electoral, en 

cuanto ejercitan el derecho de libertad de expresión? Los gobernados y 

potenciales electores son el elemento más importante del engranaje 

electoral. No cabe duda que se ha modificado su participación en las 

elecciones, si bien marcada con un alto abstencionismo, también es cierto 

que diversifican su voto y en la materia que nos ocupa, de apoco se cuenta 

con una ciudadanía más crítica, ávida de información y que reclama 

espacios para expresar sus ideas respecto de partidos y candidatos. De 

igual forma, sigue existiendo un alto margen de ciudadanos indecisos que 

al momento de la elección inclinan la balanza a favor o en contra; en este 

sentido, se aprecia también que el ciudadano promedio es vulnerable al 

carácter mediático que han tomado las  últimas elecciones federales. Al 

mismo tiempo, tienen una gran restricción que les impide contratar tiempos 

de radio y televisión para favorecer o no a determinado candidato o partido. 
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Los partidos y candidatos reclaman cada vez más mejores 

condiciones de equidad y libertad para realizar su proselitismo. Cuentan 

con financiamiento público y privado, así como acceso a los medios 

masivos. Sin embargo, se analizará si estos elementos son suficientes para 

lograr una contienda con base en argumentos, en propuestas, en la 

exposición de su ideología y programas de gobierno. 

Los gobernantes han sido acotados en su derecho a emitir 

información. La razón esgrimida es favorecer la equidad de la contienda 

electoral. Sin embargo, han utilizado vacios legales e incluso legislación 

inconstitucional para emplear recursos públicos a manera de propaganda y 

comunicación social, así como sus informes de gobierno, para realizar 

propaganda electoral y personal con fines electorales en un modelo de 

marketing político. 

Los medios de comunicación han transitado de una relación 

corporativa con el gobierno, a tomar un poder casi desmedido que intentó 

acotarse mediante una reforma constitucional y legal en los años  2007 y 

2008. La fuerza adquirida sólo se entiende por la necesidad del partido, del 

candidato y del gobierno a proyectarse en exceso a través de estos medios, 

quienes se han convertido en un agente muy influyente en las últimas 

elecciones federales, ya por captar importantes recursos, o por efectuar 

propaganda encubierta así como por organizar la mayoría de encuestas 

electorales al menos en la elección del 2012. 

La autoridad electoral (Instituto Nacional Electoral –INE- y Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación –TEPJF-, sin desconocer la 

existencia de elefantes blancos como la FEPADE) que ha transitado de 

épocas en verdad difíciles por lo que ve a su independencia y autonomía 

del gobierno (durante el esplendor del régimen hegemónico del Partido 

Revolucionario Institucional –PRI-); a una de cierto esplendor a partir de su 

democratización en el  gobierno de Ernesto Zedillo; sin embargo, del año 

2000 se considera que ha visto mermada dicha categoría. El ahora INE ha 

sido presa del partidismo, de reformas de ocasión, coyunturales y de 
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emergencia que olvidan la altura de miras y la construcción de calidad 

democrática a largo plazo; presa también de la ambición de medios 

masivos que le han retado hasta extremos ridículo; de partidos y candidatos 

que violan las normativas; de facultades exclusivas relacionadas con la 

expresión de ideas (reforma 2007-2008) al monitorear el tiempo oficial en 

medios masivos durante las campañas, pero que se conforma con aplicar y 

no en proponer su mejoramiento , … El tribunal por su parte si bien ha 

creado jurisprudencia  en materia de libertad de expresión, tuvo una 

calificación muy cuestionada en las elecciones federales de 2006 y 2012. 

Un poco en descargo, sin que sea la intención, debe apuntarse que 

es la propia norma constitucional y la legislación ordinaria quienes imponen 

las condiciones a dichas autoridades. Reformas que obedecen a intereses 

lejanos a los intereses de los gobernados y muy cercanos a la permanencia 

en el poder de las cúpulas de siempre. 

Como puede apreciarse, el coctel de actores implica una gran 

complejidad cuando cada quien interactúa con sus derechos, obligaciones y 

facultades en un marco legal que se estima restrictivo en materia de libertad 

de expresión. 

3. ¿La regulación constitucional y legal impone excepciones o limites a 

la expresión de ideas? En este caso, se considera que el marco 

constitucional y legal es  mixto: por una parte se tienen las excepciones 

“clásicas” de tipo personal y social en materia de propaganda político-

electoral; en otro sentido, en el acceso a medios masivos, propaganda 

gubernamental y contenidos de propaganda electoral se tienen auténticos 

límites a la libertad de expresión. 

4. ¿Cuáles son las principales excepciones que tiene la libertad de 

expresión en la materia electoral? Como ya se expresó, si bien es posible 

observar la aplicación de excepciones personales y sociales, no cabe duda 

que una excepción o límite sui generis,  lo constituye la equidad. Es 

interesante la tensión entre libertad de expresión y equidad de la contienda 
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electoral. En el caso mexicano, se considera es demostrado en este 

capítulo, la equidad se ha impuesto a la libertad de expresión. 

5. ¿Qué aspectos deben mejorarse en el marco constitucional y legal en 

materia de libertad de expresión electoral? Las propuestas y/o 

conclusiones serán emitidas al final de este capítulo.  

Mucho se habla y escribe acerca de la importancia de la libertad de 

expresión para el régimen democrático. Ahora toca analizar la regulación 

específica que en materia político electoral tiene este derecho. De inicio, se hace 

el planteamiento: ¿la libertad de expresión debe tener un marco normativo 

permisivo o restrictivo? Un marco normativo permisivo, liberal, estaría acorde a la 

naturaleza e importancia de la libertad de expresión, pero ¿proporciona garantía a 

un sistema electoral confiable y equitativo? Y en cambio, un marco restrictivo 

¿asegura la equidad y confiablidad de las elecciones? 

 Se aventura una postura: se cuenta con un régimen normativo que parece 

dar vueltas sobre sí mismo para ir a ningún lado. Es decir, en materia político-

electoral la libertad de expresión ha transitado de la restricción (incluso represión) 

a la libertad, para volver a un régimen restrictivo. A pesar de las constantes 

reformas constitucionales y legales en la materia, no se ha logrado un avance 

significativo. Sólo algo queda claro: el ámbito restrictivo, con límites y no con 

excepciones, que sufre la expresión de ideas en la materia electoral mexicana. 

4.2. jurisprudencia mexicana sobre libertad de expresión en materia 

electoral. 

El propio TEPJF ha implementado una política loable en materia de transparencia 

y acceso a la información, pues tanto publica sus criterios, como ha iniciado una 

actividad de publicación de obras en que se efectúa un análisis legal, 

jurisprudencial y doctrinal tanto de temas como de resoluciones relevantes.  

Además del denominado “Ius Electoral” cuenta con series como las de “Temas 

selectos de Derecho Electoral”; “Comentarios a las Sentencias del Tribunal 

Electoral”, su revista denominada “Justicia Electoral”, así como los cuadernillos de 

“Divulgación de la Justicia Electoral”, entre otros. Este vasto material es idóneo 

para consultar y analizar los aspectos más variados de la materia electoral 
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mexicana. En este caso también constituyen parte de las fuentes en el presente 

capítulo. 

 Si bien existen numerosos casos de impugnaciones electorales en los que 

un punto litigioso refiere aspectos acerca de la libertad de expresión, se toman en 

cuenta los siguientes en cuanto aportan criterios relevantes y directrices en la 

materia: 

 La jurisprudencia 14/2007, derivada de los expedientes SUP-JRC-

267/2007; SUP-JRC-288/2007  y  SUP-JRC-271/2007, cuyos comentarios corren 

a cargo de Francisco Venegas Trejo. Casos de elecciones estatales en las que se 

denigra la imagen de candidatos, entre ellos Carlos Hank Ron. Esta jurisprudencia 

es básica en materia de excepciones personales en el ámbito electoral porque se 

reflexiona tanto en la resolución como por el doctrinario, que el debate necesario 

en las contiendas electorales si bien es necesario y hasta obligatorio, también lo 

es que en la propaganda no debe calumniarse, denigrarse, etcétera a persona ni 

candidato alguno. Se ejercita con exceso la libertad de expresión cuando al 

imputar ciertos hechos o conductas a determinado candidato, esto se hace sin 

pruebas, en cuestiones que ninguna relación tienen con su quehacer político o 

gubernamental y que en su contenido o contexto sólo tienen por finalidad denigrar 

a la persona o hacerla parecer como no digna de confianza y por ello del voto. 91 

 Sentencia SUP-JDC-393/2005, cuyo análisis lo realizan Miguel Carbonell y 

Luis Octavio Vado Grajales. Caso de un militante panista expulsado de su partido 

por realizar diversas declaraciones respecto de su propio instituto. En esta 

resolución se reconoce a la libertad de expresión no sólo como un derecho más, 

sino como un derecho fundamental para un sistema democrático y la base de 

otros derechos. Se expresa que cuando la libertad de expresión se confronta con 

                                                                 
91 Venegas Trejo, Francisco, La dignidad humana prima respecto de la pasión 

electoral, México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2011, 

serie Comentarios a las sentencias del Tribunal Electoral (37), pp.23 y ss. 
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otros derechos, no es posible ponderarla como un derecho más, sino que debe 

dársele un tratamiento preferencial y sólo en los casos necesarios y conforme a 

las leyes, limitar su ejercicio. Se coincide en que si bien la libertad de expresión no 

es un derecho absoluto, también es verdad que no se le puede tratar como un 

derecho más, porque de su disfrute se desprende a su vez el ejercicio de otros 

derechos, de ahí la elevada importancia de la expresión de ideas, por ende, en los 

casos en que colisione con otros derechos, debe buscarse que su restricción o 

limitación sea la última de las opciones posibles. Máxime cuando se trata de la 

materia política electoral, es decir, un ámbito en el que los ciudadanos van a elegir 

a las autoridades del Estado mexicano.92 

 Resoluciones SUP-RAP-85/2009 y SUP-RAP-87/2009, estudio efectuado 

por Cecilia Mora-Donatto. Spots del PVEM sobre la pena de muerte y protección 

de manglares, utilizando actores reconocidos. En esta resolución se considera que 

con el pretexto de informar sobre actividades parlamentarias, en realidad se 

estaba realizando propaganda electoral, quebrantando las limitaciones al respecto. 

La autora efectúa un sensato comentario que hace las veces de llamado a los 

partidos políticos, en el sentido de que su labor diaria, honesta y apegada a la ley 

es la mejor manera de rendir cuentas. Al mismo tiempo reflexiona sobre la 

preocupante falta de acuciosidad de la mayoría de los televidentes que suelen ser 

influenciados por este tipo de spots.93 

 Comentarios a la sentencia SUP-RAP-57/2010, a cargo de Patricia Villa 

Berger. Sobre las reformas del 2007. En la que se habla del nuevo papel del IFE, 

                                                                 
92 Carbonell, Miguel y Vado Grajales, Octavio, La libertad de expresión en materia 

electoral, México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2010, 

serie Comentarios a las sentencias del Tribunal Electoral (7), pp.25 y ss. 

 
93 Mora-Donato, Cecilia, Informar sobre actividades parlamentarias vs. propaganda 

electoral, México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2011, 

serie Comentarios a las sentencias del Tribunal Electoral (32), pp.33 y ss. 
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ahora INE, en cuanto tener a su cargo el monitoreo de los tiempos oficiales para 

que los partidos realicen su propaganda electoral.94 

 Comentarios a la sentencia SUP-JDC-1776/2006, cuyo contenido es 

relevante al tratarse de la impugnación de un consejero respecto del 

nombramiento de un líder estatal del Partido Revolucionario Institucional y quien 

de manera accesoria solicita información del procedimiento interno. Si bien en el 

fondo la sentencia no satisface su impugnación, es relevante que el tribunal le dé 

un tratamiento independiente al derecho a la información y se obligue al partido, 

independiente de lo infundado de la impugnación, a que proporcione los 

documentos del procedimiento interno, porque el acceso a la información favorece 

la  vida democrática interna de los partidos y que el proporcionar información de 

procesos internos lejos de dañar la seguridad nacional, intereses de la sociedad o 

terceros, antes bien, genera un conocimiento que sirve para tomar decisiones 

informadas.95 

Manuel Atienza realiza comentarios a la sentencia SUP-JRC-604/2007, la 

que tiene especial relevancia dentro de la justicia electoral. Se refiere a la 

anulación de una elección de Alcalde en el municipio de Yurécuaro, Michoacán. Si 

bien el eje de la sentencia y el comentario son respecto a la nulidad que se 

decretó en un supuesto que no estaba previsto en la ley, pero que dados los 

hechos, se estaban violando principios constitucionales que deben observar todas 

las elecciones. Su relación con el ejercicio de la libertad de expresión radica en 

que en dicha elección, el candidato del PRI usó y recurrió a símbolos y figuras 

religiosas durante toda su campaña. El Tribunal Electoral del Estado de 

                                                                 
94 Villa Berger, Patricia. Propaganda gubernamental durante campañas 

electorales, México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2012, 

serie Comentarios a las sentencias del Tribunal Electoral (45), p. 23 y ss. 

 
95 Bernal Moreno, Jorge Kristian, Interés jurídico y derecho a la información, 

México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2010, serie 

Comentarios a las sentencias del Tribunal Electoral (2), pp. 37 y ss. 
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Michoacán decretó entonces que dicha conducta había violado el carácter laico 

del Estado mexicano que de hecho es un principio fundamental de éste. Atienza 

llama la atención y se comparte, de cómo el Estado mexicano ante dicha situación 

asume una postura paternalista y condena más el uso de símbolos religiosos que 

el recurrir a una ideología determinada.96  

De nuestra parte se agrega que pareciera sancionarse con mayor fuerza  el 

uso de símbolos religiosos o el que un ministro de culto opine de aspectos 

políticos a favor o en contra de determinado candidato, a que por ejemplo en las 

elecciones se rebasen topes de campañas, que los candidatos recurran a falacias 

como firmar compromisos ante notario público, que exista financiamiento ilegal, 

compra de votos y tantas más  tropelías.  

 Un ejemplo de lo expresado lo constituye el caso de las sentencias SUP-

RAP 26 y 28 del año 2009, respecto a la actuación de las televisoras Televisa y Tv 

Azteca de difundir en bloque el tiempo dedicado a los partidos políticos en el 

proceso electoral 2008-2009, posterior a la gran reforma en la materia de los años 

2007-2008. Si bien las televisoras cumplieron con difundir los spots, también es 

cierto que se consideró que la forma de hacerlo, interrumpiendo incluso 

programación con elevada audiencia, fue provocador y tergiversaba la finalidad de 

los mensajes de los partidos. Ante la evidente violación a la ley y con la posibilidad 

de sancionar, la autoridad competente, el ahora desaparecido Instituto Federal 

Electoral, optó por una salida negociada.97 Es decir, no puede permitirse la 

intromisión de un símbolo religioso o la participación de un ministro de culto en 

                                                                 
96 Atienza Rodriguez, Manuel,  Reflexiones sobre tres sentencias del Tribunal 

Electoral, casos Tenatze, García Flores y Yurécuaro, México, Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación, 2010, serie Comentarios a las sentencias del 

Tribunal Electoral (19), pp. 52 y ss. 

97 López Noriega, Saúl,  El IFE ante los medios de comunicación, México, Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2011, serie Comentarios a las 

sentencias del Tribunal Electoral (34), pp. 42 y ss. 



 

- 134 - 

 

una elección, pero los consorcios mediáticos pueden violentar la norma tantas 

veces quieran y ello no será sancionado. Como puede apreciarse, la libertad de 

expresión recibe un trato diferenciado por la ley y las autoridades.  

Análisis de las resoluciones SUP-RAP-31/2006 y SUP-RAP-34/2006, por 

Alejandro Madrazo Lajous. (2010, p, 21 y ss.). Caso de los spots que referían a 

AMLO como “Un peligro para México”. En este caso es de llamar la atención los 

razonamientos del Tribunal al analizar los spots en que se comparaba al candidato 

con el entonces Presidente de Venezuela, Hugo Chávez (q.e.p.d.), y se recordaba 

el “cállate chachalaca que dicho candidato le espetó al Presidente Fox; el otro spot 

objeto de análisis es el que refiere corrupción en la construcción del segundo piso 

del periférico y la relación del candidato con Ponce y Bejarano. En ambos casos el 

Tribunal estima que al tratarse de valoraciones y no afirmaciones fácticas no se 

viola la Constitución ni la ley; sólo concede que la expresión “mentir es un hábito 

para ti” (se refieren al candidato) sí implica una denigración de dicho aspirante, 

sólo tiene como fin descalificarle y constituye una crítica desproporcionada. 

Incluso al analizar el  primer spot se razona que el mismo es un llamado a la 

intolerancia, que tiene como base hechos reales ocurridos y no controvertidos y es 

una crítica a quienes tratan de impedir la expresión de ideas. El autor expone que 

la Sala Superior del Tribunal plantea en la resolución 34/2006 el uso de un 

escrutinio estricto de la libertad de expresión, lo que puede convertir a dicho 

colegiado en una especia de censor que termine coartando la expresión de 

ideas.98 

 No podían faltar las resoluciones SUP-JDC-10/2007 y SUP-JDC-88/2007, 

respecto del acceso a las boletas electorales de la elección presidencial del año 

                                                                 
98 Madrazo Lajous, Alejandro. Los límites a la libertad de expresión en el Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, México, Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, 2010, serie Comentarios a las sentencias del Tribunal 

Electoral (1), pp. 21 y ss. 
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2006. El comentario exhibe la  interpretación y argumentación legalista del 

Tribunal Electoral, quien determinó la negativa de acceso a la información con el 

criterio de que la información era reservada y porque se violaría la secrecía del 

voto. No obstante, se hace patente que debió prevalecer el principio de máxima 

publicidad, que las boletas en realidad no contenían ninguna información que 

desvelara qué persona fue la que emitió el voto, además de que el acceso y 

eventual recuento de las boletas, no tenía como fin identificar a los votantes, sino 

tener certeza de los resultados de una elección tan competida y controvertida, 

además de un margen de ventaja entre el primero y segundo lugar, que en otros 

países harían imposible declarar un ganador. En este tema debemos puntualizar, 

que incluso la Corte Interamericana de Derechos Humanos se negó a admitir el 

asunto como contencioso, mostrando un rostro alejado de las sentencias 

progresistas que en otras ocasiones ha emitido.99 

 En el análisis de las sentencias SUP-RAP 15, 16 y acumulados del 2009 y 

SUP-RAP-156 y acumulados del 2009, se realiza un estudio valioso de temas 

como la propaganda gubernamental, electoral y la libertad de expresión, así como 

la equidad en la contienda electoral. De inicio se distingue entre propaganda 

gubernamental y electoral: la primera es un posicionamiento de ideas o ideología 

de acuerdo con principios y documentos bases de un partido político para colocar 

temas en el debate nacional, pero sin realizar un llamado al voto y fuera del 

contexto electoral; la segunda sí hace alusión directa a una elección y hace 

llamado al voto. El asunto versa sobre espectaculares y spots del Partido Acción 

Nacional PAN, que al aludir al tema del combate al crimen organizado y 

programas sociales, los partidos opositores consideraron que la propaganda 

gubernamental se utilizaba como electoral.  

                                                                 
99 Rendón, Raymundo Gil, Elecciones y derecho a la información: el acceso a las 

boletas electorales, México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 

2010, serie  Comentarios a las sentencias del Tribunal Electoral (14), pp. 26 y ss. 
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En ambos casos se declararon infundadas las quejas y se privilegió el 

derecho de libertad de expresión y acceso a la información en el sentido de 

maximizar el ejercicio de estos derechos cuando las propagandas se apegaban a 

derecho aun y cuando era sabido que el gobierno federal tenía al combate a la 

delincuencia como un tema central de su agenda. El comentarista de estas 

sentencias llama la atención sobre la necesidad de contar con parámetros 

diferentes para regular y sancionar en los casos de ambas propagandas, pues 

concibe que ameritan un tratamiento diferente. 100 

Al respecto se opina que en el caso de la propaganda gubernamental se 

han implementado fuertes candados para evitar que se utilice con fines 

electorales, sin embargo y como se apreciará en subtemas futuros, ello no se ha 

logrado. Primero porque  ante la especial regulación que en la materia impone el 

artículo 134 constitucional, todas las entidades de gobierno han elevado de 

manera desmesurada el gasto en propaganda gubernamental y es obvio que la 

utilizan con fines electorales. Lo anterior, apuntalado por  una inconstitucional 

reforme al entonces Código Federal de Procedimientos Electorales que permite 

los célebres informes que se traducen en 15 días de fama a costa del erario 

público y en auténtica propaganda personal y electoral del gobernante que la 

utiliza. Segundo, porque se aprovechan vacios legales (como en el caso de 

internet y la propaganda encubierta) para evitar ser sancionados. Lo más 

lamentable es que pareciera que dicha tendencia está lejos de disminuir.  

El caso más evidente es la utilización de propaganda gubernamental como 

gobernador para posicionar la figura del actual Presidente mexicano, lo que 

ocurrió mucho tiempo antes de siquiera su unción como candidato presidencial. Lo 

preocupante es que este modelo ha cundido y es copiado a su vez por otros 

mandatarios estatales. Así es posible apreciar la misma conducta de 

                                                                 
100 Rábago Dorbecker, Miguel,  La propaganda sobre programas sociales como 

acto de campaña, México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 

2011, serie Comentarios a las sentencias del Tribunal Electoral (35), pp. 57  y ss. 
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gobernadores como los de Chiapas, Estado de México, Puebla, Veracruz y 

Jalisco. De hecho, en esencia el modelo es utilizado por muchos alcaldes y 

legisladores para buscar “ascensos” en la escalera del poder público. 

En el tema de la propaganda electoral y su colisión con la información y 

libertad de expresión, Rubén Minutti analiza una resolución, SUP-RAP 115/2010, 

respecto de un comunicado del Partido Verde Ecologista de México en que 

manifiesta que el Partido de la Revolución Democrática, a través de su líder 

nacional, encubrió a un candidato a gobernador. La sentencia determina que el 

comunicado constituye propaganda electoral más allá que de manera formal no 

sea esa su naturaleza, sino en función del tiempo en que dicho comunicado fue 

emitido, por su lenguaje y sentido. Por lo tanto, se descalifica dicho comunicado y 

se prohíbe su difusión pues al constituir propaganda electoral.  101 

  Desde el punto de vista doctrinal, un análisis interesante lo realiza Alejandro 

Madrazo Lajous, en aportación diversa denominada Liberta de expresión y 

equidad, para el propio Tribunal Electoral. En esta oportunidad explica dos 

modelos de concebir a la libertad de expresión en materia electoral, aunque 

parece que pretende extenderla a todos los ámbitos pero no es muy claro su 

planteamiento: el modelo liberal clásico y el modelo democrático.102 

 El primer modelo concibe la aplicación de excepciones a la libertad de 

expresión desde un ejercicio de ponderación de derechos y en la que se valora a 

                                                                 
101 Minutti Zanatta, Rubén, Valores encontrados: información, libertad de expresión 

y propaganda electoral, México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, 2012, serie Comentarios a las sentencias del Tribunal Electoral (44), 

pp. 46 y ss. 

102 Madrazo Lajous, Alejandro, Libertad de expresión y equidad, la reforma 

electoral de 2007 ante el Tribunal Electoral, México Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, 2011, serie Cuadernos de divulgación de justicia 

electoral, pp. 17 y ss. 
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la expresión de ideas por la expresión misma y se concibe al Estado como la 

principal amenaza, cuya obligación entonces consiste en su pasividad y que los 

fines de la expresión sean el mejoramiento personal y social. 

 El segundo modelo implica valorar la expresión como una garantía de 

deliberación incluyente, colectiva y plural; entonces el Estado debe procurar que 

se logre ésta equidad, así que las colisiones deben resolverse con base al valor 

que persigue la expresión. Es decir, sólo se limitaría una expresión que inhiba, 

desacredite silencie, excluya o descalifique a otra expresión. 

 El primer modelo es más rígido, por decirlo, legalista. El segundo, es más 

amplio, tolerante, partidario de un debate intenso pero siempre en condiciones de 

equidad. A juicio del autor, el segundo modelo es más benéfico y tolerante con la 

expresión de ideas, ya que permite un debate intenso, el intercambio de ideas, la 

crítica, siempre que no se trate de acallar a una de las partes y con ello quebrantar 

la equidad entre las partes. 

 Ahora, además del análisis de las resoluciones citadas, se procedió a  

realizar una consulta en el sistema de publicación de jurisprudencia electoral, en la 

página del propio TEPJF, se encontraron los siguientes criterios que abonan a la 

configuración de la extensión y excepciones a la libertad de expresión en materia 

electoral103, en todo caso, se agregan como anexos las tesis respectivas: 

Jurisprudencia 14/2012. Establece que la sola presencia de servidores 

públicos a mítines   en días de descanso, no implica un desvío de recursos y sí 

constituye un ejercicio de los derechos de libertad de expresión y de reunión. 

Anexo 55. 

Jurisprudencia 4/2010. Prevé que la exclusión de propaganda en 

comerciales y programas televisivos se justifica porque se cuida la equidad de 

acceso a los medios por los partidos, así como la igualdad en la contienda para 

todos los actores electorales. Con ello se evita crear una tendencia en los medios 

para favorecer a un instituto político. Anexo 56. 

                                                                 
103 www.trife.org.mx, consultadas en abril de 2014. 



 

- 139 - 

 

Jurisprudencia 30/2009. La prohibición de contratación de propaganda en 

medios masivos no constituye una violación a la libertad de expresión, toda vez 

que la restricción ha sido prevista en la Constitución, la cual establece que los 

derechos humanos sólo pueden ser restringidos en los casos y condiciones que la 

misma establece, como es el caso. Anexo 57. 

Jurisprudencia 11/2008. El debate debe ser maximizado en el ámbito 

político-electoral en el que se  “ensancha el margen de tolerancia frente a juicios 

valorativos, apreciaciones o aseveraciones vertidas en esas confrontaciones, 

cuando se actualice en el entorno de temas de interés público en una sociedad 

democrática. Bajo esa premisa, no se considera transgresión a la normativa 

electoral la manifestación de ideas, expresiones u opiniones que apreciadas en su 

contexto, aporten elementos que permitan la formación de una opinión pública 

libre, la consolidación del sistema de partidos y el fomento de una auténtica cultura 

democrática, cuando tenga lugar, entre los afiliados, militantes partidistas, 

candidatos o dirigentes y la ciudadanía en general, sin rebasar el derecho a la 

honra y dignidad reconocidos como derechos fundamentales por los 

ordenamientos antes invocados”. Como se apreciará después, este criterio 

fundamental es contradicho por la propia Constitución al imponer un régimen de 

límites al derecho de libertad de expresión en el que se prohíbe un debate libre e 

intenso de ideas. Anexo 58. 

Jurisprudencia 14/2007. El derecho a la honra y reputación se violan 

cuando las expresiones en campaña tienen como fin primordial denigrar o 

degradar aspectos como el nombre, la imagen, la nacionalidad o capacidad de un 

candidato. En esta jurisprudencia se emiten criterios orientadores en materia de 

propaganda negativa y el papel de los medios de comunicación, que como 

veremos, son nulificados por el régimen de límites impuesto por la reforma de los 

años 2007-2008. Anexo 59. 

Tesis XXXIII/2013. No está protegida la imputación de delitos cuando se 

hace de manera calumniosa y para denigrar a las personas o institutos políticos. 

Anexo 60. 
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Tesis XXXIII/2012. La restricción a los particulares para contratar tiempos 

de radio y televisión no está sujeta a control de convencionalidad, toda vez que la 

restricción a la libertad de expresión está prevista en el texto constitucional. Cabe 

destacar que esta resolución recae a un juicio de protección de los derechos 

político-electorales del ciudadano, promovido por un catedrático e investigador de 

nuestra Facultad de Derecho. Anexo 61. 

Tesis XII/2009. Establece que ninguna autoridad administrativa pude 

imponer más restricciones  a la libertad de expresión que las previstas en la  

Constitución y en la ley. Si se imponen restricciones no previstas a la propaganda 

electoral, como en el caso, pedir sustento a expresiones que atribuyen delitos 

(calumnian) a un candidato, se está ejerciendo de hecho una censura previa, la 

que está prohibida en general y permitida sólo en los casos establecidos en los 

cuerpos normativos indicados. Es decir, se trata de un sistema de restricciones (o 

excepciones) tasado. Anexo 62. 

Tesis XXVII/2004. Un gobernador ve limitado su derecho de libertad de 

expresión, respecto del apoyo a un candidato, toda vez que la naturaleza de su 

función implica un poder de mando, un acceso privilegiado a medios de 

comunicación e impacto de sus declaraciones, lo que  quiebra las condiciones de 

equidad que deben existir en toda contienda electoral. Anexo 63. 

Así, de las resoluciones y comentarios analizados es posible extraer los 

siguientes criterios: 

a) La libertad de expresión en materia electoral es un ámbito especial de 

este derecho, en que la tolerancia es mayor. 

b) El debate debe ser intenso, la crítica es permitida. Sólo exige veracidad 

cuando se plantean hechos y no cuando se emiten valoraciones. 

c) De cualquier forma, las expresiones  no deben denigrar, denostar, 

ridiculizar a una persona u oponente sobre todo cuando se le imputen 

hechos no acreditados o que no tengan relación con su campaña, 

programa de gobierno, promesas o compromisos. 
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d) Se ha procurado cierta equidad en el acceso a medios de comunicación, 

pues los principales gastos de campaña se refieren al uso o contratación 

de spots. 

e) Se han prohibido las campañas negativas, lo que en la mayoría  de los 

doctrinarios es un punto en contra de la libertad de expresión, pues las 

campañas negativas no implican descalificar , denostar o denigrar, sino 

exponer las fallas, errores e incluso conductas ilegales de los 

contendientes, para que así el electorado pueda emitir un voto 

informado. 

f)  El gobierno ve mermado su derecho a informar sobre acciones o logros 

de gobierno en tiempos electorales porque ello puede inclinar la balanza 

a favor o en contra de algún contendiente. 

g) Se prohíbe a particulares contratar spots a favor o en contra de 

determinado candidato, para no afectar la equidad y evitar el 

financiamiento ilegal. 

h) Se aprecia pues, además de las clásicas excepciones, que una directriz 

importante o excepción especial en materia electoral, es la equidad. 

i) La expresión debe ser analizada de forma integral, que en su contexto 

aporte elementos que permitan la formación de una opinión pública libre, 

la consolidación del sistema de partidos y el fomento de una auténtica 

cultura democrática, sin rebasar el derecho a la honra, la dignidad 

reconocidos como derechos fundamentales. Jurisprudencia 11/2008 del 

TEPJF. 

4.3. Impacto de la reforma constitucional y legal de  2007-2008 en la 

libertad de expresión en materia electoral. Contexto de la reforma. 

La relación entre el Estado mexicano y los medios de comunicación no ha sido 

sencilla. Se estima que para comprender su dinámica, es necesario a su vez 

entender, a manera de reseña, la forma en que se ha desenvuelto el poder del 

gobierno mexicano en un pasado próximo. El análisis es necesario porque el eje 

de la reforma constitucional y legal de 2007-2008, fue el acotar la intervención de 

los medios masivos en las elecciones mexicanas, su empoderamiento y la 
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captación excesiva de su parte de la mayor parte de recursos públicos destinados 

a los partidos, así como de financiamiento privado. 

Como punto de partida y a manera de brevísimo contexto, se toma como tal 

la etapa pos-revolucionaria. En la reseña que sigue se emplean como fuentes de 

información diversas obras, a reserva de que efectuar citas específicas en los 

supuestos necesarios: El Siglo del Sufragio: de la No Reelección a la 

Alternancia104; Las elecciones y el gobierno representativo en México105; el libro 

conmemorativo del Instituto Federal Electoral por los primeros 20 años de su 

creación106; El tomo XIV de la obra colectiva del Colegio de México intitulada Los 

Grandes Problemas de México107;  la obra coordinada por John Ackerman Nuevos 

Escenarios del Derecho Electoral: Los Retos de la Reforma de 2007-2008108; La 

                                                                 
104 Medina Peña Luis, (Coord.), El siglo del sufragio, de la no reelección a la 

alternancia, México, Fondo de Cultura Económica e Instituto Federal Electoral, 

2010. 

105 Aguilar Rivera, José Antonio, Las elecciones y el gobierno representativo en 

México (1810-1910), México, Fondo de Cultura Económica e Instituto Federal 

Electoral, 2010. 

106 Instituto Federal Electoral (Ed.), Instituto Federal Electoral: 20 años, México, 

2010. 

107 Loaeza Soledad y Prud’ homme, Jean Francois (Coord.), Instituciones y 

procesos políticos, México, Colegio de México, 2010, Colección Los grandes 

problemas de México, Tomo XIV. 

108 Ackerman, John M., (Coord.), Nuevos escenarios del Derecho Electoral: los 

retos de la reforma de 2007-2008, México, Instituto de Investigaciones Jurídicas 

UNAM, 2010. 
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Transición en México109; 2 de Julio110; 2006, Hablan las actas111;  1968, Largo 

camino a la democracia112; El Despertar de México113; y la obra editada por el 

Instituto Belisario Domínguez de la Cámara de Senadores114, titulada Enciclopedia 

Política de México en sus tomos  4 y 5 (de 12 en total), consultada en su versión 

electrónica. 

Así, una vez culminada la Revolución, la principal característica del sistema 

político mexicano era su atomización. No existían los partidos políticos como tales; 

abundaban los cacicazgos, los cuartelazos, las traiciones. Por lo tanto, el Partido 

Nacional Revolucionario (PNR), que se convertiría a la postre en el PRI, se sirvió 

al inicio de esa complejidad para que, al tomar como base las elecciones 

municipales, ganar presencia en todo el país y estabilizar de las regiones al 

centro. Una vez afianzado, se congregan bajo su manto miles de clubes (germen 

de  los actuales partidos políticos) y agrupaciones. Pero destacan sectores visibles 

de la sociedad mexicana: el sector obrero, el campesino y militar. Una vez 

constituido como partido, el PNR se convierte en el eje de toda la vida político-

electoral. El Presidente se convierte en el ícono por excelencia de la unidad 

                                                                 
109 Aguayo Quezada, Sergio, La transición en México, una historia documental: 

1910-2010, México, Fondo de Cultura Económica y Colegio de México, 2010. 

110 Tello Díaz, Carlos, 2 de julio, la crónica minuto a minuto del día más importante 

de nuestra historia contemporánea, México, Planeta, 2007. 

111 Crespo, José Antonio, 2006 hablan las actas, las debilidades y fortalezas de la 

autoridad electoral mexicana, México, Debate, 2008. 

112 Guevara Niebla, Gilberto, 1968 largo camino a la democracia, México, Cal y 

Arena, 2008. 

113 Preston, Julia y Dillon, Samuel, El despertar de México, episodios de una 

búsqueda de la democracia, México, Océano, 2004. 

114 www.senado.gob.mx, consultada en febrero de 2014. 
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nacional. Sólo el “centro” político otorga las candidaturas, por lo que todos los 

caciques deben su existencia y permanencia en el poder, al partido en el gobierno. 

De a poco se combaten los caciques que representan un daño al partido, 

que se transforma en el PRI. La oposición no existe como tal, pero el PAN 

comienza a dar algunas batallas significativas por ganar espacios de poder. El PRI 

se percata que debe conceder ciertos espacios para legitimarse ante la sociedad. 

Al partido en el gobierno le interesa la estabilidad social y su permanencia en el 

poder, pero al mismo tiempo desea aparentar que sus triunfos son producto de 

una contienda electoral (el poder se transmite vía elecciones y no con base en 

guerrillas, cuartelazos y traiciones), y no de una política en que avasalla a sus 

adversarios. 

Nace el sistema de representación  proporcional para otorgar legisladores a 

los partidos que obtengan un mínimo de porcentaje de la votación total efectiva, se 

reconoce el derecho de las mujeres a votar, se prohíbe la reelección de 

legisladores y se llega por fin al grado de otorgar financiamiento público a los 

partidos políticos para que puedan efectuar sus campañas electorales. Si bien el 

reparto del dinero no es el adecuado, se está en presencia del nacimiento de una 

política que, a todas luces, busca generar (o aparentar) equidad en la contienda 

electoral. También se concede a los partidos políticos el derecho de acceder a los  

medios de comunicación masiva para difundir sus programas y propuestas. El 

PRI-Gobierno no ceja en su intento de  crear (en apariencia) condiciones de 

igualdad y equidad en las disputas electorales.  

En realidad todo el sistema estaba dominado por el partido en el poder. El 

Presidente de la República era el funcionario más poderoso y con sus excesivas 

facultades (Jefe de Gobierno, Jefe de Estado, Comandante Supremo de las 

Fuerzas Armadas, jefe supremo de su partido político, quitaba y ponía 

gobernadores, resolvía conflictos entre cualquier poder, etcétera), dominaba todos 

los ámbitos de la vida nacional. 

En el contexto de un partido dominante, los medios de comunicación 

masiva no escapan a su poder. De ahí que tal como lo expone  Manuel Alejandro 

Guerrero en la obra del Colegio de México ya citada, entre gobierno y medios 
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existía una relación corporativa: es decir el gobierno favoreció la creación de 

medios, les proporcionaba ciertos beneficios y apoyos a cambio de un apoyo al 

régimen. Las formas de control tomaban diferentes formas115: 

a) En la autorización de concesiones y permisos. 

b) En el pago de remuneraciones a periodistas. 

c) El otorgamiento de publicidad oficial como premio o castigo. 

d) La distribución de papel a los medios. 

e) El control de distribuidores y papeleros. 

f) Perdonar deudas contraídas principalmente por la compra de papel 

(PIPSA). 

g) El acotamiento por medio de leyes como en el caso de la radio por la 

Ley de Comunicaciones Eléctricas de 1926 y el Reglamento de Vías 

Generales de Comunicación de 1933 en el que se prohibían 

transmisiones que pudieran “atacar en cualquier forma al gobierno 

constituido”; así como el Reglamento  de las Estaciones  Radiodifusoras 

Comerciales, Culturales, de Experimentación Científica y de Aficionados 

(1942-1955), que establecía la cancelación de concesiones si se 

encontraren “irregularidades serias”, las que nunca definió, y ello abría 

paso a la temible discrecionalidad del Estado. 

El referido autor cita a Philippe C. Schimitter para proporcionar un concepto 

de corporativismo que amerita su transcripción: 

Es un sistema  de representación de intereses en que las 

unidades constitutivas se hayan organizadas en un número limitado 

de categorías singulares, obligatorias, no competitivas, 

jerárquicamente ordenadas y funcionalmente diferenciadas, 

reconocidas  o consentidas (cuando o creadas) por el Estado, 

investidas de un monopolio representativo  deliberado en sus 

                                                                 
115 Guerrero, Manuel Alejandro, Los medios de comunicación y el régimen político, 

Op. Cit., Nota 107, pp. 233-236. 
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respectivas categorías a cambio de observar ciertos lineamientos 

impuestos, sugeridos o simplemente reconocidos por el Estado en la 

selección de los lideres y en la articulación de demandas y apoyos116.   

Así, el gobierno proporcionaba facilidades para que a través de los medios 

se tuvieran negocios rentables, pero debía apoyarse al régimen como la moneda 

de cambio.  

En este mismo sentido, en la excelente investigación de Jacinto Rodriguez 

Munguía intitulada La Otra Guerra Secreta, los Archivos Prohibidos de la Prensa y 

el Poder, el autor expone que los medios escritos entre 1960 y 1970, optaron por 

la conveniencia ante los siguientes factores: el poder; el miedo que imponía el 

poder mediante sus mecanismos de control (subsidios, papel, publicidad); frente a 

la pérdida de influencia que suponía tener un medio de comunicación masiva. 

Incluso sostiene que ante dicho panorama fueron varios los medios que por su 

propia cuenta se autocensuraron y encontraron acomodo en dichas reglas 

corporativas117. 

 En suma, el gobierno utilizaba a los medios para controlar a la población y 

legitimar sus acciones. El propio Rodríguez cita una carta escrita en la oficina de la 

Secretaría Particular del Luis Echeverría, misma que no está firmada, de gran 

extensión y que habla por sí misma (ídem: 36):  

…Las dictaduras reprimen por la fuerza las ideas y las 

expresiones populares. En un gobierno democrático, este control 

debe alcanzar la calidad de arte, toda vez que intente manejar 

ciudadanos libres, capaces de resistirse a la acción de las 

autoridades y capaces de llevar el contagio de su resistencia a los 

demás…La propaganda política debe utilizar todos los vehículos de 

                                                                 
116 Ibídem., p.233. 

117 Rodríguez, Jacinto, La otra guerra secreta, los archivos prohibidos de la prensa 

y el poder, México, Grijalbo y Proceso, 2013, p.23. 
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difusión: Prensa, Radio, Cine, Televisión, Teatro, Ediciones 

Institucionales, Carteles, Relaciones Públicas…118 

Pese al férreo control gubernamental, la disidencia, oposición, la crítica a su 

conducción del país estuvo presente, pero conocieron, desde luego, el poder del 

Estado.  

Manuel Alejandro Guerrero (p. 238-239), cita algunos ejemplos: 

a) La salida del país de Felix Palavicini del periódico El Universal, debido a 

su cobertura sobre el conflicto cristero. 

b) El golpe al periódico Excelsior que luego propició el nacimiento de la 

revista Proceso. 

c) La adquisición de los soles de Valseca, por la familia Vázquez Raña.119 

En el máximo de coerción, se dieron y han ocurrido muertes de periodistas, 

tan sólo de 1960 a 1979, Carlos Moncada proporciona datos de 15 periodistas 

asesinados120. 

 Se considera que el sistema electoral mexicano es un sistema que tiene su 

base en la intención de un partido dominante por demostrar que sus triunfos han 

sido legítimos, a pesar de que los hechos lo desmienten; y en consecuencia, a la 

desconfianza del pueblo mexicano en el propio sistema.  

 Por lo tanto, se advierte que las reformas electorales sólo pretenden 

legitimarse, perfeccionar la próxima jornada electoral, no tanto para lograr la 

calidad en la democracia, sino para evitar que se cometan los mismos excesos u 

errores de la elección anterior. Interesa la reforma de 1977 porque en ella se 

otorga por primera vez, el derecho de los partidos políticos y sus candidatos para 

                                                                 
118 Ibídem., p. 36. 

119 Guerrero, Manuel Alejandro, Op. Cit. Nota 107, pp.238-239. 

120 Moncada Ochoa, Carlos, Oficio de muerte, periodistas asesinados en el país de 

la impunidad, México, Grijalbo y Proceso, 2013, pp. 99-132. 
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acceder a los medios de comunicación en las campañas, lo que desde luego 

marca la pauta al trabajo que se realiza. 

En su artículo para la obra colectiva Los Grandes Problema de México, 

(tomo XIV), Jacqueline Peschard121,  refiere que esta reforma se logra liberalizar el 

sistema autoritario. Leonardo Valdés, en la obra colectiva editada por el IFE con 

motivo de su 20 aniversario,  hace lo propio y expresa que dicha reforma inicia con 

la era de liberalización política en México y precisa los aspectos más relevantes de 

la misma122: 

a) Se establece el sistema de representación proporcional en el Congreso. 

b) Los partidos políticos se reconocen a nivel constitucional. 

c) Se aumenta el número de diputados. 

d) Se disminuye el requisito de porcentaje de votos para otorgar diputaciones 

de representación proporcional. 

e) Se otorga financiamiento y acceso a los partidos a los medios de 

comunicación. 

Para mayor ilustración se transcriben las siguientes ideas de Zurita, quien a 

su vez cita a Dieter Nohlen: 

 Con la reforma de 1977 se fortaleció el pluralismo e inició una serie 

de reformas normativas que mantuvieron encendidos los motores del 

pluralismo y del cambio institucional, por casi 20 años. Aunque es claro que 

de 1977 a 1990, el sistema electoral mexicano, como lo señala Dieter 

Nohlen, 

“se ha reformado continuamente casi en cada sexenio presidencial 

desde los años setenta, atendiendo, por un lado, clamores por mayor 

democracia (es decir pluralismo político y competencia real) y adaptando, 

por otro lado, la legislación electoral al momento político, como respuesta 

                                                                 
121 Peschard, Jacqueline, Op. Cit. Nota 107, p. 360. 

122 Valdés Zurita, Leonardo, Pluralismo y reformas electorales: los motores del 

cambio político en México, Op. Cit. Nota 106, pp.24-45.  
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del partido en el poder a los retos de un pluralismo político creciente que 

había de ser controlado”123. 

Además vale la pena resaltar que algunos presos políticos habían sido 

liberados, al tiempo que se suavizan los requisitos para registra partidos, lo que 

permite que con el paso del tiempo se registren organizaciones políticas que 

habían estado prohibidas. 

 No obstante, tanto la oposición en los partidos como en el ámbito ciudadano 

e intelectual, fue ganando espacios y con la reforma del 77, las expectativas de 

apertura crecieron. El partido en el gobierno  confiaba en que dichas expresiones 

disidentes no alcanzarían a las masas o, por lo menos, no se traducirían en un 

debilitamiento de su poder. No obstante, el sistema desgastado, la polémica 

elección presidencial de López Portillo en 1982; el sismo de 1985 y sus 

repercusiones sociales y políticas; la controvertida  elección de 1988; la apertura al 

neoliberalismo impulsada por Salinas y continuada por Zedillo, así como los 

turbulentos años de 1995-1995, generaron a su vez nuevas reformas electorales 

(y de otra índole) que prepararon el terreno para la alternancia en el Poder 

Ejecutivo Federal y la pérdida de la mayoría en el Congreso para el PRI y con ello, 

un nuevo papel de los medios de comunicación masiva en las elecciones 

mexicanas e incluso, su relación con el gobierno. 

Con todo y los aspectos positivos de ésta reforma, vista a la distancia, se 

coincide en que siembra el germen del pluralismo, de las campañas electorales 

más equitativas, del fin del sistema de partido hegemónico… pero al mismo 

tiempo, al presenciar el regreso de dicho partido al gobierno federal, se 

comprende una de tantas “máximas” del PRI: “cambia todo, para que todo siga 

igual”. 

No se cuenta con pruebas para argumentar un fraude electoral en la 

elección presidencial de 1988, pero lo cierto es que la efervescencia política y 

social de ésa época marcó un hito en la historia reciente del país. Silvia Gómez 

Tagle, en la obra colectiva del IFE, denomina a ésta elección como la última del 

                                                                 
123 Valdés Zurita,  Leonardo, Op. Cit. Nota 106, p.26 
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régimen de partido hegemónico124; Preston y Dillon, corresponsales del New York 

Times en México en ésas fechas, refieren con claridad y sustento algunos puntos 

relevantes del inicio y fin del salinismo. Carlos Salinas llegaba con un serio 

problema de legitimidad al poder y, de manera incidental (según los autores), inicia 

las negociaciones de un acuerdo de libre comercio con los países vecinos del 

norte125. 

  Lograr la firma de dicho acuerdo trilateral requería serias transformaciones 

en México. En concreto, la apertura al  sistema neoliberal que exigía 

responsabilidad ambiental y humanitaria; combate a la corrupción; adelgazamiento 

del Estado; reconocimiento y protección de derechos humanos; disciplina 

financiera y, desde luego, democratizar y perfeccionar el sistema electoral. 

 Al mismo tiempo, el régimen deja de ser tan autoritario con la oposición, se 

resisten más las críticas y ya resulta imposible acallar a todas las voces críticas. 

Nace el Partido de la Revolución Democrática que abandera y conglomera las 

causas, las voces que repudiaban al partido en el gobierno y su Presidente.  

 Ávido de reconocimiento y de consensos, Carlos Salinas opera una reforma 

electoral en 1989 y 1990, que crea el Instituto Federal Electoral y el Tribunal 

Federal Electoral. Aunque en el caso del IFE se constituye un avance, su control 

seguía en manos del Ejecutivo a través del Secretario de Gobernación. Bien 

expresa Jesús Cantú en la obra coordinada por Ackerman: al crear el IFE el 

régimen se arrogaba legitimidad y otorgaba democracia al sistema electoral, pero 

lo cierto es que bajo esa máscara mantenía el control del nuevo órgano, máxime 

que el Colegio Electoral –la Cámara de Diputados-, seguía también bajo el control 

del PRI126. Como un plus del control político cabe recordar la implementación de la 

                                                                 
124 Gómez Tagle, Silvia, Op. Cit., Nota 106, p.76  

125 Preston, Julia y Dillon, Samuel, Op. Cit., Nota 113, pp. 85-159. 

126 Cantú Jesús, El sinuoso andar de la democracia mexicana, Op. Cit., Nota 108, 

p.17.  
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llamada “cláusula de gobernabilidad”, que en los hechos permitía una 

representación excesiva del PRI en el Congreso de la Unión, pero que le daba al 

Presidente la mayoría que a su vez implicaba la estabilidad y seguridad que 

necesitaba para echar a andar la serie de reformas que definieron muchos rumbos 

para nuestro país. 

  No obstante, los espacios ganados por la oposición y en ellos implícita una 

mayor libertad de información y expresión, logra presionar al gobierno que herido 

de muerte en el ocaso del salinismo debido al año turbio de 1994, deja listo el 

terreno para otras reformas que hacían lo propio a la alternancia en el Poder 

Ejecutivo. 

La elección de 1994 además de trágica tuvo un hecho interesante: por vez 

primera se realizaba un debate entre los candidatos presidenciales más fuertes. 

Ernesto Zedillo suplía al fallecido Luis Donaldo Colosio y como tecnócrata, carecía 

de carisma y fue superado por el panista Diego Fernández de Cevallos. En este 

ejercicio democrático y en cuyo centro se encuentra la libre expresión de ideas, al 

panista se supo ganador y la mayoría del país compartió esa visión, incluyendo a 

los medios que se agolparon y prácticamente levantaron en hombros al candidato 

blanquiazul. Por si algo le faltare al país y a ése año tétrico, el candidato panista 

se opacó y dejó de hacer campaña según la opinión de muchos. 

Al respecto, la revista Nexos de enero de 2014, cuya portada está dedicada 

a diversos hechos del año de 1994, incluye una charla entre Héctor de Mauleón y 

el  propio panista que refiere que luego del debate en realidad no “desapareció” de 

la campaña. Al contrario y como una muestra que apoya nuestro argumento sobre 

la importancia de los medios en la equidad electoral, Diego acusa que los medios 

de comunicación masiva “hicieron” Presidente a Ernesto Zedillo: expone que luego 

del debate, Televisa principalmente no difundía de manera fiel sus actos de 

campaña, tergiversaban la información u omitían las muestras de apoyo que 

recibía, la cantidad asistentes a sus mítines, etcétera127. 

                                                                 
127 De Mauleón, Héctor, “El gobierno operó con los medios el triunfo de Zedillo”, 

Nexos, México, año 37, número 433, enero de 2014, pp. 56-64. 



 

- 152 - 

 

Una vez en el poder, Ernesto Zedillo impulsa nuevas reformas y en el tema 

electoral ciudadaniza por completo al IFE; al permitir elecciones en el Distrito 

Federal que se convertiría en el bastión del PRD; al perder la mayoría en el 

Congreso de la Unión y dejar en manos de su partido la elección del candidato 

presidencial, colocó las fichas para que en el año 2000 hubiese una transición en 

el Poder Ejecutivo Federal de manera tersa. Las expectativas con la alternancia 

eran muchas. A la distancia es posible expresar que se tuvo una oportunidad 

inmejorable para modificar las viejas estructuras e inercias del régimen 

tricolor…pero las esperanzas se agotaron muy pronto, el panismo resultó incapaz 

de realizar cambios reales en muchos aspectos de la vida nacional, entre ellos, el 

electoral. 

Es posible argumentar que todas las reformas electorales previas al 2007 

tenían como eje fortalecer a las autoridades electorales; proporcionar mayor 

equidad en el reparto de prerrogativas; capacitar a los funcionarios de casillas; 

transparentar las elecciones y el conteo de votos; sancionar las irregularidades en 

las campañas, etcétera. 

 En cambio, tal como lo refiere Julio Juárez Gamiz, en la obra coordinada 

por Ackerman, la principal característica de  la reforma de 2007-2008 es que su 

eje consiste en regular el papel de los medios de comunicación en las campañas 

electorales. En ello subyace la idea acerca de la transición que juega la libertad de 

expresión en las elecciones mexicanas: pasó de ser un elemento de equidad a ser 

un factor de inequidad128. 

 Manuel Alejandro Guerrero expone, que la relación corporativa entre 

gobierno y medios quedó en el pasado en atención a las siguientes condiciones: 

a) Espacio público en el que los medios tienen gran libertad para publicar y 

presentar cualquier tipo de información. 

                                                                 
128

 Juárez Gamiz, Julio, Informar o persuadir: la centralidad del contenido mediático 

en la nueva ley electoral, Op. Cit. Nota 108, p.150. 
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b) Definición clara de los grupos de empresarios respecto de sus intereses 

corporativos. 

c) Una arena política en la que muchos actores se vieron y supieron 

independientes de la Presidencia de la República, por lo que reclamaron su 

autonomía. 

d) Ámbito electoral cada vez más competido que provocó a su vez que se 

destinaran mayores recursos para mediatizar las campañas129. 

Debe tomarse en cuenta que en México, el medio de comunicación masiva 

con mayor penetración en los hogares es la televisión; al mismo tiempo, la 

propiedad cruzada de medios de comunicación no está regulada en nuestro país. 

Dicho modelo consiste en que el dueño de un medio de comunicación lo sea 

también de otros medios en diverso sectores, lo que genera una concentración y 

se considera viola con ello la libertad de expresión y pluralidad informativa.  

De acuerdo con datos del INEGI130, el 95% de la población mexicana 

cuenta con televisión. De ahí, existen dos cadenas de televisión que acaparan la 

programación: Televisa y Tv Azteca. Al mismo tiempo, dichas televisoras son 

dueñas a su vez de estaciones de radio, proporcionan el servicio de telefonía 

celular, de televisión satelital, dueños de periódicos, revistas y otras empresas. En 

menor medida el grupo Carso se perfila como otro actor dominante en el futuro 

mediato. El Observatorio de las Telecomunicaciones en México convocó en el año 

pasado a un concurso sobre el tema de la propiedad cruzada en nuestro país, el 

ganador del mismo Giovanna M. Salazar Ojeda (2013: 7-9) expone que  Televisa 

tiene 224 frecuencias de televisión abierta, 60 canales espejo y 34 estaciones 

afiliadas; Tv Azteca tiene 180 frecuencias, 31 canales espejo y 1 estación afiliada. 

Juntos acaparan más del 80% del mercado. 

En ese contexto, el gobierno foxista no supo manejar el poder creciente de 

los medios masivos. Las reglas del viejo régimen se desvanecían y el nuevo no 

                                                                 
129 Guerrero, Manuel Alejandro, Op. Cit. Nota 107,  pp-173-174. 

130 www.inegi.org.mx, consultada en abril de 2014. 
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acertaba a presentar nuevas reglas. Ese campo abierto  le impidió al nuevo 

gobierno redefinir el interés público en materia de  radiodifusión, al tiempo que los 

medios se empoderaron ante una clase política ávida de aparecer en las pantallas 

de televisión. En el año 2002 se  decretan cambios en materia de radiodifusión 

para disminuir el tiempo oficial del gobierno de 180 minutos al día, a sólo 18 en el 

mismo lapso. Se suponía que ello implicaría un ahorro para el gobierno en el 

sentido de que los spots se transmitirían en un horario específico, pero lo cierto es 

que como se demostrará, los gastos en publicidad gubernamental han aumentado 

con cada elección posterior. 

En el año 2006 se promulga la llamada Ley Televisa que luego fue 

declarada inconstitucional en varios aspectos por la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación131 que revirtió los “triunfos” obtenidos por los concesionarios como el de 

refrendar sus concesiones sin necesidad de concurso o licitación alguna y por 

tiempo fijos de hasta 20 años, entre otros. 

Al mismo tiempo, la elección del año 2006 se convirtió quizá en la más 

competida de la historia de nuestro país, en la que los medios jugaron un papel 

central en varios aspectos: 

a) La mayoría de encuestas daban como ganador a Andrés Manuel López 

Obrador. 

b)  Las televisoras mexicanas presentaban información sesgada  en contra 

de dicho candidato al transmitir las notas de su mítines con imágenes de 

videoteléfono, lo cual impedía ver con claridad cualquier detalle; se 

recalcaban las partes beligerantes de su discurso y se omitían sus 

propuestas. 

                                                                 
131 Suprema Corte de Justicia de la Nación (Ed.), Invalidez de las reformas a las 

leyes federales de telecomunicaciones y de radio y televisión, México, 2009, serie, 

Decisiones relevantes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (41). 
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c) Al mismo tiempo, se comprobó que las televisoras principalmente, 

vendían los spots a dicho candidato a un precio mucho mayor del que 

ofrecían al candidato panista. 

d) A la par, el equipo de campaña de Felipe Calderón y empresarios 

orquestaron  un plan mediático para presentar al candidato de izquierda 

como “un peligro para México”. 

e) Aparecieron spots llenos de propaganda negativa en contra de diversos 

candidatos, pero principalmente en contra de los candidatos perredista y 

panista; al tiempo que muchos de esos spots no eran pagados por 

partidos políticos sino por particulares. 

f) El mismo Presidente de la República aprovechó su proyección en los 

medios para denostar al candidato de la izquierda, quien le reviró y se 

enganchó en un conflicto que sólo apuntaló la campaña mediática en su 

contra. 

Tampoco se cuenta con pruebas para argumentar un fraude en dichas 

elecciones. Lo que resultó evidente fue la necesidad de nuevas reglas electorales, 

dada la mínima ventaja entre el primero y el segundo lugar y la negativa de hacer 

un recuento de votos que diera certidumbre al resultado. José Antonio Crespo en 

su investigación intitulada 2006 hablan las actas, refiere con base en los 

resultados oficiales, que el número de votos nulos fue mayor a la diferencia de 

votos entre primero y segundo lugar, 233,831 votos (316,539 nulos), elemento que 

se considera suficiente para o se anulara la elección o por lo menos realizar un 

recuento de votos132. 

La crispación de la contienda electoral y unos medios masivos cada vez 

más poderosos y que al mismo tiempo se quedaban con la mayor parte del dinero 

otorgado a los partidos para sus  campañas, había quedado convulsionado  el 

terreno político; el papel del IFE había quedado entredicho; la sensación de un 

                                                                 
132 Crespo, José Antonio, Op. Cit., Nota 111, p.95 
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fraude electoral y el reclamo de reglas más equitativas por los partidos políticos, 

dieron paso a las nuevas reformas en materia electoral. 

4.4. Contenido de la reforma político-electoral 2007-2008.  

Como consecuencia previsible de todo lo expuesto, en el año 2007 se realiza una 

reforma constitucional y en el año 2008 se reforma la ley secundaría, esto es, el 

Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y otros 

ordenamientos. El Instituto Federal Electoral (Ahora INE), recibe nuevas 

atribuciones y se convierte en el nuevo árbitro para administrar los tiempos 

oficiales en medios masivos, para el efecto de que los partidos y sus candidatos 

puedan proyectar sus spots en tiempos fuera y dentro de campaña. 

Manuel Alejandro Guerrero puntualiza los aspectos más relevantes de dicha 

reforma, que modifica el papel de los medios en las elecciones y con ello redefine 

la relación de éstos con el gobierno.  

a) El IFE se convierte en el administrador de los tiempos de los partidos en los 

medios. 

b) Parte del costo de las campañas se traslada a los tiempos oficiales. 

c) Se determinan horarios y pautas de transmisión de spots por el IFE. 

d) Se prohíbe contratar anuncios a partidos, candidatos y  terceros. 

e) Se prohíben contenidos negativos en los spots. 

f) Se prohíbe la promoción de funcionarios con dinero del erario público. 

g) El IFE recibe facultades para definir lineamientos para la transmisión de 

contenidos político-electorales. 

h) El IFE organizará los debates. 

i) Se prohíbe que los servidores públicos realicen promoción de obras o sus 

acciones en el tiempo de las campañas133.  

Por su parte, José Buendía y José Manuel Azpiroz, identifican como ejes de 

la reforma los siguientes: 

1. Las campañas negativas. Cuyo objeto fue prohibirlas con el fin de elevar la 

calidad de la discusión democrática. 

                                                                 
133 Guerrero, Manuel Alejandro, Op. Cit., Nota 107. pp. 283-290. 
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2. La administración de los tiempos oficiales. 

3. La guerra sucia, esto es, evitar que tercero intervengan y puedan influir en 

el resultado de las elecciones134. 

En el mismo sentido, Alejandro Madrazo identifica tres grandes categorías 

como innovaciones de la reforma: 

1. Medidas que garantizan que determinados actores puedan realizar 

determinadas expresiones. 

2. Medidas que restringen expresiones de ciertos actores. 

3. Medidas que consolidan al IFE no sólo como árbitro de la elección, sino 

también de las expresiones político-electorales en los medios de 

comunicación135. 

En un análisis comparativo sobre el tema, el IFE expone las nuevas reglas 

que la reforma constitucional y legal que nos ocupan, trajeron a la arena electoral: 

a) El acceso a medios se sujeta a las prerrogativas de los partidos 

políticos, quienes no podrán contratar por sí ni por tercero, tiempos en 

radio y televisión. Artículo 41 constitucional base III, Apartado A, 

penúltimo párrafo. En el COFIPE dichos cambios se contemplan en al 

artículo 49.2 al 4. Cabe recordar que en la legislación previa se 

contemplaba como facultad exclusiva de los partidos el contratar dichos 

tiempos, y ahora, con la finalidad de crear equidad en la contienda, se 

les quita dicha prerrogativa. 

                                                                 
134

 Buendía Hegewisch, José Luis y Azpiroz Bravo, Juan Manuel, Medios de 

comunicación y la reforma electoral 2007-2008. Un balance preliminar. México, 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2011, serie Temas selectos 

de derecho electoral, (26), pp. 32-33.  

135  Madrazo, Alejandro, Libertad de expresión y equidad, la reforma electoral de 

2007 ante el Tribunal Electoral, México Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, 2011, serie Cuadernos de divulgación de justicia electoral (5), p. 33. 
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b) Se crea un Comité de Radio y Televisión del IFE, que conocerá y 

aprobará las pautas en que serán transmitidos los spots de los partidos 

y sus candidatos. En este punto cabe recordar que al iniciar la vigencia 

de la nueva ley, las televisoras  en pleno desacato, transmitieron los 

spots a su libre albedrío, interrumpiendo programaciones, eventos 

deportivos, de espectáculos, etcétera, generando molestia en las 

audiencias, pero culpaban de ello al gobierno y al IFE, como lo 

señalaban en los mensajes previos a dichas interrupciones. Huelga 

expresar que dichas conductas no han sido sancionadas, aunque con 

posterioridad los medios se ajustaron a las pautas del Comité. Estos 

cambios se encuentran los numerales 59.2; 65.3 y 76 del COFIPE. 

c) El IFE es el único facultado para distribuir los tiempos oficiales en 

televisión. En concreto, se cuentan con 48 minutos al día por cada 

estación de radio y televisión. En tiempos de campaña,  41 minutos  se 

destinarán a los partidos y los 7 restantes al propio IFE. Los spots deben 

transmitirse entre las 6 y las 24 horas. El criterio utilizado es distribuir el 

30% del tiempo por igual entre los partidos y el 70% restante en 

proporción al número de votos obtenido por el partido en la elección de  

diputados de la elección pasada. Se recalca la idea de que lo que se 

busca con esta medida, además de quitarle poder y dinero a los medios, 

es generar equidad entre los candidatos, pues cabe recordar que en las 

elecciones previas, las televisoras imponían tarifas diferenciadas a los 

partidos. Cobraban pues, como querían. Estas reformas se ubican en el 

numeral 41 constitucional Base III, Apartado A y B, así como en el 

diversos 49.5, 49.6, 51, 52.2, 58, 56.1 y 4,  56.2 y 56.3.136 

Cabe expresar que las reformas también regulan los tiempos oficiales en 

elecciones concurrentes; elecciones locales; tiempo fuera de campaña y las 

                                                                 
136 Instituto Federal Electoral (Ed.), Análisis comparativo de la reforma electoral 

constitucional y legal 2007-2008, México, 2008, pp. 54-64. 
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propias campañas institucionales, pero no interesan a la presente investigación 

por estar fuera de su  propia delimitación. 

A efecto de clarificar y recalcar los principales efectos de las reformas. El 

propio IFE en un documento informativo sobres la administración de tiempos del 

Estado en radio y televisión para fines electorales, desglosa las atribuciones y 

prohibiciones para los sujetos a  quienes está dedicada la nueva normativa, sólo 

se expresan las prohibiciones: 

1. Partidos políticos: Se les prohíbe contratar tiempo en radio y televisión; 

difundir propaganda que tenga expresiones que denigren a las 

instituciones y a los propios partidos o que calumnien a las personas y 

realizar actos anticipados de campaña. 

2. Concesionarios y permisionarios. Se les prohíbe alterar pautas 

aprobadas por el IFE; exigir requisitos técnicos adicionales a los 

aprobados por el CRT para los anuncios de los partidos políticos; 

comercializar el tiempo del Estado para fines electorales que no haya 

sido asignado por el IFE; difundir propaganda  política o electoral, 

pagada o gratuita, ordenada por personas diversas al IFE; vender 

tiempo de transmisión, en cualquier modalidad  de programación, a los 

partidos políticos, aspirantes, precandidatos o candidatos a cargos de 

elección popular; incumplir sin causa justificada su obligación de 

transmitir  los mensajes y programas de los partidos y autoridades 

electorales de acuerdo con las pautas aprobadas por el IFE; manipular o 

superponer la propaganda electoral o los programas de los partidos 

políticos con el fin de alterar o distorsionar  su sentido original o denigrar 

a las instituciones, a los partidos o calumniar a sus candidatos. 

3. Autoridades gubernamentales federales y locales. Tienen prohibido 

difundir durante la campaña y hasta el final de la jornada electoral, 

mensajes de propaganda gubernamental, con excepción de las áreas de 

la salud, educación o en casos de emergencia; difundir propaganda que 

contravenga las restricciones a mensajes institucionales, en todo tiempo 

y en cualquier medio  de comunicación social. 
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4. Personas físicas o morales ajenas a los partidos y gobierno. Deben 

abstenerse de contratar propaganda en radio y televisión, en territorio 

nacional y extranjero encaminadas a  la promoción personal con fines 

políticos, electorales, o en general orientada a influir en las preferencias 

electorales de los ciudadanos, sea esta a favor o en contra de  partidos 

políticos o candidatos a cargos de elección popular137. 

4.5. Valoración del estado de la libertad de expresión en el ámbito 

electoral mexicano. 

Como eje de esta valoración se toma a la reforma constitucional y legal de los 

años 2007 y 2008. Dado el número de aspectos que se regulan en la misma y 

sobre los que interesa reflexionar respecto de la libertad de expresión, se 

proponen los tópicos por separado pero integrando una valoración conjunta al 

mismo tiempo. 

4.5.1. La reforma de 2007-2008: ¿Implementó un régimen de límites o 

de excepciones a la libertad de expresión?  

Es posible precisar que la reforma electoral que nos ocupa tuvo como fines el 

acotar el poder de los medios de comunicación al despojarlos de una fuerte suma 

de ingresos por concepto de contratación de spots; al mismo tiempo se limita a 

terceros ajenos a la contienda para que intervengan a través de contratar spots en 

las campañas. Para lograrlo, se confiere al IFE una serie de facultades que en 

realidad lo rebasaron (en atención a lo acontecido en la elección del año 2012) no 

sólo en el aspecto técnico o legal, sino más importante: en el aspecto de la libertad 

de expresión.  

Ahora, no cabe duda que dichas reformas impusieron un auténtico régimen 

de límites a la libertad de expresión. Ello porque la restricción a su ejercicio es el 

estado permanente de las cosas y no la excepción. Debe tomarse en cuenta que 

los límites impuestos no son de tipo legal, sino constitucional, lo que les da mayor 

                                                                 
137 Instituto Federal Electoral (Ed.), Administración del tiempo del Estado en radio 

y televisión para fines electorales, México, 2008, pp. 41-45. 
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fuerza en atención a lo resuelto en la contradicción de tesis 293/2011, en el 

sentido de que las restricciones a derechos humanos previstos en la Constitución 

prevalecen sobre lo dispuesto en tratados internacionales. 

4.5.2. ¿Cuáles son las principales fisuras de la reforma de 2007-2008, 

en relación con la elección federal de 2012? 

Si bien ninguna legislación es perfecta, también lo es que las reformas electorales 

mexicanas sólo obedecen a lo pasado y a lo inmediato. A lo pasado en cuanto 

regular aspectos que escaparon a la legislación anterior y al futuro inmediato en 

cuanto se pretende que no vuelvan a suceder. Sin embargo, esta dinámica de 

legislar sobre los defectos pasados y la elección inmediata poco abona a la 

calidad democrática. Se opina que no existe voluntad de legislar a largo plazo, de 

sentar una estructura legal e institucional que de a poco se vaya perfeccionando 

pero con directrices permanentes. Por eso es que los aparentes esfuerzo para 

perfeccionar nuestro régimen político-electoral hacen agua cuando los partidos y 

candidatos (y ahora los medios masivos) encuentran vacíos legales y dejan 

obsoleta la nueva legislación. 

Al respecto, existen muchas críticas a la reforma multicitada en atención a 

lo ocurrido en la pasada elección presidencial: 

a) No se aminora el costo de las campañas. Si bien se generan ahorros 

importantes al ya no contratarse spots; pero al mismo tiempo aumentó el 

financiamiento a los partidos para actividades ordinarias, también ha 

aumentado el gasto del gobierno en propaganda gubernamental y 

porque se ha generado un fuerte financiamiento no registrado y por lo 

tanto ilegal, que al mismo tiempo no es fiscalizado de manera 

satisfactoria.  

b) Los medios de comunicación continuaron haciendo negocio con los 

candidatos al haberse contratado en el año 2012, propaganda integrada 

en programas  de revista, telenovelas y otros contenidos; las entrevistas 

y las noticias tomaron el carácter de nuevos spots. De ahí que la 

influencia de los medios para generar inequidad en la contienda 

electoral, no se detuvo. 
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c) Se imponen restricciones a la libertad de expresión al prohibir las 

campañas negativas y la denominada guerra sucia, que si bien no son lo 

deseable, sí están acordes a la idea de que el debate político electoral 

ha de ser vigoroso y con amplios márgenes de tolerancia. Dichas 

restricciones son insalvables por estar prescritas de manera directa en el 

texto constitucional. 

d) Se prohíbe la contratación de tiempos en radio y televisión para emitir 

mensajes a favor o en contra de algún candidato. El argumento es que 

con ello se impide la participación de terceros con el suficiente poder 

económico –del que carece la mayoría de los mexicanos- y que al 

utilizar los medios masivos, influyan en la contienda electoral. Sin 

embargo, se considera que dicha restricción puede ser salvada con un 

adecuada regulación del derecho de réplica. Sin embargo, el criterio 

seguido  fue que es mejor prohibir el debate que tenerlo. 

e) Se limita la propaganda gubernamental. No obstante, la propaganda 

encubierta no fue regulada y la ley secundaria dejó la puerta abierta a 

gastos excesivos que ahora siguen imparables, al justificar la existencia 

de “informes” de gobierno que se convierten en auténticas mini 

campañas personales y/o electorales con cargo al erario público. 

De manera paradójica, la libertad de expresión sí recibió importantes 

restricciones: al impedir la contratación de spots en radio y televisión se inhibe el 

debate, la crítica, el flujo de ideas; si bien se estima que las campañas negativas 

pueden contribuir a que disminuya el nivel de debate, no toda crítica o evidencia 

de la mala actuación de un gobernante o candidato debiera ser considerada como 

campaña negativa. En contrasentido, los gobernados debemos permanecer 

pasivos ante los excesos de candidatos, partidos y gobernantes en los spots, 

propaganda gubernamental y espacios como el  internet o las funciones de cine. 

 Por ende, se considera contradictorio que el TEPJF considere que en 

materia electoral el debate debe ser intenso en función de la importancia que 

tienen las elecciones para un gobierno democrático y por el otro se promulguen 

reformas que acotan a la libertad de expresión al suponer que a sociedad 
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mexicana no está preparada  para una campaña negativa o con la participación de 

terceros ajenos a la contienda.   

4.5.3. ¿Se logró le equidad en la elección presidencial de 2012? 

Es importante recordar que la justificación de fondo para dicha reforma fue y ha 

sido lograr la equidad en la contienda electoral. 

 Se reconoció que la intervención de los medios masivos, el financiamiento 

privado e ilícito, el acceso a los medios masivos y la propaganda gubernamental 

constituían peligros serios en materia de equidad para los candidatos y sus 

partidos. Dicha preocupación fue el germen de la reforma. 

Todo régimen tiene, entre otras, la preocupación sobre su legitimidad. Será 

un gobernante más legítimo si las elecciones fueron libres, auténticas, legales, 

equitativas.  

Son varios los factores que pueden quebrantar dicha equidad entendida 

como la igualdad y proporcionalidad de recursos para los partidos y candidatos en 

la contienda electoral a efecto de lograr el triunfo en la misma. Por citar ejemplos: 

la intervención de medios masivos; la propaganda gubernamental; en su momento 

lo fueron la libertad de contratación de spots en cuanto permitían a los medios 

masivos tarifas diferenciadas; el desproporcionado reparto de recursos públicos 

para actividades ordinarias y de campaña a cada partido político; la desigual 

cobertura de las campañas, entre otros. 

Sin embargo, se considera que la equidad no se ha logrado también por 

diferentes factores: en el caso de los medios masivos, encontraron la forma de 

realizar propaganda encubierta, de transformar la cobertura noticiosa  y la editorial 

en propaganda misma; los candados constitucionales a la propaganda 

gubernamental fueron burlados por la ley secundaria a través de los denominados 

informes de gobierno; los mismos medios masivos influyeron en la elección de 

2012 a través de las encuestas de preferencias electorales; los topes de campaña 

fueron rebasados de manera grosera, pero la autoridad electoral sigue 
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considerando que mientras exista un amplio margen de ventaja para el ganador, 

dicho rebase de topes no rompe con la equidad.138 

Se  considera que el problema de la inequidad generada por las reglas y la  

intervención activa  de los medios de comunicación en las elecciones mexicanas 

no se trata de un problema cuantitativo, sino cualitativo. 

 En el pasado desde luego que el problema también era una cuestión de 

cantidad. El candidato de oposición no recibía financiamiento a diferencia del 

oficial que tenía al aparato de gobierno y  presupuesto público a su servicio; 

mientras el aspirante priista podía  otorgar despensas y dádivas, el de oposición 

era encarcelado incluso por hacer mitin sin permiso del alcalde en turno o le era 

cortado el suministro de energía eléctrica. 

El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación recién ha difundido 

(se consultó en línea), una obra denominada “Fortalezas y Debilidades del 

Sistema Electoral Mexicano (2000-2012) Ideas para una Nueva Reforma 

Electoral”.139 En dicha obra integrada por dos tomos y caso 800 páginas de 

contenido. Se analizan a través de artículos, diversos aspectos del sistema 

electoral mexicano: formación de partidos, financiamiento, capacitación electoral, 

autoridades y justicia electoral y, desde luego, dos temas que se relacionan con el 

presente trabajo: el acceso de los partidos a los medios masivos y el papel de las 

encuestas en la elección presidencial del año 2012. 

 La obra referida, sin entrar a un debate cualitativo, llega a expresar que la 

contienda de 2006 fue equitativa por lo que ve al acceso de los candidatos a los 

medios masivos, para ello toma en cuenta el número de menciones que de cada  

candidato se hizo y lo mismo argumenta respecto de la pasada elección de 2012: 

se estima que el número de minutos fue el adecuado en función de la 

                                                                 
138 De Lassé, Rolando, Equidad en la contienda electoral, casos sobre topes de 

campaña, México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2011, 

serie Comentarios a las sentencias del Tribunal Electoral (11), p. 51. 

139 www.trife.gob.mx, consultada en abril de 2014 
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representación en el Congreso  de cada partido, cobertura noticiosa, menciones 

en los medios, etcétera. 

De lo que no se habla es la calidad de la cobertura, su tendencia e incluso 

el nivel de crítica. Fuimos testigos de una campaña orquestada a través de los 

medios de comunicación. Las estipulaciones de la reforma multicitada fueron 

burladas con habilidad a través de la propaganda integrada y de la transformación 

de las noticias en spots; de igual forma el gasto excesivo que no pudo ser 

detectado ni sancionado luego de la elección sino por unas multas que sólo sirven 

con incentivo para seguir  no sólo rebasando topes de campaña, sino para recibir 

financiamiento ilegal y no detectable. 

En contrasentido de lo aquí afirmado se pronuncia Astudillo, para quien la 

reforma sólo delineó los márgenes de la libertad de expresión y mantuvo intocado 

el derecho de libertad de expresión a los gobernados y con ello otorgar mejores 

condiciones de equidad. Estima que la libertad de expresión no es un derecho 

absoluto y que como tal fue delimitado por el Poder Legislativo con la finalidad de 

equilibrar a contienda140.  De manera puntual afirma que: 

1. Por lo que ve al monopolio de la propaganda político-electoral de los 

partidos, en realidad se delimitó que los mensajes referentes a esta 

materia le correspondan a los partidos, pero no se vulnero ni la libertad 

de expresión ni de pensamiento, pues se cuenta con diversos canales 

para ejercer la expresión de ideas: medios escritos, entrevistas, debates, 

etcétera. 

2. Respecto de la prohibición de contratar tiempos de radio y televisión 

incluso para partidos y candidatos, sostiene que se trataba de evitar la 

influencia de los medios masivos y su captación excesiva de recursos 

públicos, lo que se traduce además en abaratar costos de las 

                                                                 
140 Astudillo, César, “La libertad de expresión en el contexto del modelo de 

comunicación político electoral” Revista Mexicana de Derecho Electoral, México, 

Número 3, enero-junio de 2013, pp. 3-41. 
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campañas. Además con dicha reforma se orilla a que los partidos, 

candidatos y ciudadanía recurran a otros canales de comunicación y 

manera de hacer propaganda. De igual forma, en el caso de los 

ciudadanos, se evita que terceros con el suficiente poder económico 

influyan en el desarrollo y resultado de la elección. Además que lo único 

que se prohíbe es contratar propaganda en radio y televisión para 

favorecer o no a candidato alguno, pero sigue la libertad de plantear 

temas de debate, elevar la calidad misma de las ideas, etcétera. 

Al respecto se contesta que no puede hablarse se libertad de expresión y 

pensamiento si primero se restringe su ejercicio a unos cuantos. Si bien los 

partidos y candidatos son a quienes corresponde la propaganda electoral, también 

es cierto que pronunciarse al respecto es un derecho originario de la ciudadanía. 

Se considera que no debe existir restricción para contratar tiempos de radio y 

televisión sí debe estar prohibida a candidatos y partidos en función de su acceso 

a través del tiempo oficial; pero en el caso de la ciudadanía no debe existir esta 

limitante. Si bien la contratación impone un obstáculo fáctico para que sean unos 

cuantos quienes puedan realizar dicha contratación, lo cierto es que se está 

pensando más en restringir que en encontrar opciones viables. 

Como opción se plantea que en lugar de mantener la prohibición citada, se 

obligue primero a todos los medios a ofrecer una tarifa igual y accesible cuando se 

trate de ciudadanos, independiente del horario y limitando sí el número de spots 

por lapsos ya sea de horas o de días; tendría que obligarse a los contratantes a 

ofrecer datos personales de localización y garantías para que, en caso de exceder 

el ejercicio de libertad de expresión, sean localizables para los efectos del ejercicio 

del derecho de réplica e incluso de demandas civiles; el costo de los spots para 

ejercer el derecho de réplica deben ser a costa de los contratantes infractores o 

del medio de comunicación cuando no haya efectuado la contratación con las 

garantías pedidas. Así, los spots contratados deberían limitarse hasta cierto punto 

previo al día de la elección para estar en condiciones de que se ejerza de manera 

efectiva el derecho de réplica. 
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Se considera que la mejor opción de tener un debate no es limitando o 

desterrando el debate, sino imponiendo una regulación ágil y eficaz.  

Si se quería evitar la intervención de terceros en las campañas no se evitó, 

sobre todo porque el financiamiento privado no es fiscalizado con oportunidad ni 

se imponen sanciones al rebase de topes de campañas. 

Si se pretendía eliminar la captación de recursos por los medios masivos y 

que así, a través de un marketing político se influyera con inequidad en las 

preferencias electorales, la propaganda encubierta, las noticias y editoriales como 

propaganda y las encuestas sobre preferencias electorales echaron por tierra tan 

altos fines. 

Los informes de gobierno y la nula regulación del internet fueron el campo 

fértil para el derroche en propaganda gubernamental empleada como de tipo 

electoral. De manera paradójica, es a partir de la vigencia de la reforma que nos 

ocupa, que ha aumentado la contratación de propaganda gubernamental y gastos 

en comunicación social en todos los poderes y en todos los niveles de gobierno, 

pero sobre todo, a cargo del Poder Ejecutivo Federal. Si bien dichas actividades 

descansan en el supuesto de garantizar el derecho a la información de los 

gobernados sobre las acciones de gobierno, lo cierto es que no por ello la 

población está bien informada.  

 Como recién acaba de expresarse, el aderezo especial en la elección de 

2012 y que se estima contribuyó a una contienda inequitativa fue el papel de las 

casas encuestadoras. Se estima que la mayoría de casas encuestadoras 

proporcionaron números inflados a favor del ahora Presidente. La obra aludida del 

TEPJF reconoce que a través de la historia y desde su práctica, las encuestas 

siempre han inflado los números favorables al candidato priista141. Pero en esta 

                                                                 
141 Estrada Estraffon, Luis, “Regulación de encuestas pre-electorales y de salida 

en perspectiva comparada”, en Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Fortalezas y debilidades del sistema electoral mexicano, México, 

2012, Tomo II, pp. 360-394, versión digital: www.trife.gob.mx., consultada en abril 

de 2014. 
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elección y con el antecedente de la cerrada  competencia del 2006, las encuestas 

se convirtieron en un termómetro diario y centro del debate en  los medios 

dominantes. Es decir, la principal noticia eran los puntos de ventaja que Enrique 

Peña Nieto se decía ostentaba, y que lo hacían inalcanzable para sus 

adversarios…al final, se comprobó la falsedad de tales datos. Nos se comparten 

los eufemismos técnicos. En el caso de Milenio, el periodista Ciro Gómez Leyva 

tuvo el penoso papel de declarar el retiro temporal de su casa encuestadora en el 

tema electoral (claro, ya que el daño estaba hecho). 

 Luis Estrada refiere que las casas encuestadoras ven impactados de 

manera negativa sus resultados debido a la temporalidad con que se les prohíbe 

levantar y publicar resultados; pero sobre todo porque los encuestadores se 

asumen como protagonistas, opinan y predicen resultados con base en sus 

propias encuestas; al mismo tiempo los medios de comunicación convierten la 

campaña en una “carrera de caballos” y editorializan al respecto. Para no fallar 

con la tendencia, la regulación a las encuestas ha venido posterior a los procesos 

electorales. 

 Advierte el autor que las encuestas se han convertido en protagonistas de 

los procesos electorales. Por una parte los candidatos toman como base sus 

resultados para demostrar su fortaleza o grado de avance, de aceptación; pos su 

parte los medios las utilizan para analizar y dar a conocer “en tiempo real” el 

estado de la competencia, incluso exageran el hecho de pretender ser los 

primeros en dar a conocer los resultados finales de la elección. 

 El autor cita al Libro Blanco del Proceso Electoral Federal 2011-2012, 

público en el sitio de internet del TEPJF, y que en el tema de las encuestas refiere 

que el IFE recibió datos de 2254 encuestas en el proceso electoral142. El número 

habla por sí solo acerca de la excesiva importancia que han tomado estos 

instrumentos en el proceso electoral. 

                                                                 
142 www.ine.mx, consultada en mayo de 2014. 
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 Un dato revelador, según dicho Libro Blanco, es que del total de encuestas, 

los principales patrocinadores son los medios de comunicación con un 64%; un 

18% las propias casas encuestadoras y los partidos políticos  con un 6%.  

 Si se toma en cuenta que la “carrera de caballos” fue uno de los principales 

distintivos de la elección del 2012 y se conoce que la mayor parte de dichas 

encuestas fueron encargadas por los propios medios de comunicación, se refleja 

de qué manera los medios de comunicación masiva fueron un facto determinante 

de la inequidad de la contienda en los propios medios desde un punto de vista 

cualitativo y no cuantitativo. 

 El autor que nos ocupa aborda la cuestión sobre el peso de los resultados 

de las encuestas en la decisión de los votantes. Si bien expone argumentos y 

teorías respecto de que muchos votantes suelen elegir a los candidatos que van 

perdiendo efecto underdog, lo cierto es que el efecto contrario, el bandwagon es el 

que predomina, es decir, que el conocer quién lidera en la encuestas es motivo 

suficiente para elegir o decidir en votantes desinteresados, indefinidos o que les 

gusta sumarse al candidato que saben ganador, así como de los que no quieren 

desperdiciar su voto en una persona que no va a ganar143. 

 Luis Gálvez se pronuncia en el mismo sentido. Expresa que las encuestas 

se han convertido en un punto de interés central en las contiendas electorales. 

Recalca que dichos instrumentos son fuente de conocimiento, de información. 

Pero que cuando son difundidas por medios masivos (y en México organizadas 

por ellos), se convierten en un factor de influencia en la configuración de la opinión 

pública. Alude a la teoría de la reflexividad social (W.I. Thomas), según la cual, 

cuando a través de una encuesta una persona conoce las opiniones de los demás, 

                                                                 
143 Estrada Estraffon, Luis, Op. Cit., Nota  141, p. 385. 
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se pone en funcionamiento un mecanismo de reacción que puede llevar al 

refuerzo o inhibición de las propias ideas y opiniones.144 

 Expone con claridad los efectos que estima, tienen las encuestas  y los 

clasifica en efectos sobre la dirección del voto y sobre la participación electoral. 

En el caso del efecto sobre la intención del voto sistematiza: 

1. Efecto Bandwagon. Según el cual, la predicción de los resultados lleva 

sobre todo a los indecisos a subirse al carro del triunfo, es decir, apoyar 

al ganador. 

2. Efecto Underdog. Cuando al contrario, se da la espalda al candidato 

favorito y se apoya al menos favorecido. 

3. Efecto Momentum. Que consiste en presentar la idea que el apoyo a un 

candidato va creciendo como bola de nieve. Es decir, su crecimiento no 

se detiene ante nada (como en el caso del ahora Presidente quien pese 

a varios momentos difíciles en su campaña, sus puntos en las encuestas 

no descendían como se suponía debiera suceder). 

4. Efecto del voto útil. Que constituye una especie de acumulación de los 

efectos previos y que lleva a un elector a modificar su original intención 

de voto para obtener la mayor ventaja de dicho ejercicio145. 

  

En el caso de la elección mexicana, y si se toma en cuenta que en las 

últimas contiendas cada partido político de los 3 más importantes, tuvo en 

promedio un 30 por ciento de los votos, resulta claro que son los electores 

indefinidos los que deciden la contienda por un margen cerrado. Es entonces que 

puede entenderse el efecto que tuvieron los resultados falsos de las encuestas en 

                                                                 
144 Gálvez Muñoz, Luis A., “Las encuestas electorales y el debate sobre su 

influencia en las elecciones”, Revista Mexicana de Opinión Pública, México, 

Número 11, Octubre de 2011, pp. 25-43. 

145 Ibídem, pp. 33-34. 



 

- 171 - 

 

la última elección presidencial al inflar la ventaja del ahora Presidente con el 

candidato de la izquierda.  

 Cabe recordar que todos los días la primera nota eran los punto de ventaja 

del candidato tricolor y cualquier acto, suceso, error, etcétera, sólo se media en 

función de los puntos que aumentaba o conservaba en las encuestas. De hecho 

resultaba hasta cómico que si el candidato tricolor bajaba dos puntos en un día, 

luego subía 3 o más. 

 Una vez dados los resultados oficiales de la elección y al comprobarse que 

la distancia era de casi 7 puntos porcentuales, la mayoría de los medios sólo atinó 

a expresar que en verdad no era tan grande la ventaja y que la competencia había 

estado mucho más cerrada que lo reflejado en las encuestas.   

Por todo lo anterior se considera que ha sido posible demostrar la inequidad 

no fue salvada con la reforma de 2007-2008, que los medios de comunicación 

masiva constituyeron un factor de inequidad en las dos últimas elecciones 

presidenciales, en especial la televisión como eje de empresarios que disfrutan de 

la falta de regulación de propiedad cruzada en la materia. Desde luego, no fueron 

el único factor. Sin embargo, es interesante y hasta paradójico el comprobar que 

aquéllos medios controlados por el Estado y su gobierno, al parecer se han 

emancipado y cobrado vida propia al grado de condicionar el dictado de muchas 

decisiones en diversos asuntos de la vida nacional. 

Si bien existen opiniones que ponen en duda (pero que acaban reforzando) 

la idea sobre la influencia de los medios masivos en los procesos electorales, 

como la de Levario Turcott, para quien los medios masivos no influyen en realidad 

en las preferencias electorales, y que el dinero ha dejado de ser el poderoso 

sufragante. Afirma categórico que el ADN de los procesos electorales mexicanos 

es el spot. Justifica que la televisión no está llamada a crear la reflexión o análisis 

profundo sino que a través del spot se realiza la acción de elevar la preferencia 

sobre determinado producto…la televisión no sirve para motivar el pensamiento. 

Su carácter visual  le impide ser difusor de conceptos de análisis, sino que es foco 
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de emociones; el ciudadano se vuelve un espectador al que no se le informa, sino 

al que se le vende un producto, lo que incluye la sensación de estar informado146. 

La última idea sobre la sensación de estar informado, es reveladora y con 

desagrado es posible comprobar que en efecto, la televisión  mexicana lo último 

que hace es informar. Juárez Gamiz y Antonio Brambila exponen los resultados 

sobre un monitoreo de spots en el proceso electoral de 2012. Las conclusiones 

son contundentes: el nivel de información política brindada por los partidos, es 

escasa y superficial, sobre todo porque más de la mitad del contenido de sus 

spots no tienen relación con lo expresado en sus documentos básicos; la  

disminución de campañas negativas y de contraste no ha elevado la calidad de las  

piezas publicitarias, sino que han aumentado spots que resaltan características 

insustanciales de los políticos; el spot privilegia el monólogo y no el diálogo; la 

publicidad exalta la persona del político, no sus propuestas o ideología; el 

argumento más utilizado es el emocional147. Ahora, no porque el spot televisivo 

sea de mala o baja calidad informativa no quiere decir que no cumpla con su fin de 

moldear la voluntad, la opinión del auditorio, sino todo lo contrario. El problema 

radica en qué tipo de información es la que influye en la formación de opinión en 

buena parte de la población mexicana. 

Al respecto, una investigación diversa que da cuenta de la conexión entre 

los medios de información y las preferencias electorales, a través del análisis de 

notas y estilos periodísticos, así como de la televisión. Los autores reflexionan 

                                                                 
146 Levario Turcott, Marco, La reforma electoral 2007-2008 y la libertad de 

expresión, México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2012, 

Cuadernos para el debate, proceso electoral 2011-2012. Consultado en versión 

electrónica: www.trife.gob.mx, en mayo de 2014. 

147 Juárez Gamiz, Julio y Brambila, José Antonio, “Contenido y estructura de la 

publicidad política televisiva en el proceso electoral federal 2012”, Revista 

Mexicana de Derecho Electoral, México,  número 3 enero-junio de 2013, pp. 213-

236.  
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respecto de si los medios influyen en la decisión de voto: a lo que contestan 

afirmando como lo hace la mayoría de estudios. Estudiaron 5564 notas 

periodísticas y 722 segmentos televisivos del 31 de marzo al 2 de julio de 2012148. 

Advierten que quienes dijeron apoyar al ahora Presidente fue la población que 

tenía como fuente de información a la televisión; y quienes apoyaban a Andrés 

Manuel López Obrador preferían los periódicos o el internet. Detectan a manera 

de conclusión que los medios sí tuvieron sesgo a favor o en contra de candidato 

determinado, y que tal postura fue más evidente en la televisión que terminó 

apoyando al candidato ganador, lo cual fue evidente incluso año previos a la 

elección presidencial cuando éste  era Gobernador del Estado de México y recibió 

una cobertura favorable en noticias y medios escritos propiedad del consorcio 

Televisa. Afirman que en la televisión existió uniformidad informativa, es decir, un 

mismo sentido; en cambio en los medios escritos sí fue notorio el pluralismo 

informativo. Y toda vez que la televisión es el medio masivo con más penetración 

en la población mexicana y ante la ausencia de pluralismo en su contenido 

informativo y ser el medio que más influye en la formación de opinión, sí genera 

condiciones de inequidad en la contienda electoral, lesionando con ello al propio 

proceso electoral y a la democracia mexicana. 

De regreso con las ideas de Turcott, se agradece la claridad de conceptos 

de este autor porque revelan, como en el caso de los efectos de las encuestas, la 

ruta trazada por muchos candidatos que utilizan a los medios masivos para 

posicionar su figura y venderse como productos, más que presentarse como una 

opción viable de gobierno. Si se toma en serio su argumento de que el spot al final 

sólo vende una imagen y no promueve el análisis ni refexión, surgen interrogantes: 

¿por qué no eliminar este instrumento para hacer campañas y elevamos la calidad 

                                                                 
148 Cantú, Jesus; Díaz Everardo; Galarza, Rocío y Suárez Alma Rosa, “Conexión 

entre medios de información y preferencias electorales”, Revista Mexicana de 

Derecho Electoral, México,  número 4, Especial sobre observación electoral 2012, 

pp.251-273. 
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del debate en las campañas por otros medios menos onerosos?  ¿Ahora que sí se 

considera necesario pero de alguna manera inofensivo, por qué entonces vedar su 

contratación sujeta al derecho de réplica para los terceros ajenos a la contienda? 

Los argumentos se revierten y caen por su propio peso. 

En oposición a las ideas de Turcott, se pronuncia la Comisión de Venecia, 

en visita y estudio efectuado en México cuyos datos fueron recabados durante el 

proceso electoral del 2012. Afirma en su documento final que principalmente la 

radio y televisión juegan un papel central para moldear la opinión pública durante 

las elecciones (por cierto, también reconoce que las encuestas moldean los 

puntos de vista de los demás ya de manera positiva, ya de manera negativa). En 

sus recomendaciones llama a revisar las disposiciones sobre la prohibición de  de 

la denigración de candidatos y partidos (campaña o propaganda negativa) porque 

en los hechos puede materializarse como una censura previa. Recomiendan 

regular ya el derecho de réplica y el pluralismo en los  medios de comunicación149. 

Resulta lamentable admitir que los procesos electorales se han convertido 

más en una especia de mercado que en un espacio de debate, de oposición de 

ideologías y proyectos de gobierno; que el candidato es más un producto que un 

posible servidor público. La propaganda se ha convertido en publicidad; la 

estrategia política, los documentos básicos del partido, su programa y plataforma 

en mercadotecnia. Julio Juárez advierte que los políticos saben que la publicidad 

televisiva tiene un impacto demoledor en el electorado150.  

 Para concluir, se reafirma la discordancia con el que un derecho como la 

libertad de expresión, necesario para el progreso de la sociedad y la existencia de 

                                                                 
149 Comisión Europea para la Democracia a Través del Derecho (Comisión de 

Venecia), Opinión sobre la legislación electoral de méxico, opinión número 

680/2012, elaborada en Strasburgo el 18 de junio de 2013, consultada en versión 

electrónica: www.trife.gob.mx, en mayo de 2014.  

150 Juárez Gamiz, Julio, Informar o persuadir: centralidad del contenido mediático, 

Op. Cit. Nota 107. pp. 159. 
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un régimen democrático, haya tenido que ser restringido en nuestro país de 

manera tan fuerte en la materia electoral, con la finalidad de no afectar a la 

equidad del proceso electoral, que al final, no se logró junto con el resto de 

propósitos de la multicitada reforma. También es contradictorio la imposición de 

tales restricciones cuando se determinado en la jurisprudencia mexicana que en 

materia electoral, se reconoce la necesidad de que el intercambio de ideas, la 

crítica y el debate disfruten de un mayor grado de tolerancia; que las figuras 

públicas y los gobernantes resientan un mayor grado de escrutinio, de crítica y 

hasta de escarnio; que los debates sean intensos; que las ideas fluyan así como la 

información, con la finalidad de que el electorado esté informado y emita su voto 

con plena conciencia de lo que quiere y de lo que no. 

 Antes bien, en la dinámica de conservar el poder; de corregir los errores 

para que los demás no hagan las trampas que hicieron quienes impulsan las 

reformas; la necedad de convertir a la Constitución en un manual absurdo que por 

su grado de especificidad termina por no cumplir sus propios fines, es que se 

aprecia que las restricciones aumentarán hasta un grado en que sea insostenible 

o que las campañas electorales caigan en un punto en que haya que pedir 

permiso hasta para pronunciar un discurso o que de plano, terminen desfiguradas 

a manera de campañas publicitarias: el candidato convertido en objeto, en 

producto a la venta. 

Se opina que es adecuado haber transformado el tiempo oficial en spots 

para los partidos en las campañas y obligar a los medios a ciertas pautas en su 

transmisión. 

La propaganda gubernamental, para cualquier poder de todos los niveles de 

gobierno, debe prohibirse al cien por ciento en medios masivos. Por qué no 

reforzar la cultura de acceso a la información; mejorar las leyes en dicha materia, 

simplificar procedimientos de acceso; elevar los estándares de respuesta ante las 

solicitudes de los gobernados; capacitar al personal de las unidades de acceso a 

la información, recurrir a medios oficiales como el Canal del Congreso o el Canal 

del Poder Judicial de la Federación para dar a conocer sus “logros” de gobierno; 

por qué no utilizar los tiempos en radio y televisión para fomentar valores y 
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principios democráticos, la cultura de la legalidad; por qué no aumentar el rubro de 

informaciones consideradas de oficio. En lugar de informes de gobierno por qué 

no reforzar la cultura y la obligación de rendición de cuentas; hacer efectiva la 

responsabilidad de los servidores públicos; convertir a las comparecencias ante 

los poderes legislativos de auténticos espacios de escrutinio y no de simples 

pasarelas que hacen las veces de catarsis para la oposición. 

Por qué no permitir un debate intenso en las campañas, con la intervención 

de quienes quieran y puedan hacerlo, a contratar spots y darles a éstos la 

temática que deseen, sujetos a las excepciones de la libertad de expresión y 

fortaleciendo el derecho de réplica. En materia de libertad de expresión es 

preferible que el pecado sea el exceso que el  defecto.  

A efecto de precisar lo expuesto en el presente capítulo se afirma lo 

siguiente: 

1. Los medios de comunicación en México tuvieron una relación de tipo 

corporativo con el gobierno luego de la Revolución y hasta el año 2000. 

2. A partir del año de 1977, los partidos políticos tienen acceso a los 

medios de comunicación. 

3. Las reformas electorales habían tenido como fin garantizar certeza y 

transparencia en las elecciones; legitimar el triunfo del régimen y 

corregir las deficiencias de la pasada contienda electoral. 

4. Inaugurada la era de la alternancia, los medios de comunicación masiva 

tienen la oportunidad para ganar poder y autonomía respecto del 

gobierno, así como el captar casi la totalidad de los recursos de los 

partidos en las campañas electorales. 

5. Los medios de comunicación masiva cobraron especial relevancia en la 

elección presidencial del año 2006; de ahí que fuera necesario acotar su 

poder y obtención de recursos públicos. 

6. Para ello se diseño la reforma electoral de los años 2007-2008, que a 

diferencia de las anteriores, tuvo como tema central, a los medios de 

comunicación masiva y a la libertad de expresión. 
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7. Las restricciones impuestas por la reforma constitucional y legal tuvieron 

como fin primordial lograr la equidad en la contienda electoral a través 

de controlar el poder de los medios, impedir la intervención de terceros 

ajenos con poder económico, impedir que los gobernantes utilizaran la 

propaganda gubernamental para realizar campaña, evitar las campañas 

negativas y así elevar la calidad del debate y por último, abaratar los 

costos de la elección al convertir los tiempos oficiales en radio y 

televisión en un espacio más o menos proporcional para los diferentes 

partidos. 

8. Sin embargo, el costo de las campañas sigue elevándose; la prohibición 

de contratar spots fue burlada a través de la propaganda encubierta y el 

sesgo de los medios masivos, sobre todo el de la televisión en cuanto 

medio con mayor penetración en México y más influyente al momento 

de formar opinión; la calidad del debate no se elevó, sino al contrario, las 

campañas electorales se han convertido en campañas publicitarias con 

poco contenido informativo; las campañas electorales exaltan más la 

persona del candidato que sus propuestas o los documentos básicos de 

su partido; los medios siguieron influyendo en la elección con sus 

coberturas sesgadas y sobre todo, con el manejo de las encuestas 

electorales. 

9. Por ello se considera que la propaganda gubernamental debe ser 

prohibida casi por completo y no permitirse en el caso de legisladores de 

ningún tipo; que el rebase de topes de campaña debe ser sancionado 

con la nulidad de la elección más allá de si el resultado fue estrecho a 

favor del candidato infractor; que debe permitirse la contratación de 

spots por los gobernados, así como no prohibir las campañas negativas 

o de contraste, que junto con los spots, deben ser reguladas a través del 

derecho de réplica, cuya ley reglamentaria debió promulgarse luego de 

las reformas legales de 2008 y a la fecha sigue sin ser emitida la 

legislación respectiva, con lo cual se mantiene una clara violación a la 

libertad de expresión en el ámbito electoral. 
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10. La libertad de expresión en materia electoral vive una situación de 

auténticos límites en cuanto las restricciones a su ejercicio son la regla 

general. 

11. Por lo anterior, se considera preferible debate intenso, libre y regulado a 

través de las excepciones personales a la libertad de expresión, con la 

finalidad de lograr un diálogo en el proceso electoral que fomente una 

preferencia electoral mejor informada y lograr así una mejor calidad 

democrática. 

12. Si bien ha sido promulgada una nueva reforma electoral y están en 

proceso diversas legislaciones secundarias, lo cierto es que dicho 

proceso de reforma obedece más a centralizar la función electoral que a 

atender los aspectos analizados en el presente capítulo, pues se dejaron 

intocados los aspectos analizados en esta investigación. 
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REFLEXIÓN FINAL Y CONCLUSIÓN 

¿Qué libertad de expresión tenemos en México? La respuesta depende si lo 

enfocaos desde el gobierno y desde la sociedad. Para el gobierno, cualquiera que 

sea su origen partidista, México vive en democracia y ello per se, es sinónimo del 

disfrute de derechos humanos. Disfrutamos de libertad de expresión y ésta se 

protege por el Estado. La Carta Magna y leyes secundarias reconocen este 

derecho y los que le son afines, contamos organismos de transparencia, 

entramado institucional, recursos legales para hacer valer nuestro derecho, 

fiscalías que investigan agresiones a periodistas, tribunales que salvaguardan 

nuestros derechos y un etcétera prolongado. 

Sin embargo, nos damos cuenta desde la sociedad que nuestro sistema 

democrático dista mucho de la calidad. La cultura democrática aun no permea a 

otras instituciones como las escuelas, sindicatos o la familia. Aun no se  regula 

con el mínimo aceptable los tres momento de un proceso electoral: antes, durante 

y después, por ejemplo, seguimos declarando ganadores a candidatos sin que les 

sean revisados sus gastos de campaña, sólo por citar un ejemplo. 

En materia de  acceso a la información las legislaciones distan de tener 

armonía, el principio que permite tener por cumplida una solicitud de información 

con el proporcionarla en el estado que se encuentra sin un mínimo de obligación 

en cuanto a su sistematización por el ente de gobierno permite que muchas 

peticiones se queden sin respuesta aun en casos que deberían tenerla. No se 

atiende la importancia de contar con una cultura y legislación en materia de 

archivos,  que es donde se concentra la información de los actos de gobierno. Los 

periodistas y medios siguen a expensas de controles gubernamentales férreos en 

cuanto se apartan del elogio al gobernante en turno, la negativa de publicidad y 

peor aún: el flagelo de la delincuencia organizada ante la que están inermes y 

expuestos incluso por sus propios medios. Sigue regateándose el pluralismo 

informativo. En los asuntos difíciles y que  pueden ser capaces de cambiar 

paradigmas, los tribunales se arredran y recurren a cuestiones de forma para dejar 

de fallar el fondo del asunto, claro, siempre que puede resultar beneficiada la 

sociedad. 
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La reforma de derechos humanos en el año 2011 fue el antes y después  

esperado desde hace mucho tiempo. Entre otras muchas expectativas, supone 

vencer un atraso de décadas en la materia.151En materia de libertad de expresión 

es innegable el aporte de dicha reforma, que trae a México un contexto doctrinal y 

jurisprudencial que había enfrentado y sigue enfrentando, ciertas resistencias. 

Sólo es preciso analizar algunas sentencias de la propia SCJN para darse cuenta 

cómo ha evolucionado su conceptualización y su defensa de la libertad de 

expresión: entre la argumentación que defiende las comunicaciones privadas un 

tanto desligada del derecho a la privacidad e intimidad152  a la cuestionable 

sentencia que declaraba la constitucionalidad de la protección penal, en su 

momento, del derecho al honor por la Ley de Imprenta,153 de la que incluso el 

Ministro Cossío se apartó pues ya advertía la confusión entre el honor y la vida 

privada y lo inconvencional que resultaba sancionar en sede penal violaciones a 

tales derechos154; el avance de reconocer plenamente la prohibición de la censura 

previa en el caso ya citado sobre el ciudadano que repartía propaganda 

                                                                 
151 Caballero Ochoa, José Luis  en Pérez Vázquez, Carlos (Coord.), El camino de 

la reforma constitucional de derechos humanos, México, Instituto de 

Investigaciones Jurídicas UNAM, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2013, 

p.1. 

152 Suprema Corte de Justicia de la Nación (Ed.), Inviolabilidad de comunicaciones 

privadas, México, 2005, serie Decisiones relevantes de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, (9), pp.32-44. 

153 Suprema Corte de Justicia de la Nación (Ed.), Vida Privada, México, 2008, 

serie Decisiones Relevantes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, pp. 33-

46 

154 Ibídem, pp. 46-50. 
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religiosa155 y resoluciones como la ya abordada sobre el caso de la revista Letras 

Libres en contra del periódico La Jornada. Es decir, sí existe una evolución en la 

comprensión de este derecho. Esa comprensión conlleva a una mejor defensa y 

garantía del mismo. 

Sin embargo, la investigación efectuada demuestra que el poco avance que 

existe en materia de libertad de expresión (que tampoco puede despreciarse), 

radica en el ámbito personal de la misma, es decir, frente a sus excepciones 

personales. 

El lado oscuro, los grandes pendientes los tenemos en materia de 

excepciones sociales. La revista oficial de la Comisión de Derechos Humanos del 

Distrito Federal, presidida por una experta en materia de derecho a la información, 

Perla Gómez, externa su preocupación por la clara tendencia del gobierno federal 

y algunos locales de reprimir la protesta social a la que no se reconoce como una 

vía eficaz de exigencia al gobierno y a la que Gabriel Soto pide reconocer su 

ejercicio como un discurso especialmente protegido por el Estado156; de igual 

forma  no se perfeccionan las legislaciones ambiguas que utilizan las excepciones 

sociales para evitar el avance de la libertad de expresión, pero que emiten 

directrices conceptuales para evitar su uso excesivo, en el que cae por ejemplo la 

nueva legislación secundaria electoral que considera todo lo relacionado con las 

boletas electorales como un asunto de seguridad nacional157. 

                                                                 
155 Suprema Corte de Justicia de la Nación (Ed.), Libertades de expresión e 

imprenta y prohibición de la censura previa, México, pp.57-78 

156 Soto Climent, Gabriel, “¡Atención a la libertad de expresión, no restricción!”, 

Dfensor, revista de derechos humanos, México, año XII, Número 5, mayo de 2014, 

pp. 20-22.   

157 Cantú, Jesús, “Boletas y  ¨seguridad nacional̈ “, revista Proceso, México, 

número 1963, 15 de junio de 2014, p.46. 
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La materia electoral sigue la dinámica de sólo atender lo inmediato: la 

próxima elección y desterrar lo inmediato: las trampas de la pasada elección. El 

ámbito en el que debiera existir el debate más intenso y plural es el más 

restringido en aras de una equidad no obtenida. Se considera que se tiene una 

libertad de expresión de oropel en cuanto no existe voluntad de que las ideas 

fluyan, sólo contenidas por el derecho de réplica y demás responsabilidades 

ulteriores; en contrapartida, se permite a los gobernantes abusar de la propaganda 

gubernamental y gastos de comunicación; a los propios candidatos y partidos 

encontrar nuevas formas de violar la ley electoral para allegarse recursos de 

manea privada y seguir promoviendo su imagen en los medios masivos mediante 

una propaganda encubierta que, como ya se expresó, sólo promueve imágenes y 

no ideas; a una persona y no la propuesta real de un partido que aspira a 

gobernar. Los propios medios de comunicación han transformado su cobertura 

noticiosa en propaganda, aunque es difícil de comprobar pero fácil de advertir. 

En suma, la libertad de expresión cuenta con fronteras delineadas de 

manera aceptable en el ámbito privado; de una restricción velada ante la 

ambigüedad de las leyes en materia de excepciones sociales y la clara tendencia 

de reprimirla a través de leyes tan eufemísticas como peligrosas. El gobierno ha 

sabido convencer a la mayoría de la población de que es  buen negocio ceder al 

libertad a cambio de seguridad, pero es una seguridad que no existe más que en 

el discurso. 

Y la materia electoral sigue haciendo presa a un ciudadano que parece 

como su única función  en nuestra democracia, el ir a la casilla a emitir su voto. Si 

bien ya existen algunos mecanismos de participación como la consulta popular, la 

iniciativa popular o candidaturas independientes, sus requisitos en realidad son 

candados para hacer nugatorio un derecho que, de nueva cuenta, sólo sirve para 

indicadores y el discurso.  

¿Qué  libertad de expresión necesitamos? Una en la que podamos 

allegarnos de información completa, veraz y oportuna por parte del gobierno y de 

manera abierta por otros actores; una en la que cada persona sea quien decida lo 

útil o no útil que le resulta la información obtenida; una en la que cada persona 
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pueda expresar sus ideas y opiniones sólo con responsabilidades ulteriores y con 

excepciones bien definidas y proporcionales tanto en las leyes como en la 

jurisprudencia; una libertad de expresión que nos permita tomar decisiones 

informadas y no a manera de alguien a quien se debe cuidar para que no tome 

decisiones incorrectas. Una libertad de expresión que en realidad permita el 

desarrollo personal y el de una sociedad democrática. 
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ANEXOS 

Los criterios jurisprudenciales, como se expresó en 

el cuerpo de este trabajo, se identifican con su 

número de identificación en el sistemas “IUS”, tanto 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como 

del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación. En dichos sistemas pueden apreciarse 

los datos completos de los criterios como su 

genealogía, ejecutorias e incluso, las tesis que 

contendieron en tratándose de jurisprudencia 

producida por contradicción. 
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Anexo 1 

Tesis: I.3o.C.606 C  
Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta  

Novena Época  172990        1 de 1  

Tribunales 
Colegiados de 
Circuito  

Tomo XXV, Marzo de 2007  Pag. 1711  
Tesis Aislada(Civil, 
Constitucional)  

LIBERTAD DE IMPRENTA. ALCANCES. 

Conforme a la evolución de los artículos 6o. y 7o. constitucionales se puede 
advertir la intención del legislador en que exista una norma que reconozca el 
derecho del hombre a externar sus ideas, con limitaciones específicas, tendentes 

a equilibrar el derecho del individuo frente a terceros y la sociedad, lo que se le 
conoce como la libertad de expresión (oral) así como de la publicación de ideas 

(imprenta), las cuales en su ejercicio no deben menoscabar la moral, los derechos 
de tercero, la vida privada que implica el honor, la dignidad y el derecho a la 
intimidad de una persona, en su familia y decoro; tampoco pueden, en ejercicio de 

ese derecho, provocar algún delito o perturbar el orden público por lo que si bien la 
sociedad tiene derecho a estar informada y esto se logra a través de los medios 

masivos de comunicación, la información difundida deberá ser veraz, objetiva, 
verdadera, justa, de calidad, íntegra, además de honesta y conveniente; es decir, 
que refleje la realidad y respete los principios morales del hombre, sus legítimos 

derechos y dignidad, tanto en la obtención de la noticia como en su divulgación. 
 

Anexo 2 

Tesis: I.3o.C.244 C  
Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta  

Novena Época  188844        1 de 1  

Tribunales 
Colegiados de 
Circuito  

Tomo XIV, Septiembre de 2001  Pag. 1309  Tesis Aislada(Civil)  

DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES 
PREVISTOS POR LOS ARTÍCULOS 6o., 7o. Y 24 CONSTITUCIONALES. 

El derecho a la información tiene como límites el decoro, el honor, el respeto, la 

circunspección, la honestidad, el recato, la honra y la estimación, pues el artículo 
6o. otorga a toda persona el derecho de manifestar libremente sus ideas y prohíbe 

a los gobernantes que sometan dicha manifestación a inquisición judicial o 
administrativa, salvo que ataquen la moral, los derechos de tercero, provoquen 
algún delito o perturben el orden público. Así, la manifestación de las ideas se 

encuentra consagrada como uno de los derechos públicos individuales 
fundamentales que reconoce la Constitución, oponible por todo individuo, con 

independencia de su labor profesional, al Estado, y los artículos 7o. y 24 de la 
propia Carta Fundamental se refieren a aspectos concretos del ejercicio del 
derecho a manifestar libremente las ideas. El primero, porque declara inviolable la 

libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquier materia y, el segundo, 
porque garantiza la libertad de creencias religiosas. Así, el Constituyente 

Originario al consagrar la libertad de expresión como una garantía individual, 
reconoció la necesidad de que el hombre pueda y deba, siempre, tener libertad 
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para apreciar las cosas y crear intelectualmente, y expresarlo, aunque con ello 

contraríe otras formas de pensamiento; de ahí que sea un derecho oponible al 
Estado, a toda autoridad y, por ende, es un derecho que por su propia naturaleza 

debe subsistir en todo régimen de derecho. En efecto, la historia escrita recoge 
antecedentes de declaraciones sobre las libertades del hombre, y precisa que 
hasta el siglo XVIII, se pueden citar documentos sobre esa materia. No hay duda 

histórica sobre dos documentos básicos para las definiciones de derechos 
fundamentales del hombre y su garantía frente al Estado. El primero es la 

Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, producto de la 
Revolución Francesa, la cual se mantiene viva y vigente como texto legal por la 
remisión que hace el preámbulo de la Constitución de Francia de fecha 

veinticuatro de diciembre de mil setecientos noventa y nueve. El segundo, es la 
Constitución de los Estados Unidos de América, de diecisiete de septiembre de mil 

setecientos ochenta y siete. En la historia constitucional mexicana, que recibe 
influencia de las ideas políticas y liberales de quienes impulsaron la Revolución 
Francesa, así como contribuciones de diversas tendencias ideológicas enraizadas 

en las luchas entre conservadores y liberales que caracterizaron el siglo XIX, 
tenemos que se hicieron y entraron en vigor diversos cuerpos constitucionales, 

pero en todos ellos siempre ha aparecido una parte dogmática que reconoce 
derechos inherentes al hombre, y que ha contenido tanto la libertad de expresión 
como la libertad de imprenta. Por otra parte, los antecedentes legislativos 

relacionados con la reforma y adición a la Constitución de mil novecientos 
diecisiete, en relación al artículo 6o. antes precisado, tales como la iniciativa de 

ley, el dictamen de la comisión que al efecto se designó, y las discusiones y el 
proyecto de declaratoria correspondientes, publicados, respectivamente, en los 
Diarios de los Debates de los días seis, veinte de octubre y primero de diciembre, 

todos de mil novecientos setenta y siete, ponen de relieve que el propósito de las 
reformas fue el de preservar el derecho de todos respecto a las actividades que 

regula. Esta reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurar a la 
sociedad una obtención de información oportuna, objetiva y plural, por parte de los 
grandes medios masivos de comunicación. Conforme a la evolución del artículo 

6o. constitucional vigente y comparado con lo que al respecto se ha regulado en 
otros países, se concluye que a lo largo de la historia constitucional, quienes han 

tenido el depósito de la soberanía popular para legislar, se han preocupado 
porque existiera una Norma Suprema que reconociera el derecho del hombre a 
externar sus ideas, con limitaciones específicas tendientes a equilibrar el derecho 

del individuo frente a terceros y la sociedad, puesto que en ejercicio de ese 
derecho no debe menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el 

honor, la dignidad y el derecho a la intimidad de éste, en su familia y decoro; así 
como tampoco puede, en ejercicio de ese derecho, provocar algún delito o 
perturbar el orden público. Asimismo, ese derecho del individuo, con la adición al 

contenido original del artículo 6o., quedó también equilibrado con el derecho que 
tiene la sociedad a estar veraz y objetivamente informada, para evitar que haya 

manipulación. Así, el Estado asume la obligación de cuidar que la información que 
llega a la sociedad a través de los grandes medios masivos de comunicación, 
refleje la realidad y tenga un contenido que permita y coadyuve al acceso a la 
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cultura en general, para que el pueblo pueda recibir en forma fácil y rápida 

conocimientos en el arte, la literatura, en las ciencias y en la política. Ello permitirá 
una participación informada para la solución de los grandes problemas nacionales, 

y evitará que se deforme el contenido de los hechos que pueden incidir en la 
formación de opinión. Luego, en el contenido actual del artículo 6o., se consagra la 
libertad de expresarse, la cual es consustancial al hombre, y que impide al Estado 

imponer sanciones por el solo hecho de expresar las ideas. Pero correlativamente, 
esa opinión tiene límites de cuya transgresión derivan consecuencias jurídicas. 

Tales límites son que la opinión no debe atacar la moral, esto es, las ideas que se 
exterioricen no deben tender a destruir el conjunto de valores que sustenta la 
cohesión de la sociedad en el respeto mutuo y en el cumplimiento de los deberes 

que tienen por base la dignidad humana y los derechos de la persona; tampoco 
debe dañar los derechos de tercero, ni incitar a la provocación de un delito o a la 

perturbación del orden público. De modo que la Constitución de mil novecientos 
diecisiete estableció una obligación por parte del Estado de abstenerse de actuar 
en contra de quien se expresa libremente, salvo que en el ejercicio de ese derecho 

se ataque a la moral, a los derechos de tercero, se provoque algún delito o se 
perturbe el orden público. 

 
Anexo 3 

Tesis: P. LX/2000  
Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta  

Novena Época  191967        1 de 1  

Pleno  Tomo XI, Abril de 2000  Pag. 74  
Tesis 
Aislada(Constitucional)  

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO 
TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO 

POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. 

El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la 

Constitución Federal no es absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto 
a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en la 
protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la 

sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han 
dado origen a la figura jurídica del secreto de información que se conoce en la 

doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático". En estas 
condiciones, al encontrarse obligado el Estado, como sujeto pasivo de la citada 
garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y 

legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, 
sino que el respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez 

lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera; así, en cuanto a la 
seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la 
información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede 

generar daños a los intereses nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia 
de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con normas que 

tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, 
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mientras que por lo que respecta a la protección de la persona existen normas que 

protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados. 

Anexo 4 

Tesis: 1a. 
CCXV/2009  

Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta  

Novena Época  165760        1 de 1  

Primera Sala  Tomo XXX, Diciembre de 2009  Pag. 287  
Tesis 
Aislada(Constitucional)  

LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU 
IMPORTANCIA EN UNA DEMOCRACIA CONSTITUCIONAL. 

La libertad de expresión y el derecho a la información son derechos 

funcionalmente centrales en un estado constitucional y tienen una doble faceta: 
por un lado, aseguran a las personas espacios esenciales para el despliegue de 

su autonomía y, por otro, gozan de una vertiente pública, colectiva o institucional 
que los convierte en piezas básicas para el adecuado funcionamiento de la 
democracia representativa. Como señaló la Corte Interamericana en el caso 

Herrera Ulloa, se trata de libertades que tienen tanto una dimensión individual 
como una dimensión social, y exigen no sólo que los individuos no vean impedida 

la posibilidad de manifestarse libremente, sino también que se respete su derecho 
como miembros de un colectivo a recibir información y a conocer la expresión del 
pensamiento ajeno. Así, tener plena libertad para expresar, recolectar, difundir y 

publicar informaciones e ideas es imprescindible no solamente como instancia 
esencial de autoexpresión y desarrollo individual, sino como condición para ejercer 

plenamente otros derechos fundamentales -el de asociarse y reunirse 
pacíficamente con cualquier objeto lícito, el derecho de petición o el derecho a 
votar y ser votado- y como elemento determinante de la calidad de la vida 

democrática en un país, pues si los ciudadanos no tienen plena seguridad de que 
el derecho los protege en su posibilidad de expresar y publicar libremente ideas y 
hechos, será imposible avanzar en la obtención de un cuerpo extenso de 

ciudadanos activos, críticos, comprometidos con los asuntos públicos, atentos al 
comportamiento y a las decisiones de los gobernantes, capaces de cumplir la 

función que les corresponde en un régimen democrático. Por consiguiente, cuando 
un tribunal decide un caso de libertad de expresión, imprenta o información no 
sólo afecta las pretensiones de las partes en un litigio concreto, sino también el 

grado al que en un país quedará asegurada la libre circulación de noticias, ideas y 
opiniones, así como el más amplio acceso a la información por parte de la 

sociedad en su conjunto, condiciones todas ellas indispensables para el adecuado 
funcionamiento de la democracia representativa. 

Anexo 5 

Tesis: P./J. 
26/2007  

Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta  

Novena Época  172476        1 de 1  

Pleno  Tomo XXV, Mayo de 2007  Pag. 1523  Jurisprudencia(Constitucional)  

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS LÍMITES.El primer párrafo del artículo 7o. de la 

Constitución Federal establece que "Ninguna ley ni autoridad puede establecer la 
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previa censura, ni exigir fianza a los autores o impresores, ni coartar la libertad de 

imprenta"; esto es, la prohibición de la censura previa implica que el Estado no 
puede someter las actividades expresivas o comunicativas de los particulares a la 

necesidad de solicitar previamente un permiso a la autoridad que, por razones de 
contenido, tenga el poder de impedir su desarrollo. Sin embargo, la prohibición de 
la censura no significa que la libertad de expresión no tenga límites, o que el 

legislador no esté legitimado para emitir normas sobre el modo de su ejercicio. Lo 
anterior significa que estos límites no pueden hacerse valer mediante un 

mecanismo por el cual una autoridad excluya sin más la entrada de un 
determinado mensaje al debate público por estar en desacuerdo con su contenido, 
sino a través de la atribución de responsabilidades -civiles, penales, 

administrativas- posteriores a la difusión del mensaje; además, el indicado artículo 
7o. constitucional evidencia con claridad la intención de contener dentro de 

parámetros estrictos las limitaciones a la libertad de expresión al establecer que 
ésta "... no tiene más límites que el respeto a la vida privada, a la moral y a la paz 
pública. En ningún caso podrá secuestrarse la imprenta como instrumento de 

delito.". Por su parte, el artículo 6o. constitucional destaca la imposibilidad de 
someter la manifestación de las ideas a inquisiciones de los poderes públicos al 

señalar que "La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición 
judicial o administrativa", a excepción de aquellos casos en que se ataque la 
moral, los derechos de tercero, se provoque algún delito o se perturbe el orden 

público. Se trata, por tanto, de límites tasados y directamente especificados en la 
Constitución Federal. 

Anexo 6 

Tesis: 1a. 
CCXX/2009  

Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta  

Novena Época  165762        1 de 1  

Primera Sala  Tomo XXX, Diciembre de 2009  Pag. 284  
Tesis 
Aislada(Constitucional)  

LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. MODO EN 
QUE DEBEN SER ENTENDIDOS LOS REQUISITOS DE VERACIDAD E 

IMPARCIALIDAD. 

Los derechos citados cubren tanto la expresión de opiniones como la emisión de 
aseveraciones sobre hechos, dos cosas que, desde la perspectiva de su régimen 

jurídico, no son idénticas. Así, por ejemplo, cuando de opiniones se trata, no tiene 
sentido hablar de verdad o falsedad, que sí resultan relevantes cuando lo que nos 

concierne son afirmaciones sobre hechos. La información cuya búsqueda, 
obtención y amplia difusión está constitucionalmente protegida es la información 
veraz e imparcial. Estos dos requisitos pueden calificarse de límites o exigencias 

internas del derecho a la información. La veracidad no implica, sin embargo, que 
toda información difundida deba ser "verdadera" -esto es, clara e 

incontrovertiblemente cierta-; operar con un estándar tan difícil de satisfacer 
desnaturalizaría el ejercicio del derecho. Lo que la mención a la veracidad encierra 
es más sencillamente una exigencia de que los reportajes, las entrevistas y las 

notas periodísticas destinadas a influir en la formación de la opinión pública 
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vengan respaldados por un razonable ejercicio de investigación y comprobación 

encaminado a determinar si lo que quiere difundirse tiene suficiente asiento en la 
realidad. El informador debe poder mostrar de algún modo que ha respetado un 

cierto estándar de diligencia en la comprobación del estatus de los hechos acerca 
de los cuales informa, y si no llega a conclusiones indubitadas, la manera de 
presentar la información debe darle ese mensaje al lector: debe sugerir con la 

suficiente claridad que existen otros puntos de vista y otras conclusiones posibles 
sobre los hechos o acontecimientos que se relatan. Todo ello está relacionado con 

la satisfacción de otro requisito "interno" de la información cuya difusión la 
Constitución y los tratados protegen al máximo nivel: la imparcialidad. Es la 
recepción de información de manera imparcial la que maximiza las finalidades por 

las cuales la libertad de obtenerla, difundirla y recibirla es una libertad 
prevaleciente en una democracia constitucional. El derecho a obtener información 

útil y los beneficios del intercambio libre y vigoroso de ideas son ciertamente 
incompatibles con la idea de imparcialidad absoluta y, hasta cierto punto, se 
espera que las diferentes perspectivas lleguen a los individuos por la combinación 

de fuentes de información y opinión a las que están expuestos, aunque cada una 
de esas fuentes no supere perfectamente el estándar en lo individual. La 

imparcialidad es, entonces, una barrera contra la tergiversación abierta, contra la 
difusión intencional de inexactitudes y contra el tratamiento no profesional de 
informaciones cuya difusión podría tener un impacto notorio en la vida de las 

personas involucradas. 

Anexo 7 

Tesis: 1a./J. 
38/2013 (10a.)  

Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta  

Décima Época  2003303        2 de 6  

Primera Sala  Libro XIX, Abril de 2013, Tomo 1  Pag. 538  Jurisprudencia(Constitucional)  

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS LÍMITES A LA LUZ DEL SISTEMA DE 
PROTECCIÓN DUAL Y DEL ESTÁNDAR DE MALICIA EFECTIVA. 

Para el análisis de los límites a la libertad de expresión, esta Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ha adoptado el denominado "sistema dual de protección", 
según el cual los límites de crítica son más amplios cuando ésta se refiere a 

personas que, por dedicarse a actividades públicas o por el rol que desempeñan 
en una sociedad democrática, están expuestas a un control más riguroso de sus 
actividades y manifestaciones que aquellos particulares sin proyección pública 

alguna, pues en un sistema inspirado en los valores democráticos, la sujeción a 
esa crítica es inseparable de todo cargo de relevancia pública. Sobre este tema, la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos precisó, en los casos Herrera Ulloa 
vs. Costa Rica y Kimel vs. Argentina, que el acento de este umbral diferente de 
protección no se asienta en la calidad del sujeto, sino en el carácter de interés 

público que conllevan las actividades o actuaciones de una persona determinada. 
Esta aclaración es fundamental en tanto que las personas no estarán sometidas a 

un mayor escrutinio de la sociedad en su honor o privacidad durante todas sus 
vidas, sino que dicho umbral de tolerancia deberá ser mayor solamente mientras 
realicen funciones públicas o estén involucradas en temas de relevancia pública. 
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Esto no significa que la proyección pública de las personas las prive de su derecho 

al honor, sino simplemente que el nivel de intromisión admisible será mayor, 
aunque dichas intromisiones deben estar relacionadas con aquellos asuntos que 

sean de relevancia pública. La principal consecuencia del sistema de protección 
dual es la doctrina conocida como "real malicia" o "malicia efectiva", misma que ha 
sido incorporada al ordenamiento jurídico mexicano. Esta doctrina se traduce en la 

imposición de sanciones civiles, exclusivamente en aquellos casos en que exista 
información falsa (en caso del derecho a la información) o que haya sido 

producida con "real malicia" (aplicable tanto al derecho a la información como a la 
libertad de expresión). El estándar de "real malicia" requiere, para la existencia de 
una condena por daño moral por la emisión de opiniones, ideas o juicios, que 

hayan sido expresados con la intención de dañar, para lo cual, la nota publicada y 
su contexto constituyen las pruebas idóneas para acreditar dicha intención. En 

este sentido, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
observa que, dependiendo de su gravedad y de la calidad del sujeto pasivo, las 
intromisiones al derecho al honor pueden ser sancionadas con: (i) sanciones 

penales, en supuestos muy limitados referentes principalmente a intromisiones 
graves contra particulares; (ii) con sanciones civiles, para intromisiones graves en 

casos de personajes públicos e intromisiones medias contra particulares; y (iii) 
mediante el uso del derecho de réplica o respuesta, cuyo reconocimiento se 
encuentra tanto en el texto constitucional como en la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, para intromisiones no graves contra personajes públicos e 
intromisiones leves contra personas privadas.  

Anexo 8 

Tesis: 1a. 
CXCIV/2011 (9a.)  

Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta  

Décima Época  160824        1 de 1  

Primera Sala  Libro I, Octubre de 2011, Tomo 2  Pag. 1091  
Tesis 
Aislada(Constitucional)  

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS MODALIDADES EN EL ÁMBITO 
CASTRENSE. 

Como es posible predicarlo de todos los derechos fundamentales, la libertad de 
expresión no es un derecho absoluto o ilimitado. Su ejercicio está sujeto tanto a 
límites constitucionalmente expresos, como a otros que puedan fijarse para 

preservar bienes y derechos constitucionalmente protegidos. Si bien es cierto que 
en el texto constitucional no existen límites expresamente dirigidos a limitar, 

restringir o condicionar el ejercicio de los derechos fundamentales por parte de los 
miembros de las Fuerzas Armadas, también lo es que es posible derivar dichos 
límites a través de otros bienes constitucionalmente protegidos, como lo es la 

disciplina militar, presupuesto estructural del Ejército y que encuentra anclaje 
constitucional en los fines y objetivos que la norma suprema le encomienda al 

Ejército. A juicio de esta Primera Sala, el análisis de la posible restricción de los 
derechos fundamentales de los militares deberá realizarse en cada caso en 
particular, en el entendido de que la relevancia de la potestad, función y misión de 

un militar y su derecho a portar armas, justifican la restricción de sus derechos 
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para proteger fines o intereses públicos primordiales. En el caso específico de la 

libertad de expresión, es necesario partir del hecho de que el militar goza en 
abstracto de la libertad de expresión como los demás ciudadanos pero, por el 

hecho de estar integrado en las Fuerzas Armadas, puede ejercer este derecho en 
una extensión distinta a los demás. Sin embargo, esto no debe llevar a que la 
libertad de expresión se reduzca en el ámbito castrense al puro y simple silencio. 

En esta lógica, las limitaciones a la libertad de expresión deben sucederse cuando 
exista una amenaza real para la disciplina militar que tenga consecuencias en la 

organización castrense. Asimismo, las opiniones vertidas deben afectar a bienes 
jurídicos específicamente deteriorables, lo que implica que toda limitación en este 
sentido ha de ser interpretada restrictivamente. Por último, la limitación a este 

derecho debe ser especialmente ponderada, cuando la libertad de expresión 
resulta el vehículo necesario para la efectividad de otros derechos fundamentales. 

Anexo 9 

Tesis: 1a. XXIX/2011 
(10a.)  

Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta  

Décima Época  2000105        1 de 1  

Primera Sala  Libro IV, Enero de 2012, Tomo 3  Pag. 2913  
Tesis 
Aislada(Constitucional)  

LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y OBLIGACIÓN DE NEUTRALIDAD DEL ESTADO 
FRENTE AL CONTENIDO DE LAS OPINIONES. 

Existe una presunción general de cobertura constitucional de todo discurso 
expresivo, la cual se explica por la obligación primaria de neutralidad del Estado 

frente a los contenidos de las opiniones y, en consecuencia, por la necesidad de 
garantizar que, en principio, no existan personas, grupos, ideas o medios de 
expresión excluidos a priori del debate público. La protección constitucional de las 

libertades de expresión y prensa permite, a quienes las ejerzan, el apoyo, apología 
o defensa de cualquier ideología, aun y cuando se trate de posturas que no 
comulguen con la ideología imperante, toda vez que la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos no obliga a pensar de determinada manera, sino que 
protege cualquier pensamiento, incluso aquel que podamos llegar a odiar, siempre 

y cuando se exprese respetando los límites previstos en la propia Carta Magna, tal 
y como ocurre con los derechos de terceros. 

Anexo 10 

Tesis:  Semanario Judicial de la Federación  Séptima Época  253108        1 de 1  

Tribunales 

Colegiados de 
Circuito  

Volumen 97-102, Sexta Parte  Pag. 144  
Tesis 
Aislada(Constitucional)  

LIBERTAD DE EXPRESION EN MATERIA DE ARTE Y CULTURA. 

Conforme al artículo 6o. constitucional, la manifestación de ideas no será objeto 

de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de ataque a la 
moral, los derechos de tercero, provoque algún delito o perturbe el orden público. 
Y es evidente que ese derecho constitucionalmente garantizado incluye toda 

manifestación artística o cultural, ya que el arte y la cultura son una manera de 
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expresar también ideas y dado que, por lo mismo, todo el acervo cultural del 

ciudadano está protegido por la garantía constitucional. En consecuencia, sería 
contrario a la libertad constitucional que las autoridades pudieran, por cualquier 

título, imponer patrones artísticos o culturales a los ciudadanos, como si tuviesen 
facultades más altas que la Constitución Federal, para decidir por los gobernados 
adultos qué clase de arte o de cultura les resulta conveniente asimilar, y como si 

los ciudadanos adultos no tuvieran el derecho, reconocido y garantizado por la 
Constitución de elegir ellos mismos qué clase de elementos artísticos o culturales 

desean asimilar. Y sería absurdo un proteccionismo pseudo nacionalista en estas 
materias, que impusiera a todo un pueblo la obligación de asimilar determinadas 
manifestaciones culturales, mediocres o no, sacrificando la garantía constitucional. 

Por otra parte, la protección a los ingresos pecuniarios de los músicos y 
ejecutantes nacionales no puede ser un valor tan alto que justifique el sacrificio de 

la libertad artística y cultural del pueblo mexicano, y la única manera aceptable de 
que se imponga el arte nacional será el superar su calidad, y el aprovechar las 
raíces culturales y la idiosincrasia del pueblo, las que pueden ser fomentadas, 

pero no impuestas, por la autoridad. Una imposición de la autoridad al respecto, a 
más de violar el derecho constitucional, vendría más bien a propiciar la 

mediocridad y la adulteración de los valores nacionales, a limitar el espíritu 
creativo y a reducir las capacidades de los mexicanos de estar al tanto y al nivel 
de las corrientes artísticas extranjeras. 
 

Anexo 11 
Tesis: 1a. XXII/2011 
(10a.)  

Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta  

Décima Época  2000106        1 de 1  

Primera Sala  Libro IV, Enero de 2012, Tomo 3  Pag. 2914  
Tesis 
Aislada(Constitucional)  

LIBERTADES DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN. SU POSICIÓN 

PREFERENCIAL CUANDO SON EJERCIDAS POR LOS PROFESIONALES DE 
LA PRENSA. 

Si bien es de explorado derecho que la libertad de expresión goza de una posición 

preferencial frente a los derechos de la personalidad, es importante destacar que 
las libertades de expresión e información alcanzan un nivel máximo cuando dichos 

derechos se ejercen por los profesionales del periodismo a través del vehículo 
institucionalizado de formación de la opinión pública, que es la prensa, entendida 
en su más amplia acepción. Al respecto, la libertad de expresión tiene por finalidad 

garantizar el libre desarrollo de una comunicación pública que permita la libre 
circulación de ideas y juicios de valor inherentes al principio de legitimidad 

democrática. Así, las ideas alcanzan un máximo grado de protección 
constitucional cuando: a) son difundidas públicamente; y b) con ellas se persigue 
fomentar un debate público. 

Anexo 12 

Tesis: 1a. 
XXVIII/2011 (10a.)  

Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta  

Décima Época  2000108        1 de 1  

Primera Sala  Libro IV, Enero de 2012, Tomo 3  Pag. 2914  Tesis 
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Aislada(Constitucional)  

MEDIOS DE COMUNICACIÓN. SU CONSIDERACIÓN COMO FIGURAS 

PÚBLICAS A EFECTOS DEL ANÁLISIS DE LOS LÍMITES A LA LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN. 

Para la determinación de la constitucionalidad de las ideas expresadas en un caso 

concreto, es fundamental precisar si éstas tienen relevancia pública, para lo cual 
debe identificarse tanto un tema de interés público, como la naturaleza pública del 

destinatario de las críticas vertidas. En cuanto a la naturaleza del destinatario de 
las críticas, y en atención al sistema de protección dual de las personas, es 
necesario verificar si la persona que resiente las críticas es una figura pública o si, 

por el contrario, se trata de una persona privada sin proyección pública. De esto 
dependerá el que la persona presuntamente afectada deba, o no, tolerar un mayor 

grado de intromisión en su honor. Así pues, son figuras públicas, según la doctrina 
mayoritaria, los servidores públicos y los particulares con proyección pública. Al 
respecto, una persona puede tener proyección pública, entre otros factores, por su 

actividad política, profesión, la relación con algún suceso importante para la 
sociedad, por su trascendencia económica y por su relación social. En relación 

con lo anterior, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que existe una tercera especie de figuras públicas: los medios de 
comunicación. Los medios de comunicación son entidades cuyas opiniones suelen 

imponerse en la sociedad, dominando la opinión pública y generando creencias. 
Así pues, es usual encontrar que muchas de las discusiones que se presentan día 

con día, se basan o hacen referencia a creencias públicas generadas por alguna 
noticia o análisis de dichos medios. Lo importante es señalar que, mediante sus 
opiniones, los medios de comunicación -como líderes de opinión- ejercen un cierto 

tipo de poder, valiéndose de la persuasión y no de la coacción. Sería ilusorio 
pensar que todos los medios de comunicación representan una sola ideología o 

pensamiento, pues rara vez son depositarios de un solo cuerpo de doctrinas. Así 
pues, cuando la opinión pública se plasma, fundamentalmente en publicaciones 
periódicas, el equilibrio entre la opinión autónoma y las opiniones heterónomas 

está garantizado por la existencia de una prensa libre y múltiple que represente 
muchas voces. 

Anexo 13 

Tesis: 1a. 
XXVII/2011 (10a.)  

Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta  

Décima Época  2000109        1 de 1  

Primera Sala  Libro IV, Enero de 2012, Tomo 3  Pag. 2915  
Tesis 
Aislada(Constitucional)  

MEDIOS DE COMUNICACIÓN. SU RELEVANCIA DENTRO DEL ORDEN 
CONSTITUCIONAL MEXICANO. 

El orden constitucional mexicano promueve la comunicación libre y socialmente 
trascendente, pues el intercambio de información y opiniones entre los distintos 
comunicadores contribuirá a la formación de la voluntad social y estatal, de modo 

que es posible afirmar que el despliegue comunicativo es constitutivo de los 
procesos sociales y políticos. Esto evidencia el carácter funcional que para la vida 
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democrática nacional representan las libertades de expresión e información, de 

forma tal que la libertad de comunicación adquiere un valor en sí misma o se 
convierte en un valor autónomo, sin depender esencialmente de su contenido. En 

efecto, la prensa juega un rol esencial en una sociedad democrática debido a que 
su tarea es la difusión de información e ideas sobre asuntos políticos y sobre otras 
materias de interés general. Consecuentemente, una condena por el ejercicio de 

la libertad de expresión constituye una interferencia o restricción a ese derecho, 
razón por la cual su constitucionalidad dependerá de que esté prevista en la ley y 

que sea necesaria en una sociedad democrática. Lo anterior no quiere decir que 
cualquier contenido resulte relevante para una sociedad democrática, por lo que 
no cualquier opinión o información adquiere un máximo grado de protección 

constitucional, situación que podría decirse, apriorísticamente, de situaciones 
ficticias o de procesos discursivos triviales o carentes de influencia. 

Anexo 14 

Tesis: I.7o.C.5 K 
(10a.)  

Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta  

Décima Época  2002502        1 de 1  

Tribunales 
Colegiados de 
Circuito  

Libro XVI, Enero de 2013, Tomo 3  Pag. 2035  
Tesis 
Aislada(Constitucional)  

DERECHOS A LA INFORMACIÓN Y A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. ES 
ILEGAL EXIGIR AL INFORMADOR REVELAR SUS FUENTES. 

En atención a que de los artículos 6o. y 7o. de nuestra Carta Magna, y de la Ley 
de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el 
Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, no deriva regulación alguna en 

relación al trato legal en tratándose de las fuentes de información de quienes 
ejercen los derechos humanos a la información y a la libertad de expresión; es 

necesario tomar en consideración lo que previene el precepto 13 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, y su interpretación consignada en la 
Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión elaborada por la Relatoría 

Especial constituida dentro de la Organización de Estados Americanos (aprobada 
por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en octubre de 2000), 

aplicando el control de convencionalidad a que refieren los dispositivos legales 1o. 
y 133 constitucionales. Ello para concluir que en términos del principio octavo de la 
mencionada declaración, los periodistas y las demás personas que obtienen 

información de fuentes confidenciales con miras a difundirla en pro del interés 
público en una sociedad democrática; tienen derecho a no revelar la identidad de 

aquéllas al haberla recibido en confianza o como parte de su labor de 
investigación. Lo anterior, porque se trata de dar garantías jurídicas que aseguren 
su anonimato y evitar las posibles represalias que puedan derivar en lo 

subsecuente. 
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Anexo 15 

Tesis: I.7o.C.6 K 
(10a.)  

Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta  

Décima Época  2002634        1 de 1  

Tribunales 
Colegiados de 
Circuito  

Libro XVI, Enero de 2013, Tomo 3  Pag. 2184  
Tesis 
Aislada(Constitucional)  

"REPORTE FIEL" EN TRATÁNDOSE DE LOS DERECHOS A LA 
INFORMACIÓN Y A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. 

La fiel reproducción de información no da lugar a responsabilidad para el 
comunicador, ni para los demás sujetos que la difunden en pro del interés público, 
aun en los casos en que no sea correcta y pueda dañar el honor de algún servidor 

público e, incluso, el de una persona privada. Esto, pues en una sociedad 
democrática el debate debe ser fluido y amplio y, por ende, la publicidad de la 

información proveída por terceros no debe verse restringida por la amenaza de 
responsabilidad al informador simplemente por transcribir lo manifestado por otro, 
al implicar una limitación innecesaria que impide el derecho de las personas a 

estar informadas. Lo anterior, deriva del principio décimo de la Declaración de 
Principios sobre Libertad de Expresión elaborada por la Relatoría Especial 

constituida dentro de la Organización de Estados Americanos (aprobada por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos en octubre de 2000), mediante la 
cual se interpretó el precepto 13 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, que se aplica en ejercicio del control de convencionalidad a que refieren 
los dispositivos legales 1o. y 133 constitucionales, en atención a que en los 

artículos 6o. y 7o. de nuestra Carta Magna, y en la Ley de Responsabilidad Civil 
para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en 
el Distrito Federal, no existe disposición legal sobre ese tema. 
 

Anexo 16 

Tesis: 1a. CLVI/2013 
(10a.)  

Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta  

Décima Época  2003633        1 de 1  

Primera Sala  Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 1  Pag. 551  
Tesis 
Aislada(Constitucional)  

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. INTERPRETACIÓN DE LA "MALICIA EFECTIVA" 

EN LA LEY DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA LA PROTECCIÓN DEL 
DERECHO A LA VIDA PRIVADA, EL HONOR Y LA PROPIA IMAGEN EN EL 

DISTRITO FEDERAL. 

La "malicia efectiva" es el criterio subjetivo de imputación que se ha adoptado en 
el derecho mexicano para atribuir responsabilidad en casos de conflicto entre la 

libertad de expresión y los derechos de la personalidad. No obstante, el principal 
problema es que la "malicia efectiva" surgió para aplicarse en casos donde se 

alegaban vulneraciones al derecho al honor. En esta línea, las disposiciones sobre 
la "malicia efectiva" contempladas en la ley citada sólo se aplican en su literalidad 
a las intromisiones en el honor, por lo que la irrelevancia de la veracidad de la 

información en casos donde se alega la intromisión en la vida privada de una 
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persona hace que la "malicia efectiva" como criterio subjetivo de imputación deba 

sufrir alguna modulación, que se traduce en dejar de considerar en todos los 
casos de posibles afectados (funcionarios públicos, personas con proyección 

pública y particulares) los elementos del estándar que presuponen la falta de 
veracidad. En este sentido, esta Primera Sala entiende que en supuestos donde 
esté en juego el derecho a la vida privada de funcionarios públicos sólo debe 

exigirse que la información se haya difundido con la única intención de dañar, 
como lo establece la fracción III del artículo 30 de la ley citada; y en el caso de los 

particulares con proyección pública y particulares sin esa proyección, la "malicia 
efectiva" se reduce a la hipótesis de que la información se haya difundido con 
negligencia inexcusable, supuesto establecido en el artículo 32 del citado 

ordenamiento. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. "MALICIA EFECTIVA" COMO PRESUPUESTO 
INDISPENSABLE PARA LA IMPUTACIÓN DE RESPONSABILIDAD CIVIL POR 
EXPRESIONES NO PROTEGIDAS POR AQUEL DERECHO. 

La "malicia efectiva" es el criterio subjetivo de imputación que esta Suprema Corte 
ha adoptado para resolver los casos de responsabilidad civil por ejercicio de la 

libertad de expresión. Esto significa que para poder condenar civilmente a una 
persona en este tipo de asuntos, debe verificarse la existencia de todos los 
elementos que tienen que estar presentes en cualquier esquema de 

responsabilidad civil extracontractual que no sea de naturaleza objetiva: (i) la 
ilicitud de la conducta (vulneración del derecho a la vida privada); (ii) el criterio 

subjetivo de imputación (dolo o negligencia); (iii) la existencia de un daño 
(afectación al patrimonio moral de la persona); y (iv) una relación de causalidad 
entre la conducta ilícita y el resultado dañoso. Así, con independencia de que el 

artículo 36 de la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la 
Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, no contemple 

entre sus fracciones a la "malicia efectiva", es evidente que la actualización del 
criterio subjetivo de imputación, ya sea dolo o negligencia (dependiendo de quién 
sea la persona afectada y el derecho que esté en juego), es un presupuesto 

indispensable para poder adscribir responsabilidad civil a una persona por la 
emisión de una expresión no cubierta por la libertad de información. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN E IMPRENTA. LAS LIMITACIONES 

ESTABLECIDAS POR EL LEGISLADOR RELACIONADAS CON LA 
VERACIDAD Y CLARIDAD DE LA PUBLICIDAD COMERCIAL SON 

CONSTITUCIONALES CUANDO INCIDAN EN SU DIMENSIÓN PURAMENTE 
INFORMATIVA. 

La libertad de expresión e imprenta goza de una vertiente pública e institucional 

que contribuye de manera esencial a la formación y al mantenimiento de una 
opinión pública libre y bien informada, elemento imprescindible para el buen 

funcionamiento de la democracia representativa. Desde esta perspectiva, se 
entiende que las libertades de expresión e imprenta protejan de manera 
especialmente clara y enérgica el derecho del individuo a expresar sus ideas en 

materia política, y que otro tipo de discursos expresivos, como el comercial, estén 
mucho más desconectados de la función que otorga a estos derechos su singular 

posición dentro del esquema estructural de funcionamiento de la democracia 
representativa. En este sentido, la publicidad puede, en ciertos casos y bajo 
ciertas circunstancias, constituir una aportación al debate ciudadano sobre los 

asuntos públicos, y puede contribuir a difundir y a dar plasticidad a ideas que 
pueden y deben legítimamente ingresar en el debate público. Sin embargo, en la 

mayoría de los casos, el discurso comercial se reduce simplemente a un conjunto 
de mensajes que proponen a sus receptores la realización de una transacción 
comercial y, en esa medida, su producción puede ser regulada por el legislador 

dentro de límites mucho más amplios que si tratara de un caso de ejercicio de la 
libertad de expresión en materia política. Si bien no puede afirmarse, ex ante y de 

manera absoluta, que el discurso comercial esté totalmente fuera del ámbito de 
proyección de la libertad de expresión, en la mayoría de ocasiones el mismo 
solamente complementa el libre ejercicio de una actividad empresarial, por lo que 

le son aplicables las limitaciones legales y constitucionales que se proyectan sobre 
esta última. Esto es así cuando las limitaciones inciden en la dimensión puramente 

informativa de la publicidad y la relación de la publicidad con el ejercicio de la 
libertad de imprenta no se da en el caso concreto. El legislador, por tanto, al 
considerar la publicidad en cuanto mensaje que da información sobre la oferta 

empresarial puede someterla a los límites de veracidad y claridad exigibles en este 
ámbito. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU 

PROTECCIÓN EN EL DENOMINADO "PERIODISMO DE DENUNCIA". 

El "periodismo de denuncia" es la difusión de notas periodísticas, opiniones, 
declaraciones o testimonios que tienen por objeto divulgar información de interés 

público, ya sea para toda la sociedad o para una comunidad determinada, como la 
denuncia de irregularidades en el ejercicio de la función pública, o de un trato 
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diferenciado en la aplicación de la ley en favor de grupos privilegiados, ya que es 

de interés público que no haya privilegios o excepciones en la aplicación de la ley. 
Por tanto, no puede sancionarse un escrutinio intenso por parte de la sociedad y 

de los profesionales de la prensa, en aquellos casos en donde existan indicios de 
un trato privilegiado o diferenciado no justificado. 
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PRESUNCIÓN DE INOCENCIA Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU 
RELACIÓN CON LA EXPOSICIÓN DE DETENIDOS ANTE LOS MEDIOS DE 
COMUNICACIÓN. 

A lo largo de su jurisprudencia, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha reconocido el papel central que juegan la libertad de expresión y 

el derecho a la información en un Estado democrático constitucional de Derecho, 
como piezas centrales para el adecuado funcionamiento de la democracia 
representativa. El orden constitucional mexicano promueve la comunicación libre y 

socialmente trascendente, pues el intercambio de información y opiniones entre 
los distintos comunicadores contribuirá a la formación de la voluntad social y 

estatal, de modo que es posible afirmar que el despliegue comunicativo es 
constitutivo de los procesos sociales y políticos. Sin embargo, el proporcionar 
información sobre eventos de interés nacional para un debido ejercicio del derecho 

a la información no puede justificar la violación de los derechos fundamentales de 
los detenidos y acusados. Es decir, la finalidad de brindar información sobre 
hechos delictuosos a los medios periodísticos no puede justificar la violación a la 

presunción de inocencia, como regla de trato en su vertiente extraprocesal, por 
parte de las autoridades que exponen como culpables a los detenidos. En este 

sentido, se estima que al proporcionar información sobre hechos delictuosos, las 
autoridades deben abstenerse de deformar la realidad a fin de exponer a una 
persona frente a la sociedad y, principalmente, frente a las futuras partes del 

proceso, como los culpables del hecho delictivo. Por el contrario, deben 
constreñirse a presentar en forma descriptiva y no valorativa la información relativa 

a la causa penal que pueda tener relevancia pública, absteniéndose de brindar 
información sugestiva que exponga al detenido a un juicio paralelo y viole su 
derecho a ser tratado como inocente durante el trámite del procedimiento e, 

incluso, desde antes de que se inicie. Esta misma lógica ha sido sostenida por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual estableció en el Caso 

Cabrera García y Montiel Flores vs. México, que el principio de presunción de 
inocencia implica que los juzgadores no inicien el proceso con una idea 
preconcebida de que el acusado ha cometido el delito que se le imputa, por lo que 

la carga de la prueba está a cargo de quien acusa y cualquier duda debe ser 
usada en beneficio del acusado. En el mismo sentido, al dictar sentencia en el 

Caso Loayza Tamayo vs. Perú, la Corte Interamericana condenó enfáticamente la 
práctica consistente en exponer ante los medios de comunicación a personas 
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acusadas por la comisión de delitos, cuando aún no han sido condenadas por 

sentencia firme. Al respecto, dicho tribunal sostuvo que el derecho a la presunción 
de inocencia exige que el Estado no condene informalmente a una persona o 

emita un juicio ante la sociedad que contribuya así a formar una opinión pública, 
mientras no se acredite conforme a la ley la responsabilidad penal de aquélla. 
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DAÑO AL PATRIMONIO MORAL DE LAS PERSONAS. SE PUEDE CAUSAR 
CON NOTAS PERIODÍSTICAS QUE SOBREPASAN LOS LÍMITES DEL LIBRE 
EJERCICIO DEL PERIODISMO, EL DERECHO A LA INFORMACIÓN Y LA 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN, AL NO TENER LA INTENCIÓN DE HACER DEL 
CONOCIMIENTO UN HECHO DE INTERÉS GENERAL, NI SIRVEN A LAS 

PERSONAS PARA LA TOMA DE DECISIONES QUE ENRIQUEZCAN LA 
CONVIVENCIA O PARTICIPACIÓN DEMOCRÁTICA (LEY DE 
RESPONSABILIDAD CIVIL PARA LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA 

VIDA PRIVADA, EL HONOR Y LA PROPIA IMAGEN EN EL DISTRITO 
FEDERAL). 

Atendiendo a lo previsto por el artículo 1 de la Ley de Responsabilidad Civil para la 
Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el 
Distrito Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federación de fecha 

diecinueve de mayo de dos mil seis, que entró en vigor al día siguiente de su 
publicación, su objeto o finalidad es regular el daño al patrimonio moral de 
personajes de la vida nacional o servidores públicos, derivado exclusivamente del 

abuso del derecho a la información o de libertad de expresión. Por consiguiente, la 
responsabilidad civil por daño al patrimonio moral de las personas que se reclame 

al amparo de la referida ley debe, necesariamente, tener su origen en la utilización 
de medios informativos, a través de los cuales se ejerza tal libertad de expresión. 
Ahora bien, conforme a la citada ley, se considera que la información que den los 

periodistas debe ser de interés público y no debe sobrepasar ciertos límites, esto 
es, no debe ir en contra de la reputación de persona alguna, aun y cuando ésta 

sea un personaje de la vida nacional o bien un servidor público, pues el derecho 
de información no debe ser totalitario, sino que debe tener como sustento dos 
condiciones, a saber: que esa información sea de interés general o en beneficio de 

la sociedad democrática. Ello en virtud de que la finalidad de una nota periodística 
es informar al público en general sobre hechos de interés general. En 

consecuencia, las expresiones denostatorias que se realicen en un medio 
informativo en contra de determinada persona sin ese propósito, es decir, que no 
conllevan la finalidad de informar, sino sólo el de dirimir conflictos personales entre 

el autor de la nota periodística y la persona a la que se hace referencia en la 
misma, se deben considerar como insultantes, vejatorias e innecesarias en el 

ejercicio de la libertad de expresión, porque sobrepasan los límites de libre 
ejercicio del periodismo, el derecho a la información y la libertad de expresión, al 
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no tener la intención de hacer del conocimiento un hecho de interés general, ni 

sirven a las personas para la toma de decisiones que enriquezcan la convivencia o 
participacióndemocrática. 
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DAÑO MORAL Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. 

Los artículos 6o. y 7o. de la Constitución Federal establecen el marco jurídico que 
a la vez que consagra el derecho a la libre manifestación de las ideas y la libertad 
de imprenta, les impone límites consistentes en que la manifestación de las ideas 

no debe ejercerse en forma que ataque la moral, los derechos de tercero, 
provoque algún delito o perturbe el orden público; la libertad de imprenta tiene por 

límite el respeto a la vida privada, la moral y la paz pública. Por su parte, el artículo 
1o. de la Ley de Imprenta prevé lo que se considera como ataques a la vida 
privada, y en su fracción I establece que lo es toda manifestación o expresión 

hecha por la imprenta o que de cualquier otra manera circule en la opinión pública 
donde se expone a una persona al odio, desprecio o ridículo y que pueda causarle 

demérito en su reputación e intereses. Como se advierte, en el supuesto de la 
fracción I resulta irrelevante que la información o manifestación sea falsa o 
verdadera. Basta que se exponga a una persona al odio, desprecio o ridículo. El 

decoro está integrado por el honor, el respeto, la circunspección, la honestidad, el 
recato, la honra y la estimación. Se basa en el principio de que a toda persona, por 

el hecho de serlo, se le debe considerar honorable, merecedora de respeto. La 
conculcación de este bien se configura en sentido negativo, cuando el sujeto 
activo, sin fundamento, daña a una persona en su honor o en la estimación que 

los demás tienen de ella en el medio social en que se desenvuelve y que es donde 
directamente repercute en su agravio. El honor es un bien objetivo que hace que 

la persona sea merecedora de confianza. Si una persona sufre una afectación en 
la consideración que de ella tienen los demás, se debe entender como una lesión 
a la estima que los demás le profesan, o sea, al trato con urbanidad y respeto que 

merece. El límite entre la libertad de expresión y la conducta ilegal del agente sólo 
puede establecerse mediante la ponderación de los derechos en presencia, para 

determinar si la restricción que se impone al derecho de información y expresión 
está o no justificada por la limitación que sufriría el otro derecho a la intimidad. 
Dada su función institucional, cuando se produzca una colisión entre ambos 

derechos, el de la información goza de una posición preferente, y las restricciones 
a ese derecho deben interpretarse de tal modo que su contenido esencial no 

resulte desnaturalizado. Tal valor preferente no es, sin embargo, absoluto. Si se le 
reconoce como garantía de la opinión pública, sólo puede legitimar intromisiones 
en otros derechos fundamentales que guarden congruencia con esa finalidad, o 

sea, que resulten relevantes para la formación de la opinión pública. Carecerá de 
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protección cuando se ejercite de manera desmesurada a ese fin. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA 
RESPONSABILIDAD POR INVASIONES AL HONOR DE FUNCIONARIOS U 
OTRAS PERSONAS CON RESPONSABILIDADES PÚBLICAS SÓLO PUEDE 

DARSE BAJO CIERTAS CONDICIONES, MÁS ESTRICTAS QUE LAS QUE SE 
APLICAN EN EL CASO DE EXPRESIONES O INFORMACIONES REFERIDAS 

A CIUDADANOS PARTICULARES. 

Para que la exigencia de responsabilidad ulterior por la emisión de expresiones 
invasoras del honor de funcionarios públicos u otras personas relacionadas con el 

ejercicio de funciones públicas constituya una reacción jurídica necesaria, idónea y 
proporcional, deben satisfacerse condiciones más estrictas que las que se aplican 

en caso de invasiones al derecho al honor de ciudadanos particulares. Entre ellas 
se cuentan las siguientes: a) cobertura legal y redacción clara. Las causas por las 
que pueda exigirse responsabilidad deben constar en una ley, en sentido formal y 

material. Las leyes que establecen limitaciones a las libertades de expresarse e 
informar deben estar redactadas en términos claros y precisos para garantizar la 

seguridad jurídica, proteger a los ciudadanos de la arbitrariedad de las autoridades 
y evitar la disuasión expresiva y la autocensura, pues las fórmulas vagas o 
ambiguas no permiten a los ciudadanos anticipar las consecuencias de sus actos, 

otorgan una discrecionalidad excesiva a las autoridades y tienen un clarísimo 
efecto disuasivo en el plano del ejercicio ordinario de las libertades. Cuando las 

normas de responsabilidad son de naturaleza penal y permiten privar a los 
individuos de bienes y derechos centrales -incluida, en algunas ocasiones, su 
libertad- las exigencias anteriores cobran todavía más importancia; b) intención 

específica o negligencia patente. Las expresiones e informaciones deben 
analizarse bajo el estándar de la "malicia", esto es, bajo un estándar que exige 

que la expresión que alegadamente causa un daño a la reputación de un servidor 
público se haya emitido con la intención de causar ese daño, con conocimiento de 
que se estaban difundiendo hechos falsos, o con clara negligencia en el control de 

su veracidad; de otro modo las personas podrían abrigar el temor de poder incurrir 
de modo inadvertido en responsabilidad por la emisión de expresiones o 

informaciones, lo cual podría llevarlos, directa o indirectamente, a restringir 
abruptamente el ejercicio de sus derechos a expresarse o informar; c) materialidad 
y acreditación del daño. Las reglas de imputación de responsabilidad posterior 

deben requerir que quien alega que cierta expresión o información causa daño en 
su honorabilidad tenga la carga de probar que el daño es real, que efectivamente 

se produjo; d) doble juego de la exceptio veritatis. Quien se expresa debe siempre 
poder bloquear una imputación de responsabilidad ulterior probando que los 
hechos a los que se refiere son ciertos y, complementariamente, no puede ser 



 

- 215 - 

 

obligado a probar, como condición sine qua non para evitar esa responsabilidad, 

que los hechos sobre los cuales se expresó son ciertos; e) gradación de medios 
de exigencia de responsabilidad. El ordenamiento jurídico no puede contemplar 

una vía única de exigencia de responsabilidad, porque el requisito de que las 
afectaciones de derechos sean necesarias, adecuadas y proporcionales demanda 
la existencia de medidas leves para reaccionar a afectaciones leves y medidas 

más graves para casos más graves. Además, hay que tener presente que al lado 
de exigencia de responsabilidad civil y penal existe otra vía, ahora expresamente 

mencionada en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos: el derecho de réplica que, por su menor impacto en términos de 
afectación de derechos, está llamado a tener un lugar muy destacado en el diseño 

del mapa de consecuencias jurídicas derivables del ejercicio de la libertad de 
expresión; f) minimización de las restricciones indirectas. Al interpretar y aplicar las 

disposiciones constitucionales y legales en la materia no debe olvidarse que la 
plena garantía de las libertades consagradas en los artículos 6o. y 7o. de la Carta 
Magna no sólo exige evitar restricciones injustificadas directas, sino también 

indirectas. La proscripción de restricciones indirectas tiene muchas derivaciones 
posibles, pero entre ellas está sin duda la que obliga a prestar especial atención a 

las reglas de distribución de responsabilidad al interior del universo de sujetos 
implicados en la cadena de difusión de noticias y opiniones. Se trata, en otras 
palabras, de no generar dinámicas de distribución de responsabilidad entre 

ciudadanos, periodistas, editores y propietarios de medios de comunicación que 
lleven a unos a hallar interés en el silenciamiento o la restricción expresiva de los 

demás. 
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DAÑO MORAL. TRATÁNDOSE DE AFECTACIÓN AL HONOR POR ABUSO DE 
LAS LIBERTADES DE INFORMACIÓN Y DE EXPRESIÓN DEBE ANALIZARSE 

EL CONTEXTO. 

Los artículos 14, 15 y 25 de la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del 

Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, 
incorporan los lineamientos dados por la doctrina y la jurisprudencia extranjera que 
influyó en su creación. La doctrina destaca de las opiniones emitidas en los 

medios de comunicación, la subjetividad, excluyente de objetividad y veracidad, en 
cuya valoración entra en juego su comparación con los hechos con que se 

relaciona, sin poder abusar del derecho de información y libre expresión, pues ha 
de atenderse a límites que deben ponderarse cuidadosamente a fin de no coartar 
aquellas libertades, y son determinados por derechos como el del honor, cuyo 

respeto marca la frontera que no debe cruzarse, y del cual está excluido el abuso 
manifestado en un ánimo de injuriar, de ofender sin derecho y sin necesidad. La 

jurisprudencia proscribe el uso de insultos por atentatorios del honor, pone de 
relieve la prevalencia del honor como límite frente a las libertades de expresión e 
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información, y añade un elemento que por fuerza debe analizarse para determinar 

la lesividad de ciertas expresiones: el contexto. Éste es relevante, pues si se 
producen las palabras o frases en un ambiente de crispación, política o de otro 

tipo, aumenta la tolerancia ante lo expresado, traduciéndose en una disminución 
de su aspecto ofensivo; también si se alude sólo a calificativas figuradas, e 
incluso, potenciales, mediante el empleo de la mordacidad o la ironía. En cambio, 

si ningún entorno de agresión o exasperación hay al tiempo de emitir las 
expresiones, no hay necesidad de trocar su cariz maltratador por uno ausente de 

denuesto, sino estimarlas como ofensas que son, carentes de toda justificación, 
intolerables y generadoras de daño moral por afectación al honor. En la legislación 
mexicana invocada, se protege la libertad de expresión y el derecho a la 

información, con un criterio más o menos laxo, en tanto se toleran manifestaciones 
molestas e hirientes, juicios desfavorables e imputaciones de hechos o actos 

apegados a la veracidad, siempre y cuando sean de interés público, pero esa 
tutela tiene su límite en la expresión de insultos, por ser innecesaria para el 
ejercicio de aquellas libertades, y se atiende al contexto en que se emiten, aunque 

sin soportar los juicios que son insultantes per se en cualquier entorno, aunque 
debe atenderse también a la idiosincrasia nacional, entre cuyos rasgos 

característicos se encuentra el humor de amplio espectro cromático, del blanco al 
negro, y se usa en la vida cotidiana y en medios de difusión. Tal peculiaridad 
conlleva el examen cuidadoso de las manifestaciones que, aparejadas a ese 

humor, se viertan en publicaciones o programas de índole cómica, predominante o 
accesoria, a cargo de personas que ejerzan una actividad de dicha naturaleza a 

nivel profesional, y que tienden al divertimento del público, pues, en esos 
supuestos, la tolerancia será mayor que en un entorno carente de comicidad. Por 
el contrario, la ausencia de esas peculiaridades, en el entorno de emisión de las 

expresiones que se tachen de insultantes, reducirá la tolerancia hacia éstas. En 
todo caso, ante la duda sobre la posible afectación al honor por expresiones 

pretendidamente ofensivas, y proferidas en el contexto de un debate o una 
polémica en torno a cierto tema, se privilegiará la libertad de expresión. Debe 
atenderse a esos lineamientos para determinar, en cada caso, si se afectó o no el 

honor con las expresiones respectivas, cuya emisión deberá estar previamente 
acreditada, como presupuesto del que parte el análisis de su calificación como 

injuriosas, insultantes o vejatorias, pues basta comprobar que fueron proferidas las 
palabras o frases de que se trate para que, previo examen de su calidad 
atentatoria del honor, se estime demostrado el daño moral generador de 

responsabilidad civil. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA CONSTITUCIÓN NO RECONOCE EL 
DERECHO AL INSULTO. 
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Si bien es cierto que cualquier individuo que participe en un debate público de 

interés general debe abstenerse de exceder ciertos límites, como el respeto a la 
reputación y a los derechos de terceros, también lo es que está permitido recurrir a 

cierta dosis de exageración, incluso de provocación, es decir, puede ser un tanto 
desmedido en sus declaraciones, y es precisamente en las expresiones que 
puedan ofender, chocar, perturbar, molestar, inquietar o disgustar donde la libertad 

de expresión resulta más valiosa. Así pues, no todas las críticas que 
supuestamente agravien a una persona, grupo, o incluso a la sociedad o al Estado 

pueden ser descalificadas y objeto de responsabilidad legal, aunque el uso de la 
libertad de expresión para criticar o atacar mediante el empleo de términos 
excesivamente fuertes y sin articular una opinión, puede conllevar una sanción 

que no resultaría violatoria de la libertad de expresión. En este sentido, es 
importante enfatizar que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

no reconoce un derecho al insulto o a la injuria gratuita, sin embargo, tampoco 
veda expresiones inusuales, alternativas, indecentes, escandalosas, excéntricas o 
simplemente contrarias a las creencias y posturas mayoritarias, aun cuando se 

expresen acompañadas de expresiones no verbales, sino simbólicas. 
Consecuentemente, el derecho al honor prevalece cuando la libertad de expresión 

utiliza frases y expresiones que están excluidas de protección constitucional, es 
decir, cuando sean absolutamente vejatorias, entendiendo como tales las que 
sean: a) ofensivas u oprobiosas, según el contexto; y, b) impertinentes para 

expresar opiniones o informaciones, según tengan o no relación con lo 
manifestado. Respecto del citado contexto, su importancia estriba en que la 

situación política o social de un Estado y las circunstancias concurrentes a la 
publicación de la nota pueden disminuir la significación ofensiva y aumentar el 
grado de tolerancia. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SU FUNCIONAMIENTO EN CASOS DE DEBATE 
PERIODÍSTICO ENTRE DOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN. 

Sin importar lo perniciosa que pueda parecer una opinión, su valor constitucional 
no depende de la conciencia de jueces y tribunales, sino de su competencia con 

otras ideas en lo que se ha denominado el "mercado de las ideas", pues es esta 
competencia la que genera el debate que, a la postre, conduce a la verdad y a la 
plenitud de la vida democrática. Esto adquiere un valor trascendental cuando nos 

referimos a un debate periodístico entre dos medios de comunicación, toda vez 
que éstos representan los principales oferentes en este "mercado de ideas", 

ofreciendo al público opciones de ideas y posturas y fortaleciendo el debate en 
aras de alcanzar la verdad. Por consiguiente, el castigo de los errores al momento 
de expresarse corre el riesgo de inducir a un cauto y restrictivo ejercicio de las 

libertades constitucionales de expresión y prensa, lo cual podría producir una 
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intolerable autocensura. Asimismo, obligar a los medios a que, para evitar 

responsabilidad, deban probar la verdad de sus declaraciones, resulta una carga 
desmedida. Atendiendo a lo anterior, la simple crítica a la postura o línea editorial 

de un medio de comunicación en el desempeño de una actividad no debe 
confundirse sin más con un atentado a su honor. Incluso cuando el tono de la 
crítica sea elevado, éste puede encontrarse justificado por el propósito de causar 

impacto, siendo conveniente recordar que en el contexto de debate periodístico el 
uso de la hipérbole es un recurso frecuente. En este sentido, si la prensa goza de 

la mayor libertad y del más amplio grado de protección para criticar personajes 
con proyección pública, es no sólo lógico sino necesario concluir que la crítica a su 
labor también debe gozar de la mayor libertad y más amplio grado de protección, 

pues de lo contrario se estaría dotando a una persona, como ocurre con los 
medios de comunicación impresos, de un gran y desequilibrado poder para criticar 

impunemente, opinando e informando sin ser sujetos del mismo escrutinio público 
que pregonan, ejercen y cuya protección invocan. Lo anterior adquiere mayor 
relevancia si consideramos que en el debate surgido del ejercicio de la libertad de 

expresión, la réplica y la contra-argumentación son las mejores y más efectivas 
herramientas para defender la propia actuación o punto de vista. Así pues, nadie 

tiene un mayor acceso al derecho de réplica que un medio de comunicación. En 
ese sentido, cuando nos encontremos frente a una relación simétrica entre dos 
medios de comunicación, es necesario sostener que los dos contendientes tienen 

un mayor margen de libertad para la emisión de opiniones. Esto implica que los 
medios de comunicación escritos, a diferencia de los simples particulares, pueden 

refutar desde sus páginas las opiniones con las que no comulgan. En conclusión, 
esta Primera Sala considera, como lo ha sostenido la Relatoría Especial para la 
Libertad de Expresión, que uno de los mecanismos idóneos tendientes a promover 

el comportamiento ético de los medios de comunicación, es la crítica a su 
actuación. Dicha crítica, enfocada a denunciar distorsiones, omisiones, posiciones 

o incluso noticias ignoradas puede ser llevada a cabo por organizaciones no 
gubernamentales o, inclusive, por otros medios de comunicación. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO AL HONOR. EXPRESIONES QUE SE 
ENCUENTRAN PROTEGIDAS CONSTITUCIONALMENTE. 

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, existe 
una presunción general de cobertura constitucional de todo discurso expresivo. 
Cuando las ideas expresadas tienen por objeto exteriorizar un sentir positivo o 

favorable hacia una persona, resulta inconcuso que no habría una intromisión al 
derecho al honor de la persona sobre la cual se vierten las ideas u opiniones. Lo 

mismo puede decirse de aquellas ideas que, si bien críticas, juzguen a las 
personas mediante la utilización de términos cordiales, decorosos o simplemente 
bien recibidos por el destinatario. Lo anterior evidencia que no existe un conflicto 
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interno o en abstracto entre los derechos a la libertad de expresión y al honor. Así, 

el estándar de constitucionalidad de las opiniones emitidas en ejercicio de la 
libertad de expresión es el de relevancia pública, el cual depende del interés 

general por la materia y por las personas que en ella intervienen, cuando las 
noticias comunicadas o las expresiones proferidas redunden en descrédito del 
afectado, pues en caso contrario ni siquiera existiría un conflicto entre derechos 

fundamentales, al no observarse una intromisión al derecho al honor. Es necesario 
matizar que si la noticia inexacta involucra a figuras particulares en cuestiones 

particulares no tiene aplicación la doctrina de la "real malicia", funcionado en su 
reemplazo los principios generales sobre responsabilidad civil, lo cual opera de la 
misma forma cuando se trate de personas con proyección pública pero en 

aspectos concernientes a su vida privada. Ahora bien, la relación entre la libertad 
de expresión y los derechos de la personalidad, como el honor, se complica 

cuando la primera se ejerce para criticar a una persona, de forma tal que ésta se 
sienta agraviada. La complejidad radica en que el Estado no puede privilegiar un 
determinado criterio de decencia, estética o decoro respecto a las expresiones que 

podrían ser bien recibidas, ya que no existen parámetros uniformemente 
aceptados que puedan delimitar el contenido de estas categorías, por lo cual 

constituyen limitaciones demasiado vagas de la libertad de expresión como para 
ser constitucionalmente admisibles. De hecho, el debate en temas de interés 
público debe ser desinhibido, robusto y abierto, pudiendo incluir ataques 

vehementes, cáusticos y desagradablemente mordaces sobre personajes públicos 
o, en general, ideas que puedan ser recibidas desfavorablemente por sus 

destinatarios y la opinión pública, de modo que no sólo se encuentran protegidas 
las ideas que son recibidas favorablemente o las que son vistas como inofensivas 
o indiferentes. Estas son las demandas de una sociedad plural, tolerante y abierta, 

sin la cual no existe una verdadera democracia. 

Anexo 28 
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Tesis 
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DERECHOS A LA INFORMACIÓN Y A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SU 

PROTECCIÓN INVOLUCRA LO REVELADO RESPECTO DE SERVIDORES 
PÚBLICOS A PARTIR DE RESPONSABILIDADES POSTERIORES AL 
DESEMPEÑO DE SU CARGO. 

La Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, 
el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, no regula el lapso durante el 

cual es posible difundir información sobre un servidor público; por lo cual en 
ejercicio del control de convencionalidad previsto en los artículos 1o. y 133 del 
Pacto Federal, se debe atender a lo dispuesto en el precepto 13 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, y a su interpretación consignada en la 
Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión elaborada por la Relatoría 
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Especial constituida dentro de la Organización de Estados Americanos (aprobada 

por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en octubre de 2000). De 
ahí que conforme a los principios quinto y décimo primero de dicha declaración, la 

circunstancia de que se hubiera escrito, editado, impreso y distribuido información 
relativa al desempeño de un representante estatal de elección popular, a través de 
la venta de un libro publicado con posterioridad al término de su encargo; no 

implica que sólo por este último hecho, el nivel de protección a su honor se torne 
equivalente al de una persona privada. Por el contrario, como el ejercicio de los 

derechos de información y libertad de expresión no puede estar sujeto a previa 
censura, pues ello significaría aplicar normas sancionadoras a las manifestaciones 
molestas dirigidas a los funcionarios públicos (o "leyes de desacato"), 

incompatibles con la Convención Americana sobre Derechos Humanos; es a partir 
de responsabilidades posteriores fijadas por la ley que se hace posible cuestionar 

su desempeño. En tal sentido, para el caso en comento, continúa limitado el 
derecho al honor del servidor público aun después de concluido su encargo, 
siendo conducentes los artículos 28 a 34 de la Ley de Responsabilidad Civil para 

la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el 
Distrito Federal. 
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RESPONSABILIDAD POR EXPRESIONES QUE ATENTAN CONTRA EL 
HONOR DE SERVIDORES PÚBLICOS Y SIMILARES. DEMOSTRACIÓN DE SU 
CERTEZA EN EJERCICIO DE LOS DERECHOS A LA INFORMACIÓN Y A LA 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. 

En la tesis aislada de rubro: "LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA 

INFORMACIÓN. LA RESPONSABILIDAD POR INVASIONES AL HONOR DE 
FUNCIONARIOS U OTRAS PERSONAS CON RESPONSABILIDADES 
PÚBLICAS SÓLO PUEDE DARSE BAJO CIERTAS CONDICIONES, MÁS 

ESTRICTAS QUE LAS QUE SE APLICAN EN EL CASO DE EXPRESIONES O 
INFORMACIONES REFERIDAS A CIUDADANOS PARTICULARES." (IUS 

165763); la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación expuso 
que quien se expresa debe siempre poder bloquear una imputación de 
responsabilidad ulterior probando que los hechos a los que se refiere son ciertos, 

pero que de manera complementaria no podía ser obligado a demostrar su certeza 
para evitar la responsabilidad cuando se le demanda, lo cual se denominó doble 

juego de la exceptio veritatis. De lo anterior deriva incertidumbre en saber cuándo 
se debe obligar al emisor de información acreditar la veracidad de ésta y cuando 
no, precisamente por tratarse de un doble juego. Por ende, en ejercicio del control 

de convencionalidad previsto en los artículos 1o. y 133 del Pacto Federal, se debe 
atender a lo dispuesto en el precepto 13 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, y a su interpretación consignada en la Declaración de 
Principios sobre Libertad de Expresión elaborada por la Relatoría Especial 
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constituida dentro de la Organización de Estados Americanos (aprobada por la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos en octubre de 2000). Esto, pues 
de acuerdo al principio séptimo de dicha declaración se tiene que la información 

abarca incluso aquella que se denomina "errónea", "no oportuna" o "incompleta". 
Por ende, al igual que los juicios de valor, se estima innecesario exigir la 
comprobación de hechos concretos vertidos por el informador, porque sobre ellos 

pueden existir interpretaciones distintas e implicar su censura casi automática, lo 
que anularía prácticamente todo el debate político y el intercambio de ideas como 

método indudable para la búsqueda de la verdad y el fortalecimiento de sistemas 
democráticos. Máxime que no sería lícito invocar el derecho de la sociedad a estar 
informada verazmente para fundamentar un régimen de censura previa 

supuestamente destinado a eliminar las informaciones que serían falsas a criterio 
del censor. Consecuentemente, es indispensable tomar en consideración este 

criterio al aplicar el segundo párrafo del artículo 25 de la Ley de Responsabilidad 
Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen 
en el Distrito Federal. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. UNA 

PERSONA PUEDE ADQUIRIR PROYECCIÓN PÚBLICA, SI ESTÁ 
RELACIONADA CON ALGÚN SUCESO QUE, POR SÍ MISMO, REVISTE 

INTERÉS PÚBLICO PARA LA SOCIEDAD. 

En la tesis 1a. CCXIX/2009, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, página 278, de rubro: 

"DERECHOS AL HONOR Y A LA PRIVACIDAD. SU RESISTENCIA FRENTE A 
INSTANCIAS DE EJERCICIO DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y EL 

DERECHO A LA INFORMACIÓN ES MENOR CUANDO SUS TITULARES 
TIENEN RESPONSABILIDADES PÚBLICAS.", esta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación señaló que quienes desempeñan, han 

desempeñado o desean desempeñar responsabilidades públicas, tienen 
pretensiones en términos de intimidad y respeto al honor con menos resistencia 

normativa general que los ciudadanos ordinarios, por motivos ligados al tipo de 
actividad que han decidido desempeñar, que exige un escrutinio público intenso 
de sus actividades. Asimismo, en la tesis 1a. XLI/2010, difundida en los señalados 

medio y Época, Tomo XXXI, marzo de 2010, página 923, de rubro: "DERECHOS A 
LA PRIVACIDAD, A LA INTIMIDAD Y AL HONOR. SU PROTECCIÓN ES MENOS 

EXTENSA EN PERSONAS PÚBLICAS QUE TRATÁNDOSE DE PERSONAS 
PRIVADAS O PARTICULARES.", la propia Sala agregó que también son personas 
con proyección pública aquellas que, por circunstancias sociales, familiares, 

artísticas, deportivas, o bien, porque han difundido hechos y acontecimientos de 
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su vida privada, o cualquier otra situación análoga, son notoriamente conocidas o 

tienen proyección o notoriedad en una comunidad y, por ende, deben resistir un 
mayor nivel de injerencia en su intimidad, de manera que la protección a su 

privacidad e incluso a su honor o reputación, es menos extensa que tratándose de 
personas privadas o particulares, porque aceptan voluntariamente, por situarse en 
la posición que ocupan, exponerse al escrutinio público. Cabe añadir que una 

persona también puede adquirir proyección pública por estar relacionada con 
algún suceso que, por sí mismo, revista interés público para la sociedad, lo que a 

su vez le puede ocasionar una protección menos extensa de sus derechos de la 
personalidad. 

 

Anexo 31 
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DAÑO MORAL. TRATÁNDOSE DE AFECTACIÓN AL HONOR POR ABUSO DE 
LAS LIBERTADES DE INFORMACIÓN Y DE EXPRESIÓN DEBE ANALIZARSE 
EL CONTEXTO. 

Los artículos 14, 15 y 25 de la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del 
Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal, 

incorporan los lineamientos dados por la doctrina y la jurisprudencia extranjera que 
influyó en su creación. La doctrina destaca de las opiniones emitidas en los 
medios de comunicación, la subjetividad, excluyente de objetividad y veracidad, en 

cuya valoración entra en juego su comparación con los hechos con que se 
relaciona, sin poder abusar del derecho de información y libre expresión, pues ha 

de atenderse a límites que deben ponderarse cuidadosamente a fin de no coartar 
aquellas libertades, y son determinados por derechos como el del honor, cuyo 
respeto marca la frontera que no debe cruzarse, y del cual está excluido el abuso 

manifestado en un ánimo de injuriar, de ofender sin derecho y sin necesidad. La 
jurisprudencia proscribe el uso de insultos por atentatorios del honor, pone de 

relieve la prevalencia del honor como límite frente a las libertades de expresión e 
información, y añade un elemento que por fuerza debe analizarse para determinar 
la lesividad de ciertas expresiones: el contexto. Éste es relevante, pues si se 

producen las palabras o frases en un ambiente de crispación, política o de otro 
tipo, aumenta la tolerancia ante lo expresado, traduciéndose en una disminución 

de su aspecto ofensivo; también si se alude sólo a calificativas figuradas, e 
incluso, potenciales, mediante el empleo de la mordacidad o la ironía. En cambio, 
si ningún entorno de agresión o exasperación hay al tiempo de emitir las 

expresiones, no hay necesidad de trocar su cariz maltratador por uno ausente de 
denuesto, sino estimarlas como ofensas que son, carentes de toda justificación, 

intolerables y generadoras de daño moral por afectación al honor. En la legislación 
mexicana invocada, se protege la libertad de expresión y el derecho a la 
información, con un criterio más o menos laxo, en tanto se toleran manifestaciones 

molestas e hirientes, juicios desfavorables e imputaciones de hechos o actos 
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apegados a la veracidad, siempre y cuando sean de interés público, pero esa 

tutela tiene su límite en la expresión de insultos, por ser innecesaria para el 
ejercicio de aquellas libertades, y se atiende al contexto en que se emiten, aunque 

sin soportar los juicios que son insultantes per se en cualquier entorno, aunque 
debe atenderse también a la idiosincrasia nacional, entre cuyos rasgos 
característicos se encuentra el humor de amplio espectro cromático, del blanco al 

negro, y se usa en la vida cotidiana y en medios de difusión. Tal peculiaridad 
conlleva el examen cuidadoso de las manifestaciones que, aparejadas a ese 

humor, se viertan en publicaciones o programas de índole cómica, predominante o 
accesoria, a cargo de personas que ejerzan una actividad de dicha naturaleza a 
nivel profesional, y que tienden al divertimento del público, pues, en esos 

supuestos, la tolerancia será mayor que en un entorno carente de comicidad. Por 
el contrario, la ausencia de esas peculiaridades, en el entorno de emisión de las 

expresiones que se tachen de insultantes, reducirá la tolerancia hacia éstas. En 
todo caso, ante la duda sobre la posible afectación al honor por expresiones 
pretendidamente ofensivas, y proferidas en el contexto de un debate o una 

polémica en torno a cierto tema, se privilegiará la libertad de expresión. Debe 
atenderse a esos lineamientos para determinar, en cada caso, si se afectó o no el 

honor con las expresiones respectivas, cuya emisión deberá estar previamente 
acreditada, como presupuesto del que parte el análisis de su calificación como 
injuriosas, insultantes o vejatorias, pues basta comprobar que fueron proferidas las 

palabras o frases de que se trate para que, previo examen de su calidad 
atentatoria del honor, se estime demostrado el daño moral generador de 

responsabilidad civil. 
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Tesis 
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"REPORTE FIEL" EN TRATÁNDOSE DE LOS DERECHOS A LA 
INFORMACIÓN Y A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. 

La fiel reproducción de información no da lugar a responsabilidad para el 
comunicador, ni para los demás sujetos que la difunden en pro del interés público, 
aun en los casos en que no sea correcta y pueda dañar el honor de algún servidor 

público e, incluso, el de una persona privada. Esto, pues en una sociedad 
democrática el debate debe ser fluido y amplio y, por ende, la publicidad de la 

información proveída por terceros no debe verse restringida por la amenaza de 
responsabilidad al informador simplemente por transcribir lo manifestado por otro, 
al implicar una limitación innecesaria que impide el derecho de las personas a 

estar informadas. Lo anterior, deriva del principio décimo de la Declaración de 
Principios sobre Libertad de Expresión elaborada por la Relatoría Especial 

constituida dentro de la Organización de Estados Americanos (aprobada por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos en octubre de 2000), mediante la 
cual se interpretó el precepto 13 de la Convención Americana sobre Derechos 
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Humanos, que se aplica en ejercicio del control de convencionalidad a que refieren 

los dispositivos legales 1o. y 133 constitucionales, en atención a que en los 
artículos 6o. y 7o. de nuestra Carta Magna, y en la Ley de Responsabilidad Civil 

para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en 
el Distrito Federal, no existe disposición legal sobre ese tema. 
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DERECHO AL HONOR Y PRESTIGIO PROFESIONAL. 

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 1a. 

XX/2011 (10a.), de rubro "DERECHO FUNDAMENTAL AL HONOR. SU 
DIMENSIÓN SUBJETIVA Y OBJETIVA.", sostuvo que el derecho al honor tiene 

una dimensión objetiva o externa, conforme a la cual éste puede definirse como el 
derecho a que otros no condicionen negativamente la opinión que los demás 
hayan de formarse de nosotros. En esta dimensión, el derecho al honor ampara la 

buena reputación de una persona en sus cualidades morales y profesionales, 
protegiéndola frente a expresiones o mensajes que la hagan desmerecer en la 

consideración ajena, al ir en su descrédito o menosprecio. Por lo mismo, esta 
Primera Sala estima que en ciertos casos y bajo determinadas circunstancias, el 
juicio crítico o la información divulgada acerca de la conducta profesional o laboral 

de una persona puede constituir un auténtico ataque a su honor. En esos 
supuestos, los mensajes absolutamente vejatorios de una persona, se dirigen 

contra su comportamiento en el ámbito en el que desempeña su labor u 
ocupación, pudiendo hacerle desmerecer ante la opinión ajena con igual 
intensidad y daño que si la descalificación estuviese dirigida directamente a su 

persona o sus cualidades morales. Esto es así porque la actividad profesional 
suele ser una de las formas más destacadas de manifestación externa de la 

personalidad y de la relación del individuo con el resto de la colectividad, de forma 
que la descalificación injuriosa o innecesaria de ese comportamiento tiene un 
especial e intenso efecto sobre dicha relación y sobre lo que los demás llegasen a 

pensar de una persona, pudiendo repercutir tanto en los resultados patrimoniales 
de su actividad como en la imagen personal que de ella se tenga. No obstante, 

esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que la 
simple crítica a la pericia profesional en el desempeño de una actividad no debe 
confundirse sin más con un atentado contra el honor, ya que el no ser en la 

consideración de un tercero un buen profesional o el idóneo para realizar 
determinada actividad no constituye per se un ataque contra su honor. Las críticas 

a la aptitud profesional de otra persona serán lesivas del derecho al honor cuando, 
sin ser una expresión protegida por la libertad de expresión o el derecho a la 
información, constituyan: (i) una descalificación de la probidad profesional de una 

persona que pueda dañar grave e injustificada o infundadamente su imagen 
pública, o (ii) críticas que, pese a estar formalmente dirigidas a la actividad 
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profesional de un individuo, en el fondo impliquen una descalificación personal, al 

repercutir directamente en su consideración y dignidad individuales. 
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DERECHO FUNDAMENTAL AL HONOR DE LAS PERSONAS JURÍDICAS. 

Toda persona física es titular del derecho al honor, pues el reconocimiento de éste 
es una consecuencia de la afirmación de la dignidad humana. Sin embargo, el 

caso de las personas jurídicas o morales presenta mayores dificultades, toda vez 
que de ellas no es posible predicar dicha dignidad como fundamento de un 

eventual derecho al honor. A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, es necesario utilizar la distinción entre el honor en sentido 
subjetivo y objetivo a fin de resolver este problema. Resulta difícil poder predicar el 

derecho al honor en sentido subjetivo de las personas morales, pues carecen de 
sentimientos y resultaría complicado hablar de una concepción que ellas tengan 

de sí mismas. Por el contrario, en lo relativo a su sentido objetivo, considerando el 
honor como la buena reputación o la buena fama, parece no sólo lógico sino 
necesario sostener que el derecho al honor no es exclusivo de las personas 

físicas, puesto que las personas jurídicas evidentemente gozan de una 
consideración social y reputación frente a la sociedad. En primer término, es 

necesario tomar en cuenta que las personas denominadas jurídicas o morales son 
creadas por personas físicas para la consecución de fines determinados, que de 
otra forma no se podrían alcanzar, de modo que constituyen un instrumento al 

servicio de los intereses de las personas que las crearon. En segundo lugar, 
debemos considerar que los entes colectivos creados son la consecuencia del 
ejercicio previo de otros derechos, como la libertad de asociación, y que el pleno 

ejercicio de este derecho requiere que la organización creada tenga 
suficientemente garantizados aquellos derechos fundamentales que sean 

necesarios para la consecución de los fines propuestos. En consecuencia, es 
posible afirmar que las personas jurídicas deben ser titulares de aquellos derechos 
fundamentales que sean acordes con la finalidad que persiguen, por estar 

encaminados a la protección de su objeto social, así como de aquellos que 
aparezcan como medio o instrumento necesario para la consecución de la referida 

finalidad. Es en este ámbito que se encuentra el derecho al honor, pues el 
desmerecimiento en la consideración ajena sufrida por determinada persona 
jurídica, conllevará, sin duda, la imposibilidad de que ésta pueda desarrollar 

libremente sus actividades encaminadas a la realización de su objeto social o, al 
menos, una afectación ilegítima a su posibilidad de hacerlo. En consecuencia, las 

personas jurídicas también pueden ver lesionado su derecho al honor a través de 
la divulgación de hechos concernientes a su entidad, cuando otra persona la 
difame o la haga desmerecer en la consideración ajena. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. ACTUALIZACIÓN, CARACTERÍSTICAS Y 

ALCANCES DE LOS DISCURSOS DEL ODIO. 

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los 

discursos del odio son aquellos que incitan a la violencia -física, verbal, 
psicológica, entre otras- contra los ciudadanos en general, o contra determinados 
grupos caracterizados por rasgos dominantes históricos, sociológicos, étnicos o 

religiosos. Tales discursos se caracterizan por expresar una concepción mediante 
la cual se tiene el deliberado ánimo de menospreciar y discriminar a personas o 

grupos por razón de cualquier condición o circunstancia personal, étnica o social. 
La problemática social en relación con los discursos del odio, radica en que 
mediante las expresiones de menosprecio e insulto que contienen, los mismos 

generan sentimientos sociales de hostilidad contra personas o grupos. Así, la 
diferencia entre las expresiones en las que se manifieste un rechazo hacia ciertas 

personas o grupos y los discursos del odio, consiste en que mientras las primeras 
pueden resultar contrarias a las creencias y posturas mayoritarias, generando 
incluso molestia o inconformidad en torno a su contenido, su finalidad se agota en 

la simple fijación de una postura, mientras que los segundos se encuentran 
encaminados a un fin práctico, consistente en generar un clima de hostilidad que a 

su vez puede concretarse en acciones de violencia en todas sus manifestaciones. 
En consecuencia, los discursos del odio van más allá de la mera expresión de una 
idea o una opinión y, por el contrario, resultan una acción expresiva finalista que 

genera un clima de discriminación y violencia hacia las víctimas entre el público 
receptor, creando espacios de impunidad para las conductas violentas. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. EL DISCURSO HOMÓFOBO CONSTITUYE UNA 
CATEGORÍA DE LENGUAJE DISCRIMINATORIO Y, EN OCASIONES, DE 

DISCURSOS DEL ODIO. 

La homofobia es el rechazo de la homosexualidad, teniendo como componente 
primordial la repulsa irracional hacia la misma, o la manifestación arbitraria en su 

contra y, por ende, implica un desdén, rechazo o agresión, a cualquier variación 
en la apariencia, actitudes, roles o prácticas sexuales, mediante el empleo de los 

estereotipos de la masculinidad y la feminidad. Dicho tratamiento discriminatorio 
implica una forma de inferiorización, mediante una asignación de jerarquía a las 
preferencias sexuales, confiriendo a la heterosexualidad un rango superior. Esta 

aversión suele caracterizarse por el señalamiento de los homosexuales como 
inferiores o anormales, lo cual da lugar a lo que se conoce como discurso 

homófobo, mismo que consiste en la emisión de una serie de calificativos y 
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valoraciones críticas relativas a la condición homosexual y a su conducta sexual, y 

suele actualizarse en los espacios de la cotidianeidad; por lo tanto, generalmente 
se caracteriza por insinuaciones de homosexualidad en un sentido burlesco y 

ofensivo, mediante el empleo de un lenguaje que se encuentra fuertemente 
arraigado en la sociedad. En consecuencia, resulta claro que aquellas expresiones 
en las cuales exista una referencia a la homosexualidad, no como una opción 

sexual personal -misma que es válida dentro de una sociedad democrática, plural 
e incluyente-, sino como una condición de inferioridad o de exclusión, constituyen 

manifestaciones discriminatorias, toda vez que una categoría como la preferencia 
sexual, respecto a la cual la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos expresamente veda cualquier discriminación en torno a la misma, no 

puede ser válidamente empleada como un aspecto de diferenciación peyorativa. 
Así, tomando en consideración la protección constitucional expresa a la 

preferencia sexual de los individuos, es que la misma no puede constituir un dato 
pertinente para la calificación social de una persona. Por tanto, al tratarse la 
homosexualidad de una forma de sexualidad tan legítima como la 

heterosexualidad, puede concluirse que aquellas expresiones homófobas, esto es, 
que impliquen una incitación, promoción o justificación de la intolerancia hacia la 

homosexualidad, ya sea mediante términos abiertamente hostiles o de rechazo, o 
bien, a través de palabras burlescas, deben considerase como una categoría de 
lenguaje discriminatorio y, en ocasiones, de discursos del odio. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. EL DISCURSO HOMÓFOBO NO SE ACTUALIZA 
CUANDO LAS EXPRESIONES SE UTILIZAN PARA FINES CIENTÍFICOS, 

LITERARIOS O ARTÍSTICOS. 

Si bien es cierto que a juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, las expresiones homófobas son una categoría de lenguaje 
discriminatorio y, en ocasiones pueden actualizar discursos del odio, lo cierto es 
que resulta posible que se presenten escenarios en los cuales determinadas 

expresiones que en otro contexto podrían conformar un discurso homófobo, 
válidamente pueden ser empleadas, atendiendo a situaciones como estudios y 

análisis científicos, u obras literarias o de naturaleza artística, sin que por tal 
motivo impliquen la actualización de manifestaciones discriminatorias o de 
discursos del odio, gozando por tanto de protección constitucional. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. EL LENGUAJE DISCRIMINATORIO SE 

CARACTERIZA POR DESTACAR CATEGORÍAS DE LAS SEÑALADAS EN EL 
ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS, MEDIANTE ELECCIONES LINGÜÍSTICAS QUE DENOTAN UN 
RECHAZO SOCIAL. 

El respeto al honor de las personas, como límite al ejercicio de la libertad de 

expresión cuando las manifestaciones se refieran a grupos sociales determinados, 
alcanza un mayor estándar de protección cuando las mismas se refieran a 

colectividades que por rasgos dominantes históricos, sociológicos, étnicos o 
religiosos, han sido ofendidos a título colectivo por el resto de la comunidad. En 
efecto, esta protección al honor de los grupos sociales se intensifica cuando en 

una sociedad determinada ha existido un constante rechazo a las personas que 
los integran, ante lo cual, el lenguaje que se utilice para ofender o descalificar a las 

mismas adquiere la calificativa de discriminatorio. En consecuencia, el lenguaje 
discriminatorio se caracteriza por destacar categorías de las señaladas en el 
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, mediante 

elecciones lingüísticas que denotan un rechazo social, en torno a aspectos tales 
como el origen étnico o nacional, el género, las discapacidades, la condición 

social, la religión y las preferencias sexuales. Debido a lo anterior, el lenguaje 
discriminatorio constituye una categoría de expresiones ofensivas u oprobiosas, 
las cuales al ser impertinentes en un mensaje determinado, actualizan la 

presencia de expresiones absolutamente vejatorias. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. EL USO DIFUNDIDO DE EXPRESIONES 
HABITUALES DE UNA SOCIEDAD NO LAS EXCLUYE DEL CONTROL DE 
CONSTITUCIONALIDAD. 

Si bien determinadas expresiones pueden encontrarse arraigadas en el lenguaje 
habitual de una determinada sociedad, ello no puede conducir a la conclusión de 

que por ese mero hecho las mismas se encuentren protegidas por el texto 
constitucional. En otras palabras, el uso difundido de ciertos términos por un gran 
número de los integrantes de una sociedad, bajo ningún caso puede traducirse en 

un supuesto de exclusión del tamiz de control de constitucionalidad. Precisamente, 
la naturaleza del control de regularidad normativa que lleva a cabo esta Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, tiene como consecuencia que el parámetro de 
control lo constituyan los derechos fundamentales contenidos tanto en la 
Constitución, así como en los instrumentos internacionales de los cuales nuestro 

país es parte, sin que pueda admitirse que la práctica cotidiana de determinadas 
conductas convalide una posible contravención al parámetro de constitucionalidad. 

En efecto, este alto tribunal tiene como su tarea primordial la tutela de los 
derechos fundamentales, en especial de los grupos minoritarios, los cuales suelen 
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ser objeto de exclusión y discriminación. En consecuencia, para realizar un control 

de regularidad constitucional, no pueden tomarse en consideración las prácticas 
que realizan la mayoría de los integrantes de la sociedad, tales como el uso 

cotidiano de determinados términos lingüísticos, pues de adoptarse tal postura, se 
llegaría al absurdo de convalidar violaciones a los derechos fundamentales por así 
estar constituida la opinión dominante de una sociedad, lo cual sería contrario 

tanto a la dinámica de las funciones encomendadas a esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, así como a la naturaleza de la Constitución como norma 

jurídica. 
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DERECHO A LA VIDA PRIVADA. SU CONTENIDO GENERAL Y LA 

IMPORTANCIA DE NO DESCONTEXTUALIZAR LAS REFERENCIAS A LA 
MISMA. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha referido en varias tesis a los 
rasgos característicos de la noción de lo "privado". Así, lo ha relacionado con: lo 
que no constituye vida pública; el ámbito reservado frente a la acción y el 

conocimiento de los demás; lo que se desea compartir únicamente con aquellos 
que uno elige; las actividades de las personas en la esfera particular, relacionadas 
con el hogar y la familia; o aquello que las personas no desempeñan con el 

carácter de servidores públicos. Por otro lado, el derecho a la vida privada (o 
intimidad) está reconocido y protegido en declaraciones y tratados de derechos 

humanos que forman parte del orden jurídico mexicano, como la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos (artículo 12), el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (artículo 17), la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (artículo 11) y la Convención sobre los Derechos del Niño 
(artículo 16). Al interpretar estas disposiciones, los organismos internacionales han 

destacado que la noción de vida privada atañe a la esfera de la vida en la que las 
personas pueden expresar libremente su identidad, ya sea en sus relaciones con 
los demás o en lo individual, y han destacado su vinculación con un amplio 

abanico de otros derechos, como la inviolabilidad de la correspondencia y de las 
comunicaciones en general, la inviolabilidad del domicilio, las garantías respecto 

de los registros personales y corporales, las relacionadas con la recopilación y 
registro de información personal en bancos de datos y otros dispositivos; el 
derecho a una vivienda adecuada, a la salud y a la igualdad; los derechos 

reproductivos, o la protección en caso de desalojos forzados. Las afirmaciones 
contenidas en las resoluciones nacionales e internacionales son útiles en la 

medida en que no se tomen de manera descontextualizada, emerjan de un 
análisis cuidadoso de los diferentes escenarios jurídicos en los que la idea de 
privacidad entra en juego y no se pretenda derivar de ellas un concepto mecánico 

de vida privada, de referentes fijos e inmutables. Lo único que estas resoluciones 
permiten reconstruir, en términos abstractos, es la imagen general que evoca la 
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idea de privacidad en nuestro contexto cultural. Según esta noción, las personas 

tienen derecho a gozar de un ámbito de proyección de su existencia que quede 
reservado de la invasión y la mirada de los demás, que les concierna sólo a ellos y 

les provea de condiciones adecuadas para el despliegue de su individualidad -
para el desarrollo de su autonomía y su libertad-. A un nivel más concreto, la 
misma idea puede describirse apelando al derecho de las personas a mantener 

fuera del conocimiento de los demás (o, a veces, dentro del círculo de sus 
personas más próximas) ciertas manifestaciones o dimensiones de su existencia 

(conducta, datos, información, objetos) y al correspondiente derecho a que los 
demás no las invadan sin su consentimiento. En un sentido amplio, entonces, la 
protección constitucional de la vida privada implica poder conducir parte de la vida 

de uno protegido de la mirada y las injerencias de los demás, y guarda conexiones 
de variado tipo con pretensiones más concretas que los textos constitucionales 

actuales reconocen a veces como derechos conexos: el derecho de poder tomar 
libremente ciertas decisiones atinentes al propio plan de vida, el derecho a ver 
protegidas ciertas manifestaciones de integridad física y moral, el derecho al honor 

o reputación, el derecho a no ser presentado bajo una falsa apariencia, el derecho 
a impedir la divulgación de ciertos hechos o la publicación no autorizada de cierto 

tipo de fotografías, la protección contra el espionaje, la protección contra el uso 
abusivo de las comunicaciones privadas, o la protección contra la divulgación de 
informaciones comunicadas o recibidas confidencialmente por un particular. 
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DERECHOS AL HONOR Y A LA PRIVACIDAD. SU RESISTENCIA FRENTE A 
INSTANCIAS DE EJERCICIO DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y EL 

DERECHO A LA INFORMACIÓN ES MENOR CUANDO SUS TITULARES 
TIENEN RESPONSABILIDADES PÚBLICAS. 

Los ordenamientos jurídicos de las democracias actuales cuentan con un abanico 
legal o jurisprudencialmente asentado de reglas acerca de qué es y qué no es un 
equilibrio adecuado entre estos derechos a la luz de las previsiones 

constitucionales aplicables. Una de estas reglas, ampliamente consensuada en el 
ámbito del derecho comparado y del derecho internacional de los derechos 

humanos -precipitado de ejercicios reiterados de ponderación de derechos, 
incluidos los encaminados a examinar las ponderaciones vertidas por el legislador 
en normas generales- es aquella según la cual, frente a actuaciones de los medios 

de comunicación en ejercicio de los derechos a expresarse e informar, quienes 
desempeñan, han desempeñado o desean desempeñar responsabilidades 

públicas tienen pretensiones en términos de intimidad y respeto al honor con 
menos resistencia normativa general que los ciudadanos ordinarios. Ello es así por 
motivos estrictamente ligados al tipo de actividad que han decidido desempeñar, 

que exige un escrutinio público intenso de sus actividades. Tratándose de la 
intimidad en ocasiones su condición puede dotar de interés público a la difusión y 
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general conocimiento de datos que, pudiendo calificarse de privados desde ciertas 

perspectivas, guardan clara conexión con aspectos que es deseable que la 
ciudadanía conozca para estar en condiciones de juzgar adecuadamente su 

desempeño como servidores o titulares de cargos públicos. Con el derecho al 
honor sucede algo similar: las actividades desempeñadas por las personas con 
responsabilidades públicas interesan a la sociedad, y la posibilidad de crítica que 

esta última pueda legítimamente dirigirles debe entenderse con criterio amplio. 
Como ha subrayado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el umbral de 

protección al honor de un funcionario público debe permitir el más amplio control 
ciudadano sobre el ejercicio de sus funciones, porque el funcionario público se 
expone voluntariamente al escrutinio de la sociedad al asumir ciertas 

responsabilidades profesionales -lo que conlleva naturalmente mayores riesgos de 
sufrir afectaciones en su honor- y porque su condición le permite tener mayor 

influencia social y acceder con facilidad a los medios de comunicación para dar 
explicaciones o reaccionar ante hechos que lo involucren. Las personas con 
responsabilidades públicas mantienen la protección derivada del derecho al honor 

incluso cuando no estén actuando en carácter de particulares, pero las 
implicaciones de esta protección deben ser ponderadas con las que derivan del 

interés en un debate abierto sobre los asuntos públicos. 
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DERECHO A LA INTIMIDAD O VIDA PRIVADA. NOCIÓN DE INTERÉS 

PÚBLICO, COMO CONCEPTO LEGITIMADOR DE LAS INTROMISIONES 
SOBRE AQUÉL. 

En la noción de interés público, como concepto legitimador de las intromisiones en 

la intimidad, debe considerarse la relevancia pública de lo informado para la vida 
comunitaria, por ende, no es exigible a una persona que soporte pasivamente la 

difusión periodística de datos sobre su vida privada, cuando su conocimiento es 
trivial para el interés o debate público. Al efecto, la información puede tener 
relevancia pública, ya sea por el hecho en sí sobre el que se está informando, o 

bien, por la propia persona sobre la que versa la noticia, relevancia que, en sí 
misma, da el carácter de "noticiable" a la información. Además, la relevancia 

pública dependerá en todo caso de situaciones históricas, políticas, económicas y 
sociales, que ante su variabilidad, se actualizará en cada caso concreto. 
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MEDIOS DE COMUNICACIÓN. TRATÁNDOSE DE UN REPORTAJE NEUTRAL 

NO EXISTE EL DEBER DE AQUÉLLOS DE VERIFICAR O CALIFICAR SI LA 
INTROMISIÓN A LA INTIMIDAD ES LEGÍTIMA O NO. 

El denominado "reportaje neutral" es aquel en el que un medio de comunicación 
se limita a transcribir o difundir lo dicho o declarado por un tercero, es decir, 
cuando únicamente cumple una función transmisora de lo dicho por otro y, por 

consiguiente, el responsable de cuanto se diga en las declaraciones reproducidas 
es su autor material. Para verificar si en un caso concreto se está ante un 

"reportaje neutral" y, por tanto, si es legítima la afectación a la intimidad de una 
persona por parte de un medio de comunicación, deben satisfacerse dos 
requisitos: la veracidad, entendida como la certeza de que la declaración 

corresponde a un tercero y la relevancia pública de lo informado. Por tanto, 
cuando los comunicadores se limitan a publicar o divulgar información de la 

autoría de terceros, no tienen el deber de verificar o calificar si la intromisión en la 
intimidad o incluso las aseveraciones de éstos, que pudieran tener efectos sobre 
la reputación o el honor de una persona, tienen relevancia pública o no y, por 

ende, si son legítimas, pues en este caso, exigir ese deber generaría un reparto de 
responsabilidades entre aquellos que participan en la comunicación de 

información, lo que restringiría injustificadamente la libertad de expresión y el 
derecho a la información, que tienen tanto una dimensión individual como social, y 
exigen no sólo que los individuos no vean impedida su posibilidad de manifestarse 

libremente, sino que se respete también su derecho como miembros de una 
colectividad a recibir cualquier información y a conocer la expresión del 

pensamiento ajeno. Por lo tanto, cuando se trate de un reportaje neutral, debe 
tenerse la plena seguridad de que el derecho protege al comunicador en su 
posibilidad de expresar y publicar libremente ideas, opiniones e información de un 

tercero, como corresponde en un régimen democrático. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. REQUISITO DE PROPORCIONALIDAD EN EL 

TEST DE INTERÉS PÚBLICO SOBRE LA INFORMACIÓN PRIVADA DE LAS 
PERSONAS. 

Para poder decidir si este tipo de información es de interés público, se requiere 
corroborar si la invasión a la intimidad ocasionada por su divulgación es 
proporcional. Este segundo componente del test de interés público persigue 

descartar aquellos casos en los que, existiendo una conexión patente entre la 
información difundida y un tema de interés público, la intensidad de la intromisión 

no guarda una razonable correspondencia con la importancia de la información de 
interés público. Ahora bien, para determinar la intensidad de la invasión se deberá 
atender a factores relacionados con la persona afectada y la información 

divulgada. En el primer caso, deben examinarse, entre otros aspectos, si la 
persona afectada es un servidor público o un particular con proyección pública, así 
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como la circunstancia de si trató de evitar o fomentó su exposición pública en 

relación con ese tema. En el segundo caso, resultan relevantes, entre otras cosas, 
el hecho de que la información íntima se hiciera del conocimiento público antes o 

después de la publicación por la que se pretende atribuir responsabilidad y si 
existía una expectativa de confidencialidad sobre la información divulgada. Cabe 
aclarar que el examen de proporcionalidad en casos de conflicto entre libertad de 

información y vida privada no se corresponde con el test en tres gradas 
(idoneidad, necesidad y proporcionalidad en estricto sentido) que se utiliza 

frecuentemente para analizar las intervenciones en derechos fundamentales. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. MARGEN DE APRECIACIÓN DE LOS 
PERIODISTAS EN LA DETERMINACIÓN DEL INTERÉS PÚBLICO DE LA 
INFORMACIÓN SOBRE LA VIDA PRIVADA DE LAS PERSONAS. 

Los medios de comunicación deben poder decidir con criterios periodísticos la 
manera en la que presentan una información o cubren una noticia y contar con un 

margen de apreciación que les permita, entre otras cosas, evaluar si la divulgación 
de información sobre la vida privada de una persona está justificada al estar en 
conexión evidente con un tema de interés público. No corresponde a los jueces en 

general, ni a esta Suprema Corte en particular, llevar a cabo el escrutinio de la 
prensa al punto de establecer en casos concretos si una determinada pieza de 

información es conveniente, indispensable o necesaria para ciertos fines. Los 
tribunales no deben erigirse en editores y decidir sobre aspectos netamente 
periodísticos, como lo sería la cuestión de si ciertos detalles de una historia son 

necesarios o si la información pudo trasladarse a la opinión pública de una manera 
menos sensacionalista, en virtud de que permitir a los tribunales un escrutinio muy 

estricto o intenso de estas decisiones supondría la implementación de una 
restricción indirecta a la libertad de expresión. No obstante, tampoco puede 
aceptarse que los medios de comunicación se inmiscuyan indiscriminadamente en 

la vida privada de las personas so pretexto de realizar un trabajo periodístico. De 
acuerdo con lo anterior, la publicación de información verdadera sobre la vida 

privada de una persona sólo estará amparada por la libertad de información 
cuando el periodista, actuando dentro de ese margen de apreciación, establezca 
una conexión patente entre la información divulgada y un tema de interés público y 

exista proporcionalidad entre la invasión a la intimidad producida por la divulgación 
de la información y el interés público de dicha información. Dicha solución 

constituye una posición deferente con el trabajo de periodistas y editores que tiene 
como finalidad evitar una excesiva interferencia en el ejercicio de la libertad de 
expresión mientras se protege la vida privada de las personas de intromisiones 

innecesarias. 
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DERECHO A LA INTIMIDAD. EL DERECHO DE RÉPLICA NO REPARA LA 

INTROMISIÓN EN AQUÉL. 

El derecho a la intimidad protege la no divulgación de datos de la vida privada de 

una persona, es decir, que los demás no conozcan aspectos de su vida sin su 
consentimiento. Por tanto, la veracidad de los datos o hechos difundidos, el 
presupuesto de la lesión a su esfera privada y, por ende, el derecho de réplica no 

reparan la intromisión en la intimidad, pues no se responde por la falsedad de lo 
publicado, sino precisamente por decir la verdad. En esas condiciones, tratándose 

de la invasión al derecho a la intimidad, el hecho de que la persona que la sufre 
tuviera la posibilidad de réplica, relatando su propia versión o aclarando los datos 
publicados, sólo incita a que se continúe hablando del tema, pero sin que la 

intromisión indebida en su vida privada pueda repararse por esa vía, como sí 
ocurre tratándose de la afectación al derecho al honor. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN, DERECHO A LA INFORMACIÓN Y A LA 
INTIMIDAD. PARÁMETROS PARA RESOLVER, MEDIANTE UN EJERCICIO DE 

PONDERACIÓN, CASOS EN QUE SE ENCUENTREN EN CONFLICTO TALES 
DERECHOS FUNDAMENTALES, SEA QUE SE TRATE DE PERSONAJES 
PÚBLICOS O DE PERSONAS PRIVADAS. 

La libertad de expresión y el derecho a la información operan en forma diversa 
tratándose de personajes públicos, quienes, como las personas privadas, se 

encuentran protegidos constitucionalmente en su intimidad o vida privada, por lo 
que podrán hacer valer su derecho a la intimidad frente a las opiniones, críticas o 
informaciones lesivas. La solución de este tipo de conflictos ameritará un ejercicio 

de ponderación entre los derechos controvertidos, a efecto de determinar cuál de 
ellos prevalecerá en cada caso. Así, el interés público que tengan los hechos o 

datos publicados, será el concepto legitimador de las intromisiones en la intimidad, 
en donde el derecho a la intimidad debe ceder a favor del derecho a comunicar y 
recibir información, o a la libertad de expresión cuando puedan tener relevancia 

pública, al ser un ejercicio de dichos derechos la base de una opinión pública libre 
y abierta en una sociedad. Por consiguiente, en la solución al conflicto entre la 

libertad de expresión y el derecho a la información, frente al derecho a la intimidad 
o a la vida privada, deberá considerarse el caso en concreto, a fin de verificar cuál 
de estos derechos debe prevalecer distinguiéndose, en el caso de personas 

públicas a la mayor o menor proyección de la persona, dada su propia posición en 
la comunidad, así como la forma en que ella misma ha modulado el conocimiento 

público sobre su vida privada. 
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DERECHO A LA VIDA PRIVADA. SU CONTENIDO ES VARIABLE TANTO EN 
SU DIMENSIÓN INTERNA COMO EXTERNA. 

El contenido del derecho a la intimidad o vida privada está destinado a variar, 
legítima y normalmente, tanto por motivos que podemos llamar internos al propio 
concepto como por motivos externos al mismo. La variabilidad interna de la noción 

de privacidad alude al hecho de que el comportamiento de sus titulares puede 
influir en la extensión de su ámbito de protección. No se trata sólo de que el 

entendimiento de lo privado cambie de una cultura a otra y que haya variado a lo 
largo de la historia, sino que forma parte del derecho a la privacidad, como lo 
entendemos ahora, la posibilidad de que sus titulares modulen, de palabra o de 

hecho, su alcance. Algunas personas comparten con la opinión pública, con los 
medios de comunicación o con un círculo amplio de personas anónimas, 

informaciones que para otras se inscriben en el ámbito de lo que preservan del 
conocimiento ajeno. Aunque una pauta de conducta de este tipo no implica que la 
persona en cuestión deje de ser titular del derecho a la privacidad, ciertamente 

disminuye la extensión de lo que de entrada puede considerarse incluido dentro de 
su ámbito de protección. Por su parte, la variabilidad externa deriva de la 

existencia de fuentes externas de límites al derecho, y alude a la diferencia normal 
y esperada entre el contenido prima facie de los derechos fundamentales y la 
protección real que ofrecen en los casos concretos, una vez contrapesados y 

armonizados con otros derechos e intereses, que pueden apuntar en direcciones 
distintas e incluso opuestas a las que derivan de su contenido normativo. Así, 

aunque una pretensión pueda en principio relacionarse con el ámbito 
generalmente protegido por el derecho, si la misma merece prevalecer en un caso 
concreto, y en qué grado, dependerá de un balance de razones desarrollado de 

conformidad con métodos de razonamiento jurídico bien conocidos y masivamente 
usados en los estados constitucionales contemporáneos. Como han expresado 

canónicamente los tribunales constitucionales y de derechos humanos del mundo, 
ningún derecho fundamental es absoluto y puede ser restringido siempre que ello 
no se haga de manera abusiva, arbitraria o desproporcional. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA AFECTACIÓN AL DERECHO A LA INTIMIDAD 
NO PUEDE JUSTIFICARSE EN LA VERACIDAD DE LA INFORMACIÓN. 

La relevancia de la veracidad de la información difundida varía radicalmente si lo 
que se contrapone al derecho a la información es el derecho al honor o el relativo 

a la intimidad. La veracidad es una exigencia más débil que la verdad, en la 
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medida en que únicamente comporta un estándar de diligencia en la corroboración 

de la verdad de la información divulgada. Ahora bien, mientras la veracidad en la 
información constituye una causa de justificación respecto de las intromisiones en 

el derecho al honor, ello no ocurre en los casos de conflicto entre libertad de 
información y derecho a la intimidad por una razón de naturaleza conceptual: la 
información difundida debe ser verdadera para que afecte la intimidad, es decir, la 

verdad de la información es un presupuesto de cualquier vulneración a la 
intimidad. De acuerdo con lo anterior, la legitimidad de una invasión a la intimidad 

no podrá justificarse en la veracidad de la información. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. QUIENES ASPIRAN A UN CARGO PÚBLICO 

DEBEN CONSIDERARSE COMO PERSONAS PÚBLICAS Y, EN 
CONSECUENCIA, SOPORTAR UN MAYOR NIVEL DE INTROMISIÓN EN SU 

VIDA PRIVADA. 

En lo relativo a la protección y los límites de la libertad de expresión, esta Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha adoptado el estándar que la 

Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos ha denominado como sistema dual de protección, en virtud 
del cual, los límites de crítica son más amplios si ésta se refiere a personas que, 

por dedicarse a actividades públicas o por el rol que desempeñan en una sociedad 
democrática, están expuestas a un más riguroso control de sus actividades y 

manifestaciones que aquellos particulares sin proyección alguna. En tal sentido, 
esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la 
doctrina que ha ido construyendo en la materia, a efecto de determinar cuándo 

puede considerarse que una persona es figura pública, no se refiere únicamente a 
los servidores públicos, pues las personas que aspiran a ocupar un cargo público, 

válidamente pueden ser consideradas como tales. Dicha conclusión no sólo es 
coincidente con la doctrina de este alto tribunal, sino también con el marco jurídico 
que sobre la materia ha emitido la propia Relatoría Especial para la Libertad de 

Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el cual señala 
que los discursos especialmente protegidos se refieren, entre otros, a los 

funcionarios públicos, así como a los candidatos a ocupar cargos públicos. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. ELEMENTOS DEL TEST DE INTERÉS PÚBLICO 
SOBRE LA INFORMACIÓN PRIVADA DE LAS PERSONAS. 
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Para decidir si determinada información privada es de interés público en ejercicio 

del derecho a la libertad de expresión, se requiere corroborar, en un test, la 
presencia de dos elementos: (i) una conexión patente entre la información privada 

y un tema de interés público; y, (ii) la proporcionalidad entre la invasión a la 
intimidad ocasionada por la divulgación de la información privada y el interés 
público de la información. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. INTERPRETACIÓN DE LA "MALICIA EFECTIVA" 

EN LA LEY DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA LA PROTECCIÓN DEL 
DERECHO A LA VIDA PRIVADA, EL HONOR Y LA PROPIA IMAGEN EN EL 
DISTRITO FEDERAL. 

La "malicia efectiva" es el criterio subjetivo de imputación que se ha adoptado en 
el derecho mexicano para atribuir responsabilidad en casos de conflicto entre la 

libertad de expresión y los derechos de la personalidad. No obstante, el principal 
problema es que la "malicia efectiva" surgió para aplicarse en casos donde se 
alegaban vulneraciones al derecho al honor. En esta línea, las disposiciones sobre 

la "malicia efectiva" contempladas en la ley citada sólo se aplican en su literalidad 
a las intromisiones en el honor, por lo que la irrelevancia de la veracidad de la 
información en casos donde se alega la intromisión en la vida privada de una 

persona hace que la "malicia efectiva" como criterio subjetivo de imputación deba 
sufrir alguna modulación, que se traduce en dejar de considerar en todos los 

casos de posibles afectados (funcionarios públicos, personas con proyección 
pública y particulares) los elementos del estándar que presuponen la falta de 
veracidad. En este sentido, esta Primera Sala entiende que en supuestos donde 

esté en juego el derecho a la vida privada de funcionarios públicos sólo debe 
exigirse que la información se haya difundido con la única intención de dañar, 

como lo establece la fracción III del artículo 30 de la ley citada; y en el caso de los 
particulares con proyección pública y particulares sin esa proyección, la "malicia 
efectiva" se reduce a la hipótesis de que la información se haya difundido con 

negligencia inexcusable, supuesto establecido en el artículo 32 del citado 
ordenamiento. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN EN EL ÁMBITO 

ACADÉMICO. SU ESPECIAL PROTECCIÓN. 

Si bien es cierto que, en principio, todas las formas de expresión están protegidas 
por el derecho a la libertad de expresión reconocido por los artículos 6o. y 7o. de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 13 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, también lo es que existen 
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ciertos tipos de discurso que reciben una protección especial por su importancia 

para el ejercicio de los demás derechos humanos o para la consolidación, el 
funcionamiento y la preservación de la democracia; entre los cuales se encuentra 

la información generada en ámbitos académicos. En efecto, las libertades de 
pensamiento y expresión constituyen la esencia de la actividad académica, cuya 
función no se reduce a transmitir el conocimiento existente, sino que incluye la 

exploración de sus límites y posibilidades. De ahí que, en un ambiente académico, 
cualquier restricción al contenido de una expresión sea perniciosa, al grado de 

que, en ocasiones, puede ser incompatible con la investigación y difusión del 
conocimiento. Lo anterior exige un mayor grado de tolerancia a la crítica en el 
ámbito académico -como puede ser la universidad pública-, en donde el 

intercambio de opiniones debe ser particularmente robusto. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. LOS 
FUNCIONARIOS UNIVERSITARIOS DEBEN TOLERAR UNA MAYOR 

INTROMISIÓN EN SU DERECHO AL HONOR, A LA VIDA PRIVADA Y A SU 
PROPIA IMAGEN, CUANDO RECIBAN CRÍTICAS SOBRE SU DESEMPEÑO EN 
EL CARGO. 

La naturaleza jurídica de las universidades autónomas, como organismos 
descentralizados del Estado con personalidad jurídica y patrimonio propio, en 

donde se imparte educación en los niveles establecidos en el artículo 3o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, les confiere a sus 
funcionarios diversas potestades administrativas relacionadas con un servicio de 

carácter público. Así, tal circunstancia justifica el mayor escrutinio al que están 
sometidos los funcionarios universitarios, quienes deben tolerar una mayor 

intromisión en su derecho al honor, a la vida privada y a la propia imagen cuando 
reciban cuestionamientos sobre su desempeño en el cargo, máxime que las 
afirmaciones y apreciaciones sobre su actuación fomentan la transparencia y 

crítica de la gestión estatal en un ámbito particularmente sensible para el 
desarrollo nacional, como es la educación pública superior. 
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Jurisprudencia 14/2012 

ACTOS DE PROSELITISMO POLÍTICO. LA SOLA ASISTENCIA DE 

SERVIDORES PÚBLICOS EN DÍAS INHÁBILES A TALES ACTOS NO ESTÁ 

RESTRINGIDA EN LA LEY.- De la interpretación sistemática de los artículos 1º, 

6º, 35, 41 y 134, párrafo séptimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como 347, párrafo 1, inciso c), del Código Federal de Instituciones 

y Procedimientos Electorales, se colige la prohibición a los servidores del Estado 
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de desviar recursos públicos para favorecer a determinado partido político, 

precandidato o candidato a un cargo de elección popular. En este contexto, la sola 

asistencia en días inhábiles de los servidores públicos a eventos de proselitismo 

político para apoyar a determinado partido, precandidato o candidato, no está 

incluida en la restricción citada, en tanto que tal conducta, por sí misma, no implica 

el uso indebido de recursos del Estado; en consecuencia, se reconoce que la 

asistencia a esta clase de actos, se realiza en ejercicio de las libertades de 

expresión y asociación en materia política de los ciudadanos, las cuales no 

pueden ser restringidas por el sólo hecho de desempeñar un cargo público, por 

tratarse de derechos fundamentales que sólo pueden limitarse en los casos 

previstos en el propio orden constitucional y legal. 
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PROPAGANDA POLÍTICA ELECTORAL. SU EXCLUSIÓN DE LOS MENSAJES 

COMERCIALES O PROGRAMAS TRANSMITIDOS POR RADIO Y TELEVISIÓN 

NO CONSTITUYE CENSURA.- De la interpretación sistemática y funcional de lo 

previsto en los artículos 5, 6 y 7, en relación con el diverso 1º, primer párrafo y 41, 

base III, Apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

228, párrafo 3, 345, párrafo 1, inciso b), y 350, párrafo 1, inciso b), del Código 

Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, se colige que los medios de 

comunicación de radio y televisión, se encuentran impedidos para difundir 

imágenes o audio en los promocionales comerciales o programas que, en su caso, 

favorezcan o perjudiquen a un partido político o candidato, mediante la divulgación 

de su emblema, nombre, propuestas e ideología, cuando éstas no sean de las 

ordenadas por el Instituto Federal Electoral. Por tanto, si un concesionario o 

permisionario se abstiene de transmitir propaganda por contener cualquier 

referencia que favorezca o desfavorezca a un partido político o candidato, tal 

conducta no constituye un acto de censura previa que afecte el contenido del 

mensaje comercial o programa de que se trate, ni afecta la libertad del comercio o 

los derechos fundamentales de expresión, información e imprenta. Ello porque, 

este tipo de propaganda deviene ilícita, ya que transgrede los principios de 

equidad en el acceso de los partidos políticos a estos medios de comunicación y el 

de igualdad de la participación de los actores electorales en la contienda electoral, 

provocando el desequilibrio en la competencia electoral a favor de un instituto 

político o candidato. 
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Anexo 58 

Jurisprudencia 30/2009 

RADIO Y TELEVISIÓN. LA PROHIBICIÓN DE CONTRATAR PROPAGANDA 

ELECTORAL NO TRANSGREDE LAS LIBERTADES CONSTITUCIONALES DE 

LOS CONCESIONARIOS.- De la interpretación sistemática y funcional de los 

artículos 1º, 5º, 6º, 7º, y 41, base III, apartado A, de la Constitución Política 

Federal; 38, párrafo 1, inciso p); 49, párrafos 3 y 4; 228, párrafo 3; 345, párrafo 1, 

inciso b), y 350, párrafo 1, inciso b), del Código Federal de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, se colige que la restricción para contratar propaganda 

política-electoral en radio y televisión, en el territorio nacional o extranjero, dirigida 

a influir en las preferencias electorales de los ciudadanos, a favor o en contra de 

partidos políticos o de candidatos a cargos de elección popular, no implica la 

transgresión a las libertades constitucionales de expresión, información y 

comercial de los concesionarios, toda vez que es una prohibición establecida por 

el propio Constituyente Permanente, atento a que el primer precepto constitucional 

invocado establece que todo individuo gozará de los derechos fundamentales que 

le otorga la Constitución, los que sólo podrán restringirse  o suspenderse en los 

casos que ésta prevé. 

Anexo 58 

Jurisprudencia 11/2008 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN. SU MAXIMIZACIÓN EN EL 

CONTEXTO DEL DEBATE POLÍTICO.- El artículo 6o. de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos reconoce con el carácter de derecho 

fundamental a la libertad de expresión e información, así como el deber del Estado 

de garantizarla, derecho que a la vez se consagra en los numerales 19, párrafo 2, 

del Pacto Internacional de Derechos Políticos y Civiles y 13, párrafo 1, de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, disposiciones integradas al 

orden jurídico nacional en términos de lo dispuesto por el artículo 133 del propio 

ordenamiento constitucional. Conforme a los citados preceptos, el ejercicio de 

dicha libertad no es absoluto, encuentra límites en cuestiones de carácter objetivo, 

relacionadas con determinados aspectos de seguridad nacional, orden público o 

salud pública, al igual que otros de carácter subjetivo o intrínseco de la persona, 

vinculados principalmente con la dignidad o la reputación. En lo atinente al debate 

político, el ejercicio de tales prerrogativas ensancha el margen de tolerancia frente 

a juicios valorativos, apreciaciones o aseveraciones vertidas en esas 

confrontaciones, cuando se actualice en el entorno de temas de interés público en 

una sociedad democrática. Bajo esa premisa, no se considera transgresión a la 

normativa electoral la manifestación de ideas, expresiones u opiniones que 
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apreciadas en su contexto, aporten elementos que permitan la formación de una 

opinión pública libre, la consolidación del sistema de partidos y el fomento de una 

auténtica cultura democrática, cuando tenga lugar, entre los afiliados, militantes 

partidistas, candidatos o dirigentes y la ciudadanía en general, sin rebasar el 

derecho a la honra y dignidad reconocidos como derechos fundamentales por los 

ordenamientos antes invocados. 
 

Anexo 59 

Jurisprudencia 14/2007 

HONRA Y REPUTACIÓN. SU TUTELA DURANTE EL DESARROLLO DE UNA 

CONTIENDA ELECTORAL SE JUSTIFICA POR TRATARSE DE DERECHOS 

FUNDAMENTALES QUE SE RECONOCEN EN EL EJERCICIO DE LA 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN.- De lo dispuesto por el artículo 6o. de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos así como los numerales 

19, párrafo 3, inciso a), del Pacto Internacional de Derechos Políticos y Civiles y 

13, párrafo 1, inciso a), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

estos últimos integrados al orden jurídico nacional en términos de lo previsto por el 

artículo 133 del propio ordenamiento constitucional, el respeto a los derechos de 

tercero o a la reputación de los demás se reconocen dentro del ejercicio de la 

libertad de expresión, correspondiendo al Estado su protección contra injerencias 

arbitrarias o abusivas en los ámbitos de vida privada, familia, domicilio o 

correspondencia. La honra y dignidad, son valores universales construidos con 

base en la opinión, percepción o buena fama que se tiene de los individuos, de ahí 

que, a partir del menoscabo o degradación de los atributos de la personalidad es 

factible ilustrar sobre la vulneración de los derechos fundamentales precitados. En 

ese orden, en el marco del debate político, las expresiones o manifestaciones de 

cualquier tipo que hagan quienes intervienen en la contienda electoral, con el fin 

primordial de denigrar o degradar el nombre, estado civil, nacionalidad o la 

capacidad de sus oponentes, implica vulneración de derechos de tercero o 

reputación de los demás, por apartarse de los principios rectores que ha 

reconocido el Constituyente y los Pactos Internacionales signados por el Estado 

Mexicano. 

Anexo 60 

Tesis XXXIII/2013 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. NO PROTEGE LA IMPUTACIÓN DE DELITOS 

CUANDO CON ELLO SE DENIGRA A LAS INSTITUCIONES Y A LOS 

PARTIDOS POLÍTICOS O SE CALUMNIA A LAS PERSONAS.- De la 

interpretación sistemática y funcional de los artículos 6º y 41, Base III, apartado C, 
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de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 19, párrafo 3, inciso 

a), del Pacto Internacional de Derechos Políticos y Civiles, 11 y 13, párrafo 1, 

inciso a), de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, se desprende 

que si bien la libertad de expresión en el ámbito de las contiendas electorales de 

una sociedad democrática, es un elemento primordial de comunicación entre los 

partidos políticos y el electorado, en el que el debate e intercambio de opiniones 

debe ser no sólo propositivo sino también crítico, para que la ciudadanía cuente 

con los elementos necesarios a fin de que determine el sentido de su voto, lo 

cierto es que el ejercicio de la libertad de expresión en materia político-electoral 

tiene como restricciones la emisión de “expresiones que denigren a las 

instituciones y a los propios partidos o que calumnien a las personas”. En 

consecuencia, el Consejo General del Instituto Federal Electoral como órgano 

competente de verificar el respeto a la mencionada restricción, debe ser 

particularmente cuidadoso en el ejercicio de esa atribución, cuando las denuncias 

o quejas se formulan contra propaganda política o electoral difundida por los 

partidos políticos, cuyo contenido se relacione con la comisión de delitos. Lo 

anterior, porque a diferencia de la crítica desinhibida, abierta, vigorosa que se 

puede dar incluso respecto al ejercicio de cargos públicos anteriores en donde el 

intercambio de ideas está tutelado por las disposiciones constitucionales 

invocadas, tratándose de la difusión de información relacionada con actividades 

ilícitas, ésta incrementa la posibilidad a quién la utiliza sin apoyarla en elementos 

convictivos suficientes, de incurrir en alguna de las restricciones previstas 

constitucionalmente, en atención a la carga negativa que sin una justificación 

racional y razonable, aquélla puede generar sobre la reputación y dignidad de las 

personas. 

Anexo 61 

Tesis XXXIII/2012 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN MATERIA ELECTORAL. LA RESTRICCIÓN 

CONSTITUCIONAL DE ADQUIRIR TIEMPOS EN RADIO Y TELEVISIÓN NO 

PUEDE SUJETARSE AL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD.- De la 

interpretación sistemática y funcional de los artículos 1°, 6, 41, párrafo segundo, 

base III, Apartado A, penúltimo párrafo de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 49, párrafo 4 del Código Federal de Instituciones y 

Procedimientos Electorales y 7, párrafo 3 del Reglamento de Radio y Televisión en 

Materia Electoral del Instituto Federal Electoral, se advierte que los derechos 

humanos, entre otros, el de libertad de expresión, se interpretarán favoreciendo en 

todo tiempo a las personas la protección más amplia y que no pueden restringirse 

ni suspenderse salvo en los casos y bajo las condiciones que la propia 

Constitución establece. En ese contexto, la restricción al derecho de libertad de 
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expresión en materia electoral, relacionada con la prohibición de adquirir tiempos 

en radio y televisión, no puede sujetarse al control de convencionalidad, porque la 

limitación es de carácter constitucional. 

 

Anexo 62 

Tesis XII/2009 

CENSURA PREVIA. EXISTE CUANDO LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA 

SUJETA, DE MANERA ANTICIPADA, LAS EXPRESIONES QUE SE HACEN EN 

LA PROPAGANDA POLÍTICA, A UNA RESTRICCIÓN DISTINTA A LAS 

PREVISTAS EN EL ORDEN CONSTITUCIONAL Y LEGAL.- Los artículos 6º y 7º, 

primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 19, 

párrafos 2 y 3, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 13 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, y 38, párrafo primero, inciso p), 

del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, reconocen el 

derecho fundamental a la libertad de expresión; la Sala Superior ha interpretado 

que el ejercicio de esa libertad, en el contexto del debate político, en el que se 

inserta la propaganda electoral, se maximiza, al ser un instrumento esencial en la 

formación de la opinión pública, y propiciar las condiciones para una elección 

informada, libre y auténtica; el cual no es absoluto, tiene límites reconocidos en el 

propio orden constitucional y legal, a saber: el respeto a la moral, los derechos de 

terceros, la paz social y el orden público. En esta tesitura, al reconocer la 

trascendencia de tal derecho fundamental, tanto el orden jurídico nacional como el 

comunitario coinciden en establecer la restricción a las autoridades competentes 

de implementar mecanismos para excluir, en forma previa, expresiones que se 

profieran en el marco del debate político, por ello, las autoridades administrativas 

no pueden, en ejercicio de la facultad reglamentaria que tienen reservada a su 

favor, adicionar otras limitantes respecto de ese derecho humano que impliquen 

un examen previo en cuanto a la veracidad de lo expresado, como sucede cuando 

a través de un acuerdo general se exige que las manifestaciones vertidas en la 

propaganda electoral, se realicen “con sustento o apoyo” o alguna prevención 

similar, en tanto, ello implica apartarse de lo previsto en la Constitución, los 

tratados internacionales y la ley. 
Anexo 63 

Tesis XXVII/2004 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. NO SE VIOLA CON LA PROHIBICIÓN AL 

GOBERNADOR DE HACER MANIFESTACIONES A FAVOR O EN CONTRA DE 

UN CANDIDATO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE COLIMA).- De la 

interpretación de los artículos 1o., párrafo primero; 5o., 6o., 33, 35, 38, 39, 40, 41, 

párrafos primero y segundo; 115, primer párrafo y 116, párrafo segundo, fracción 
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IV, incisos a) y b), y 122, párrafo sexto, apartado C, Base Primera, fracciones I y 

V, inciso f), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 2, 

parágrafos 1 y 2; 3, párrafo primero; 25 y 26 del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos; 1, 2, 23, 29, 30 y 32, parágrafo 2, de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos; 59, fracción V; 86 bis de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Colima; 4, párrafo tercero, 6, 49, fracciones I y X, 61, 

207, 330, 332, fracciones I y III del Código Electoral del Estado de Colima; se 

concluye que las libertades de expresión y de asociación en materia política por 

parte del gobernador del Estado se encuentran limitadas en su ejercicio durante 

los procesos electorales. Lo anterior es así en virtud de que las libertades de 

expresión y asociación son derechos fundamentales de base constitucional y 

desarrollo legal y en su caso, deben establecerse en la ley las restricciones o 

limitaciones a su ejercicio. Ahora bien, la facultad legislativa por la cual se 

establezcan restricciones o limitaciones a esos derechos fundamentales debe 

tener una plena justificación constitucional en la necesidad de establecer o 

preservar condiciones acordes con una sociedad democrática. Ciertamente, esos 

derechos fundamentales de participación política establecidos en favor del 

ciudadano conllevan un derecho de libertad y, al propio tiempo, uno de igualdad. 

Esto se refuerza en virtud de que existe una prescripción jurídica que prohíbe la 

intervención del gobernador del Estado en las elecciones para que recaigan en 

determinada persona, ya sea por sí o por medio de otras autoridades. Por otro 

lado, de los principios jurídicos establecidos en la Constitución federal destacan la 

idea de las elecciones libres, auténticas y periódicas, así como la idea del sufragio 

universal, libre, secreto y directo; además de la certeza, legalidad, independencia, 

imparcialidad y objetividad, aspectos rectores del proceso electoral, al igual que el 

establecimiento de condiciones de equidad en cuanto a los elementos con que 

cuenten los partidos políticos. Lo anterior aunado a que la libertad de sufragio se 

traduce en que el voto no debe estar sujeto a presión, intimidación o coacción 

alguna, redunda en que los órganos y autoridades del poder público se deben 

mantener al margen del proceso electoral para no influir en el ánimo del elector, y 

no transgredir así los principios constitucionales referidos, máxime si no están 

autorizados constitucional y legalmente para organizar o conducir el proceso 

mismo. Lo dicho sirve de presupuesto para estimar que, de acuerdo con la 

normativa nacional e internacional, vigente en México, no se puede considerar que 

se transgreden las libertades de expresión o asociación, cuando se establecen 

limitaciones, en razón del sujeto, que son conformes y necesarias en una sociedad 

democrática, para asegurar condiciones de igualdad y libertad que aseguren la 

realización de elecciones auténticas. Lo anterior es así, en virtud de que la calidad 

del sujeto titular del derecho constituye un elemento esencial para que se 
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configure la limitación, pues si el titular del derecho subjetivo no tiene determinada 

calidad, por ejemplo, la condición de ser servidor público con el carácter de 

gobernador del Estado, no habría razón alguna para sostenerla. Esto es así, en 

virtud de que las restricciones sólo pueden ser establecidas expresamente en la 

ley (tanto formal como material), en conformidad con los instrumentos 

internacionales de derechos humanos suscritos por el Estado mexicano, como el 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en sus artículos 19, párrafo 3, 

y 22, párrafo 2 y la Convención Americana sobre Derechos Humanos en los 

artículos 13, párrafo 2, y 16, párrafo 2. Las limitaciones de los derechos 

fundamentales en razón de su titular se sustentan, primordialmente, en la 

necesidad de proteger otros bienes o derechos constitucionalmente protegidos, 

como lo son la libertad en el sufragio y la no presión en las elecciones. De esta 

manera se justifica que las libertades de ese servidor público como ciudadano 

puedan ser restringidas en razón, verbi gratia, de la protección del orden público, 

de la seguridad nacional o el respeto a los derechos de los demás. Lo anterior hay 

que relacionarlo con la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Colima, en su artículo 59, fracción V, que prohíbe expresamente la intervención 

indebida del titular del Poder Ejecutivo local en los procesos electorales para 

favorecer a determinado candidato. Ello se traduce en una limitación en el ejercicio 

de las libertades de expresión y de asociación que el titular del ejecutivo local tiene 

como ciudadano, toda vez que tiene semejantes libertades públicas 

fundamentales, a condición de que su ejercicio no interfiera sustancialmente con 

sus responsabilidades oficiales ni con el ejercicio de los derechos fundamentales 

de los demás, como sería el derecho político-electoral de acceder, en condiciones 

de igualdad, a los cargos públicos. Asimismo, el gobernador del Estado, en tanto 

servidor público, tiene las libertades de expresión y asociación condicionadas por 

las potestades administrativas inherentes que el propio orden jurídico le confiere, 

ello en virtud de que la investidura de dicho cargo confiere una connotación propia 

a sus actos que implican atribuciones de mando y acceso privilegiado a medios de 

comunicación que rompen en consecuencia con todo principio democrático de 

equidad en el proceso electoral. De esta manera, los derechos políticos deben ser 

armonizados entre sí, delimitando para cada uno de ellos la extensión más amplia 

posible que, sin embargo, no invada indebidamente la esfera de realización de 

otro derecho de su misma o superior jerarquía. 

 


